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CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del diecinueve de febrero de dos mil diecinueve.
Sesión ordinaria con asistencia de la Magistrada Patricia Solano Castro, Vicepresidenta, quién sustituye en este acto al Presidente, Magistrado Fernando Cruz Castro. De los integrantes doctor Gary Amador Badilla y máster Carlos Montero Zúñiga y de las integrantes máster Sara Castillo Vargas y licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez. Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
ARTÍCULO I
Documento N° 1782-19
Se aprueba el acta N° 09-19 de la sesión celebrada el 05 de febrero de 2019.
[bookmark: _Toc1048962]ARTÍCULO II
Documento N° 14038-18 / 1334-19.
La servidora Carmen Lucrecia Guzmán Montero, defensora pública interina en el Segundo Circuito Judicial de San José, mediante correo electrónico remitido el 04 de febrero en curso, interpone recurso de reconsideración, en contra del acuerdo tomado por el Consejo Superior en Sesión N° 03-19, artículo XCVI, celebrada el 15 de enero de dos mil diecinueve, en el que se acordó lo siguiente: “1.) Denegar la solicitud de la máster Lucrecia Guzmán Montero, Defensora Pública interina del Segundo Circuito Judicial de San José, por cuanto la plaza citada tiene una condición de vacante y conforme a la normativa vigente este Consejo estima que deben de existir los concursos respectivos para que los oferentes participen en igualdad de condiciones.  2.) Comunicar a la Directora de la Defensa Pública que de acuerdo a sus facultades puede trasladar interinamente a los defensores y defensoras en las plazas señaladas, hasta tanto se apruebe el nombramiento en propiedad del defensor o defensora en la plaza correspondiente mediante concurso. 3.) Trasladar el presente acuerdo a conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para que promueva los concursos respectivos para el llenado de las plazas citadas”. 
Al respecto, la recurrente Guzmán Montero argumenta que el acuerdo recurrido señala que conforme a la normativa vigente el Consejo estima que deben existir los concursos respectivos para que los oferentes participen en igualdad de condiciones, lo cual, según indica, no entiende por cuanto en la sesión del Consejo de la semana antes del cierre colectivo, si no se equivoca de fecha 21 de diciembre 2018 y otras anteriores, se aprobaron permutas que fueron solicitadas en las mismas condiciones que su solicitud, lo que conoce en razón de que se aprobaron esas permutas en la misma oficina que labora. Solicita reconsiderar la decisión y, agrega, que, sin ser irrespetuosa, hace ver que este mismo Consejo probablemente con otra integración ha admitido este tipo de permuta y hace poco más del mes. Además, señala que ya participó en un concurso, solamente que tiene su propiedad como defensora en el primer circuito de San José, en una materia especializada de penalización contra la violencia contra la mujer, y lleva 10 años trabajando y capacitándose en materia penal de adultos, incluso 7 de esos años es en la plaza que actualmente ocupa de forma interina. Finalmente, señala que, en razón de lo anterior y que su jefatura envió escrito donde indica que no tiene inconveniente en la gestión, solicita reconsiderar, revocar el acuerdo indicado y se le otorgue la permuta de su plaza en propiedad número 366175 destacada en la Defensa Pública de San José materia de penalización de la violencia contra la mujer, por la que ocupa de forma interina, la plaza vacante número 103249 de materia penal, la cual  se encuentra destacada en la Defensa Pública de Goicoechea. 
En atención a los argumentos expuestos por la servidora Carmen Lucrecia Guzmán Montero, se le hace saber que, este Consejo ha analizado con mayor detenimiento este tipo de solicitudes y, de mejor criterio, a la luz del principio de igualdad de oportunidades, estima conveniente que para el llenado de una plaza vacante se debe seguir el procedimiento establecido para esos efectos por medio de la Dirección de Gestión Humana, salvo que exista alguna situación especial justificable que amerite autorizar un traslado en las condiciones que nos ocupa, lo cual no ocurre en el caso concreto.  
Si bien es cierto, recientemente se autorizaron varios traslados a lo interno de la Defensa Pública, este Consejo ha reconsiderado el criterio aplicado en esa oportunidad, al estimar como se indicó anteriormente que lo procedente es cumplir con el procedimiento establecido para ocupar un puesto en esa condición, con la finalidad de que las demás personas interesadas en ocupar la plaza puedan participar en igualdad de condiciones mediante el concurso respectivo.
Es importante aclarar que lo pretendido por la servidora Guzmán Montero se trata de un traslado y no de una permuta, cuyas figuras son de naturaleza distinta.  
En ese sentido, este Consejo rechaza en todos sus extremos el recurso de reconsideración planteado por la servidora Guzmán Montero y, en consecuencia, se mantiene incólume el acuerdo recurrido.
Conforme lo expuesto anteriormente y con fundamento en el artículo 81 inciso 6) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acordó: 1.) Rechazar el recurso de reconsideración presentado por la servidora Carmen Lucrecia Guzmán Montero, en consecuencia, se mantiene incólume lo acordado en Sesión N° 03-19, artículo XCVI, celebrada el 15 de enero de dos mil diecinueve. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y de la Dirección de la Defensa Pública, para lo que a cada una corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048964]ARTÍCULO III
Documento N° 1122-19/ 1545-19

[bookmark: _Toc536713273]En correo electrónico del 12 de febrero de 2019, la Secretaría de la Corte comunicó el oficio N° 1483-19, mediante la cual se hizo de conocimiento de la señora Angélica María Porras Sánchez, el acuerdo tomado por este Consejo Superior en la sesión Nº 9-19 celebrada el 5 de febrero de 2019, artículo L, que literalmente dice:
“La servidora Angélica María Porras Sánchez, Auxiliar de Servicios Generales del Juzgado Penal de Puntarenas, en nota del 28 de enero de 2019, solicitó: 

“Sirva la presente para saludarles con todo respeto, por este medio de la forma más respetuosa, acudo al honorable Consejo Superior, a solicitar permiso con el fin de que se me autorice el permiso de asistencia a clases, actualmente me encuentro cursando el último cuatrimestre de la Licenciatura de la carrera de Derecho, el permiso que necesito comprende de semana por medio para los días martes, jueves, días de examen, y exposición, en la segunda audiencia solamente, y todos los viernes de la segunda audiencia. Laboro en el Juzgado Penal de Puntarenas, soy propietaria, en el puesto de Auxiliar de Servicios Generales, plaza N° 44996. Es mi deseo de superación personal y profesional dentro de esta Institución que me impulsa a solicitar a este Honorable Consejo se me otorgue el permiso con goce de salario, para poder asistir a clases y así poder finalizar mi carrera, todo el primer cuatrimestre del 2019, comprendiendo del período que va del 29 de enero del 2019 al 30 de abril del 2019, a razón de que cursos, 5 materias (Derecho Agrario- Juicios Universales II- Derecho Reales II- Derecho Notarial y Registral- Derecho Internacional Privado). Debo tomar el Autobús de Puntarenas a San José, al ser las 13:00 horas, y de ahí trasladarme 98 kilómetros aproximadamente, y al llegar a la terminal de buses Empresarios Unidos en San José, debo tomar un autobús nuevamente, para trasladarme a la Universidad de la Ciencias y el arte, clases que inician a las 17:00 horas y concluye a las 21:00 horas. En toda mi carrera es la primera vez que solicito permiso esto por cuanto curse las materias los sábados o en jornada nocturna, pero este último cuatrimestre de la licenciatura fue imposible ya que no imparten los días sábados mi mayor deseo es terminar la carrera que durante todos estos años ha sido de sacrificio el trabajar, estudiar y no compartir tiempo con mi familia. 

Solicito que mi petición sea tomada, cabe indicar que en caso que el honorable Consejo me autorice, estaría contando con el visto bueno de la Jueza Coordinadora del Juzgado Penal, quién junto con mis compañeros están anuentes a que yo pueda retirarme y colaborarme con mis funciones en caso necesario para que no se dé ninguna afectación en el despacho o la atención al usuario 

Agradezco la atención que se me pueda brindar y de la forma más respetuosa dejo ofrecida mi petición, quedando a sus órdenes.
(…)”
- 0 -

Se acordó: Denegar la solicitud de la servidora Angélica María Porras Sánchez, Auxiliar de Servicios Generales del Juzgado Penal de Puntarenas, en razón de que en esa localidad ofrece facilidades de estudio. Además este tipo de permisos para ocupar tiempo laboral en actividades personales son de carácter restrictivo.  Ya que su situación es la misma que enfrentan muchos servidores y servidoras judiciales, por lo que se debe garantizar la prestación del servicio público y dar un trato equitativo a quienes laboran en el Poder Judicial, siendo que, por control interno este órgano está obligado al buen uso de los recursos públicos. Se declara acuerdo firme.” 

- 0 -

	La servidora Angélica María Porras Sánchez, Auxiliar de Servicios Generales del Juzgado Penal de Puntarenas, en nota de 8 de febrero de 2019, solicitó lo siguiente: 
“Sirva la presente para saludarles con todo respeto, por este medio de la forma más respetuosa, acudo al honorable Consejo Superior nuevamente a efecto de reconsideración ante mi solicitud número 1122 y me autorice el permiso de asistencia a clases, si bien es cierto existe una Universidad en la provincia de Puntarenas, es mi último cuatrimestre de la Licenciatura de la carrera de Derecho que ya inicié en San José. Si realizara el traslado para la universidad de Puntarenas, tendría que realizar el proceso de convalidación y no me reconoce todas las materias que he aprobado, atrasaría más tiempo y perdería mucho dinero. Inicie mi carrera en San José, por motivo que mi residencia es en la zona de Río Frío, Sarapiquí y al finalizar las clases los días sábados a las cinco de la tarde, era más sencillo para desplazarme a la terminal de los caribeños y poder tomar el último autobús que llegaba hasta la zona donde vivo y aunado a lo anterior las materias, la matricula eran y son más accesibles económicamente en la Universidad de las Ciencias y Artes, en San José que en la universidad Hispanoamericana de Puntarenas. Como lo indique en mi solicitud es mi deseo de superación ejercer como profesional, por lo anterior solicito la reconsideración de mi solicitud a este Honorable Consejo se me otorgue el permiso con goce de salario, para poder asistir a clases y así poder finalizar mi carrera esto  , por motivo que las clases inician a las 05:00 p.m. y debo trasladarme hasta San José en autobús y posterior a Barrio Lujan, para los días 14, 19, 21, 22 de Febrero, 05, 07, 08, 15, 19, de Marzo, 02, 05, 23, 25 de Abril del presente año.

Cabe indicar que cuento con el visto bueno de la Jueza Coordinadora, del Juzgado Penal la licenciada Cindy Arenas Bejarano quien junto con mis compañeros están anuentes a que yo pueda retirarme y colaborarme con mis funciones de Auxiliar de Servicios Generales, en caso necesario para que no se dé ninguna afectación en el despacho o la atención al usuario, en caso que el honorable Consejo Superior me autoriza el permiso.  

   Agradezco la atención que se me pueda brindar y de la forma más respetuosa dejo ofrecida mi reconsideración, quedando a sus órdenes.

Medio para cualquier comunicación: (…)”

- 0 -  

Una vez analizada la gestión anterior, por las particularidades que presenta y tratándose de que está por finalizar la licenciatura de la carrera, se acordó: 1.) Acoger el recurso de reconsideración presentado por la servidora Angélica María Porras Sánchez, Auxiliar de Servicios Generales del Juzgado Penal de Puntarenas, en consecuencia, otorgar el permiso solicitado para que pueda asistir a lecciones en las fechas indicadas por la servidora, es decir, los días 14, 19, 21, 22 de Febrero, 05, 07, 08, 15, 19 de Marzo y  02, 05, 23, 25 de Abril del presente año, en el entendido de que cuenta con el visto bueno de la jueza coordinadora del despacho y que tomarán las medidas necesarias para no afectar el servicio público. 2.) Deberá la servidora Porras Sánchez, reponer el tiempo laboral que utilizará para asistir a lecciones, por lo anterior, la jueza coordinadora del Juzgado Penal de Puntarenas, remitirá un informe a este Consejo Superior indicando la forma en que la servidora va a reponer el tiempo; informe que deberá presentarlo en el plazo de 5 días hábiles después de comunicado el presente acuerdo. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Tribunal de la Inspección Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048967]ARTÍCULO IV
Documento N° 14225-14/ 1809-19

[bookmark: _Toc405219810]En sesión N° 105-14 celebrada el 4 de diciembre de 2014, artículo XIII, en lo conducente, se adjudicó la Licitación Abreviada Nº 2014LA-000057-PROV, denominada “Contratación de servicio de alimentación para detenidos en la Subdelegación del O.I.J. de Siquirres”, línea única, a la señora Isela Figueroa Carrillo, cédula de identidad Nº 07-0107-0431
	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 666-DE-2019 de 13 de febrero de 2019, remitió oficio N° 602-DP/27-2019 de fecha 11 de febrero de 2018, que suscribe el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento de Proveeduría, en el que se solicita la ampliación con base en la aplicación del artículo 208 del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa a la Licitación Abreviada N° 2014LA-000057-PROV, denominada “Servicio de Alimentación para detenidos en la Subdelegación del OI.J. de Siquirres” a la señora Isela Figueroa Carrillo, cédula N° 07-0107-0431, el cual se transcribe a continuación:
	“En sesión número 105-14, celebrada el 08 de diciembre del 2014, artículo XIII el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Abreviada 2014LA-000057-PROV, correspondiente al “Servicio de Alimentación para detenidos en la Subdelegación del O.I.J. de Siquirres”, a la señora Isela Figueroa Carrillo, cédula de identidad 07-0107-0431, de la siguiente forma:

	“(…) 

De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 45 de la Ley de Contratación Administrativa y 100 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente trascrito, se dispuso: Adjudicar la Licitación Abreviada Nº 2014LA-000057-PROV denominada “Contratación de servicio de alimentación para detenidos en la Subdelegación del O.I.J. de Siquirres”, línea única, a la señora Isela Figueroa Carrillo, cédula de identidad N° 07-0107-0431, conforme al siguiente detalle:

La prestación de servicios de alimentación para detenidos en la Subdelegación del Organismo de Investigación Judicial de Siquirres, con los siguientes costos: 

Desayuno:	¢1.300,00 (mil trescientos colones exactos)
Almuerzo:	¢2.000,00 (dos mil colones exactos)
Cena: 		¢2.000,00 (dos mil colones exactos)
Demás términos y condiciones conforme al pliego de condiciones. 

El contrato tendrá una vigencia original de un año y podrá prorrogarse en forma automática por periodos similares, hasta un máximo de cuatro años. La fecha de inicio del servicio será dada por el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual del Departamento de Proveeduría, para lo cual deberá informar a la Jefatura de la Subdelegación del Organismo de Investigación Judicial de Siquirres y a la Administración del Organismo de Investigación Judicial para lo que corresponda a esos despacho (Sic).

La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
 	
(…)”

Solicitud de ampliación

Mediante oficio N° 013-ARIICJZA-19 visible a folio 200, el Máster Luis Alberto Solís Jiménez, Administrador Regional del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica envía a esta Proveeduría la solicitud de aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, al contrato N° 007115 correspondiente al Servicio de Alimentación para detenidos en la Subdelegación del O.I.J. de Siquirres, ya que el contrato vence el 12 de marzo del año 2019, y a la fecha aún y cuando ya fue enviada la documentación para el nuevo trámite de contratación, debido a la tramitología del mismo, es imposible contar con un nuevo contratista para la fecha en que vence el presente contrato, y se requiere poder darle continuidad al servicio de alimentación para los privados de libertad que deben permanecer en la Sub-Delegación de Siquirres, por lo que se solicita la aplicación del artículo 208 dentro del contrato indicado, a efectos de poder prorrogar el servicio por un plazo de 6 meses más.

	
Análisis de la aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa

	Así las cosas, se procede a analizar la aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el cual posibilita a la Administración a realizar una modificación unilateral de sus contratos tan pronto éstos estén perfeccionados, aun antes de iniciar su ejecución y durante ésta, bajo las siguientes reglas: 

“(...) 
a) Que la modificación, aumento o disminución del objeto, no le cambie su naturaleza, ni tampoco le impida cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto.

b) Que en caso de aumento se trate de bienes o servicios similares.

c) Que no exceda el 50% del monto del contrato original, incluyendo reajustes o revisiones, según corresponda.

d) Que se trate de causas imprevisibles al momento de iniciar el procedimiento, sea que la entidad no pudo conocerlas pese a haber adoptado las medidas técnicas y de planificación mínimas cuando definió el objeto.

e) Que sea la mejor forma de satisfacer el interés público.

 f)  Que la suma de la contratación original, incluyendo reajustes o revisiones de precio, y el incremento adicional no superen el límite previsto para el tipo de procedimiento tramitado.”

(...)  
El incremento o disminución en la remuneración se calculará en forma proporcional a las condiciones establecidas en el contrato original.

(…)

Modificaciones que no se ajusten a las condiciones previstas en este artículo, sólo serán posibles con la autorización de la Contraloría General de la República, la cual resolverá dentro del décimo día hábil posterior a la gestión, basada, entre otras cosas, en la naturaleza de la modificación, estado de ejecución y el interés público.  La Contraloría General definirá reglamentariamente el procedimiento aplicable para lo previsto en este artículo. 

La Administración deberá revisar el monto de las garantías rendidas a efecto de disponer cualquier ajuste que resulte pertinente.”

	Conforme a lo anterior, se procede a realizar el siguiente análisis a fin de determinar que la situación que se presenta en el proyecto constructivo de referencia corresponda a las condiciones señaladas en la normativa aplicable:

	1)	En primer lugar es importante señalar que el contrato actual N° 007115 se encuentra vigente, por cuanto su fecha de finiquito es el 12 de marzo del 2019, por lo tanto, es posible la aplicación del artículo 208 y como tal el análisis y desarrollo de los puntos que establece dicha normativa.

2) Respecto a los incisos a) y b) referentes a que la modificación del contrato, aumento o disminución, no le cambie su naturaleza, ni tampoco le impida cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto, como también que se trate de bienes o servicios similares.

	En este caso, es claro que no existe un cambio en la naturaleza del objeto contractual o en el fin inicialmente propuesto, ya que lo que se pretende es prorrogar el servicio contratado por un plazo de seis meses más a partir de su fecha de vencimiento inicial, por lo que la naturaleza del contrato inicialmente pactado se sigue mantenimiento, y dicha prorroga en el plazo no impide cumplir con el fin inicialmente pactado, el cual es brindar el servicio de alimentación a todas aquellas personas que deben permanecer en las celdas de la Sub-Delegación del O.I.J. de Siquirres.

3)	Respecto al punto c) Que no exceda el 50% del monto del contrato original, incluyendo reajustes o revisiones, según corresponda. 

El artículo 208 en sus excepciones establece que en los contratos de prestación continua se puede modificar tanto el objeto como el plazo, en cuyo caso el 50% aplica sobre el plazo originalmente contratado sin contemplar las prórrogas. En el presente caso tenemos que estamos ante un contrato de servicio continuado por un año que fue prorrogado por periodos iguales hasta un máximo de 4 años, de modo que el plazo originalmente pactado fue de 12 meses, por lo que el 50% máximo aplicable corresponde a un total de 6 meses de prórroga del servicio.

4)	Respecto al punto d) Que se trate de causas imprevisibles al momento de iniciar el procedimiento, sea que la entidad no pudo conocerlas pese a haber adoptado las medidas técnicas y de planificación mínimas cuando definió el objeto.

En este aspecto la necesidad nace a raíz de que el contrato actual vence el 12 de marzo del año 2019, y se requiere que los privados de libertad que deben permanecer en las celdas del O.I.J. de Siquirres, sigan contando con el servicio de alimentación, de modo que no se llegue a poner en riesgo su salud física.

Para efectos de trámite de un nuevo contrato, la Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica remitió a esta Proveeduría desde el 21 de diciembre del 2018, la documentación para iniciar con el nuevo trámite de contratación para brindar dicho servicio, sin embargo, debido a la tramitología propia de una contratación, a la fecha el procedimiento 2019CD-000003-PROVCD se encuentra pendiente de publicar el cartel para recibir ofertas.

Es por lo anterior, siendo que a la fecha no es posible contar con un nuevo contrato para la fecha en que finaliza el contrato actual, es que se torna necesario tramitar la ampliación del presente contrato por el periodo de 6 meses adicionales. 

5)	Respecto al punto e) Que sea la mejor forma de satisfacer el interés público.

Debido a que el contrato actual mediante el cual se presta el servicio de alimentación de los privados de libertad que permanecen en las celdas del O.I.J. de Siquirres, vence el 12 de marzo del año 2019, y que a la fecha no se ha podido concluir el nuevo proceso de contratación para contar con un nuevo contrato que permita brindar estos servicios por un nuevo periodo, y que por lo plazos propios de una contratación directa existe el riesgo de que a la fecha de vencimiento del contrato actual, no se logre tener una nuevo contrato que le dé continuidad al servicio, y ante este escenario existe una gran posibilidad de que en caso de que los privados de libertad se queden sin el servicio de alimentación a partir del 13 de marzo del 2019, es que, darle continuidad al servicio a través de la prórroga del presente contrato, es como se minimizarían estos riesgos y como tal sería la mejor forma de satisfacer el interés público.

6)	Respecto al punto f) Que la suma de la contratación original, incluyendo reajustes o revisiones de precio, y el incremento adicional no superen el límite previsto para el tipo de procedimiento tramitado.

Tal y como se estableció en el punto 3) del presente oficio, dentro de las excepciones del artículo 208 se establece que en los contratos de prestación continua se puede modificar tanto el objeto como el plazo, en cuyo caso el 50% aplica sobre el plazo originalmente contratado sin contemplar las prórrogas. En este caso, la contratación original fue por un plazo de 1 año prorrogable por periodos iguales hasta un máximo de 4 años, y a la fecha no se han realizado prorrogas sobre el plazo del contrato, por lo que con base en lo establecido en el citado artículo, el monto total estimado del servicio que se estaría pagando por los 6 meses de prórroga es de ¢698.143,77 y el monto estimado del servicio por los 4 años de contrato asciende a ¢20.563.200,00, para un gran total de ¢21.261.343,77 por los 4 años y los 6 meses de prórroga, por lo que no se supera en ningún momento el limite previsto para el tipo de procedimiento tramitado, por cuanto para el año 2018 el límite de la Licitación Abreviada se encuentra en ¢560.000.000,00.

	7) Respecto a que “El incremento o disminución en la remuneración se calculará en forma proporcional a las condiciones establecidas en el contrato original”.

	Actualmente dentro del contrato 007115, según oficio de reajuste de precios N° 853-DP/63-2017, se paga un monto de ¢1.313,00 por concepto de desayuno, ¢2.020,00 por concepto de almuerzo y ¢2.020,00 por concepto de cena, y en correo electrónico de fecha 15 de enero del 2019 visible a folio 201 la señora Isela Figueroa Carrillo, manifiesta que está anuente a continuar con el servicio por el plazo de 6 meses manteniendo lo pactado inicialmente, por lo que, siendo que el costo del servicio se mantiene igual al que actualmente se reconoce por el servicio, el mismo se considera razonable.  

	Disponibilidad Presupuestaria

	Para hacerle frente al pago del servicio por este periodo de seis meses, se cuenta con la certificación de contenido presupuestario 0134-CE-2019, mediante la cual se certifica que en la subpartida, 2.02.03. Alimentos y Bebidas, programa 928 “Organismo de Investigación Judicial”, Rubro 4 “Contratos”, se cuenta con ¢698.143,77 para hacerle frente al pago de dicha prórroga del servicio por el periodo que va desde el 13 de marzo del 2019 al 13 de setiembre del 2019. 

Recomendación

Luego de determinar la aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se recomienda la ampliación de la presente licitación de la siguiente forma:

Con base en los puntos anteriormente mencionados, esta Proveeduría recomienda acoger la solicitud de la Administración Regional del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica y prorrogar el contrato 007115 Servicio de Alimentación para los Privados de Libertad que deben permanecer en la Subdelegación Regional del O.I.J. de Siquirres, adjudicado a la señora Isela Figueroa Carrillo, cédula de identidad 07-0107-0431, por un plazo adicional de 6 meses a partir de la fecha de vencimiento del mismo.

Por todo lo anterior, se solicita remitir este asunto a conocimiento del Consejo Superior, a fin de que autorice prorrogar el contrato 007115, Servicio de Alimentación para los Privados de Libertad que deben permanecer en la Subdelegación Regional del O.I.J. de Siquirres, adjudicado a la señora Isela Figueroa Carrillo, cédula de identidad 07-0107-0431, por un plazo adicional de 6 meses a partir de la fecha de vencimiento del mismo, esto con fundamento en el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.”
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Conforme la aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa Se acordó: Acoger la solicitud presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 666-DE-2019 de 13 de febrero de 2019, en la que remitió oficio N° 602-DP/27-2019 de fecha 11 de febrero de 2018,  suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento de Proveeduría, en consecuencia,  prorrogar el contrato 007115, correspondiente a la Licitación Abreviada N° 2014LA-000057-PROV, denominada “Servicio de Alimentación para detenidos en la Subdelegación del OI.J. de Siquirres”, adjudicado a la señora Isela Figueroa Carrillo, cédula de identidad 07-0107-0431, por un plazo adicional de 6 meses a partir de la fecha de vencimiento del mismo.
La Dirección Ejecutiva, la Dirección Jurídica, el Departamento Financiero Contable y la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048969]ARTÍCULO V
Documento N° 12410-18 / 1683-19.
En oficio N° 544-DP/18-2019, del 5 de febrero de 2019, el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe, del Departamento de Proveeduría, remitió el siguiente informe:
“Mediante Licitación Abreviada N.° 2018LA-000054-PROV, pedido N.° 2018-086255, se le adjudicó a la empresa Sonivisión, S.A., la compra de un sistema de grabación para el salón de Corte Plena, por medio del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N.° 94-18 del 30 de octubre de 2018, artículo XVI.

Conforme a lo dispuesto por ese estimable Consejo en sesión N.° 21-09, celebrada el 5 de marzo de 2009, artículo LXXIX, que literalmente señala "que en caso de que un proveedor tramite la mejora de un objeto de su contratación, se autoriza al Departamento de Proveeduría, previos los criterios técnicos requeridos, resuelva la solicitud y comunique al Consejo Superior sobre lo resuelto", respetuosamente se informa que mediante oficio N.° 502-DP/18-2019 del 1° de febrero de 2019, se aceptaron los cambios sugeridos por la contratista, según nota N.° C-2019-01-25-PJ de fecha 25 de enero de 2019, en la cual proponían entregar la unidad central marca Taiden, modelo HCS4100MB/52 en sustitución de HCS4100MB/50, y el software HCS4210/52 en lugar de HCS4210/50.

Lo anterior, basados en el criterio técnico emitido mediante correo electrónico del 25 de enero de 2019, en el cual el licenciado Víctor Hernández Bonilla de Gestión de Tecnologías Multimedia de la Sección de Telemática de la Dirección de Tecnología de Información, quien manifiesta que “a razón del cambio en la descripción del número de modelo del equipo recibido, y seguidamente la aclaración indicada en carta enviada por el fabricante donde indica obedecer a una actualización de FIRMWARE, el cual es una serie de instrucciones internas que debe realizar el equipo de una forma lógica junto con la parte electrónica y así elevar el rendimiento y eficiencia de las tareas que debe realizar el dispositivo. / Indico: / El cambio de los últimos dos dígitos del modelo (de 50 a 52) se convierte en una mejora tecnológica al ser una versión más reciente del Firmware y contar con las mismas características físicas del modelo HCS4100MB/50”.

(…).”
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[bookmark: _Toc528249404]En sesión N° 94-18, celebrada el 30 de octubre de 2018, artículo XVI, se adjudicó la Licitación Abreviada N° 2018LA-000054-PROV, denominado “Compra de sistema de grabación para el Salón de Corte Plena”, a la empresa Sonivisión S.A.
[bookmark: _Toc536462791]Posteriormente, en sesión N° 8-19, del 31 de enero del 2019, artículo V, se tomó nota del oficio N° 342-DP/18-2019, del 23 de enero de 2019, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, referente a la mejora indicada en el objeto de la Licitación Abreviada N° 2018LA-000054-PROV, denominado “Compra de sistema de grabación para el Salón de Corte Plena”.
Se acordó: Tomar nota del oficio 544-DP/18-2019, del 5 de febrero de 2019, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, referente a la mejora indicada en el objeto de la Licitación Abreviada N° 2018LA-000054-PROV denominado “Compra de sistema de grabación para el Salón de Corte Plena”, adjudicada a la empresa Sonivisión S.A., cédula jurídica 3-101-034067.
El Departamento de Proveeduría tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048972]ARTÍCULO VI
Documento N° 977-13 / 1656-19.
[bookmark: _Toc536101904]En sesión N° 7-19, celebrada el 29 de enero del 2019, artículo X, se dispuso que debían la Escuela Judicial y la Secretaría Técnica de Ética y Valores, remitir en el plazo de 5 días hábiles después del comunicado de ese acuerdo, al coordinador del plan indicado en esa oportunidad, la información que se echaba de menos, dado que el “Plan de Continuidad de Servicios del Poder Judicial” es un asunto de interés institucional y el compromiso de los jerarcas y de las personas designadas, es trascendental para la construcción de dicho Plan, con la advertencia que de no hacerlo, se remitiría al Tribunal de la Inspección Judicial para lo que correspondiera. En razón de lo anterior, el licenciado Kidd Alvarado, comunicaría a este Consejo Superior lo pertinente.
En oficio N° 545-DE-2019, del 11 de febrero de 2019, el licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Ejecutivo y Coordinador del Plan de Continuidad de Servicios del Poder Judicial, remitió el siguiente informe:
“En atención a lo acordado por el Consejo Superior en la sesión 7-19 del 29 de enero de 2019, artículo, artículo X, de manera respetuosa me permito informar que la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Escuela Judicial han cumplido debidamente con la entrega de la información requerida, tal como se ordenó en dicho acuerdo, según consta en diligencias de correo electrónico del 4 y 5 de febrero de 2019.

En vista de lo anterior, se tiene por atendido lo ordenado por el Consejo Superior a dichas oficinas.”

-0-
Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada mediante oficio N° 545-DE-2019, del 11 de febrero de 2019, por el licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Ejecutivo y Coordinador del Plan de Continuidad de Servicios del Poder Judicial, en cuanto a la entrega de la información solicitada a la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Escuela Judicial, en sesión N° 7-19, celebrada el 29 de enero del 2019, artículo X.
La Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Escuela Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048974]ARTÍCULO VII
Documento N° 7778-16 / 1572-19

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva en oficio N° 465-DE-2019 de 7 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:
“Con respecto al seguimiento de recomendaciones emitidas en el informe Nº 1707-PLA-2016, relacionado con el estudio denominado “Proyecto de rediseño de procesos y organizacional de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José”, el Consejo Superior en sesión Nº 1-19 celebrada el 8 de enero de 2019, artículo LXII, acordó lo siguiente: 

“1.) Tener por rendido el informe N° 1511-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con el proyecto de rediseño de procesos y organizacional de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José. 2.) Avalar las recomendaciones sugeridas conforme al resultado del primer seguimiento. Las cuales deberán ser implementadas a la brevedad posible por la Oficina de Administración y la Oficina de Comunicaciones del Segundo Circuito Judicial de San José, la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de la Información, conforme corresponda.”

Dentro de las conclusiones presentadas en el informe Nº 1511-PLA-2018, se encuentra incompleta la recomendación dirigida a la Biblioteca Judicial sobre la presentación ante el Consejo Superior de un plan de trabajo enfocado a la mejora del servicio de biblioteca brindado en el Segundo Circuito Judicial de San José. 

Por lo anterior, se remite para conocimiento y aprobación de ese órgano colegiado el Plan de Trabajo realizado por la Biblioteca del Segundo Circuito Judicial de San José, correspondiente a los años 2018 y 2019.”
[bookmark: _MON_1611578182][bookmark: _MON_1611578592]
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En sesión N° 95-16 celebrada el 13 de octubre del 2016, artículo LXI, previamente a resolver lo que corresponda, respecto al informe Nº 1707-PLA-2016 remitido por la Dirección de Planificación sobre el estudio de las cargas de trabajo y rediseño de la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, se acordó conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en la fecha que oportunamente se coordinaría. 
Asimismo, en sesión N° 109-16 celebrada el 6 de diciembre del 2016, artículo IV, se tomó nota de lo manifestado por doctora Iris Rocío Rojas Morales, Magistrada de la Sala Primera sobre la solicitud de independencia administrativa de la administración del Segundo Circuito Judicial de San José y se trasladó a la Dirección Ejecutiva y de Planificación para su análisis en relación con el informe N° 1707.PLA-2016.
Posteriormente, en la sesión Nº 20-17 celebrada el 7 de marzo de 2017, artículo XXXV, en lo conducente, se tuvo por rendido el informe N° 368-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, sobre el proyecto de rediseño de procesos y organizacional de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José. Asimismo, se tomó nota de los principales aspectos concluidos, como que se considera necesaria la dependencia del Anexo A como parte de la Administración del Segundo Circuito Judicial. Además, se aprobó lo dictaminado por la Dirección de Planificación y en consecuencia se mantuvo el criterio técnico, en cuanto al análisis y recomendaciones emitidas en el informe N° 1707-PLA-2016, elaborado por la misma Dirección, excepto lo referido al empoderamiento funcional y administrativo recomendado para la plaza de Administrador del anexo A del Segundo Circuito Judicial, razón por la cual esta deberá seguir dependiendo directamente de la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, para todos los efectos.
[bookmark: _Toc533169826]Finalmente, en la sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero del 2019, artículo LXII, se tuvo por rendido el informe N° 1511-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con el proyecto de rediseño de procesos y organizacional de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José. Asimismo, se avalaron las recomendaciones sugeridas conforme al resultado del primer seguimiento. Las cuáles deberían ser implementadas a la brevedad posible por la Oficina de Administración y la Oficina de Comunicaciones del Segundo Circuito Judicial de San José, la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de la Información, conforme corresponda. 
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 465-DE-2019 del 7 de febrero de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en relación al seguimiento de recomendaciones emitidas en el informe Nº 1707-PLA-2016 del estudio denominado “Proyecto de rediseño de procesos y organizacional de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José”, en consecuencia,  aprobar el Plan de Trabajo realizado por la Biblioteca del Segundo Circuito Judicial de San José, correspondiente a los años 2018 y 2019.” 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación.
La Dirección Ejecutiva y la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048976]ARTÍCULO VIII

Documento N° 2188-17/ 1597-19

En sesión extraordinaria 15-17 (Presupuesto 2018), celebrada el 22 de febrero de 2017, artículo IV, se aprobó el informe 2-PLA-DO-2017, presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones. Asimismo, se incluyó en el anteproyecto de presupuesto 2018 las siguientes plazas para el Proyecto de Selección y Eliminación de Expedientes.”

	Despacho
	Cant.
	Tipo de plaza
	Recomen-dación
	Período

	Archivo
Judicial
	6
	Asistentes Administrativas/os 1
	Extraordinarias
	2018
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La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva en oficio Nº 468-DE-19 de 4 de febrero de 2019, remitió oficio AJ-J-02-2019 del 16 de enero de 2019, suscrito por el licenciado Manuel Sánchez Sánchez, Jefe del Archivo Judicial, en el que presenta el resultado de la ejecución del “Proyecto para la Eliminación Masiva de Expedientes en el Archivo Judicial”, durante el año 2018.
Por su parte, esa Dirección Ejecutiva realizó un análisis de los resultados obtenidos y se evidencia que el logro del objetivo fue cumplido a cabalidad, con el apoyo que se le brinda cada año al Archivo Judicial, de seis plazas extraordinarias, que son exclusivas para la ejecución del proyecto de eliminación de expedientes.
Seguidamente, se transcribe el oficio de cita.
“Atendiendo que el Consejo Superior en sesión extraordinaria N°15-17 (Presupuesto 2018) celebrada el 22 de febrero de 2017, artículo IV, aprobó 6 plazas extraordinarias para que la Unidad de Selección y Eliminación de este Archivo libere el espacio suficiente para recibir las remesas de expedientes que saturan los despachos judiciales y esa Dirección aprobó mediante oficio N°1481-DE-2018 del 02 de abril de 2018 el “Plan de trabajo para el recibo de expedientes penales”, (oficio AJ-J-03-2018) para que del 08 de enero al último día hábil de diciembre 2018, se seleccione un mínimo de 347.600 expedientes[footnoteRef:1], presento informe mensual de DICIEMBRE y anual del 2018. [1:  Esta cantidad no se eliminará en su totalidad, debido a los expedientes que quedarán de muestra.] 


A pesar de la reforma realizada en el mes de julio, de ajustar las cantidades de expedientes seleccionados en materias (penal, civil, y familia), el cual representó una disminución en la cantidad de la propuesta inicial de (347.600 y con el ajuste 319.000 expedientes), se cumplió con la expectativa de la totalidad propuesta en este proyecto de eliminación, sobrepasando con 13752 expedientes, gracias al esfuerzo y colaboración de las seis plazas extraordinarias aprobadas por el Consejo Superior.

AVANCE DEL PROYECTO DE ELIMINACION DE EXPEDIENTES
AL MES DE DICIEMBRE DE 2018


Con la conformación de un equipo de trabajo de seis personas, a partir del 08 de enero de 2018 al último día hábil de diciembre de 2018 (238 días) se propuso seleccionar aproximadamente 347.600 expedientes, custodiadas en el acervo documental del Archivo Judicial.

El promedio de selección en Pensiones Alimentarias y Familia es de 150 expedientes diarios (implica la consulta de obligados en la base de datos del Registro Civil), expedientes del OIJ 500 al día, en el resto de las materias el promedio es de 300 expedientes diarios. Además, de la cantidad seleccionada se debe reducir el porcentaje que se debe conservar como muestra y los asuntos de conservación permanente.

PROYECTO DE ELIMINACION DE EXPEDIENTES
Del 08 de enero a diciembre de 2018
(Con 6 colaboradores)

	*MATERIAS A SELECCIONAR
	EXPEDIENTES A
SELECCIONAR
	DURACION
(DIAS)
	PROMEDIO DIARIO
(6 personas)

	Pensiones Alimentarias
	9.000
	10
	900

	Penal
	75.000
	42
	1800

	Civil
	105.000
	59
	1800

	Laboral
	8.000
	5
	1800

	Penal Juvenil
	7.600
	4
	1800

	Familia
	70.000
	78
	900

	Tránsito
	45.000
	25
	1800

	Cobro del Estado
	20.000
	11
	1800

	Expedientes O.I.J.
	8.000
	4
	3000

	Total
	347.600
	238
	----



* El promedio de selección en Pensiones Alimentarias y Familia es de 150 expedientes diarios. Expedientes OIJ 500 al día. El promedio en las demás materias es de 300 expedientes diarios.

Cabe aclarar que las remesas de expedientes civiles, penales y de tránsito por su reciente data, no representan una revisión expedita como lo eran las de remesas ya seleccionadas, por esta razón, no es de esperar que los seis colaboradores cumplan metódicamente con el promedio de selección.

[bookmark: _Hlk535401465]Durante el mes de julio se extendió obligatoriamente la selección de expedientes en materia de familia debido a que el nuevo sistema del Archivo Judicial (SISAJUD) no se encontraba actualizado para asignar las remesas de materia penal y civil que correspondía por cronograma. 

Durante el mes de julio se extendió obligatoriamente la selección de expedientes en materia de familia debido a que el nuevo sistema del Archivo Judicial (SISAJUD) no se encontraba actualizado para asignar las remesas de materia penal y civil que correspondía por cronograma. 

Debido a lo anterior, seguidamente se ajustan las cantidades de expedientes seleccionados en las materias mencionadas en comparación con las propuestas inicialmente.

PROYECTO DE ELIMINACION DE EXPEDIENTES
Del 08 de enero a diciembre de 2018
(Con 6 colaboradores)

	*MATERIAS A SELECCIONAR
	EXPEDIENTES A
SELECCIONAR
	DURACION
(DIAS)
	PROMEDIO DIARIO
(6 personas)

	Pensiones Alimentarias
	9.000
	10
	900

	Penal
	39.600
	22
	1800

	Civil
	79.200
	44
	1800

	Laboral
	8.000
	5
	1800

	Penal Juvenil
	7.600
	4
	1800

	Familia
	102.600
	114
	900

	Tránsito
	45.000
	25
	1800

	Cobro del Estado
	20.000
	11
	1800

	Expedientes O.I.J.
	8.000
	3
	3000

	Total
	319.000
	238
	----


	
* El promedio de selección en Pensiones Alimentarias y Familia es de 150 expedientes diarios. Expedientes OIJ 500 al día. El promedio en las demás materias es de 300 expedientes diarios.

Durante el mes de DICIEMBRE DE 2018 se seleccionaron 7.472 expedientes de los cuales se eliminarán 3.077 por los procesos que quedan de muestra en cada remesa depurada. A continuación, se presenta el detalle por colaborador y el avance en cuanto a las materias seleccionadas.

[bookmark: _Hlk535403143]Es importante mencionar que, aunque se cumplió con la expectativa de la totalidad propuesta en este proyecto de eliminación, actualmente se seleccionan los expedientes de los tribunales penales que disminuye la cuota por el gran volumen de los expedientes.

Selección de Expedientes por colaborador
DICIEMBRE de 2018Colaborador
Expedientes
seleccionados
Materias asignadas
Promedio diario por materia *
Juan Carlos Espinoza
1.257
Penal-Tribunal
123
Domingo Barrantes
1.259
Penal-Tribunal
121
Smiling Arias
1.054
Penal-Tribunal
109
Ronald Madriz
1.250
Penal-Tribunal
115
Claudia Villa**
1.310
Penal-Tribunal
108
Pablo Ramirez
1.342
Penal-Tribunal
126
TOTAL
7.472




* Incluye el tiempo destinado a la preparación de tarimas para reciclar y reacomodo de paquetes de muestra. (Todos los colaboradores realizan estas actividades).                                                                

 ** Colabora con otro tipo de labores administrativas (informes, controles, recibos de actas de eliminación, entre otros) 

PROYECTO DE ELIMINACION DE EXPEDIENTES
AVANCE POR MATERIA
Del 08 de enero AL 21 de DICIEMBRE de 2018
(Con 6 colaboradores)

	MATERIAS POR SELECCIONAR
	EXPEDIENTES A
SELECCIONAR
	SELECCIONADO
(acumulado)

	Pensiones Alimentarias
	9.000
	0

	Penal
	39.600
	70.944

	Civil
	77.400
	93.139

	Laboral
	8.000
	14.279

	Penal Juvenil
	7.600
	6.006

	Familia
	102.600
	102.744

	Tránsito
	45.000
	44.484

	Cobro del Estado
	20.000
	22.695

	Expedientes O.I.J.
	8.000
	7.061

	Total 
	319.000
	361.352



Gracias al espacio liberado en el depósito documental, durante el mes de DICIEMBRE de 2018, se recibió un total de 15273 expedientes, 369 Documentos Administrativos y 0 CD/DVD.  A continuación, el desglose de esta cantidad:

Expedientes civiles: 1316
Expedientes laborales: 54
Expedientes penales: 11673
Expedientes de despachos no incluidos en las reformas: 2230
Otro tipo de documentos recibidos durante este mes: 369 Documentos Administrativos y 0 CD/DVD 

Cabe aclarar que si bien, en Circular Nº08-2018 del 19-01-2018 de la Dirección Ejecutiva para el 2018 se dio prioridad al recibo de expedientes incluidos en el nuevo Modelo Penal, durante el primer semestre del 2018, también se estarán recibiendo los expedientes de los despachos incluidos en las Reformas Civil y Laboral que aún no cumplen con el envío de sus remesas al Archivo Judicial.

A continuación, se presenta el detalle de la documentación recibida por provincia, durante los meses evaluados. Contiene expedientes recibidos de despachos no incluidos en las Reformas Civil, Laboral y nuevo Modelo Penal.


Ingreso de Expedientes al Archivo Judicial
Contiene expedientes no incluidos en reformas
Datos por provincia
DICIEMBRE de 2018

	Provincia

	
Expedientes
Recibidos
	
* Otros tipos documentales
recibidos

	San José
	12604
	369 Doc. Administrativa. 

	Heredia
	0
	0

	Alajuela
	117
	0

	Cartago
	0
	0

	Guanacaste
	859
	0  

	Puntarenas
	1693
	0

	 Limón
	0
	0

	TOTAL
	15273
	369 Doc. Administrativa.


* Documentos base y administrativa, CD y cajas.

Ingreso de Expedientes al Archivo Judicial
Contiene expedientes no incluidos en reformas
Datos por provincia
Del 08-01-2018 al 21-12-2018
(Acumulado)

	Despacho
	Expedientes
Recibidos
	* Otros tipos documentales recibidos

	San José
	70231
	40578 Doc. Base y Administrativa.  1158 CD/DVD.

	Heredia
	18962
	4541 Doc. Base. 1009 CD/DVD.

	Alajuela
	50350
	1336 Doc. Base. 

	Cartago
	10916
	1510 Doc. Base. 

	Guanacaste
	20539
	2087 Doc. Base. 146 CD/DVD.

	Puntarenas
	12436
	1280 Doc. Base.  142 CD/DVD.

	Limón
	13311
	422 Doc. Base.

	TOTAL
	196745
	51754 Doc. Base y Administrativa.  2455 CD/DVD.


* Documentos base, CD y cajas.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva en oficio Nº 468-DE-19 de 4 de febrero de 2019, en el cual trasladó oficio AJ-J-02-2019 del 16 de enero de 2019 del licenciado Manuel Sánchez Sánchez, Jefe del Archivo Judicial, en el que presenta el resultado de la ejecución del “Proyecto para la Eliminación Masiva de Expedientes en el Archivo Judicial”, durante el año 2018.
La Dirección Ejecutiva y el Archivo Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048978]ARTÍCULO IX
Documento N° 6751-17 / 1790-19 / 1807-19.
En nota del 13 de febrero de 2019, la licenciada Carmen María Rodríguez Montoya, Jueza Coordinadora Tribunal de Juicio de Osa, la licenciada Hazel Víctor Rodríguez, Jueza Supernumeraria de Osa, la licenciada Sonia Abarca García, Jueza Contravencional de Osa, el licenciado Mario Camacho Campos, Jefe Regional Organismo de Investigación Judicial de Osa, el licenciado José Antonio Campos Vargas, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Osa, el licenciado Álvaro Porras Murillo, Coordinador de la Defensa Pública de Osa, el licenciado Josué Hernández Cerdas, Coordinador del Ministerio Público de Osa y el licenciado Mario Alberto Barth Jiménez, Juez Civil de Osa, remitieron la siguiente solicitud:
“(…).

Estimadas personas integrantes del Consejo Superior:

Reciban ustedes un cordial saludo de nuestra parte. A través de este medio quienes suscribimos procedemos a plantear ante ustedes la siguiente situación: el día de hoy al ser las trece horas treinta minutos nos informa de manera verbal la Licda. Aura Yanes Quintana, Administradora Regional de los Tribunales de Osa, que le fue girada la comunicación verbal por parte de su jefatura, la Licda. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, que el traslado al nuevo edificio deberá llevarse a cabo durante el próximo fin de semana, a saber los días 16 y 17 de febrero 2019. Lo anterior pese a que el lunes pasado nos fue comunicado por la Licda. Yanes Quintana que el traslado al nuevo edificio quedaba hasta nuevo aviso por cuanto el cielo raso del nuevo edificio debía ser cambiado ante las fisuras que presentaba y fracturas con la consecuente caída de parte de este material sobre el piso de la infraestructura.

En ese sentido, aún y cuando la empresa constructora no ha llevado a cabo este reemplazo, se nos indica que en esas condiciones debemos efectuar el traslado por orden directa de su jefatura, de lo cual no contamos con ninguna comunicación escrita oficial.

Con fundamento en lo anterior y ante el grave riesgo que representa para todos y todas los que laboramos en la institución, así como para la persona usuaria, en razón de que el material aún no ha sido sustituido y en cualquier momento peligra la integridad física por la eventual caída de material, aunado a que la empresa constructora ya informó a la Licda. Aura que tomará dos semanas hacer el cambio del cielo raso, que estimamos necesario acudir ante ustedes para que se ordene se suspenda el trasladado referido hasta tanto no se cuente con las condiciones de infraestructura idóneas.

Sumado a ello, se nos indica que la movilización se llevará a cabo durante el fin de semana, sin que para nosotros sea viable solicitar al personal de nuestros despachos que acudan en días libres a trabajar, porque si bien el nuevo edificio ya está dotado de mobiliario completo, lo cierto es que la custodia de los expedientes, cajas fuertes y bodegas es competencia y responsabilidad exclusiva de los Despachos y con todo respeto estimamos que ello debe realizarse durante la jornada laboral, debiendo autorizarse de parte de ustedes que en al menos dos días, se suspendan parcialmente las labores manteniéndose los servicios de urgencia y disponibilidad. Todo ello en aras de la mejor atención a la persona usuaria y que nadie vea recargada sus funciones mientras otros y otras nos encontramos realizando las audiencias, diligencias y/o juicios. Todo ello requiere organización muy propia de cada despacho y siempre deberá efectuarse dentro de la jornada laboral, no en días libres.

Por su parte, la jefatura del OIJ cuenta con fecha coordinada para el 20 de febrero de 2019 con el Depósito de Vehículos para efectuar el traslado de tres automotores que se encuentran decomisados y en las afueras del actual edifico hay otros dos a cargo de otras autoridades. De realizarse el traslado este fin de semana implicaría un mayor costo económico para la institución al tener que desplazarlos hasta el edificio nuevo y de ahí el miércoles próximo hasta el respectivo depósito.

En igual sentido, no se ha considerado la atención de asuntos propios de la disponibilidad que corresponde al OIJ, Defensa Pública, Ministerio Público, Juzgado Penal y Juzgado de Violencia Doméstica durante el fin de semana, donde nuestra competencia territorial comprende áreas que se ubican incluso a más de cinco horas de distancia como lo es la localidad de Bahía Drake y, en caso de requerirse la atención de algún asunto, este personal se encuentra obligado a cubrirlo.

Es de nuestro interés dejar claro que nos encontramos en la mayor disposición de colaborar en todo lo que se requiera para llevar a cabo el cambio del edificio, pero no bajo el riesgo que representa en este momento y en tanto no sea concluido el trabajo de parte de la empresa constructora a quienes de efectuarse el traslado este fin de semana, también implicaría obstaculización para sus y nuestras funciones, porque estarían laborando simultáneamente a nuestra atención a la persona usuaria.

Por lo anterior, les solicitamos en primer lugar se considere lo peticionado y se disponga que el traslado se realice cuando se haya hecho el cambio de cielo raso por parte de la empresa constructora, comunicándose a la Directora Ejecutiva y que este se lleve a cabo durante la jornada laboral ordinaria. En segundo término, se autorice se suspendan parcialmente las labores por al menos dos días, manteniéndose los servicios de urgencia y disponibilidad, para realizar de manera conjunta y responsable el cambio de edificio con la custodia de nuestros expedientes y otro tipo de objetos bajo nuestra responsabilidad, además de la oportuna comunicación a la persona usuaria, todo ello en procura de un correcto servicio público.

(…).”
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En correo electrónico del 13 de febrero de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el siguiente informe:
“Buena noche doña Carmen, debo aclararle que la previsión inicial para el traslado esta semana se dio porque la Dirección de Tecnología de la Información tenía una programación que no podía alterar, no obstante después de valorar alternativas con don Martín Hernández, Sub Director de la DTI, acordamos el traslado del Centro de Cómputo, conforme lo planeado y que las oficinas se mantengan una semana más en el antiguo edificio en tanto se concreta el cambio del cielo suspendido en las áreas de trabajo.  Esta solución se acordó cerca de las 3:00 pm y se informó a doña Aura, de ahí que me extraña esta nota, la cual antes las circunstancias actuales considero innecesaria.

Ahora bien, en cuanto el traslado en fin de semana se programó así por cuanto entendí que había no solo disposición sino iniciativa de las personas servidoras de hacerlo de esa forma por el entusiasmo de trasladarse a la nuevas instalaciones.  De no ser así, pido a doña Aura para que se programe en horario ordinario.

En cuanto a la suspensión parcial de las labores durante los días de traslado, será el Consejo Superior el que resuelva.

(…).”
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Una vez analizada la solicitud anterior, así como el correo electrónico suscrito por la máster Ana Romero Jenkins, se acordó: 1.) Comunicarle a las licenciadas Carmen María Rodríguez Montoya, Jueza Coordinadora Tribunal de Juicio de Osa, Hazel Víctor Rodríguez, Jueza Supernumeraria de Osa, Sonia Abarca García, Jueza Contravencional de Osa y a los licenciados Mario Camacho Campos, Jefe Regional Organismo de Investigación Judicial de Osa, José Antonio Campos Vargas, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Osa, Álvaro Porras Murillo, Coordinador de la Defensa Pública de Osa, Josué Hernández Cerdas, Coordinador del Ministerio Público de Osa y Mario Alberto Barth Jiménez, Juez Civil de Osa, que el traslado se debe ejecutar en las fechas ya pactadas, lo anterior por haberse coordinado lo necesario de conformidad con lo comunicado por la máster Ana Eugenia Romer Jenkins. Aunado a lo anterior, se deniega la solicitud de suspender parcialmente las labores, debido a que no se puede afectar el servicio público que brindan los despachos; es menester indicar que se han realizados traslados de oficinas en varios edificios del Poder Judicial y el servicio se ha mantenido con la debida coordinación. 2.) La Dirección Ejecutiva tomará nota para los fines correspondientes. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de los gestionantes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048982]ARTÍCULO X 
Documento N° 15085-18/ 1602-19

[bookmark: _Toc533169717]En la sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero del 2019, artículo XXVI , de conformidad con los artículos 36 de la Ley de Contratación Administrativa y 217 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, así como la recomendación emitida por la Dirección Jurídica en el oficio N°692-DJ/CAD-2018, se autorizó la cesión de las Contrataciones Directas N° 2016CD-000333-PROV denominada “Servicios de grúa para los vehículos del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de Alajuela”, Contrato N°104116” y N° 2016CD-000336-PROV denominado “Servicio de grúa para los vehículos del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de Alajuela”, Contrato N° 010117 a la empresa Grúas Yuka S.A.
	La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y el licenciado Juan Carlos Orozco Quirós, Jefe del Área de Contratación Administrativa, en oficio N° 336-DJ/CAD-2018 de 8 de febrero de 2019, remitieron lo siguiente:
“En atención al criterio N° 692-DJ/CAD-2018 de 3 de diciembre de 2018, rendido por esta Dirección, el Consejo Superior, mediante en sesión N°1-19 celebrada el 8 de enero de 2019, artículo XXVI, acordó:

“Autorizar la cesión de las Contrataciones Directas 2016CD-000333-PROV denominada “Servicios de grúa para los vehículos del OIJ del I Circuito Judicial de Alajuela, Contrato N°104116” y 2016CD-000336-PROV denominado Servicio de grúa para los vehículos del OIJ del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Contrato N°010117 a la empresa Grúas Yuka S.A.”

Sin embargo, por error se consignó de forma incorrecta el nombre de la Contratación Directa 2016CD-000336-PROV y se invirtió el número de los contratos, siendo lo correcto:

	“Autorizar la cesión de las Contrataciones Directas 2016CD-000333-PROVCD denominada “Servicios de grúa para los vehículos del OIJ del I Circuito Judicial de Alajuela”, Contrato N°010117” y 2016CD-000336-PROVCD denominada “Servicio de grúa para la zona de Heredia y Sarapiquí, Contrato N°104116” a la empresa Grúas Yuka S.A.”

En virtud de lo anterior, se le solicita respetuosamente a ese Consejo la corrección del respectivo acuerdo.”

- 0 -  

Se acordó: Acoger la gestión presentada mediante oficio N°336-DJ/CAD-2018 de 8 de febrero de 2019, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y el licenciado Juan Carlos Orozco Quirós, Jefe del Área de Contratación Administrativa, en consecuencia, corregir el error material señalado, siendo lo correcto: “Autorizar la cesión de las Contrataciones Directas 2016CD-000333-PROVCD denominada “Servicios de grúa para los vehículos del OIJ del I Circuito Judicial de Alajuela”, Contrato N°010117” y 2016CD-000336-PROVCD denominada “Servicio de grúa para la zona de Heredia y Sarapiquí, Contrato N°104116” a la empresa Grúas Yuka S.A.”. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica, del Departamento de Proveeduría y del Área de Contratación Administrativa. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048984]ARTÍCULO XI
Documento N° 13702-18 / 1539-19.
En sesión N° 3-19, celebrada el 15 de enero de 2019, artículo XV, se tomó nota del oficio DJ-62-2019 del 14 de enero de 2019, de la Dirección Jurídica y de la resolución de las once horas y dieciséis minutos del once de enero de dos mil diecinueve, dictada por la Sala Constitucional dentro del expediente número 18-017724-0007-CO, relacionada con el recurso de amparo presentado por Indira Meregilda Mora Miranda contra el Jefe de Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Personal del Poder Judicial.
En oficio N° DJ-311-2019, del 6 de febrero de 2019, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, remitió el siguiente informe:
“Con el fin de que se haga del conocimiento del Consejo Superior, muy respetuosamente le remito resolución de la Sala Constitucional número 2019001714, de las nueve horas veinte minutos del uno de febrero de dos mil diecinueve, dictada dentro del expediente número 18-017724-0007-CO, recurso de amparo interpuesto por la señora Indira Meregilda Mora Miranda, contra la Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Personal y el Consejo Superior; donde se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la infracción al derecho a la estabilidad impropia de la señora Mora Miranda.

No omito indicar que, el órgano constitucional otorgó plazo de veinte días contados a partir de la notificación de la sentencia mencionada, para que la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana realice la revalorización de la prueba psicolaboral de la señora Mora Miranda. Asimismo, esa autoridad judicial previene a la Jefatura de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, dejar sin efecto el nombramiento interino de la funcionaria Magaly Araya Sánchez y restituir a la señora Indira Mora Miranda en el puesto número 99652, hasta tanto no sea revaloriazada su prueba o el puesto referido no sea sometido a concurso y adjudicado en propiedad.

En razón a lo anterior, a efecto de no incurrir en desobediencia a la autoridad se recomienda acatar de forma inmediata lo dispuesto por la autoridad constitucional.”
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Seguidamente se transcribe la resolución dictada por la Sala Constitucional a las nueve horas veinte minutos del primero de febrero de dos mil diecinueve, que literalmente dice:
“Recurso de amparo que se tramita en expediente número 18-017724-0007- CO, interpuesto por INDIRA MEREGILDA MORA MIRANDA, cédula de identidad 0603450611, contra LA SECCION DE RECLUTAMIENTO Y SELECCIÓN DEPARTAMENTO DE PERSONAL DEL PODER JUDICIAL Y EL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.

RESULTANDO:

1.- Por escrito agregado al Sistema de Gestión Electrónica de este Despacho el 07 de noviembre de 2018, la recurrente interpone recurso de amparo contra el Poder Judicial y manifiesta que ha laborado interina e ininterrumpidamente para la Delegación Regional de Liberia, desde el 21 de abril de 2014, en la plaza de Servicios Generales y como Auxiliar Administrativa, a partir del 25 de setiembre de 2015 en el puesto 99652. Indica que participó en la convocatoria No. CV-06- 2015, para estar dentro de la lista de elegibles para la provincia de Guanacaste en el citado puesto, dado que su principal interés es obtener la propiedad de la plaza que desempeña. Manifiesta que el 27 de julio de 2015, realizó las pruebas establecidas para estar dentro de la lista de postulantes, a saber, la de conocimiento general del Poder Judicial y la psicolaboral. Narra que en marzo de 2016, se puso en su conocimiento los resultados de ambas pruebas, obteniendo para la general un 72% y para la psicolaboral un 65.96%. Agrega que, según las líneas de pensamiento del voto 2580-98 de la Sala Constitucional respecto al deber de comunicación del fundamento del rechazo o cuestiones que llevaron a hacerle obtener un resultado negativo en la prueba psicolaboral, procedió a remitir correo a Rosmery Madrigal Villegas, para saber los motivos del resultado, misma gestión que hizo telefónicamente con otros funcionarios de la sección, sin obtener respuesta a su consulta, la cual consistió en lo siguiente: "Por medio de la presente y de conformidad con lo dispuesto en el voto No. 2580-98 de la Sala Constitucional, dentro del término establecido, respetuosamente le solicito se me envíe el informe de la prueba psicolaboral, en razón de que no me encuentro conforme con dicho resultado". Indica que, como respuesta, lo único que recibió fue un correo conteniendo un documento denominado "Informe Psicolaboral de Proceso Selectivo", el cual consiste en una serie de acápites que desglosan un resultado, no la prueba en sí, que le permita disentir más allá de su anunciado desacuerdo con dicho resultado. Manifiesta que por esa razón, se comunicó telefónicamente con los funcionarios de la sección encargada de la realización de las pruebas, indicándoles el interés de realizar una impugnación, a lo que la funcionaria Rosmery Madrigal Villegas le indicó que eso no era posible, pues, no había posibilidad de apelación. Narra que a pesar de no insistir en su solicitud para poder ejercer el recurso de apelación y no obtener resultado, entró en conocimiento que, debido a la mala estructuración de las pruebas, se suscitaron una serie de reclamos y solicitudes que llevaron a que el Consejo Superior, en sesión 105-17 de 21 de noviembre de 2015, artículo LXX, dispuso gestionar a la Dirección de Gestión Humana lo siguiente: "Solicitar a dicha Dirección que en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, presente a este Consejo una propuesta para que estos servidores y servidoras, puedan repetir las pruebas con motivo de que ha transcurrido el plazo previsto para ello y tienen derecho a volver a aplicarlas. Mientras se resuelve esa situación este Consejo autoriza a que dichas personas continúan nombradas interinamente y por consiguiente no se integren las ternas de los puestos que ocupan en razón de haber presentado gestión para repetir la prueba. De igual forma, deberá contemplar en su propuesta si estas personas podrán continuar siendo nombradas y qué condición, debido al tiempo que se ha demorado este proceso". Agrega que el Departamento de Prensa y Comunicación, hizo pública esta información a los distintos despachos y a correos de los funcionarios, debido a lo cual cesaron los nombramientos en propiedad atendiendo la recomendación del Consejo Superior y a la espera de las pruebas referidas. Indica, que a pesar de esta disposición, el Departamento de Gestión Humana no ha realizado convocatoria para hacer las pruebas de nuevo, lo que permitiría, eventualmente, valoraciones positivas que permitan que ella pueda ser parte de las ternas para el puesto en que se desempeña. Manifiesta que, haciendo caso omiso al pronunciamiento del Consejo Superior, el 31 de octubre de 2018, se le puso en conocimiento por parte de su jefe, Jorge Blanco Mata, que está ejecutando las nóminas que se enviaron en el mes de diciembre de 2017, para lo cual, está proponiendo en su plaza, un nombramiento en propiedad para que sea ratificado por el Consejo Superior en los próximos días. Estima que esta actuación resulta lesiva de sus derechos fundamentales.

2.- Por resolución de las 14:08 horas del 13 de noviembre de 2018, se le concedió audiencia al Presidente del Consejo Superior y al Jefe de la Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Personal, ambos del Poder Judicial, sobre los hechos acusados por la recurrente.

3.- Informa bajo fe de juramento, Krissia Rojas Quirós, Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana del Poder Judicial, que mediante la circular No. 72-15 del 04 de mayo de 2015, se comunicó a la población judicial el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la Sesión No. 12-15, celebrada el 12 de febrero de 2015, artículo LXV, en la cual se aprobó "Nuevo Modelo Evaluativo para el Reclutamiento y la Selección de Personal Sustituto y Nombramiento en Plazas Vacantes en los niveles Operativo, Apoyo Administrativo y Apoyo Jurisdiccional", cuya aplicación es de carácter obligatorio, incluso para quienes se encuentren nombrados en propiedad y aspiren a un ascenso en los puestos definidos. Explica que el modelo establece la aplicación de pruebas psicolaborales (mide competencias, habilidades y aptitudes), así como de conocimientos generales relacionados con el Poder Judicial (estructura, valores, políticas de género y accesibilidad, entre otros) con el fin de dotar a la Institución de personal que demuestre la idoneidad necesaria para el desempeño de la función pública. Señala que el proceso comprende una sola fase de evaluación y calificación, mediante la cual se integrarán dos tipos distintos de registros de personas oferentes (postulantes y elegibles), menciona que postulantes serán aquellas personas que cuentan con resultado favorable en las evaluaciones que se aplican, superándolas con una nota igual o mayor a 70%, pero que al final de la calificación de la totalidad de los rubros de selección, no alcanzan la nota mínima en el promedio final, que es igual un 70%. Menciona que el registro de elegibles estará integrado por la totalidad de personas que obtuvieron una calificación final igual o mayor al mínimo requerido (70%) lo cual, le permitiría integrar la nómina correspondiente, que posteriormente sería remitida a las jefaturas de las oficinas judiciales, para llenar plazas vacantes. Refiere que en el mes de mayo de 2015, la Sección de Reclutamiento y Selección publicó la convocatoria CV-06-15 para la conformación de registros de postulantes y elegibles en el I y II Circuito Judicial de Guanacaste -en el cual participó la recurrente-. Reseña que el 10 de julio de 2015, se convocó a la accionante a la realización de las pruebas, las cuales se aplicaron el 28 de julio de 2015, obteniendo la amparada un resultado desfavorable en la evaluación psicolaboral para todos los cargos evaluados, de lo cual, se le notificó mediante correo electrónico el 26 de febrero de 2016. Agrega que posteriormente el 05 de diciembre de 2016, se le reenvió a la amparada al correo electrónico señalado el informe de devolución de resultados, con un informe elaborado por la Unidad de Psicología, mediante la cual, se le brindó la información procedente acerca de los resultados obtenidos en la prueba aplicada, sin embargo, resalta que efectivamente no se le remitió la prueba, pues según dice el artículo 20 del Código de Ética del Colegio Profesional de Psicólogos, establece "…La o el profesional en psicología no deberá suministrar técnicas, instrumentos, material de pruebas psicológicas utilizadas por las y los profesionales en psicología, ni instruir sobre su uso a personas legalmente no habilitadas para ello, salvo con fines de formación profesional y académica en el área de la psicología, la cual deberá ser impartida por una persona profesional debidamente incorporada al colegio…". Indica que además en el proceso de selección, la persona oferente firma un consentimiento que informa sobre las variables de esta intervención laboral y que dicho documento indica "…me doy por enterado (a) de que el contenido de las prueba (sic) selectivas y las información resultante de su aplicación, es de acceso exclusivo para las personas integrantes de la Unidad de Psicología de la Sección de Reclutamiento y Selección designadas para este proceso evaluativo…". Menciona que por lo anterior, la accionada no puede integrar la nómina correspondiente, sin embargo, puede mantenerse nombrada interinamente en el puesto que sea de su interés, siempre que cumpla con los requisitos de idoneidad y la jefatura lo estime conveniente, eso sí, hasta tanto se realice el llenado de vacantes, tal como lo establece el modelo referido. Alega que con respecto a la Sesión No. 105-17 de 21 de noviembre de 2015, artículo LXX, que refiere la amparada, donde indica que se solicitó a la Dirección de Gestión Humana "…que en el plazo de 5 días presenta una propuesta para que los servidores y servidoras judiciales pudieran repetir las pruebas, por haber transcurrido el plazo previsto para ello y por tener derecho a que se les volvieran a aplicar…" no lleva razón, por cuanto existe una reconsideración por para de la Dirección de Gestión Humana y el órgano superior, en sesión No. 76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo V, donde se dispuso "…Aprobar la propuesta de la Dirección de Gestión Humana y mantener el modelo selectivo tal cual fue aprobado por este Consejo en sesión No. 12-15 del 12 de febrero de 2015, artículo LXV y de esta forma continuar con el proceso de calificación como se ha venido aplicando hasta el momento. Por única vez, las personas que realizaron las pruebas obteniendo un resultado desfavorable y se encuentren laborando para la Institución, desempeñándose en un puesto vacante y que en tiempo y forma presentaron ante la Sección de Reclutamiento y Selección o ante este Consejo, alguna gestión relacionada con los resultados obtenidos en las evaluaciones aplicadas, se les efectuará una revaloración de la prueba…". Agrega que por tal motivo, retomaron el proceso de remisión de nóminas a las diferentes oficinas judiciales, con el fin de continuar con el proceso de llenado de vacantes correspondientes, que según dice se conforman con base en los registros de elegibles integrados por las personas que obtuvieron esa condición en la CV-06- 2015, luego de finalizar satisfactoriamente el proceso de calificación y cumplimiento de todo lo requerido para integrarlas. Manifiesta que según el artículo 192 de la Constitución Política, se establece, como presupuesto para acceder a cargos públicos, la necesaria comprobación de idoneidad, como una forma de resguardar el interés público, traducido en la necesidad de que los servicios que brinda el Estado sean ejecutas por aquellos servidores que puedan garantizas la eficiencia de la Administración. Finaliza diciendo que la amparada aplicó el respectivo proceso de selección, pero no pudo continuar participando del proceso de calificación correspondiente a falta de aprobar la evaluación psicolaboral requerida para tales efectos, situación que le limita para integrar las nóminas de personas elegibles según lo establece el modelo selectivo vigente y aprobado por el Consejo Superior, por lo cual, no considera que se le haya violentado derecho fundamental alguno, ni tampoco que se le haya limitado el acceso al empleo público.

4.- Informa bajo fe de juramento, Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Poder Judicial, en los mismos términos que Krissia Rojas Quirós, Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana del Poder Judicial.

5.- Mediante resolución de las 11:16 horas del 11 de enero de 2019, se amplía el recurso de amparo y se le da audiencia al Presidente del Consejo Superior, a la Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana, todos del Poder Judicial y al Jefe de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia. Además se notificó a Magaly Araya Sánchez, funcionaria judicial de Liberia, quien se desempeña actualmente en el puesto objeto del recurso de amparo, para lo que considere oportuno. Asimismo, se ordenó a las autoridades recurridas, no proceder a nombrar en propiedad a funcionario alguno en el puesto No. 99652, hasta tanto esta Sala no resuelva el presente recurso de amparo o dispusiera otra cosa.

6.- Informa bajo fe de juramento Jorge Blanco Mata, Jefe a.i. de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, indicando que el Jefe de en propiedad de la Delegación que representa, mediante correo electrónico del 21 de diciembre de 2018, consultó si ante la renuncia de la propietaria del puesto No. 99652, podía continuar nombrando a la amparada o si debía proceder de otra manera, por cuanto el nombramiento de la amparada estaba hasta el 31 de diciembre de 2018. Señala que la respuesta recibida indicaba “…En atención a su consulta me permito indicarle que la recomendación en todo momento es nombrar interinamente en una vacante a personal que cumple con todos los requisitos para la clase de puesto y haber aprobado las pruebas que le dan la elegibilidad para el puesto lo que permite que la persona pueda optar por participar en la nómina para ser nombrado en propiedad en la vacante que ocupa. Para respaldar lo indicado adjunto el acuerdo del Consejo Superior donde ratifica el modelo para seleccionar a la persona en propiedad. Asimismo, extraigo la medida extraordinaria que se está aplicando al día de hoy en la institución y que tiene relación al caso de su consulta: “las personas que ya cuentan con tiempo servido en la institución al momento de su inscripción en la convocatoria y que no logren superar positivamente el proceso evaluativo no podrán integrar el Registro de Postulantes, pero tendrán la posibilidad de continuar realizando sustituciones en el Poder Judicial, en caso de que sus jefaturas así lo estimen conveniente, y hasta tanto el puesto que ocupen no sea concursado, dado que es claro que el servidor interino que no supere positivamente el proceso no tendrá la opción de optar por una vacante”. Cualquier duda o consulta. Estoy para servirle…”. El subrayado no corresponde al original. Reseña que a partir del 07 de enero de 2019, se nombró en forma interina a Magaly Araya Sánchez, cédula de identidad No. 5-0312-0277, la cual, venía siendo nombrada como meritoria desde el 01 de setiembre de 2016, quien cuenta con todos los requisitos establecidos por la Dirección de Gestión Humana para el puesto.

7.- Manifiesta, Magaly Araya Sánchez, funcionaria de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, quien fue nombrada de manera interina en lugar de la tutelada que fue hasta el 07 de enero de 2019, que el jefe de la Delegación donde se desempeña le consultó si podía asumir de forma interina y hasta que la autoridad competente defina la situación en referencia al puesto No. 99652, que ocupara hasta el 31 de diciembre de 2018, la amparada, debido a que por el momento no era posible seguirla nombrando por no contar con los requisitos.

8.- En los procedimientos seguidos se han observado las prescripciones legales. Redacta la Magistrada Hernández López; y, 

CONSIDERANDO:

I.- OBJETO DEL RECURSO. Alega la recurrente que labora de forma interina e ininterrumpida, para la Delegación Regional de Liberia, del Poder Judicial, como Auxiliar Administrativa, a partir del 25 de setiembre de 2015 en el puesto No. 99652. Señala que en el mes de marzo de 2016, el Departamento de Reclutamiento y Selección de Personal del Poder Judicial, le comunicó el resultado de las pruebas selectivas que realizó con ocasión al concurso CV-20-2016, obteniendo un resultado desfavorable de 65.96% en la prueba psicolaboral. Reclama que el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, no ha realizado nuevas convocatorias para repetir el examen y así poder integrar las ternas de nombramientos y que incluso su plaza está prevista para nombramiento en propiedad, lo cual, ratificará el Consejo Superior en los próximos días. Estima que con lo anterior se violentan sus derechos fundamentales. En escrito de ampliación del amparo reclama que fue cesada de su puesto y en su lugar se nombró a otra funcionaria en forma interina.

II.- HECHOS PROBADOS. De importancia para la resolución del presente recurso, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos de relevancia:

1. Que por circular número 72-15 del 4 de mayo del 2015, se comunicó a la población judicial el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión No. 12-15 celebrada el 12 de febrero del 2015, artículo LXV, que aprobó el nuevo modelo evaluativo para el reclutamiento y la selección de personal sustituto y nombramiento en plazas vacantes en los niveles operativo, apoyo administrativo y apoyo jurisdiccional, de aplicación obligatoria incluso para propietarios que aspiren a un ascenso en los puestos definidos. (Ver informe rendido bajo fe de juramento y documentación aportada).

2. Que ese modelo establece la aplicación de pruebas psicolaborales (basadas en competencias, personalidad e inteligencia), y de conocimientos generales relacionados con el Poder Judicial (estructura, valores, políticas de género y accesibilidad, entre otros), ello con el fin de dotar a la institución de personal que demuestre a idoneidad necesaria para el desempeño de la función pública (ver informe rendido bajo juramento).

3. Que el proceso comprende una sola fase de evaluación y calificación mediante la cual se integrarán 2 tipos distintos de registros de personas oferentes, a saber: postulantes que son los que cuentan con resultado favorable en las evaluaciones superándolas con una nota igual o mayor a 70% pero que al final de la calificación de la totalidad de los rubros no alcanzaron la nota mínima en el promedio final que es de 70%; y el registro de elegibles integrado por la totalidad de personas que obtuvieron una calificación final igual o mayor al mínimo requerido (70%), alcanzando con ello la condición de elegible, puede integrar la nómina correspondiente que se remite a las jefaturas para el llenado de plazas vacantes (ver informe rendido bajo juramento y documentación aportada).

4. En el mes de mayo de 2015, la Sección de Reclutamiento y Selección publicó la convocatoria CV-06-15 para la conformación de registros de postulantes y elegibles en el I y II Circuito Judicial de Guanacaste -en el cual participó la recurrente- (Hecho no controvertido). 

5. El 26 de febrero de 2016, a las 11:21 horas y vía correo electrónico, cuando, Rosmery Madrigal Villegas, del Departamento de Reclutamiento y Selección, le comunicó a la recurrente el resultado obtenido en las pruebas selectivas del concurso CV-06-2015, para integrar los Registros de Postulantes y Elegibles para la Zona de Guanacaste, que contenía el tipo de evaluación (técnica escrita y psicolaboral), el porcentaje asignado y, además, la nota obtenida -obteniendo un resultado desfavorable en la evaluación psicolaboral. Asimismo, que se le otorgaban cinco días hábiles para que coordinara una cita para la revisión de la prueba de conocimientos generales si así lo deseaba. (véase al respecto copia del correo electrónico remitido por la autoridad recurrida).

6. El 04 de marzo de 2016, a las 13:36 horas y vía correo electrónico, la recurrente, planteó a Rosmery Madrigal Villegas, del Departamento de Reclutamiento y Selección, una apelación referente a la prueba psicológica del concurso CV-06-2015. (véase al respecto copia del correo electrónico remitido por la amparada).

7. El 22 de agosto de 2016, a las 09:14 horas y vía correo electrónico la recurrente solicita a Rosmery Madrigal Villegas, del Departamento de Reclutamiento y Selección, que le informe sobre el estado de la apelación que realizó el 04 de marzo de 2016, referente a la prueba psicológica del concurso CV-06-2015. (véase al respecto copia del correo electrónico remitido por la amparada).

8. El 05 de diciembre de 2016, la autoridad recurrida, le reenvió a la amparada al correo electrónico la devolución de resultados, con un informe elaborado por la Unidad de Psicología, mediante la cual, se le brindó la información procedente acerca de los resultados obtenidos en la prueba aplicada, lo anterior, sin remitir la prueba, por cuanto el artículo 20 del Código de Ética del Colegio Profesional de Psicólogos, establece "…La o el profesional en psicología no deberá suministrar técnicas, instrumentos, material de pruebas psicológicas utilizadas por las y los profesionales en psicología, ni instruir sobre su uso a personas legalmente no habilitadas para ello, salvo con fines de formación profesional y académica en el área de la psicología, la cual deberá ser impartida por una persona profesional debidamente incorporada al colegio…". (Ver informe rendido bajo fe de juramento).

9. La Dirección de Gestión Humana y el Consejo superior, en sesión No. 76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo V, dispuso "…Aprobar la propuesta de la Dirección de Gestión Humana y mantener el modelo selectivo tal cual fue aprobado por este Consejo en sesión No. 12-15 del 12 de febrero de 2015, artículo LXV Y de esta forma continuar con el proceso de calificación como se ha venido aplicando hasta el momento. Por única vez, las personas que realizaron las pruebas obteniendo un resultado desfavorable y se encuentren laborando para la Institución, desempeñándose en un puesto vacante y que en tiempo y forma presentaron ante la Sección de Reclutamiento y Selección o ante este Consejo, alguna gestión relacionada con los resultados obtenidos en las evaluaciones aplicadas, se les efectuará una revaloración de la prueba…". (Ver informe rendido bajo fe de juramento y documentación aportada). El destacado no corresponde al original).

10. Que la recurrente aplicó el proceso de selección en igualdad de condiciones que el resto de las personas participantes en la convocatoria pero al obtener un resultado desfavorable en la evaluación psicolaboral, le imposibilita continuar en el proceso de calificación de conformidad con lo establecido en el modelo vigente. (Ver informe rendido bajo fe de juramento y documentación aportada).

11.El Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial retomó el proceso de remisión de nóminas a las diferentes oficinas judiciales, con el fin de continuar con el proceso de llenado de vacantes correspondientes, las que se conforman con base en los registros de elegibles integrados por las personas que obtuvieron esa condición en la CV-06-2015, luego de finalizar satisfactoriamente el proceso de calificación y cumpliendo con todo lo requerido para integrarlas. (Ver informe rendido bajo fe de juramento).

12. El Jefe de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, correo electrónico del 21 de diciembre de 2018, consultó si ante la renuncia de la propietaria del puesto No. 99652, podía continuar nombrando a la amparada o si debía proceder de otra manera, por cuanto el nombramiento de la amparada estaba hasta el 31 de diciembre de 2018.  Señala que la respuesta recibida indicaba “…En atención a su consulta me permito indicarle que la recomendación en todo momento es nombrar interinamente en una vacante a personal que cumple con todos los requisitos para la clase de puesto y haber aprobado las pruebas que le dan la elegibilidad para el puesto lo que permite que la persona pueda optar por participar en la nómina para ser nombrado en propiedad en la vacante que ocupa. Para respaldar lo indicado adjunto el acuerdo del Consejo Superior donde ratifica el modelo para seleccionar a la persona en propiedad. Asimismo, extraigo la medida extraordinaria que se está aplicando al día de hoy en la institución y que tiene relación al caso de su consulta: “las personas que ya cuentan con tiempo servido en la institución al momento de su inscripción en la convocatoria y que no logren superar positivamente el proceso evaluativo no podrán integrar el Registro de Postulantes, pero tendrán la posibilidad de continuar realizando sustituciones en el Poder Judicial, en caso de que sus jefaturas así lo estimen conveniente, y hasta tanto el puesto que ocupen no sea concursado, dado que es claro que el servidor interino que no supere positivamente el proceso no tendrá la opción de optar por una vacante”. Cualquier duda o consulta. Estoy para servirle…”. El subrayado no corresponde al original. (Ver informe rendido bajo fe de juramento y documentación aportada).

13. A partir del 07 de enero de 2019, en sustitución de la amparada, se nombró de forma interina a la funcionaria Magaly Araya Sánchez, en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia. (Ver informe rendido bajo fe de juramento).

III.- Sobre la lesión al derecho de acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad. De las pruebas aportadas a los autos y el informe rendido bajo fe de juramento, se desprende que en el mes de mayo de 2015, la Sección de Reclutamiento y Selección publicó la convocatoria CV-06-15 para la conformación de registros de postulantes y elegibles en el I y II Circuito Judicial de Guanacaste -en el cual participó la recurrente-. De igual manera, se ha acreditado que ésta obtuvo un resultado desfavorable en la evaluación psicolaboral y, por ende, al obtener un 65,96% no podía continuar en el proceso de calificación respectiva a falta de un resultado favorable en una de las evaluaciones -según el modelo selectivo vigente- que tenía que ser igual o superior a 70%. En consecuencia, es más que evidente que la recurrente sí ha tenido la oportunidad de participar en el proceso selectivo de su interés, así como también que lo ha hecho en igualdad de condiciones. Si no ha sido incluida en la nómina de personas elegibles, fue por no haber cumplido los requisitos para ello -calificación superior o igual a 70%- de manera que si no ha podido ser nombrada en propiedad en la plaza de su interés, por la falta de ese requisito no se ha lesionado su derecho de acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad, y en cuanto a este extremo el recurso es improcedente.

IV.- Sobre la solicitud de repetición de la prueba psicolaboral. En cuanto al reclamo que plantea la recurrente, en el sentido de que, según lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, quienes hubieren solicitado la repetición de la prueba psicolaboral, por haber obtenido un resultado desfavorable, tenían derecho a repetir la prueba, pero la Dirección de Gestión Humana no ha adoptado las medidas para ello, el reclamo no es de recibo. Al respecto, la Sala tiene por demostrado que el acuerdo en mención fue revocado el pasado 28 de agosto de 2018, mediante la sesión No. 76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo V, donde se dispuso "…Por única vez, las personas que realizaron las pruebas obteniendo un resultado desfavorable y se encuentren laborando para la Institución, desempeñándose en un puesto vacante y que en tiempo y forma presentaron ante la Sección de Reclutamiento y Selección o ante este Consejo, alguna gestión relacionada con los resultados obtenidos en las evaluaciones aplicadas, se les efectuará una revaloración de la prueba…". (El subrayado no corresponde al original) no existiendo una obligación de la Dirección de Gestión Humana de efectuar lo demandado por la tutelada ante esta sede constitucional es decir -que se repita el examen- sino únicamente de realizar una revalorización de la prueba referida, razón por la cual, el recurso debe desestimarse en cuanto a este extremo.

V.- Sobre la solicitud de acceso a la información. Por otra parte, alega la recurrente que a pesar de que solicitó que se le facilitara la evaluación o valoración psicolaboral que se le realizó para determinar las razones por las cuales la reprobó y ejercer las defensas correspondientes, lo cierto del caso es que, según reclama, nunca se le remitió esa información y considera que ello también lesiona sus derechos. Sin embargo, contrario al dicho de la recurrente, para este Tribunal ha quedado demostrado que ese alegato no es cierto pues consta que, ante la solicitud que planteó la accionante vía correo electrónico al Departamento de Reclutamiento y Selección, se le rindió el informe correspondiente, el cual le fue remitido el 05 de diciembre del 2016, lo anterior, por parte de la Unidad de Psicología de la Sección de Reclutamiento y Selección a la misma dirección electrónica mediante la cual planteó la solicitud, sin remitir la prueba como tal, por cuanto el artículo 20 del Código de Ética del Colegio Profesional de Psicólogos, establece "…La o el profesional en psicología no deberá suministrar técnicas, instrumentos, material de pruebas psicológicas utilizadas por las y los profesionales en psicología, ni instruir sobre su uso a personas legalmente no habilitadas para ello, salvo con fines de formación profesional y académica en el área de la psicología, la cual deberá ser impartida por una persona profesional debidamente incorporada al colegio…". En consecuencia, en cuanto a este extremo, el amparo también es improcedente pues ha quedado demostrado que la recurrente sí obtuvo una respuesta, en la que se le suministró la información pertinente, y que le fue remitida al correo electrónico señalado para tales efectos, lo cual sucedió muchos meses antes de que se presentara el presente recurso de amparo.

VI. Sobre el derecho a la estabilidad impropia de la recurrente interina. Ahora bien, se colige que el Consejo Superior, en la sesión No. 76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo V, también acordó que "…Por una única vez, las personas que realizaron las pruebas obteniendo un resultado desfavorable y se encuentren laborando para la Institución, desempeñándose en un puesto vacante y que en tiempo y forma presentaron ante la Sección de Reclutamiento y Selección o ante este Consejo, alguna gestión relacionada con los resultados obtenidos en las evaluaciones aplicadas, se les efectuará una revaloración de la prueba…". La Sala aprecia además, que el superior de la amparada consultó a los alcances de dicha disposición, con respecto al caso concreto de la amparada, y le contestaron en los siguientes términos: en los siguientes términos “…Asimismo, extraigo la medida extraordinaria que se está aplicando al día de hoy en la institución y que tiene relación al caso de su consulta: “las personas que ya cuentan con tiempo servido en la institución al momento de su inscripción en la convocatoria y que no logren superar positivamente el proceso evaluativo no podrán integrar el Registro de Postulantes, pero tendrán la posibilidad de continuar realizando sustituciones en el Poder Judicial, en caso de que sus jefaturas así lo estimen conveniente, y hasta tanto el puesto que ocupen no sea concursado, dado que es claro que el servidor interino que no supere positivamente el proceso no tendrá la opción de optar por una vacante”. Cualquier duda o consulta. Estoy para servirle…” Por lo que en criterio de la Sala, dado que la recurrente al momento de interponer el recurso se encontraba en los supuestos señalados por el acuerdo indicado, no podía ser sustituida por otra funcionaria interina, hasta tanto la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, efectuara la revaloración de la prueba de la amparada, a fin de determinar si luego de ese procedimiento su calificación resultara suficiente para alcanzar el porcentaje mínimo requerido. De manera que su cese de interinidad, para nombrar a otra funcionaria interina, sin que conste que la revaloración mencionada haya sido efectuada, lesiona su derecho a la estabilidad impropia de los funcionarios interinos. Por lo anterior, el recurso debe ser declarado parcialmente con lugar, ordenando a la Dirección Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia restituir a la amparada en su puesto de forma interina, hasta tanto no se realice la revaloración de la prueba por parte de la Dirección de Gestión Humana, y se defina así la nota final obtenida o hasta tanto el puesto No. 99652, no sea concursado, y adjudicado en propiedad. Lo anterior, tomando en consideración la medida extraordinaria tomada al respecto por el Consejo Superior, a la que se hizo referencia y que fue debidamente comunicada al Jefe de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, en respuesta a la consulta sobre el caso de la amparada.

IV.- DOCUMENTACIÓN APORTADA AL EXPEDIENTE. Se previene a las partes que de haber aportado algún documento en papel, así como objetos o pruebas contenidas en algún dispositivo adicional de carácter electrónico, informático, magnético, óptico, telemático o producido por nuevas tecnologías, estos deberán ser retirados del despacho en un plazo máximo de 30 días hábiles contados a partir de la notificación de esta sentencia. De lo contrario, será destruido todo aquel material que no sea retirado dentro de este plazo, según lo dispuesto en el "Reglamento sobre Expediente Electrónico ante el Poder Judicial", aprobado por la Corte Plena en sesión N° 27-11 del 22 de agosto del 2011, artículo XXVI y publicado en el Boletín Judicial número 19 del 26 de enero del 2012, así como en el acuerdo aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 43-12 celebrada el 3 de mayo del 2012, artículo LXXXI.

POR TANTO:

[bookmark: a]Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la infracción al derecho a la estabilidad impropia de la amparada. Se ordena a Krissia Rojas Quirós, Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana del Poder Judicial, que en acato a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión No. 76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo V y dentro del plazo de 20 días a partir de la notificación de esta sentencia, realice la revalorización de la prueba psicolaboral de la amparada. Asimismo, se ordena a Jorge Blanco Mata, Jefe a.i. de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, dejar sin efecto el nombramiento interino de la funcionaria Magaly Araya Sánchez y restituir a la amparada INDIRA MORA MIRANDA Cédula de identidad No. 603450611, quien venía ocupando el puesto No. 99652, hasta tanto no sea revalorizada su prueba o el puesto referido, no sea sometido a concurso y adjudicado en propiedad. Se advierte a los recurridos que de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese. En lo demás se declara sin lugar el recurso.”

-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio DJ-311-2019, del 6 de febrero de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, y de la resolución dictada por la Sala Constitucional a las nueve horas veinte minutos del primero de febrero de dos mil diecinueve, relacionada con el expediente número 18-017724-0007-CO, relativa al recurso de amparo presentado por la servidora Indira Meregilda Mora Miranda, contra el Jefe de Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para que de forma inmediata, procesa a ejecutar la resolución de la Sala Constitucional. 3.) Deberá la citada Dirección comunicar a la mayor brevedad posible a este Consejo Superior las medidas que aplicaron para dar cumplimiento a lo indicado por la Sala Constitucional. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia y de la Dirección Jurídica para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XII

Documento N° 2020-19

Mediante correo electrónico del 19 de febrero de 2019, el servidor Carlos Mora García, Técnico Judicial del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, remitió la resolución de las catorce horas cuarenta y tres minutos del trece de febrero de dos mil diecinueve, dictada por el citado despacho dentro del expediente número 19-000001-1773-PE, contra del servidor judicial Randy Castillo Chavarría, que literalmente dice:
“SE DA INICIO A LA VISTA ORAL: La representante del Ministerio Público expone su solicitud de Medidas Cautelares la cual consiste en la aplicación de medidas cautelares del artículo 244 CPP. Por su parte la defensa se opone parcialmente a la solicitud. JUEZA RESUELVE: De conformidad con los artículos 239 y 244 del C.P.P. se acoge la solicitud de la representante del Ministerio Público y se impone al imputado medidas cautelares establecidas en el artículo 244 del Código Procesal Penal. Las medidas cautelares impuestas consisten en : 1.-Suspensión del ejercicio del cargo como técnico judicial del Juzgado Penal de Golfito, 2.-Firmar una vez al mes en el Juzgado Penal de Corredores, 3.-Impedimento de salida del país, 4.-No ingresar a los Tribunales de Justicia de Golfito . Lo anterior por que se considera que existen suficientes indicios sobre la posible participación del encartado y además hay peligro procesal de fuga, obstaculización y peligro de continuidad delictiva. La medida cautelar se ordena por todo el plazo que dure el proceso hasta que se llegue a un acto conclusivo. Se le hacen las prevenciones al imputado de que en caso de incumplimiento se revocan estas medidas cautelares impuestas y se aplican medidas cautelares más gravosas la cual es la aplicación de la prisión preventiva. La totalidad de la fundamentación consta en formato digital.

QUEDAN DEBIDAMENTE NOTIFICADOS. NO HAY RECURSOS. (…).”

- 0 -

En razón de la medida cautelar dictada por el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, a las catorce horas cuarenta y tres minutos del trece de febrero de dos mil diecinueve, en el expediente N° 19-000001-1773-PE, contra el servidor Randy Castillo Chavarría, Técnico Judicial 2 del Juzgado Penal de Golfito, asimismo, conforme lo que establece el artículo 81, inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y al amparo de lo indicado por la Sala Constitucional en la sentencia N° 003966-2014, se acordó: 1.) Suspender sin goce de salario en el ejercicio del cargo al servidor Castillo Chavarría, a partir del 13 de febrero de 2019 y hasta tanto el proceso llegue a un acto conclusivo. 2.) Se previene al servidor Castillo Chavarría, que deberá señalar lugar o medio para atender notificaciones, número de fax, cuenta de correo electrónico o cualquier otro medio que permita la seguridad del acto de comunicación conforme a lo dispuesto en el capítulo III de la Ley de Notificaciones N° 8687 del 4 de diciembre del 2008. En caso de no cumplir con esta prevención, las resoluciones que se dicten posteriormente se tendrán por notificadas en forma automática, conforme lo dispone el artículo XI de la referida Ley de Notificaciones.
El Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, el Juzgado Penal de Golfito, el Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048987]ARTÍCULO XIII

Documento N° 9542-17 / 1549-19

El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino mediante copia del oficio N° 135-04-SEGA-2019 del 8 de febrero de 2019 dirigido a la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Dirección de Planificación”, que indica lo siguiente: 
“La Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece que a la Administración Activa le corresponderá cumplir con las observaciones, recomendaciones y disposiciones formuladas en los informes de la Auditoría. Asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones, observaciones y demás resultados derivados de los servicios de auditoría, para asegurarse que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos.

En virtud de lo anterior a continuación, se informa sobre los resultados obtenidos del seguimiento efectuado por la Licda. Claudia Hurtado Guevara, profesional de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de esta Sección, a cargo del máster Carlos Luis García Aparicio, respecto de las siguientes recomendaciones: 

	N° INFORME
	NOMBRE DE ESTUDIO DE AUDITORÍA
	

	
RECOMENDACIÓN


	N° 923-55-SAO-2017
	
“Mejoramiento de los Juzgados Penales modalidad electrónica de Cartago, Pérez Zeledón, Limón y San Carlos.”

	
	4.9

	N° 1334-101-SAEE-2017
	
“Mejoramiento de las Unidades Médico Legal del Departamento de Medicina legal del Organismo de Investigación Judicial”

	
	4.1

	N° 637-48-SAO-2018
	
“Mejoramiento del Sistema de Control Interno del Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, Modalidad PISAV, Sede Pavas”

	
	4.1

	N° 944-43-SAEE-2018
	
“Mejoramiento del sistema de la Agenda Cronos en los despachos penales”

	
5.
	5.6 y 5.7



El seguimiento practicado reveló que todas las recomendaciones referidas, se encuentran en proceso, el resultado se presenta en el anexo de este informe.
Asimismo, es menester indicar que las recomendaciones que se encuentran pendientes redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y al impacto sobre sus objetivos y metas.
Por consiguiente, se solicita realizar las acciones necesarias con el objeto de que en el plazo que se indica en el anexo, se implementen las recomendaciones citadas.
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.
ANEXO
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	N° INFORME
	RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE 
	ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN
	NUEVO PLAZO DE IMPLEMENTACIÓN

	
N° 923-55-SAO-2017

	
4.9

Realizar una evaluación o análisis de la carga de trabajo de los juzgados Penales de Limón, Pérez Zeledón y San Carlos, por cuanto la tendencia de este indicador en dichas oficinas ha decaído durante los años 2014, 2015 y 2016, por tal razón, se hace necesario valorar si el recurso de personal profesional y técnico asignado en esas dependencias tiene relación con la cantidad de asuntos ingresados de conformidad con la carga de trabajo atendida y rendimiento mostrado. Al respecto, si bien estos despachos muestran indicadores estadísticos de gestión mejores que el dato global, se requiere de la respectiva revisión, por cuanto al compararse con Cartago las diferencias resultan importantes. 

Estos despachos deberán ser considerados en el plan de trabajo y diagnóstico que deberá presentar la Dirección de Planificación al Consejo Superior para implementar el rediseño procesos de los Juzgados Penales y Tribunales Penales del país.




	


El 22 y 23 de enero de 2019, esta Auditoría se abocó al análisis del Oficio N° 535-PLA-2018, de fecha 05 de junio de 2018, el cual contiene el Informe N° 137-MI-2018, emitido por la Dirección de Planificación y relacionado con el “Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información.” 

Dicho documento expone ampliamente la metodología del modelo penal, que pretende revisar de forma individual, todas las oficinas judiciales a nivel nacional, que tramitan esos asuntos y está enfocado entre otras variables a analizar las cargas de trabajo, procesos en general, rendimiento del despacho, necesidades tecnológicas, espacio físico, indicadores de gestión y recurso humano asignado, con el fin de establecer mejoras en la capacidad operativa y tiempos de respuesta a las personas usuarias.

Asimismo, se valorará la conveniencia de efectuar reubicaciones del recurso humano profesional y técnico, conforme las cargas de trabajo, a efecto de equilibrarlas.

Al respecto, la Dirección de Planificación en los meses de agosto y setiembre de 2017, visitó los despachos penales del país, incluidos los mencionados en esta recomendación, para realizar un diagnóstico general y establecer prioridad entre oficinas, planes de trabajo y validación de propuestas. 

Aunado a lo anterior, para desarrollar la implementación del citado modelo penal, fue necesaria la construcción de un cronograma de trabajo por zonas, el cual abarcará un total de 330 oficinas Judiciales (49 Juzgados, 51 Tribunales, 87 Fiscalías, 52 Defensas Públicas y 92 Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial), con una duración aproximada de dos años y un orden de abordaje especificado por rangos de fecha, mismos que se encuentran sujetos a la aprobación del Consejo Superior. 

Cabe indicar que, esa dirección en fecha 05 de junio de 2018, remitió para conocimiento del Consejo Superior, el Oficio N° 535-PLA-2018; no obstante, lo anterior, todavía se encuentra pendiente de trámite.


En razón de lo expuesto, se considera que esta recomendación se encuentra en proceso de una adecuada implementación y en virtud de que el Modelo Penal propuesto por la Dirección de Planificación, se encuentra sujeto a la aprobación del Consejo Superior, esta Auditoría efectuará un segundo seguimiento en el plazo estimado de 6 meses para estudiar los términos del acuerdo tomado por ese Órgano.


	


En proceso

	


6 meses a partir de recibido este informe


	
N° 1334-101-SAEE-2017

	
4.1

Asesorar, en coordinación con el Departamento de Medicina Legal y la Unidad Tecnológica de Información de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, indicadores de gestión para las Unidades Médico Legales, con el fin de disponer de estándares para la comparación de resultados, que les proporcione información para identificar y corregir las desviaciones entorno a los plazos técnicos que deben aplicar las Unidades citadas para dar respuesta a las Autoridades Judiciales.


	


Se confirmó mediante la revisión efectuada en fecha 24 de enero de 2018, del correo electrónico emitido por la Dirección de Planificación, el 18 de enero último, que el cumplimiento de esta recomendación depende del Proyecto denominado “Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información”, contenido en el documento N° 535-PLA-2018 y citado en recomendación 4.9 del informe N° 923-55-SAO-2017.

Según lo señalado por la profesional encargada, lo anterior obedece a que el análisis de los indicadores de gestión de todas las unidades Médico-Legales del país se incluyó en el cronograma de trabajo propuesto para desarrollar el modelo penal referido y del cual esta Auditoría obtuvo copia. 

Es importante traer a colación que, la Dirección de Planificación es la responsable de definir los indicadores de Gestión para las oficinas judiciales, no obstante, deberá esa dirección coordinar con las jefaturas del Departamento de Medicina Legal y la Unidad Tecnológica de Información de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial para lo que corresponda, según se solicitó.

En razón de lo expuesto, se considera que esta recomendación se encuentra en proceso de una adecuada implementación y en virtud de que el Modelo Penal propuesto por la Dirección de Planificación, se encuentra sujeto a la aprobación del Consejo Superior, esta Auditoría efectuará un segundo seguimiento en el plazo estimado de 6 meses para estudiar los términos del acuerdo tomado por ese Órgano.


	


En proceso

	


6 meses a partir de recibido este informe


	
N° 637-48-SAO-2018

	
4.1

Realizar una efectiva actualización, en coordinación con el Área de Normalización de Formatos Jurídicos de la Dirección de Tecnología de Información, de los criterios estadísticos aplicados en informes de esta naturaleza y los consignados en los lineamientos que orientan a las oficinas en el registro adecuado de la información en los sistemas disponibles, por cuanto esta labor es constante en el tiempo y por ende, requiere los ajustes necesarios y oportunos cuando surgen cambios.
	


Esta Auditoría procedió a la revisión de los documentos N° 187-PLA-2018, 1444-PLA-2018, 1458-PLA-2018, de fechas 23 de febrero, 27 y 29 de noviembre de 2018, respectivamente, asimismo se revisó correo electrónico remitido por la Dirección de Planificación el 18 de enero último. 

Lo anterior permitió comprobar que, esa dirección emitió una propuesta de las fórmulas estadísticas para las materias de Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias, a la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, con el fin de que ésta evalúe las variables que las conforman y así establecer los parámetros de medición correctos por materia.

Posteriormente a la aprobación de la citada comisión, la Dirección de Planificación procederá a coordinar con el Área de Normalización de Formatos Jurídicos de la Dirección de Tecnología de Información, para la estandarización en los sistemas informáticos, según se solicita.
 
Al respecto, cabe indicar que se encuentran a la espera de que la Comisión de Familia señale una fecha para la sesión de trabajo en conjunto con el Subproceso de Estadística, no obstante, no han recibido respuesta. 

Por consiguiente, se considera que esta recomendación se encuentra en proceso de una apropiada implementación y se procederá a efectuar un segundo seguimiento en el plazo acordado de 6 meses. 

	


En proceso 
	


6 meses a partir de recibido este informe

	
N° 944-43-SAEE-2018

	
5.6

Coordinar con el especialista asignado al Proyecto Penal por parte de la Presidencia de la Corte, la estandarización de los conceptos (definiciones) de “Estados” de señalamientos vigentes en el sistema de la Agenda Cronos - materia penal, para su inclusión en el Manual de usuario de la aplicación informática que se utiliza actualmente, de manera paliativa mientras se implementa el nuevo sistema, de conformidad a las condiciones señaladas en el apartado 3.1.1 de este informe.


	


Esta Auditoría en fecha 28 de enero de 2018, procedió a la revisión del Oficio N° 945-PLA-2018, del 21 de agosto de 2018, el cual contiene el Informe N° 89-OI-2018, emitido por la Dirección de Planificación y relacionado con la “Guía para la estandarización y definición de apuntes en Agenda Cronos para la materia Penal 2018.”

El citado documento propone mejoras al Sistema Agenda Cronos, para propiciar la estandarización de los estados y resultados de los señalamientos en esta herramienta, además pretende normalizar los apuntes y facilitar a los despachos judiciales que la utilizan, una definición de cada uno de los estados. 

El informe N° 89-OI-2018, se envió a la Comisión de la Jurisdicción Penal y a la Dirección de Tecnología de Información (DTIC), para que estas instancias realizaran las observaciones que estimaran pertinentes.

En ese sentido, la DTIC presentó observaciones que generan cambios sustanciales, por lo cual el informe de referencia deberá ser puesto de nuevo en conocimiento de la Comisión Penal una vez realizados los cambios correspondientes. 

En virtud de lo señalado, esta recomendación se encuentra en proceso de una adecuada implementación y se procederá a efectuar un segundo seguimiento para determinar el efectivo cumplimiento de esta recomendación, en el plazo de 6 meses.


	


En proceso 
	


6 meses a partir de recibido este informe

	
N° 944-43-SAEE-2018

	
5.7

Coordinar con la Presidencia de la Corte y la Dirección de Tecnología de Información, el análisis y definición formal de los “Estados” de señalamientos y los “Resultados” requeridos en el nuevo Sistema de la Agenda Cronos para la materia penal, de manera que se atiendan las condiciones señaladas en el apartado 3.1.1 de este informe.


	


Idéntico resultado de la recomendación 5.6 de este informe.

Por lo expuesto, se considera que también esta recomendación se encuentra en proceso de una apropiada implementación.



	


En proceso 
	


6 meses a partir de recibido este informe



(...)”

- 0 -

En la sesión Nº 77-17 celebrada el 22 de agosto del 2017, artículo XXV, se tuvo por rendido el informe presentando por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial relativo al “Estudio operativo de los procesos bajo responsabilidad de los juzgados penales, modalidad electrónica de Cartago, San Carlos, Pérez Zeledón y Limón”, cuyas recomendaciones debían ser cumplidas por los citados despachos en los plazos indicados. El acuerdo se hizo de conocimiento de la Dirección de Planificación.  
Luego, en sesión Nº 110-17 celebrada el 7 de diciembre del 2017, artículo LXII, se tomó nota de la copia del oficio N° 1334-101-SAEE-2017 de la Auditoría Judicial, relacionado con el Estudio Operativo para el mejoramiento de las Unidades Médico Legal del Departamento de Medicina legal del Organismo de Investigación Judicial. Asimismo; se le indicó a la Dirección de Planificación- entre otros- el deber de cumplir con las recomendaciones e informar a la Auditoría una vez implementadas.
En la sesión N° 50-18 celebrada el 1 de junio del 2018, artículo XXXII, se tuvo por rendido el “Informe de Auditoría para el Mejoramiento del Sistema de Control Interno del Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, modalidad PISAV, sede Pavas.” remitido mediante copia del oficio N° 637-48-SAO-2018 , se acogieron sus recomendaciones, y se le indicó al citado juzgado el deber de cumplir con las recomendaciones e informar a la Auditoría una vez implementadas, con la advertencia que de no hacerlo se aplicará el régimen disciplinario. Este acuerdo se hizo de conocimiento de la Dirección de Planificación.
Finalmente; en la sesión N° 67-18 celebrada el 26 de julio del 2018, artículo XVIII, se tomó nota del oficio N° 944-43-SAEE-2018, donde remitió el informe de Auditoría para el mejoramiento del sistema de la agenda cronos en los despachos penales. Asimismo; se le indicó entre otros a la Dirección de Planificación el deber de cumplir con las recomendaciones en los plazos establecidos e informar a la Auditoría una vez implementadas, con la advertencia que de no hacerlo se aplicará el régimen disciplinario. 
Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio Nº 135-04-SEGA-2018, del 8 de febrero del 2019, suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial y dirigido a la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, donde adjuntó el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de la Auditoría dirigidas a la Dirección de Planificación”. 2.) Deberá la citada Dirección tomar las medidas necesarias para aplicar las recomendaciones que se encuentran en proceso o no han sido aplicadas, con la advertencia que, de no hacerlo, se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.
La Auditoría Judicial y la Dirección de Planificación tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048989]ARTÍCULO XIV 

Documento N° 14632-17 / 1528-19

En sesión N° 111-17 celebrada el 12 de diciembre de 2017, artículo LXXIX, se tomó nota de la copia del oficio N° 1365-105-SAEE-2017 de la Auditoría Judicial, referente al Informe de advertencia relativo a la oportunidad en la resolución de casos en los Juzgados de Cobro y se acogieron las sugerencias contenidas. 
El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, mediante copia de oficio Nº 120-19-SEGA-2019 del 7 de febrero de 2019, dirigido a la licenciada Hazel Carvajal Rojas, Jueza Coordinadora del Juzgado de Cobro del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, remitió el “Informe sobre el resultado del seguimiento de sugerencias de auditoría dirigidas al Juzgado de Cobro de Limón”, a saber:
“El numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las sugerencias derivadas de los servicios de auditoría, con el fin de determinar las acciones realizadas respecto a las situaciones comunicadas.
En virtud de lo expuesto, se informa los resultados obtenidos en el seguimiento efectuado por el licenciado Luis Solano Valverde, profesional de esta Auditoría, en coordinación con la jefatura de esta sección, a cargo del máster Carlos Luis García Aparicio, respecto de las sugerencias N° 1 y 2 del informe N° 1365-105-SAEE-2017 del 4 de diciembre de 2017, relacionado con el “Estudio sobre la oportunidad en la resolución de casos en los Juzgados de Cobro”.
El seguimiento practicado reveló el siguiente estado para las sugerencias referidas:

Como se puede observar en el gráfico anterior, del 100 % de las sugerencias verificadas (2), un 50% se encuentran aplicadas (1), y el complementario 50% (1) no se aplicó adecuadamente, a la fecha de las pruebas desarrolladas por la Auditoría Judicial.
En el anexo de este informe, se detalla cada una de las sugerencias con su respectivo estado.
Es menester indicar que, las sugerencias que se encuentran pendientes (no aplicadas y en proceso), redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y al impacto sobre sus objetivos y metas.
Por lo anterior, se procederá al cierre de la sugerencia 2 en el sistema informático de esta Auditoría. Asimismo, la Auditoría Judicial traslada a la Administración, el riesgo que eventualmente pueda materializarse en relación con las consecuencias de dicho actuar y las responsabilidades establecidas en el artículo 39 de la Ley General de Control Interno.
Lo anterior, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 10, 12 inciso b) y 22 de la Ley General de Control Interno, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, y el numeral 206 de las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público. 
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

ANEXO
Detalle del estado de las sugerencias objeto de seguimiento

	N° INFORME
	SUGERENCIAS BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE 
	ESTADO DE LA SUGERENCIA

	
N°1365-105-SAEE-2017
	
1.

Documentar la justificación y la debida autorización de quien tenga la potestad para dar prioridad a la tramitación de un expediente.

	

Durante la visita efectuada el 22 de enero del 2019, se indagó a la Jueza Coordinadora y Coordinadora Judicial de esa oficina judicial, señalando que, para el cumplimiento de esta sugerencia, se emitió la Circular interna N°01-2019 del 22 de enero del año en curso, en la cual se previno a todo el personal, con el fin de tramitar en igualdad de condiciones para los usuarios y a fin de evitar que se brinde prioridad  en atención a la resolución de escritos y asegurar el orden cronológico en que se deben tramitar los procesos judiciales, la jefatura asignada a cargo de cada expediente, será la única autorizada para disponer la prioridad de resolución de un expediente. Para ello se deberá de documentar la justificación dentro de cada expediente electrónico en la casilla de "Observaciones".

Por lo antes verificado, se considera que esta sugerencia se está acatando adecuadamente.


	


Aplicada 

	
N°1365-105-SAEE-2017
	
2.

Limitar los permisos de asignar y eliminar tareas en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, únicamente al personal designado por las jefaturas para efectuar esta labor y no a todas las personas colaboradoras, a fin de asegurar la integridad del proveído de causas.

	


De la misma manera, durante la visita a la dependencia evaluada, se indagó a las servidoras coordinadoras, sobre las acciones emprendidas para el cumplimiento de esta sugerencia, manifestando que se procedería a exponer la situación en un concejo de jueces y se harían las consultas a la Oficina de Informática para obtener el criterio y dar una respuesta.

De esta forma, mediante correo electrónico del 29 de enero del 2019, remitido por la jueza coordinadora a esta Auditoría, señaló que, en lo relacionado con la sugerencia de limitar los permisos de asignar y limitar tareas en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos judiciales, esa jefatura no cree conveniente implementar la restricción de este permiso, ya que esa situación, ocasionaría un retroceso en el desenvolvimiento ágil y oportuno de la oficina y en la pronta atención de los usuarios. 

Cabe indicar que, cualquier gestión dentro de los expedientes y para efectos de no favorecer a ninguna de las partes, se documentaran las situaciones relevantes que justifiquen la labor realizada; lo cual fue comunicado en la circular referida en la sugerencia 1.

Lo descrito, permitió a esta Auditoría aseverar que esta sugerencia, no fue de recibo por parte del Juzgado de Cobros de Limón, por lo que se considera como no aplicada.

	


No Aplicada



(...)”
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Se acordó: 1) Tomar nota del oficio Nº 120-19-SEGA-2018 de 7 de febrero del 2019, suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial y dirigido a la licenciada Hazel Carvajal Rojas, Jueza Coordinadora del Juzgado de Cobro del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en el que remitió el “Informe sobre el resultado del seguimiento de sugerencias de auditoría dirigidas al Juzgado de Cobro de Limón. 2) Deberá el citado juzgado tomar las medidas necesarias para aplicar las recomendaciones que se encuentran en proceso o no han sido aplicadas, con la advertencia que, de no hacerlo, se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.
El Juzgado de Cobro del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y la Auditoría Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048991]ARTÍCULO XV

Documento N° 1639-19

El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, mediante copia de oficio Nº 146-10-SATI-2019 del 11 de febrero de 2019, dirigida a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, comunicó el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Dirección de Tecnología de Información”, a saber:
 “La Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría. Asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para asegurarse que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos.
Al respecto, esta Auditoría procedió a determinar el estado de las recomendaciones emitidas en los informes:
	N° INFORME
	ESTUDIO DE AUDITORÍA
	RECOMENDACIÓN
	CODIGO PROYECTO

	N° 1158-43-ATI-2011
	Evaluación de la administración del Directorio Activo en el Poder Judicial
	1
	ASIG-10-2011

	 N° 73-08-ATI-2012
	Evaluación del servicio Centro de Atención Tecnológica
	1.b y 1.c
	ATI-20-2011

	N° 745-49-ATI-2012
	Evaluación de la gestión de la seguridad de los sistemas de información automatizados del Poder Judicial  
	2
	SATI-10-2012

	N° 419-32-ATI-2013
	Gestión del Licenciamiento de Software en el Poder Judicial
	4.1
	SATI-27-2012

	N° 689-61-ATI-2013
	Evaluación de la afectación provocada a servicios de comunicación digitales en el Poder Judicial
	1, 2 y 3
	SATI-20-2013

	N° 1084-83-ATI-2013
	Evaluación de la administración de cambios en la infraestructura, plataforma y aplicaciones de la Dirección de Tecnología de Información y Comunicación (DTIC)
	1
	SATI-07-2013

	N° 1294-75-ATI-2013
	Evaluación de la clasificación de los recursos de Tecnología de Información
	1
	SATI-05-2013

	N° 634-56-ATI-2014
	Evaluación de la efectividad del Servicio de Soporte Técnico del Poder Judicial
	4.3, 4.4, 4.5 y 4.6
	SATI-11-2014

	N° 687-59-ATI-2014
	Evaluación de los mecanismos utilizados para la detección de malware en el Poder Judicial
	1
	SATI-12-2014

	N° 810-66-ATI-2014
	Evaluación de la metodología para clasificar y registrar incidentes en la bitácora de DTIC
	4.2
	SATI-08-2014

	N° 24-04-SATI-2016
	Evaluación del ambiente físico de las telecomunicaciones en los edificios principales de Puntarenas y Limón
	4.1
	SATI-08-2015

	N° 377-26-SATI-2016
	Evaluación de la Calidad Técnico-Informática del proyecto SIGA
	4.6 y 4.7
	SATI-02-2015


La sección de Auditoria de Sistemas de Información de este Despacho comunicó el resultado del primer seguimiento efectuado, precisándose la existencia de las recomendaciones en estado “En Proceso”; por lo que se solicitó, al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 de la citada Ley, que dichas recomendaciones fueran implantadas, facilitándose para tal efecto un lapso prudencial. Los seguimientos fueron comunicados mediante los siguientes números de informe de seguimiento y fechas correspondientes:

	N° INFORME
	RECOMENDACIÓN
	N° INFORME 1er SEGUIMIENTO
	FECHA

	N° 1158-43-ATI-2011
	1
	56-SATI-2015
	20/07/2015

	 N° 73-08-ATI-2012
	1.b  
	72-SATI-2016
	23/09/2016

	 N° 73-08-ATI-2012
	1.c
	29-SATI-2015
	16/03/2015

	N° 745-49-ATI-2012
	2
	56-SATI-2015
	20/07/2015

	N° 419-32-ATI-2013
	4.1
	29-SATI-2015 y 280-11-SATI-2017
	16/03/2015 y 01/03/2017

	N° 689-61-ATI-2013
	1 y 3
	72-SATI-2016
	23/09/2016

	N° 689-61-ATI-2013
	2
	56-SATI-2015
	20/07/2015

	N° 1084-83-ATI-2013
	1
	56-SATI-2015
	20/07/2015

	N° 1294-75-ATI-2013
	1
	22-SATI-2016
	11/03/2016

	N° 634-56-ATI-2014
	4.3, 4.4, 4.5 y 4.6
	280-11-SATI-2017
	01/03/2017

	N° 687-59-ATI-2014
	1
	141-14-SATI-2018
	06/02/2018

	N° 810-66-ATI-2014
	4.2
	280-11-SATI-2017
	01/03/2017

	N° 24-04-SATI-2016
	4.1
	280-11-SATI-2017
	01/03/2017

	N° 377-26-SATI-2016
	4.6 y 4.7
	1092-75-SATI-2016
	24/10/2016



En virtud de lo anterior, a continuación se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por el MSc. Luis Diego Madrigal González y colaboración de los compañeros Carlos Chinchilla Calvo y Leonardo Agüero Cascante, funcionarios de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de la Sección de Auditoría de Tecnología de Información, a cargo de la MSc. Alicia Sancho Brenes, respecto a las recomendaciones citadas.
El seguimiento practicado reveló el siguiente estado para las recomendaciones referidas

Como se puede observar en el gráfico anterior, del 100% de las recomendaciones verificadas (19), un 32% se encuentran aplicadas (6), y el complementario 68% (13) están en proceso, a la fecha de las pruebas desarrolladas por la Auditoría Judicial.
En el anexo de este informe, se detalla cada una de las recomendaciones con su respectivo estado, asimismo puede ser consultado en el Sistema Team Central a través de la persona designada como responsable de su mantenimiento.
Asimismo, es menester indicar que las recomendaciones que se encuentran pendientes redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y por consiguiente, al impacto sobre sus objetivos y metas.
Cabe indicar, que por ser un segundo seguimiento, se procederá al cierre de dichas recomendaciones en el sistema informático de esta Auditoría,  de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 88-11 celebrada el 18 de octubre del año 2011, artículo XLIX, en que se conocieron  los lineamientos que se han dispuesto a lo interno de esta Auditoría en materia de seguimiento de recomendaciones y a lo establecido en los artículos 10, 12 inciso c) y 22 de la Ley General de Control Interno, las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 y las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público, numeral 206.
En virtud de lo anterior y de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 39 de la Ley General de Control Interno, se previene sobre la necesidad de que esas recomendaciones sean atendidas e implantadas a la brevedad posible, por lo que debe solicitarse a las diferentes áreas de la Dirección de Tecnología de Información, el cumplimiento idóneo de las recomendaciones, que se ejecuten las acciones respectivas en un lapso prudencial, e informe por escrito a la Directora de dicha dependencia, sobre lo actuado.
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

ANEXO 1
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	N° INFORME
	RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE
	ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	1158-43-ATI-2011
	[bookmark: tm_385744901]Para facilitar la gestión del Directorio Activo, analizar evaluar la posibilidad de adquirir productos para la administración de los objetos del Directorio Activo y revisión de bitácoras, a fin de fortalecer la seguridad de la información y la gestión del Directorio Activo. Se deberá documentar los resultados del análisis
	El 4 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se confirmó que desde el año 2015 se adquirió la herramienta "AD Audit".

Dicha herramienta se utiliza para garantizar que los recursos críticos en la red, tales como los controladores de dominio sean auditados, monitoreados e informados en tiempo real con toda la información sobre usuarios, grupos, equipos y configuración; permitiendo el envío de alertas por correo electrónico, así como de la confección de reportes.

Esta herramienta permite:
  
Monitorear el cambio de contraseñas de usuarios
Descubrimiento de amenazas internas
Monitoreo de actividad de inicio y cierre de sesión de usuarios
Informes y alertas en tiempo real
Almacenamiento periódico de eventos
Control de cambios en configuración de objetos de AD

Con esta herramienta se han facilitado las labores de Auditoría y control de cambios en objetos del Directorio Activo, seguimiento a solicitudes de auditoría de actividades de inicio de sesión, descubrimiento de actividades sospechosas y revisión del cumplimiento de estándares.

Por lo anterior, esta auditoria considera que la recomendación se encuentra Aplicada
	
	Aplicada

	73-08-ATI-2012
	Fortalecer la coordinación del proceso del CAT de forma integral, con el propósito de obtener consensos y compromisos en cuanto a la supervisión y monitoreo, así como a la identificación de aspectos de mejora del servicio y la definición de lineamientos sobre todas las áreas involucradas, tales como: 

Establecer acuerdos de servicio para cada uno de los tipos de atención brindada en relación a las solicitudes registradas, tomando en cuenta los requerimientos de la Administración, atributos del servicio, capacidades de TI y responsabilidades de las partes.

Adicionalmente, realizar una evaluación de los recursos con los que cuenta TI, tanto humano como de infraestructura; que se encuentren directamente relacionados a la atención de solicitudes de servicio; con el fin de compararlos contra las necesidades de la Administración y así poder determinar el grado de cumplimiento de los acuerdos de servicio que se establezcan.

	Se confirmó el 18 de setiembre del 2018, como parte del trabajo realizado en el seguimiento de la recomendación, que el a partir del año 2014 se empezó a trabajar en los acuerdos de servicio, por medio de la contratación 2016LA-000008-PROV; la cual se identificó en un primer seguimiento y por lo que se estableció un nuevo plazo de implementación.

Cumplido el nuevo plazo, se verificó que:

Actualmente se cuenta con 2 acuerdos de Servicio debidamente aprobados y que corresponden a: SLA de Correo y SLA de servicio de Internet.
Actualmente se encuentra en ejecución la Licitación Abreviada 2016LA-000098-PROV "Diseño e implementación de procesos para Gobierno y Gestión de TI en la Dirección de Tecnología del Poder Judicial", la cual contempla la implementación de los procesos de Cobit APO09 - "Gestionar los Acuerdos de Servicio" y DSS02 - "Gestionar las peticiones y los incidentes del servicio. La implementación de estos procesos, que se tiene previsto iniciar en el segundo semestre de 2018 y de acuerdo a lo indicado, se seleccionaron con prioridad sobre los otros procesos con el fin de mejorar el área de servicio que presta la DTIC

Con base a lo mencionado anteriormente, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra en Proceso.

	En Proceso

	73-08-ATI-2012
	c. Establecer los criterios y procedimientos necesarios para determinar la clasificación y priorización respectiva de los incidentes y problemas que se presentan en las diversas solicitudes de servicio, de acuerdo a las necesidades y requerimientos de la Institución, a fin de que estas sean respetadas por todos los participantes en el proceso. 
	Se confirmó el 4 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento a la recomendación, que la contratación identificada en el primer seguimiento ya culminó y basado en dicho trabajo, se ordenó lo relacionado a la mesa de ayuda. 

Igualmente se suministró y comprobó la existencia de un catálogo de servicios. 

Del 2011 (año del estudio) a la fecha han cambiado muchas cosas en cuanto a la gestión del servicio que se brinda. Así por ejemplo, en dicho periodo se han utilizado 3 sistemas: Siebel, CAT y ahora Aranda.

Con la implementación de Aranda, se realizó todo un rediseño del catálogo de servicios y se realizó una clasificación de los casos en Incidentes o Requerimientos de servicios; según lo establecido en las buenas prácticas de ITIL. Además el catálogo de servicios cuenta con 8 servicios disponibles para los usuarios finales, con sus respectivas categorías.

También se establecieron los SLA’s (acuerdos de nivel de servicio) aprobados por el Consejo Superior para Internet y Correo, estos SLA’s se aplicaron como estándar para los demás servicios. 

Los dueños del servicio son los que establecieron el impacto de cada uno de los servicios, el cual se configuró en la herramienta. 

Además, se tienen los lineamientos a nivel de mesa de servicios para que los oficiales de la mesa determinen la urgencia del caso.

La combinación "urgencia e impacto" indica la prioridad del caso y por ende el tiempo del SLA establecido para la prioridad.

Finalmente, se suministró un ejemplo del establecimiento de la categorización y prioridad, según el procedimiento a seguir.

Por todo lo anterior, esta auditoría considera que la recomendación se encuentra aplicada.

	Aplicada

	745-49-ATI-2012
	Elaborar un módulo de seguridad para los sistemas de Gestión de Despachos Judiciales (SCGDJ) y Depósitos Judiciales (SDJ), que permita delegar la administración de la seguridad a las áreas usuarias, de modo tal que las acciones como: solicitud, establecimiento, suspensión, modificación, asignación de derechos o cancelación de cuentas de usuario, sea realizado por los dueños de la información sin la participación de la Dirección de Tecnología de Información.    


	El 4 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se confirmó que ya se desarrolló el módulo de seguridad para el sistema de Gestión, así como para el SDJ.

El Módulo de Seguridad-PJ está terminado y en producción tanto para el SACEJ como para Gestión. Además, en el 2012 se definió que este módulo iba a ser la seguridad estándar para los nuevos sistemas y actualmente este módulo lo usan alrededor de 57 sistemas en producción, entre los que se pueden mencionar el SDJ, SEGURIDAD DE GESTION, SIGAPJ, SOAP, entre otros.

Se anexaron los manuales técnicos y de usuario, así como las solicitudes de mejora del sistema. 

Por lo indicado anteriormente, esta auditoria considera que la recomendación se encuentra Aplicada.

	Aplicada


	419-32-ATI-2013
	4.1 Definir e implementar procedimientos que permitan realizar un efectivo control de las licencias de software instaladas en cada computadora de la institución a nivel nacional, de tal forma que exista información completa, actualizada y oportuna de utilidad para la toma de decisiones en cuanto a las necesidades de compra, actualización o desinstalación de licencias. Para lo anterior es necesario implementar mecanismos de verificación, y valorar la mejora del control actual o bien adquirir una herramienta automatizada.

	El 18 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se confirmó que desde mediados del año 2014, la Dirección de Tecnología de Información cuenta con dos procedimientos documentados relacionados al tema de licencias, correspondientes a la compra de licencias y el control de la donación de licencias respectivamente; documentos que fueron verificados en un primer seguimiento. 

También durante el año 2014, mediante la licitación 2014LA-000014-PROV, se gestionó por parte del Área de Seguridad y Monitoreo la adquisición de una suite de herramientas que permitan levantar automáticamente el inventario del hardware y software con que cuenta el Poder Judicial y que también permita acceder remotamente a otra computadora o servidor para realizar labores de mantenimiento y soporte dejando rastro de todo lo que se realizó en la computadora que se acceso. 

Como resultado de este procedimiento se adquirió la herramienta System Center y desde el 2017 se está utilizando para el inventario y control de licencias instaladas en el Poder Judicial.

De acuerdo con las indagaciones realizadas, se determinó que dicha herramienta se encuentra configurada para actualizar la información cada 24 horas, y se encuentra a cargo de la Sección de Soporte Técnico.

Además, la sección de Apoyo a la Gestión utiliza el System Center para extraer reportes de software instalado en las máquinas institucionales.

Se realizan reportes de la totalidad del software instalado en un Circuito Judicial, se identifica software no autorizado y se procede a realizar la desinstalación. Como prueba de lo anterior, se adjuntó un reporte de software de Heredia, así como el correo con las medidas tomadas.

Se indicó que el proceso que se sigue para la detección de software ajeno a los propósitos de la institución y software indeseable es:

Para una Región Judicial determinada, se le solicita a la Sección de Soporte Técnico enviar un corte a una fecha determinada del software instalado en todas las estaciones de trabajo.

Este reporte se pasa bajo el filtro de software de uso permitido dentro de la institución; dígase software comercial adquirido legalmente y software libre debidamente autorizado por la DTI.

El Software no permitido detectado es investigado y si se determina que no es para la gestión dentro del Despacho Judicial, se inicia el protocolo de desinstalación con la ayuda de los encargados DTI de cada circuito y región

También se extraen reportes sobre un tipo específico de software para determinar la cantidad de instalaciones, versiones instaladas y realizar un control cruzado con la cantidad de licencias adquiridas. Como prueba de lo anterior, se verificaron los reportes que genera la Herramienta, además del proceso realizado para generarlos.

Por su lado, se indicó que la Sección de Apoyo a la Gestión registra las adquisiciones de licencias de Software, con el fin de llevar el inventario y enviar el informe trimestral de intangibles al Departamento Financiero Contable, por lo que cada vez que se compra alguna licencia se actualiza.

Por lo anterior, esta auditoría considera que la recomendación se encuentra Aplicada.

	Aplicada

	689-61-ATI-2013
	Definir y preparar un acuerdo de servicio con los usuarios para el sistema de Notificaciones, considerando como mínimo:

Analizar los requisitos para el acuerdo de servicio considerar aspectos tales como: tiempos del servicio, disponibilidad, rendimiento, capacidad, seguridad, continuidad, cumplimiento normativo y regulatorio, y nivel de uso de los servicios.  

Determinar, acordar y documentar el acuerdo de servicio con los usuarios del sistema de notificaciones.

	El 18 de setiembre del 2018, como parte del trabajo realizado en el seguimiento de la recomendación, se confirmó que los acuerdos de servicio se realizarían como parte de la contratación de la implantación de ITIL en la Institución, lo cual fue comprobado en un primer seguimiento a la recomendación efectuando en el año 2015.  

Actualmente, se indicó que como parte de la Licitación Abreviada 2016LA-000098 - Prov. "Diseño e implementación de procesos para Gobierno y Gestión de TI en la DTIC", se tiene contemplado diseñar e implementar el proceso de Cobit APO09 - "Gestionar los Acuerdos de Servicio" y DSS02 - "Gestionar las peticiones y los incidentes del servicio.

Estos procesos fueron seleccionados entre los 6 primeros a implementar por la empresa Deloitte y se iniciará el segundo semestre de 2018.

Tal como se mencionó en el seguimiento de una recomendación anterior, actualmente se cuenta con: 

2 acuerdos de Servicio debidamente aprobados y que corresponden a: SLA de Correo y SLA de servicio de Internet.
La selección e implementación de los procesos mencionados, se realizó con el fin de mejorar el área de servicio que presta la DTI.

Por todo lo anterior, esta auditoría considera que la recomendación se encuentra en Proceso. 

	En Proceso

	689-61-ATI-2013
	Fortalecer el proceso de gestión de la continuidad del sistema de Notificaciones, en aspectos tales como:

Definir la política y alcance de continuidad para el Poder Judicial alineada con los objetivos de la Institución. Para esto considere:

Identificar el proceso para el sistema de notificaciones y actividades de servicio que son críticas para las operaciones del Poder Judicial o necesarias para cumplir con las obligaciones legales y/o contractuales.  
Identificar las partes interesadas clave, roles y responsabilidades para definir y acordar la política de continuidad y su alcance.  
Definir y documentar los objetivos y alcances mínimos acordados de la política de continuidad del negocio.  
Identificar procesos de soporte al negocio esenciales y servicios TI relacionados.

Evaluar las opciones de gestión de la continuidad de negocio y escoger una estrategia de continuidad viable y efectiva en costo, que pueda asegurar la continuidad y recuperación del servicio frente a un desastre u otro incidente mayor o disrupción. Para esto considere:

Identificar escenarios potenciales probables que puedan dar pie a eventos que puedan causar incidentes disruptivos importantes.  
Realizar un análisis de impacto en el negocio para evaluar el impacto en tiempo de una disrupción en funciones críticas del negocio y el efecto que tendría en ellas.  
Establecer el tiempo mínimo necesario para recuperar un proceso de negocio y su soporte de TI, basándose en una duración aceptable de interrupción del negocio y la interrupción máxima tolerable.  
Analizar la probabilidad de amenazas que puedan causar pérdidas de continuidad de negocio e identificar medidas que puedan reducir la probabilidad y el impacto, mejorando la prevención e incrementando la resiliencia.  
Analizar los requerimientos de continuidad para identificar las posibles estrategias de negocio y opciones técnicas.  
Determinar las condiciones y los responsables de decisiones clave que puedan causar la invocación de los planes de continuidad.  
Identificar los requerimientos de recursos y costos para cada opción técnica estratégica y realizar recomendaciones estratégicas.  
Obtener la aprobación de la administración superior para las opciones estratégicas seleccionadas.

Desarrollar un plan de continuidad para el Sistema de Notificaciones, el cual debe documentar los procedimientos y toda la información necesaria para el uso durante un incidente, con el fin de facilitar la continuidad del servicio de notificaciones. Para esto debe considerar al menos los siguientes aspectos:
 
Definir las acciones y comunicaciones de respuesta a incidentes que deben ser realizadas en un evento de interrupción. Definir los roles y responsabilidades relacionados, incluyendo la responsabilidad para la política y la implementación.
Desarrollar y mantener el plan de continuidad que contengan los procedimientos que deben ser seguidos para permitir continuar operando el proceso de notificaciones y/o planes temporales de proceso.
Asegurar que los proveedores y socios externos clave tengan planes de continuidad efectivos. Obtener evidencias auditadas si es necesario.
Definir las condiciones y procedimientos de recuperación que permitan la reanudación del servicio de notificaciones, incluyendo la actualización y conciliación de las bases de datos para preservar la integridad de la información.
Definir y documentar los recursos necesarios para soportar los procedimientos de continuidad y recuperación, considerando personas, instalaciones e infraestructura de TI.
Definir y documentar los requerimientos de información de respaldo para soportar los planes, incluyendo planes y documentos en papel así como ficheros de datos y considerar las necesidades de seguridad y almacenamiento en otra ubicación.  
Determinar las habilidades necesarias para los individuos implicados en la ejecución de los planes y procedimientos.  
Distribuir los planes y la documentación de soporte de modo seguro a las partes interesadas y apropiadamente autorizadas y asegurar que estén accesibles en escenarios de desastre.

Probar el plan de continuidad regularmente, con el fin de ejercitar la recuperación con respecto a resultados predeterminados, para permitir el desarrollo de soluciones innovadoras y para ayudar a verificar que el plan funcionará. Se debe considerar:

Definir los objetivos para ejercitar y probar el sistema (técnicos, logísticos, administrativos, procedimentales y operacionales) para verificar la completitud del plan de continuidad. 
Definir y acordar ejercicios que sean razonables con las partes interesadas, validar los procedimientos de continuidad, e incluir roles y responsabilidades y acuerdos de retención de datos que ocasionen la mínima interrupción en los procesos de negocio. 
Asignar roles y responsabilidades para realizar ejercicios y pruebas del plan de continuidad. 
Planificar ejercicios y actividades de prueba tal como esté definido en el plan de continuidad. 
Realizar un análisis y revisión post-ejercicio para considerar el logro. 
Desarrollar recomendaciones para mejorar el plan de continuidad actual con base en los resultados de la revisión.

Realizar una revisión de la capacidad de continuidad a intervalos regulares para asegurar su continua idoneidad, adecuación y efectividad. Gestionar los cambios en el plan de acuerdo al proceso de control de cambios para asegurar que el plan de continuidad se mantiene actualizado y refleja continuamente los requerimientos actuales del Poder Judicial. Para esto es necesario que al menos considere:

Revisar el plan y la capacidad de continuidad de forma regular. 
Considerar si es necesario una revisión del análisis de impacto en el negocio, dependiendo en la naturaleza de los cambios. 
Recomendar y comunicar los cambios en la política, planes, procedimientos, infraestructura, roles y responsabilidades para la aprobación de la dirección. 
Revisar el plan de continuidad regularmente para considerar el impacto de cambios nuevos o mayores en: el Poder Judicial, procesos, acuerdos de externalización, tecnologías, infraestructura, sistemas operativos y sistemas de aplicaciones.

Evaluar la adecuación del Plan de Continuidad después de la reanudación exitosa del servicio después de una interrupción. Se debe considerar al menos:

Evaluar el cumplimiento del Plan de Continuidad.
Determinar la efectividad del plan, capacidades de continuidad, roles y responsabilidades, habilidades y competencias, resiliencia a incidentes, infraestructura técnica y estructuras organizativas y relaciones.
Identificar debilidades u omisiones en el plan, capacidades y hacer recomendaciones para su mejora.
Obtener la aprobación de la Dirección para los cambios en el plan y aplicarlos mediante el proceso de control de cambios.

	El 18 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se confirmó que en un primer seguimiento, según la evidencia presentada se comprobó que se realizan actividades y medidas para la fortalecer la gestión de la continuidad del sistema de notificaciones  tales como revisiones diarias y pruebas al sistema, plan de mantenimiento, respaldos, entre otros, así como la contratación de la empresa DATANET INTERNACIONAL S.A, para el manejo de las notificaciones y se encontraba en proceso el proyecto de continuidad institucional.

Actualmente, por medio de la contratación 2016LA-00063-PROV "Contratación de horas de asesoría profesional para el desarrollo de las fases 3, 4, 5 del Plan General de Continuidad del servicio del Poder Judicial", se desarrollarán las actividades que se citan en esta recomendación. Dicha contratación está en proceso y fue adjudicada a la empresa PwC.   

Como resultado final de este proyecto se espera tener el Plan General de Continuidad del servicio del Poder-Judicial

Por todo lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra en Proceso. 

	En Proceso

	689-61-ATI-2013
	3 Fortalecer la gestión de incidentes que se realiza en la DTIC, en aspectos tales como:

Definir esquemas y modelos de clasificación de incidentes y solicitud de servicio. Para esto considere definir esquemas de clasificación, priorización y criterios para el registro de problemas para asegurar enfoques consistentes en el tratamiento, informando a los usuarios y realizando análisis de tendencias.

Definir reglas y procedimientos para escalar los incidentes, especialmente para incidentes importantes e incidentes de seguridad. 

Identificar y registrar síntomas de incidentes, determinar posibles causas y asignar recursos a su resolución. Se debe considerar:

Identificar y describir síntomas relevantes para establecer las causas más probables de los incidentes. Hacer referencia a los recursos de conocimiento disponibles, incluyendo errores y problemas conocidos para identificar posibles resoluciones de incidentes (soluciones temporales y/o soluciones permanentes).
Registrar un nuevo problema si no existe un problema relacionado o error conocido y si el incidente satisface los criterios acordados para registro de problemas.  
Asignar incidentes a especialistas, si se necesita de un conocimiento más profundo e implicar al nivel de gestión apropiado, cuando sea necesario.
 
Documentar, solicitar y probar las soluciones identificadas o temporales y ejecutar acciones de recuperación para restaurar el servicio TI relacionado. Considerar como mínimo:

Seleccionar y aplicar las resoluciones de incidentes más apropiadas (soluciones provisionales y/o soluciones permanentes).
Registrar si se utilizaron soluciones temporales para resolver los incidentes.
Ejecutar acciones de recuperación, si se requieren.
Documentar la resolución del incidente y evaluar si puede usarse como una fuente de conocimiento en el futuro.
 
Verificar la satisfactoria resolución del incidente y satisfactorio cumplimiento de la solicitud, y cierre. Para esto es necesario que todos los incidentes sean registrados en el sistema del CAT. Considerar:

Verificar con los usuarios afectados (si lo han acordado) que la petición de servicio ha sido completada o el incidente ha sido resuelto de manera satisfactoria. 
Cerrar peticiones de servicio e incidentes.

Hacer seguimiento, analizar e informar de incidentes y tendencias de cumplimiento de solicitudes, regularmente, para proporcionar información para la mejora continua. Considerar como mínimo:

Supervisar y dar seguimiento del escalado de incidentes, soluciones y de los procedimientos de gestión de resoluciones.
Analizar incidentes y solicitudes de servicio por categoría y tipo para establecer tendencias e identificar patrones de asuntos recurrentes o ineficiencias. Utilizar la información como entrada a la planificación de la mejora continua.

	El 25 de setiembre del 2018, se comprobó por medio de la documentación brindada por el área auditada, que la gestión de incidentes se viene fortaleciendo desde el 2015, donde se definieron reglas y procedimientos, se capacitó al personal de la mesa de servicio y en el 2016 se adquirió un sistema que administre los incidentes y provea una base de datos de conocimiento, la cual se estableció por medio de la licitación  2016LA-000008-Prov, lo cual fue comprobado en un primer seguimiento a la recomendación.

Actualmente, se determinó que la atención de incidentes se ha modernizado mucho en la DTI, con la adquisición del software ARANDA, pasando a ser la herramienta de trabajo del Centro Integrado de Servicios anteriormente conocido como CAT.

Dentro de las acciones implementadas están:

Se tercerizó la recepción de incidentes y su respectivo trámite.
Cada reporte es asignado formalmente a los especialistas en cada área.
Se estableció una categorización de incidentes
Se estableció un escalamiento de incidentes
Se pretende respetar la directriz de que todo debe ingresar por el GIS o mesa de ayuda.
Cada incidente es cerrado luego de su solución.
A cada usuario que pone un reporte se le hace una encuesta para medir satisfacción y encontrar aspectos de mejora.
Se generan reportes de niveles de atención por circuito de diferentes formas.

Como se ha comprobado, durante estos años se han realizado muchos cambios en la mesa de ayuda desde el antiguo CAT hasta el actual GIS, cambios que se pretenden fortalecer con la Licitación Abreviada 2016LA-000098-PROV, mediante la cual se van implementando los procesos sugeridos por COBIT.

Para el segundo semestre del 2018 se seleccionó el proceso DSS02 "Gestionar las peticiones e Incidentes de Servicio" para ser implementado. Con las prácticas que propone este proceso se espera reforzar todo lo descrito anteriormente para mejorar la atención de incidentes, así como minimizar las interrupciones con una resolución rápida de consultas.

Como parte de la evidencia suministrada, se adjuntó el procedimiento de Gestión de Incidentes, el cual incluye aspectos como categorización y priorización de incidentes, diagnostico, análisis y resolución de incidentes, seguimiento y monitoreo, cierre de incidentes, tendencias, entre otros. 

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

	En Proceso

	1084-83-ATI-2013
	Desarrollar e implementar una metodología o valorar la aplicación de la metodología de administración de proyectos existente, para gestionar el cambio organizacional en materia de las tecnologías de información y comunicación, con el fin de facilitar el proceso de cambio en dichos procesos y así documentarlos de la forma más adecuada. Dicha metodología debe contener como mínimo los siguientes aspectos: 

Efectuar el diagnóstico para el cambio que contemple las diversas opciones del mercado de las tecnologías de información, dicho proceso debe quedar debidamente documentado.

Con relación a este punto, se debe contar con la aprobación formal de la solución escogida por parte del órgano competente, de acuerdo con el impacto del cambio.

Establecer el equipo de implementación, preparar, comprometer y facultar a las partes interesadas para el cambio en la organización para reducir el riesgo de fracaso del cambio.

Gestionar todos los ajustes de los cambios de una forma controlada, incluyendo ajustes estándar y de mantenimiento de emergencia en relación con los procesos de negocio, aplicaciones e infraestructura. Esto incluye normas y procedimientos de cambio, análisis de impacto, priorización y autorización, cambios de emergencia, seguimiento, reporte, cierre y documentación.

Posibilitar una entrega de los cambios rápida y fiable para la organización, a la vez que se mitiga cualquier riesgo que impacte negativamente en la estabilidad e integridad del entorno en que se aplica el cambio.

Evaluar, priorizar y autorizar peticiones de ajuste a los cambios, hacer el seguimiento respectivo y documentar dichos cambios.

Aceptar formalmente y hacer operativas las nuevas soluciones, incluyendo la planificación de la implementación, conversión de los datos y sistemas, pruebas de aceptación, comunicación, preparación de la entrega, paso a producción de procesos nuevos o modificados, soporte temprano en producción y revisión post-implementación. 

	Se confirmó el 18 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, que en el año 2015 se encontraban en proceso de aprobación de una nueva estructura organizativa solicitada por la DTI y que los cambios se iban a efectuar de manera paulatina durante el rango de 2015-2020, en concordancia con el PLAN ESTRATEGICO en ese mismo periodo; esto, según el seguimiento realizado en el 2015.

Actualmente, se mencionó que mediante la Licitación Abreviada 2016LA-000098-PROV "Diseño e implementación de procesos para Gobierno y Gestión de TI en la Dirección de Tecnología de la Información", se implementará el proceso Cobit BAI06 - "Gestionar el cambio organizacional"; el cual se tienen previsto que su implantación inicie el segundo semestre de 2018.

Con la implantación de este proceso, la DTI espera:

Corregir algunas de las deficiencias encontradas en la primera etapa del proyecto "Fase 1: Evaluación de la Situación Actual de la DTIC con respecto al marco Cobit 5".

Realizar una gestión de cambios ordenada y priorizada, dándole un seguimiento, documentación y cierre al cambio gestionado.

Trabajar con el uso de métricas que Cobit 5 recomienda para este proceso, identificación de responsables y las practicas que sugiere Cobit para este proceso y mediante una categorización de peticiones de cambio.

La expectativa a la hora de implantar este proceso es de reformar mucho de la forma de trabajar de la DTI.

Por todo lo anterior, esta auditoría considera que la recomendación se encuentra en Proceso.

	En Proceso

	1294-75-ATI-2013
	Con el propósito de minimizar los riesgos de interrupción de los activos críticos, implementar las siguientes acciones:  

Priorizar los activos que son críticos para proveer la capacidad del servicio refiriéndose a los requisitos de los servicios, acuerdos de servicio y el sistema de gestión de la configuración.
Supervisar el rendimiento de los activos críticos examinando las tendencias de incidentes y, en caso necesario, tomar medidas para reparar o reemplazar.
De forma regular, considerar el riesgo de fallo o necesidad del reemplazo de cada activo crítico.
Mantener la tolerancia a fallas de los activos críticos mediante la aplicación de un mantenimiento preventivo regular, de supervisión del rendimiento y, si fuera necesario, proporcionando alternativas y/o activos adicionales para reducir la probabilidad de fallo.
Establecer un plan de mantenimiento preventivo para todo el hardware crítico, considerando un análisis costo-beneficio, recomendaciones del proveedor, el riesgo de interrupción del servicio, personal cualificado y otros factores relevantes. 
Asegurar que los servicios de acceso remoto y perfiles de usuario (u otros medios utilizados para el mantenimiento o diagnóstico) están activos sólo cuando sea necesario. 
Programar las actividades de mantenimiento para minimizar el impacto adverso en los procesos de negocio, incorporando el tiempo de inactividad previsto. 

	Se comprobó el 25 de setiembre del 2018, que mediante un primer seguimiento realizado a la recomendación, se verificó el documento Continuidad y Riesgo aportado por el área auditada en el que se detallan algunos aspectos sobre una asesoría en el proceso de Gestión de la Continuidad realizada en el año 2015.

Actualmente, se indicó que mediante la Licitación Abreviada 2016LA-000098-PROV, la cual tiene como objetivo implementar los procesos Cobit en la DTI, se pretende trabajar bajo las mejores prácticas que señala el proceso BAI09 "Gestionar los Activos", ya que la Dirección de TI tiene gran cantidad de activos de Hardware y Software de alto costo, que deben ser administrados de manera eficiente, trasparente e identificando formalmente la criticidad de los mismos.

Con ello, se pretende contar con un registro formal y fiable de los activos, su estado actual y su relación con el proceso COBIT de la Configuración.

También se pretende tener identificados los responsables de estos activos, los riesgos de que falle, activos críticos, materialización del riesgo, revisiones de activos para verificar el estado y posible cambio.

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

	En Proceso

	634-56-ATI-2014
	4.3 Establecer acuerdos de servicio para cada uno de los tipos de atención brindada en relación a las solicitudes registradas, tomando en cuenta los requerimientos de la Administración, atributos del servicio, capacidades de TI y responsabilidades de las partes.

	Se comprobó el 25 de setiembre del 2018, que en un seguimiento anterior, como parte del seguimiento realizado, que el tema de los acuerdos de servicio se ha venido definiendo desde el año 2014 y por medio de la contratación 2016LA-000008, se realizaría la implementación de los acuerdos de servicio para las solicitudes registradas.

Actualmente, con respecto a los acuerdos de servicio, se indicó que se cuenta con 2 acuerdos de servicio, correspondientes al uso de correo electrónico y uso de Internet. 

Igualmente se comprobó que a principios del 2018, se inició la ejecución de la Licitación Abreviada 2016LA-000098-PROV "Diseño e implementación de procesos para Gobierno y Gestión de TI en la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones". Dentro de la implantación de estos procesos se tiene previsto que el objetivo de control de Cobit APO09 "Gestión Acuerdos de Servicio", sea llevado a la práctica aproximadamente parames de marzo de 2019.   Junto con este proceso también se empezarán a implantar el objetivo de control e Cobit DSS02 "Gestionar las peticiones y los Incidentes del Servicio" y el BAI06 "Gestionar Cambios".

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

	En proceso

	634-56-ATI-2014
	4.4 Establecer y ejecutar los procedimientos formales necesarios para determinar la clasificación y priorización respectiva de los incidentes y problemas que se presentan en las diversas solicitudes de servicio, de acuerdo a las necesidades y requerimientos de la Institución, a fin de que estas sean respetadas por todos los participantes en el proceso.

	Como parte del seguimiento ejecutado a esta recomendación, se comprobó el 25 de setiembre del 2018, que en un primer seguimiento, la Administración tenía previsto cumplir con la recomendación por medio de la licitación 2016LA-000008-Prov, con la cual se revisarían todos los procedimientos actuales del área para mejorarlos o sustituirlos totalmente en caso de ser necesario.

Actualmente, se indicó que mediante la ejecución de la Licitación 2016LA-000098-PROV "Diseño e implementación de Procesos para el Gobierno y la Gestión de TI en la Dirección de Tecnología” se implementará el proceso DSS02 "Gestionar las Peticiones y los Incidentes del Servicio", con lo cual se estima cumplir lo indicado en la recomendación.

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

	En Proceso

	634-56-ATI-2014
	4.5 Establecer y ejecutar los procedimientos uniformes entre los diversos involucrados del proceso, que permitan un adecuado control y seguimiento de las solicitudes de servicio registradas, así como definir métricas y puntos de control para evaluar el desempeño y cumplimiento de los acuerdos de servicio que se definan, con el propósito de facilitar la administración del proceso e identificar tendencias que se presentan en el servicio brindado.

	Como parte del seguimiento realizado a esta recomendación, se comprobó el 25 de setiembre del 2018, que en un primer seguimiento, la Administración tenía previsto cumplir con la recomendación por medio de la licitación 2016LA-000008-Prov, con la cual se revisarían todos los procedimientos actuales del área para mejorarlos o sustituirlos totalmente en caso de ser necesario.

Actualmente se indicó que mediante la ejecución de la Licitación 2016LA-000098-PROV, se ejecutarán e implementarán los procesos de Cobit 5. DSS02 "Gestionar las peticiones y los incidentes del servicio" y el proceso APO 09 "Gestionar los Acuerdos de Servicio".   Estos 2 procesos se encuentran entre los primeros a ser implantados en el segundo semestre del 2018 y principios de 2019.

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

	En Proceso

	634-56-ATI-2014
	4.6 Desarrollar la Base de Conocimiento de manera que sea alimentada por todos los involucrados en el proceso de soporte técnico y del CAT, para lo cual es necesario asignar formalmente un responsable de administrar dicha Base, a fin de que no se presenten duplicaciones de casos o una clasificación incorrecta del mismo.

	El 2 de Octubre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se comprobó que en un seguimiento previó el área auditada se encontraba en proceso de la contratación 2016LA-000008, en la que se revisarían todos los procedimientos del área para mejorarlos o sustituirlos en caso de ser necesario.
 
Actualmente la mesa de ayuda ya es una realidad, se compró la herramienta ARANDA para atención de incidentes y solicitudes de servicio. Poco a poco se han ido activando las facilidades que permite la herramienta.  

Aunado a lo anterior, se mencionó que también se iniciará con la implementación de los procesos de COBIT 5, específicamente el APO09 "Gestionar acuerdos de servicio" y el DSS02 "Gestionar las peticiones y los incidentes del Servicio”.

Se tiene previsto que dicha contratación tenga una duración de aproximadamente 4 años y dentro de este tiempo también se espera implementar el proceso BAI08 "Gestionar el conocimiento"

Por todo lo anterior, ésta auditoria considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

	En Proceso

	687-59-ATI-2014
	1. En la próxima reunión del equipo encargado del plan de continuidad de los servicios judiciales, incluir en el cronograma de trabajo lo necesario para contar con un plan de reacción en caso de una afectación por malware. Este plan debe incluir aspectos tales como: clasificación de incidentes, análisis de riesgos y posibles escenarios, responsables, línea de mando, esquemas alternativos de operación durante la afectación, planes de recuperación, entre otros. 

	El 2 de octubre del 2018, como parte de la revisión efectuada a la recomendación, se comprobó que desde el año 2017 se está utilizando la herramienta tecnológica denominada System Center, la cual se utiliza entre otras cosas, para el inventario y control de licencias instaladas en el Poder Judicial.

Esta herramienta se encuentra configurada para actualizar la información cada 24 horas, y se encuentra a cargo de la Sección de Soporte Técnico.

Por su lado, la Sección de Apoyo a la Gestión de la Dirección de Tecnología de la Información (DTI) utiliza el System Center para extraer reportes de software instalado en las máquinas institucionales.

De acuerdo con la información suministrada, se realizan reportes de la totalidad del software instalado en un Circuito Judicial, se identifica software no autorizado y se procede a realizar la desinstalación. 

Como prueba de lo anterior, se adjuntó un reporte generado en el circuito Judicial de Heredia; así como el correo respectivo con las medidas tomadas que se relaciona con la ordenanza de la DTI, acorde con el "Reglamento del Gobierno, la Gestión y el uso de los servicios Tecnológicos del Poder Judicial" en el artículo 16, para la regulación en el uso del software dentro de la Institución.

Igualmente, se verificó que se extraen reportes sobre un tipo específico de software para determinar la cantidad de instalaciones, las versiones instaladas y realizar un control cruzado con la cantidad de licencias adquiridas. Como evidencia de ello, se suministró el documento en Excel “Computers with a specific product-LibreOffice” y “Computers with a specific product-Office2013”, reporte extraídos del System Center.

Cabe indicar que además, la Sección de Apoyo a la Gestión registra las adquisiciones de licencias de Software con el fin de llevar el inventario y enviar el informe trimestral de intangibles al Departamento Financiero Contable, por lo que cada vez que se compra alguna licencia, este registro es actualizado.


Igualmente, esta Sección es la encargada de aprobar o desaprobar el uso de software libre en la Institución, realizando los estudios de vulnerabilidades y las recomendaciones del caso. Se actualiza y publica en la página de DTI en la Intranet la lista de software autorizado para atender las diferentes gestiones de trabajo en las oficinas del Poder Judicial.

Finalmente, se indicó que las licencias se actualizan según requerimiento de los usuarios, actualmente no existe una política de actualización a la última versión del software, ya que esto depende de las necesidades y los recursos económicos para adquisición de licencias.

A pesar de todo lo indicado anteriormente, ésta auditoria considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”, debido a que las acciones tomadas no van dirigidas a la elaboración de un plan de reacción en caso de una afectación por malware, según se pide en la recomendación. 

	En Proceso

	810-66-ATI-2014
	4.2 Complementar y formalizar el documento “Gestión de Incidentes que se realiza en la DTIC”, donde se identifique, al menos:

Lo que se entiende por incidente, evento de incidente, caso de servicio de soporte normal, el responsable de aprobar los cambios en los procedimientos y demás detalles que permitan determinar claramente este tratamiento de situaciones de crisis, documentación de los incidentes, clasificación, priorización y comunicación a usuarios y jefaturas; entre otros que se consideren pertinentes.

Lo anterior, para lograr un documento o guía más completo para el tratamiento de los incidentes tratados en este informe. 

	El 2 de octubre del 2018, con respecto a la revisión efectuada, se determinó que en un seguimiento previo y por medio de la documentación aportada, se pudo determinar que se han realizado cambios a los "Procedimientos sobre el proceso de Gestión de Incidentes", sin embargo, se estaba en proceso la contratación 2016LA-000008, en la que se implementaría el proceso para la Gestión de Incidentes.

Actualmente no se encuentra ningún tipo de actualización a la recomendación después de la última revisión efectuada, por lo que ésta Auditoria considera que la recomendación aún se encuentra “En Proceso”.


	En Proceso

	N° 24-04-SATI-2016
	Desarrollar un plan para mejorar las condiciones de las redes de datos, cuartos de comunicaciones y equipos activos de telemática en el I Circuito Judicial de Limón y Puntarenas, lo anterior para fortalecer la seguridad física y ambiental que se presenta en dichos despachos.

Es conveniente atender de inmediato, en coordinación con la Administración del I Circuito Judicial de Limón, la reubicación de los racks que se encuentran en el cielo raso, debido a los riesgos de daños o sustracciones identificadas en este estudio. 

Para el caso del edificio de Puntarenas, en coordinación con la Administración, reubicar los equipos que se encuentran en áreas de riesgo, aprovechando la contratación para el reforzamiento del edificio pronta a desarrollarse.

	El 16 de noviembre se realizó la visita a los Tribunales de Limón, donde se logró comprobar que no se han realizado ninguna acción correctiva de las señaladas en el informe de auditoría. 

El 22 de noviembre se efectúa la inspección en los Tribunales de Puntarenas, en dicho centro el Informático Regional no se encontraba, por lo cual la visita es atendida por el informático a cargo en ese momento. Junto con él se realizó la visita a los diferentes cuartos de datos para comprobar que las recomendaciones habían sido acatadas, donde se ejecutaron las siguientes observaciones:

Cuarto de telecomunicaciones edificio principal, tribunales de Puntarenas

Con la remodelación del Edificio se realizó un nuevo centro de datos, el cual se encuentra debidamente organizado, con excepción del panel de la central telefónica que se encuentra en la entrada del cuarto, según el informático, esto ya está en trámite con los compañeros de telemática de San José y el ICE para poder ubicarlos en otra posición.

Además, el cuarto donde se encuentran los breakers no cuenta con ninguna seguridad en el momento de la visita, también existe una ventana que da hacia el exterior que no se encuentra polarizada.

Cuarto de telecomunicaciones edificio principal, Tribunales de Puntarenas primer piso.

Se construyó un nuevo centro de datos, el cual cuenta con cableado ordenado y con aire acondicionado en buen estado. 

Cuarto de Telecomunicaciones del Anexo 1, Puntarenas.

Falta colocar alarmas, sensores de agua y humo.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 2, Administración e Informática, Puntarenas.

Se encuentra en una casa rentada por la administración, en el momento de la visita se encuentra el cuarto totalmente desordenado con cajas y papeles archivados, no cuenta con aire acondicionado propio y control de acceso.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 3, Juzgado de Tránsito, Puntarenas

Se encuentra alojado en una casa de alquiler, gabinete aéreo, sin aire acondicionado propio y sin ninguna seguridad.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 4, Defensa Pública y Trabajo Social, Puntarenas. 

Se encuentra en casa alquilada, con notoria antigüedad, sin aire acondicionado propio, se construyó un aposento para la estructura, la cual no cuenta con cielo raso.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 5, Oficina de Atención y Protección a la Víctima, Puntarenas.

No existe cuarto de comunicaciones, se encuentra un rack en una oficina totalmente expuesto sin seguridad de ningún tipo.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 6, Juzgado de Familia y Contravencional, Puntarenas

Se encuentra en un edificio alquilado, las paredes se encuentran con moho, ventanales con celosías y sin polarizados, los equipos son visibles desde afuera.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 7, Juzgado de Pensiones y Oficina de Comunicaciones Judiciales (OCJ) Puntarenas.

Se encuentra en local alquilado, las paredes presentan moho, la entrada está bloqueada por cajas de papel y documentos impresos, 

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 8, antiguo edificio Elizabeth Juzgado de Violencia, Cobros, Civil, Penal Juvenil, Contraloría de Servicios, Defensa Laboral y Tribunal de Apelaciones de Puntarenas.

Se encuentra en un local alquilado, en buenas condiciones.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 9, Edificio Centenario primer piso. Juzgado Laboral y Salas.

Conforme con las sanas prácticas.

Cuarto de telecomunicaciones del anexo 9, Edificio Centenario, segundo piso. Fiscalía Adjunta y Centro de Conciliaciones. 

Se encuentra en edificio alquilado, 

En general ninguno de los cuartos de telecomunicaciones cuenta con:
Alarma
Cámaras de vigilancia
Sensores (Humo, agua, temperatura)

Cuentan con una UPS sencilla, sin soporte a una fuente secundaria. Sin aire acondicionado propia, utilizan los que están instalados para las oficinas. No se cuenta con accesos para registrar quién ingreso, solamente cuentan con un llavín normal.

Se cuenta además con un correo enviado por la Jefatura de la Sección de Telemática refiriéndose a los contratiempos que han tenido como también los avances.

Por todo lo anterior, ésta auditoria considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

	En Proceso


	377-26-SATI-2016
	4.6 Realizar los cambios que se consideren necesarios en el Sistema de Gestión Tecnológica o verificar en el nuevo sistema, que el ambiente de cada servidor solo pueda ser definido y actualizado por la Sección de Soporte Técnico, que es la que lo crea y asigna.
	El 2 de octubre del 2018, producto del seguimiento efectuado a la recomendación, se comprobó que la Administración, indicó que las modificaciones al SGT ya se realizaron y se encuentran en ambiente de producción y para lo cual se aportó como evidencia un documento con las modificaciones solicitadas.

Por todo lo anterior, ésta auditoria considera que la recomendación se encuentra “Aplicada”.

	Aplicada

	377-26-SATI-2016
	4.7 Realizar los cambios que se consideren necesarios en el Sistema de Gestión Tecnológica o verificar en el nuevo sistema, que cuando el estado de un servidor pase de Activo a Inactivo, se eliminen todas las relaciones existentes con los sistemas de información
	El 2 de octubre del 2018, como parte del seguimiento efectuado a la recomendación, la Administración, indicó que las modificaciones al SGT ya se habían realizado y se encontraban en ambiente de producción. 

Para comprobar lo anterior, el día 21 de enero del 2019, se realizó una prueba en coordinación con el personal de las secciones de Sistemas y Soporte Técnico de la Dirección de Tecnología, con el fin de comprobar el cambio realizado al Sistema SGT. Para ello, se creó un servidor de pruebas, el cual se asoció al sistema SGT y posteriormente poner el servidor como “inactivo”; verificando que la asociación se eliminó de manera automática, siendo exitosa la prueba

Por todo lo anterior, ésta auditoria considera que la recomendación se encuentra “Aplicada”.

	Aplicada



(…)”
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En sesión N° 60-14 celebrada el 3 de julio del 2014, artículo LXX, se tomó nota de la copia del oficio Nº 634-56-ATI-2014 y se le indicó a la Dirección de Tecnología de la Información que debía cumplir a la brevedad con las recomendaciones que se encontraban pendientes. Asimismo se hizo de conocimiento de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información el acuerdo.
Posteriormente, en sesión N° 65-14 celebrada el 17 de julio del 2014, artículo XLV, se tomó nota de la copia del oficio Nº 687-59-ATI-2014l de la Auditoría y se le indicó a la Dirección de Tecnología de la Información que debía dar seguimiento a las recomendaciones señaladas, para su cumplimiento en el plazo definido.
Luego, en sesión N° 75-14 celebrada el 21 de agosto del 2014, artículo LXIX, se tomó nota del informe de la Auditoría presentado mediante oficio N° 810-66-ATI-2014 del 12 de agosto de 2014, asimismo, se trasladaron las recomendaciones emitidas en dicho informe a la Dirección de Tecnología de Información para ser ejecutadas en el plazo establecido, con el deber de informar su cumplimiento a la Auditoría Judicial.
Por último, en sesión N° 5-16 celebrada el 19 de enero del 2016, artículo LXIV, se tomó nota de la copia del oficio Nº 24-04SATI-2016 del 7 de enero de 2016, suscrito por el máster Roberth García González, Subauditor Judicial y se le previno entre otros a la Dirección de Tecnología de la Información, ejecutar las recomendaciones en el plazo definido e igualmente informara a la Auditoría una vez que estuvieran implementadas.
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio Nº 146-10-SATI-2019 del 11 de febrero de 2019, suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial y dirigido a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en el que comunicó el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Dirección de Tecnología de Información”. 2.) Una vez analizadas las recomendaciones que se encuentran en proceso por parte de la Dirección de Tecnología de la Información y visto que en su mayoría estas se encuentran sujetas a la ejecución de procesos de contratación, se amplía el plazo a tres meses para su cumplimiento, lo anterior,  a partir de la comunicación de este acuerdo, a esos efectos la citada Dirección informará a este órgano superior sobre lo actuado, con la advertencia que conforme lo establece la Ley General de Control Interno, en su artículo 39, en caso de incumplimiento, se procederá a levantar las acciones disciplinarias respectivas.
La Auditoría Judicial y la Dirección de Tecnología de la Información, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048993]ARTÍCULO XVI

Documento N° 14369-17 / 1527-19

En sesión N° 110-17 celebrada el 7 de diciembre de 2017, artículo LXII, se tomó nota de la copia del oficio N° 1334-101-SAEE-2017 de la Auditoría Judicial, relacionado con el Estudio Operativo para el mejoramiento de las Unidades Médico Legal del Departamento de Medicina legal del Organismo de Investigación Judicial. Asimismo; entre otros se le indicó a la Unidad Tecnológica Informática de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, su deber de cumplir con las recomendaciones contenidas en el citado informe.
El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, mediante copia del oficio Nº 119-18-SEGA-2019 del 7 de febrero de 2019 dirigida al máster Elpidio Calderón Chaves, Jefe de la Unidad Tecnológica Informática de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Unidad Tecnológica de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial”, a saber:
“La Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría. Asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para asegurarse que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos.
En virtud de lo anterior, a continuación se informa sobre los resultados obtenidos del primer seguimiento efectuado por Lic. Henry Leal Gómez, funcionario de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de esta Sección, a cargo del máster Carlos Luis García Aparicio, respecto a las recomendaciones 4.7 y 4.8 del informe N° 1334-101-SAEE-2017 del 28 de noviembre del 2017, relacionadas con el “Estudio Operativo en las Unidades Médico Legal del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial”
El seguimiento practicado reveló el siguiente estado para las recomendaciones referidas:
[image: ]
Como se puede observar en el gráfico anterior, del 100 % (2) de las recomendaciones verificadas, un 50% se encuentra en proceso (1) y el restante 50% (1) fue aplicada, a la fecha de las pruebas desarrolladas por la Auditoría Judicial
En el anexo de este informe, se detalla cada una de las recomendaciones con su respectivo estado.
Para efectos de este informe, la fecha de revisión de la información suministrada se realizó el 29 de enero de 2019.
Asimismo, es menester indicar que las recomendaciones que se encuentran pendientes redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y por consiguiente, al impacto sobre sus objetivos y metas.
Por consiguiente, se solicita realizar las acciones necesarias con el objeto de que en los plazos que se indican en el anexo, se implementen las recomendaciones que quedan como pendientes.
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

	N° INFORME
	RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE
	ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN
	NUEVO PLAZO DE CUMPLIMIENTO

	



1334-101-SAEE-2017
	
4.7  

Diseñar y documentar estrategias para mantener actualizadas a las personas usuarias en el uso del Sistema de Medicina Legal (SIMEL), sobre las mejoras que experimenta dicha aplicación, con el fin de lograr el máximo aprovechamiento de esa solución informática.


	


Sobre el particular, se revisó el 20 de setiembre del 2018, el oficio No. 20-OPO/UTI-2018 de fecha 8 de marzo del 2018, emitido por la Jefatura de la Unidad Tecnológica Informática, en la que se comprueba las comunicaciones y coordinaciones con la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones, para el cumplimiento de la recomendación en estudio. 

El citado documento, contiene el Plan de Capacitación, que establece y describe el procedimiento a seguir cada vez que procede a la actualización o refrescamiento a las personas usuarias de los sistemas del Departamento de Medicina Legal, sea: SIMEL, Patología y Rayos X.

En línea con lo anterior, se comprobó el 21 de setiembre del 2018, el control y listas de asistencia del personal capacitado; en la versión reciente 2.3.0.0-Guía uso de integración SIMEL.

Con base a lo anterior, se evidencia y concluye que se tiene un Plan de Capacitación y documentos guía para para la realimentación constante y actualizada, para el uso del Sistema de Medicina Legal (SIMEL).

Por lo indicado, la presente recomendación, se establece como implementada.
	


Aplicada
	

	1334-101-SAEE-2017
	4.8  

Analizar y definir la prioridad, en coordinación con la Jefatura del Departamento de Medicina Legal, de las mejoras al Sistema de Medicina Legal (SIMEL) que permitan brindar información y alarmas sobre la gestión de sus Unidades Regionales, a fin de disponer de una herramienta automatizada que facilite el control para identificar tiempos y vencimientos en los casos que atienden, en procurar de la eficiencia y eficacia al momento de ofrecer respuesta a las Autoridades Judiciales.

 

	

El 20 de setiembre de 2018, se procedió a revisar oficio No. 057-UTI-OPO-2018, remitido por la Jefatura de la Unidad Tecnológica Informática, en la que comunica a la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones que se realizaron dos reuniones (con fecha 14 de diciembre de 2017 y 18 de enero de 2018) con el fin de valorar y definir la prioridad, que se le daría a lo indicado por la recomendación en estudio.

En lo relativo, se le otorgó como prioridad 1 al Sistema Expediente Médico Legal, en formato digital.

Sin embargo, para la recomendación en estudio, la prioridad asignada es de número 2, sin menoscabo que se atenderán primero los aspectos que tienen un nivel de dificultad bajo hasta llegar a los más complejos.

Como complemento, al indagar que la herramienta tenga el resultado esperado, el 29 de enero de 2019, se consultó si a la fecha se encuentra en funcionamiento las mejoras en el Sistema de Medicina Legal, según lo estipulado por la recomendación en estudio; sin embargo, el profesional consultado de la Unidad Tecnológica Informática indicó, que las mejoras no se han programado en este momento.

Lo anterior, debido a que se encuentran trabajando en la prioridad 1 que es como se indicó, el Sistema Expediente Médico Legal.

Por lo anterior, es importante mencionar que, si bien se cumplió en la forma la recomendación, al valorar y definir la prioridad, debemos acotar que, analizando el fondo, aún falta la implementación de las alertas solicitadas para disponer de una herramienta automatizada que genere eficiencia al momento de dar respuesta a las Autoridades Judiciales.

Por lo descrito y en vista de que aún no se están programando las mejoras indicadas en la recomendación en análisis, se mantiene En proceso. 
	



En proceso
	



6 meses



(...)”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio Nº 119-18-SEGA-2018, del 7 de febrero del 2019, suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial y dirigido al máster Elpidio Calderón Chaves, Jefe de la Unidad Tecnológica Informática de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, donde adjuntó el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Unidad Tecnológica de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Deberá la jefatura de la citada oficina tomar las medidas necesarias para aplicar las recomendaciones que se encuentran en proceso o no han sido aplicadas, con la advertencia que, de no hacerlo, se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.
La Unidad Tecnológica de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial y la Auditoría Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048995]ARTÍCULO XVII

Documento N° 4635-17 / 1550-19 

El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, mediante oficio Nº 136-11-SEGA-2019 del 8 de febrero de 2019, remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado Contravencional de Matina”, a saber:
“De conformidad con la Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c), que establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría Judicial y el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para evaluar las acciones efectuadas por la Administración Activa y determinar su implementación dentro de los plazos definidos; por lo anterior, se solicita hacer de conocimiento del Consejo Superior el presente informe.
Al respecto, esta Auditoría procedió a determinar el estado de las recomendaciones emitidas en el informe N°486-33-SAEEC-2017 del 25 de abril del 2017, referente al “Estudio sobre la administración y el control de los recursos económicos de terceros, gestionados a través del Sistema Automatizado de Depósitos y Pagos Judiciales (SDJ), así como el dinero recibido en efectivo en el Circuito Judicial de la Zona Atlántica”.
Mediante informe Nº 335-10-SAEEC-2018 del 21 de marzo de 2018, la Sección de Estudios Económicos de este Despacho comunicó sobre el resultado del primer seguimiento efectuado, precisándose que las recomendaciones 4.1, 4.2, 4.3, 4.9, 4.10 y 4.11 estaban pendientes de implementar, por lo que se solicitó, al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 de la citada Ley, que éstas fueran atendidas, facilitándose para tal efecto un lapso prudencial. 
En virtud de lo anterior, a continuación, se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por el Lic. Luis Solano Valverde, funcionario de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de la Sección referida, a cargo del máster Carlos Luis García Aparicio, respecto a las recomendaciones citadas.
Para efectos de este informe el día de la visita al despacho evaluado corresponde al 21 de enero del 2019.
A continuación, se muestran los resultados del seguimiento realizado:
[image: ]

Del gráfico anterior se visualiza que, del 100% (6) de las recomendaciones verificadas el 50% (3) se determinaron como Aplicadas y el restante 50% (3) se encuentran En Proceso de una adecuada implementación, a la fecha de las pruebas desarrolladas por la Auditoría Judicial.
En el anexo de este informe, se detalla el resultado de cada una de las recomendaciones.
Es menester indicar que, las recomendaciones que se encuentran pendientes (no aplicadas y en proceso), redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y al impacto sobre sus objetivos y metas.
Cabe indicar que, por ser un segundo seguimiento, se procederá al cierre de las recomendaciones 4.9, 4.10 y 4.11 en el sistema informático de esta Auditoría,  de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 88-11 celebrada el 18 de octubre del año 2011, artículo XLIX, donde se conoció  los lineamientos dispuestos a lo interno de esta Auditoría en materia de seguimiento de recomendaciones y a lo establecido en los artículos 10, 12 inciso c) y 22 de la Ley General de Control Interno, las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 y las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público, numeral 206.
En virtud de lo anterior y de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 39 de la Ley General de Control Interno, se previene sobre la necesidad de que esas recomendaciones sean atendidas e implantadas a la brevedad posible, por lo que debe solicitarse al Juzgado Contravencional de Matina, el cumplimiento idóneo de las recomendaciones, que se ejecuten las acciones respectivas en un lapso prudencial, e informe por escrito al Consejo Superior, sobre lo actuado.
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

ANEXO
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	
N° INFORME
	
RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	
ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE
	
ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.1
Ejercer la debida supervisión y control de las labores que se realizan en el SDJ y de las labores de tesorería en general, como complemento a las funciones sustantivas de los procesos judiciales que se resuelven en los despachos a sus cargos, a efecto que se cumpla a cabalidad con la normativa institucional que regula esta labor, haciendo especial énfasis al cumplimiento de todas recomendaciones incluidas en este informe, las cuales son producto de la determinación de debilidades en el sistema de control interno aplicable a esta materia.

Para esos efectos, al personal de los despachos a quienes corresponde realizar labores sobre la administración y control de recursos económicos manejados a través del SDJ, deberá remitirse las Circulares, sea en forma física o electrónica indicando la obligación que tienen de conocer y aplicar la legislación, reglamentación y normativa institucional sobre esa materia. Para ello se deberá solicitar a cada uno de los servidores y las servidoras a quienes se les realiza dicha comunicación, que firmen la lectura de dichas instrucciones (en el caso que se envíe en forma física) o un correo confirmando la instrucción recibida (en el caso que se envíe en forma electrónica) para que quede constancia de la comunicación de esa obligación.

Dicha acción deberá efectuarse en forma periódica, a fin de hacer recordatorios sobre la aplicación de esos aspectos al personal que tiene una permanencia en la oficina, y a la vez abarcar al personal nuevo tanto interino, meritorio como en propiedad, de tal forma que las prácticas de control establecidas en la legislación, reglamentación y normativa relacionada con esta materia se mantengan y permanezcan aplicadas en esa dependencia judicial.


	

El 29 de enero del 2019, se revisó correo electrónico de la misma fecha, remitido por el juzgado evaluado y se comprobó que se giró directrices a todo el personal mediante Circular N°01-2019, de modo que se cumpliera con las recomendaciones emitidas por esta Auditoría.

Cabe indicar, que las recomendaciones ya habían sido discutidas en reunión con el personal y lo que se realiza es un recordatorio de las acciones que deben ser aplicadas para el cumplimiento efectivo de éstas.

Por lo antes citado, se considera que esta recomendación se está aplicando adecuadamente.



	

Aplicada



	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.2
Efectuar en coordinación con el personal a su cargo, de acuerdo a sus áreas de competencia, la depuración, análisis y estudio de todos los depósitos que presentan un saldo en el SDJ, incluyendo los casos expuestos en este informe, con el objetivo de determinar la viabilidad o no de autorizar el pago al beneficiario o beneficiaria; instruyéndola además en cuanto a que deberá realizar esa revisión en forma diaria, para evitar acumulaciones innecesarias de dineros que deban ser girados a quienes corresponda.

	

Durante la visita al despacho evaluado, se indagó al Juez Coordinador y al Coordinador Judicial, señalando que, se mantiene la revisión de los expedientes con dineros pendientes de girar, actividad que es permanente por cuanto el ingreso es constante. 

Además, manifestaron que se trabajó con listados en un archivo formato Excel, donde se dejó evidenciado el resultado del estudio de cada expediente; esta acción fue verificada por esta Auditoría.

Asimismo, de las pruebas efectuadas el 16 de enero del 2019, en el Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ), se comprobó que, permanecía un total de 406 depósitos con saldos pendientes de girar; cabe indicar, que mediante una nueva consulta efectuada el 28 de enero del año en curso, esa cantidad había bajado a solamente 68, de los cuales, ninguno correspondía a extraordinario escolar o aguinaldo, lo que evidencia la depuración de los 47 y 60 respectivamente determinados en el primer seguimiento, y que la mayoría de depósitos restantes corresponden a procesos laborales.

Por otra parte, el instrumento establecido permite un control diario y oportuno de los registros que permanecen sin girar para determinar si las condiciones procesales han cambiado.

Por lo descrito, esta Auditoría considera que esta recomendación se está aplicando adecuadamente.

	

Aplicada

	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.3
Mantener la práctica en forma diaria del estudio y revisión de los depósitos que presentan un saldo, con el propósito de determinar si es pertinente el giro según el trámite de la causa judicial a la que pertenecen esas sumas y proceder a su respectivo giro; asimismo deberá realizar una revisión periódica del reporte del SDJ en el que se indica los depósitos con sumas pendientes para determinar si en alguno de estos casos corresponde su respectivo giro.

	

Idéntico resultado de la recomendación 4.2 de este informe.

Por lo tanto, se considera también como aplicada.
	

Aplicada

	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.9
Realizar estudio de las tarjetas electrónicas de pago de los procesos de pensiones alimentarias que están desactualizadas, así como las actualizadas erróneamente con fechas de periodos de pagos futuros indicados en este informe u otras que se hayan generados posterior a las pruebas realizadas por esta Auditoria, de tal forma que reflejen la información actualizada y adecuada de los periodos que se están cancelando o autorizando.

	

En fecha 28 de enero de 2019, se procedió a realizar consulta en el SDJ, determinándose que no permanecían autorizaciones a las cuales se les debía actualizar los períodos en las tarjetas electrónicas de pago de procesos de Pensiones Alimentarias.

Cabe indicar que, durante el primer seguimiento, se determinó que existían 495 registros, hecho que demuestra el trabajo realizado por el despacho evaluado.

No obstante, de pruebas adicionales efectuadas en el SDJ también el 28 de enero del año en curso, se comprobó que todavía existían autorizaciones cuyo periodo de pago, a criterio de esta Auditoría se encontraban fuera de las fechas razonablemente aceptadas, siendo que se observó registros con fechas de meses avanzados del 2019 que no habían sido corregidos.

Cabe indicar, que esta Auditoría extrajo solamente el reporte del periodo 2017, 2018 y 2019. 

Por consiguiente, se considera que esta recomendación se mantiene En Proceso de una adecuada implementación y deberá esa oficina velar por que cada vez que se actualicen los periodos de pago de las tarjetas electrónicas, se revisen adecuadamente, con el fin de evitar este tipo de errores.
	

En Proceso

	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.10
Supervisar constantemente que la Tarjeta Electrónica de Pagos disponible en el SDJ para procesos de Pensiones Alimentarias, disponga de información completa, veraz y actualizada, a fin de que sea de utilidad para generar las órdenes de apremio y para atender las consultas de las personas usuarias tanto externas como internas.

	

Idéntico resultado de la recomendación 4.9 de este informe.

La citada recomendación, se encuentra en proceso.
	

En Proceso

	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.11
Mantener la práctica de realizar en forma diaria el estudio y revisión de las autorizaciones pagadas a fin de actualizar los periodos de pago al cual corresponden en la tarjeta Electrónica en el SDJ, a fin de que la información disponible en ésta sea de utilidad para generar las órdenes de apremio y para atender las consultas de las personas usuarias tanto externas como internas.

	

Idéntico resultado de la recomendación 4.9 de este informe.

Por lo tanto, se considera en proceso.
	

En Proceso



(…)

- 0 -

En sesión N° 42-17 celebrada el 4 de mayo de 2017, artículo XLIV, se tuvo por rendido el informe N° 486-33-SAEEC-2017 de la Auditoría Judicial, sobre estudio de la administración y el control de los recursos económicos de terceros, gestionados a través del Sistema Automatizado de Depósitos y Pagos Judiciales (SDJ), así como el control y custodia del dinero recibido en efectivo a cargo de los despachos judiciales y la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y se aprobaron sus respectivas recomendaciones.
Luego, en sesión N° 26-18 celebrada el 05 de abril del 2018, artículo XXVI, se tomó nota del oficio de la Auditoría N° 33510-SAEEC-2018 del 21 de marzo de 2018, donde remitió copia del “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Juzgado Contravencional de Matina. Asimismo, se previno al personal del citado Juzgado tomar las medidas necesarias para aplicar las recomendaciones que se encontraban en proceso o no habían sido aplicadas, con la advertencia que, de no hacerlo, se remitiría al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio Nº 136-11-SEGA-2019 del 8 de febrero de 2019, suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, en el cual remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado Contravencional de Matina”. 2.) Una vez analizadas las recomendaciones que se encuentran en proceso por parte del Juzgado Contravencional de Matina, se amplía el plazo a un mes para su cumplimiento, lo anterior, a partir de la comunicación de este acuerdo, a esos efectos, la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica dará el seguimiento respectivo e informará a este órgano superior sobre lo actuado, con la advertencia que conforme lo establece la Ley General de Control Interno, en su artículo 39, en caso de incumplimiento se procederá a levantar las acciones disciplinarias respectivas. 
El Juzgado Contravencional de Matina, la Auditoría Judicial y la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1048997]ARTÍCULO XVIII 

Documento N° 4635-17 / 1525-19

El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, mediante oficio Nº 117-16-SEGA-2019, del 7 de febrero de 2019, remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado de Trabajo de Limón”, a saber:
“De conformidad con la Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c), que establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría Judicial y el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para evaluar las acciones efectuadas por la Administración Activa y determinar su implementación dentro de los plazos definidos; por lo anterior, se solicita hacer de conocimiento del Consejo Superior el presente informe.
Al respecto, esta Auditoría procedió a determinar el estado de las recomendaciones emitidas en el informe N°486-33-SAEEC-2017 del 25 de abril del 2017, referente a la “Estudio sobre la administración y el control de los recursos económicos de terceros, gestionados a través del Sistema Automatizado de Depósitos y Pagos Judiciales (SDJ), así como el dinero recibido en efectivo en el Circuito Judicial de la Zona Atlántica”.
Mediante informe Nº 340-14-SAEEC-2018 del 21 de marzo de 2018, la Sección de Estudios Económicos de este Despacho comunicó sobre el resultado del primer seguimiento efectuado, precisándose que las recomendaciones 4.2, 4.3 y 4.6 estaban pendientes de implementar, por lo que se solicitó, al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 de la citada Ley, que éstas fueran atendidas, facilitándose para tal efecto un lapso prudencial. 
En virtud de lo anterior, a continuación, se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por el Lic. Luis Solano Valverde, funcionario de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de la Sección referida, a cargo del máster Carlos Luis García Aparicio, respecto a las recomendaciones citadas.
Para efectos de este informe el día de la visita al despacho evaluado corresponde al 22 de enero del 2019.
A continuación, se muestran los resultados del seguimiento realizado:

[image: ]
Del gráfico anterior se visualiza que, del 100% (3) de las recomendaciones verificadas el 67% (2) se determinaron como No Aplicadas y el restante 33% (1) se encuentra Aplicada, a la fecha de las pruebas desarrolladas por la Auditoría Judicial.
En el anexo de este informe, se detalla el resultado de cada una de las recomendaciones.
Es menester indicar que, las recomendaciones que se encuentran pendientes (no aplicadas y en proceso), redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y al impacto sobre sus objetivos y metas.
Cabe indicar que, por ser un segundo seguimiento, se procederá al cierre de las  recomendaciones 4.2 y 4.3 en el sistema informático de esta Auditoría,  de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 88-11 celebrada el 18 de octubre del año 2011, artículo XLIX, donde se conoció  los lineamientos dispuestos a lo interno de esta Auditoría en materia de seguimiento de recomendaciones y a lo establecido en los artículos 10, 12 inciso c) y 22 de la Ley General de Control Interno, las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 y las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público, numeral 206.
En virtud de lo anterior y de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 39 de la Ley General de Control Interno, se previene sobre la necesidad de que esas recomendaciones sean atendidas e implantadas a la brevedad posible, por lo que debe solicitarse al Juzgado de Trabajo de Limón, el cumplimiento idóneo de las recomendaciones, que se ejecuten las acciones respectivas en un lapso prudencial, e informe por escrito al Consejo Superior, sobre lo actuado.
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

ANEXO 
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento.


	
N° INFORME
	
RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	
ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE
	
ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	
N°486-33-SAEEC-2017
	4.2
Efectuar en coordinación con el personal a su cargo, de acuerdo a sus áreas de competencia, la depuración, análisis y estudio de todos los depósitos que presentan un saldo en el SDJ, incluyendo los casos expuestos en este informe, con el objetivo de determinar la viabilidad o no de autorizar el pago al beneficiario o beneficiaria; instruyéndola además en cuanto a que deberá realizar esa revisión en forma diaria, para evitar acumulaciones innecesarias de dineros que deban ser girados a quienes corresponda.

	
Durante la visita al despacho evaluado, se indagó al Coordinador Judicial, señalando que, con la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral en julio del 2017, y después de ésta, se han presentado cambios en la coordinación del despacho, situación por la que no se tenía conocimiento nuevamente de la aplicación de las labores a ejecutar en relación con el estudio y depuración de los depósitos con saldo. 

Aunado a lo anterior, también indicó que, por motivo de la huelga de los funcionarios judiciales de esa oficina judicial y a la migración de expedientes, no se ha iniciado con este proceso.

Asimismo, de las pruebas efectuadas el 17 de enero del 2019, en el Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ), se comprobó que permanecía un total de 707 depósitos con saldos pendientes de girar, de los cuales no se obtuvo evidencia documental de que se haya realizado el análisis solicitado.

Por lo descrito, esta Auditoría considera que esta recomendación todavía se encuentra No Aplicada.
	


No Aplicada



	
N°486-33-SAEEC-2017
	4.3
Mantener la práctica en forma diaria del estudio y revisión de los depósitos que presentan un saldo, con el propósito de determinar si es pertinente el giro según el trámite de la causa judicial a la que pertenecen esas sumas y proceder a su respectivo giro; asimismo deberá realizar una revisión periódica del reporte del SDJ en el que se indica los depósitos con sumas pendientes para determinar si en alguno de estos casos corresponde su respectivo giro.

	
Idéntico resultado de la recomendación 4.2 de este informe.

Por lo tanto, se considera también como No Aplicada.
	


No Aplicada

	
N°486-33-SAEEC-2017
	4.6
Cumplir con la Circular 189-2015 del Consejo Superior del 29 de octubre del 2015 sobre el procedimiento para la asignación de perfiles y claves de acceso al personal asignado de los despachos judiciales que utilizan el Sistema Automatizado de Depósitos y Pagos Judiciales (SDJ).

	
El 28 de enero del 2019, se revisó el correo electrónico remitido a esta Auditoría por el juzgado evaluado en esa misma fecha y se comprobó que cada servidor manifestó por escrito, si mantenía o conocía, de algún proceso que se tramitaba en esa oficina, del cual tenía relación de afinidad o consanguinidad con las personas actoras.

Asimismo, se comprobó que el Coordinador Judicial, estableció un control en formato Excel, para los expedientes activos que se tramitan y tienen relación con servidores de esa dependencia; de modo que no se tenga que prescindir de los perfiles y accesos al Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ); este registro le servirá para monitorear semanalmente los movimientos que se realicen a cada uno de los procesos referidos.

Todo lo anterior, con el propósito de cumplir a cabalidad con la normativa emitida por la Administración Activa.

Por lo antes descrito se considera que esta recomendación se está aplicando adecuadamente.

	

Aplicada



- 0 -

En sesión N° 42-17 celebrada el 4 de mayo de 2017, artículo XLIV, se tuvo por rendido el informe N° 486-33-SAEEC-2017 de la Auditoría Judicial, sobre estudio de la administración y el control de los recursos económicos de terceros, gestionados a través del Sistema Automatizado de Depósitos y Pagos Judiciales (SDJ), así como el control y custodia del dinero recibido en efectivo a cargo de los despachos judiciales y la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y se aprobaron sus respectivas recomendaciones.
[bookmark: _Toc510451793][bookmark: _Toc1048999]Luego, en sesión N° 26-18 celebrada el 05 de abril del 2018, artículo XXXII, se tomó nota del oficio de la Auditoría N° 340-14-SAEEC-2018 del 21 de marzo de 2018, donde remitió copia del “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Asimismo, se previno al personal del citado Juzgado tomar las medidas necesarias para aplicar las recomendaciones que se encontraban en proceso o no habían sido aplicadas, con la advertencia que, de no hacerlo, se remitiría al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio Nº 117-16-SEGA-2019 del 7 de febrero de 2019 suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, en el cual remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado de Trabajo de Limón”. 2.) Conforme lo establece la Ley General de Control Interno, en su artículo 39, se comunica al Tribunal de la Inspección Judicial sobre el incumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Auditoría, a efecto de que proceda a levantar las acciones disciplinarias respectivas. 3.) Aunado a lo anterior, deberá el citado Juzgado dar cumplimiento a las recomendaciones emitidas por la Auditoría el plazo a un mes a partir de la comunicación de este acuerdo, a esos efectos, la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica dará el seguimiento respectivo e informará a este órgano superior sobre lo actuado.
El Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y la Auditoría Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049000]ARTÍCULO XIX

Documento N° 1638-19

	El máster Roy Gerardo Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino en oficio N° 145-09-SATI-2019 de 11 de febrero de 2019 dirigido a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Dirección de Tecnología de Información”, que dice lo siguiente:
“La Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría. Asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para asegurarse que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos.

En virtud de lo anterior, a continuación se informa sobre los resultados obtenidos del primer seguimiento efectuado por el Msc. Luis Diego Madrigal González y colaboración de los compañeros Carlos Chinchilla Calvo y Leonardo Agüero Cascante, funcionarios de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de la Sección de Auditoría de Tecnología de Información, a cargo de la Msc. Alicia Sancho Brenes, respecto de las recomendaciones dirigidas al área a su cargo, emitidas en los informes:

	N° INFORME
	ESTUDIO DE AUDITORÍA
	RECOMENDACIÓN
	CODIGO PROYECTO

	N° 331-29-ATI-2014
	Evaluación sobre la pérdida de información ocurrida en el II Circuito Judicial de San José
	4.1
	SATI-34-2013

	N° 148-18-ATI-2014
	Evaluación de la seguridad física y ambiental de las áreas sensibles de la Dirección de Tecnología de Información y Comunicación
	4.1
	SATI-31-2013

	N° 485-39-ATI-2014
	Evaluación de la política institucional de restricción de acceso a Internet y controles asociados
	4.1
	SATI-04-2014

	N° 634-56-ATI-2014
	Evaluación de la efectividad del Servicio de Soporte Técnico del Poder Judicial
	4.2 y 4.8
	SATI-11-2014

	N° 638-55-ATI-2014
	Evaluación de la gestión de atención de solicitudes para sistemas de información por parte de la DTIC
	4.1
	SATI-07-2014

	N° 31-83-ATI-2015
	Evaluación del procedimiento de definición de requerimientos en nuevos proyectos de tecnologías de información
	4.3
	SATI-10-2014

	N° 1377-97-SATI-2016
	Evaluación de la gestión del servicio de correo electrónico ante la migración al ambiente de nube
	1 y 2
	SATI-13-2016

	N° 213-16-SATI-2017
	Evaluación de la planificación del rediseño de las redes WAN
	4.1
	SATI-09-2016

	N° 398-29-SATI-2017
	Evaluación de la seguridad de la información personal utilizada por la Unidad de Investigación Socio-laboral y Antecedentes de la Dirección de Gestión Humana
	4.9
	SATI-07-2016

	N° 515-33-SATI-2017
	Evaluación del impacto del Sistema de Apoyo a la Toma de Decisiones del Poder Judicial (SIGMA) en las labores judiciales
	4.1 y 4.2
	SATI-04-2017

	N° 1443-80-SATI-2017
	Evaluación de la seguridad lógica del Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria
	4.2
	SATI-02-2017



El seguimiento practicado reveló el siguiente estado para las recomendaciones referidas:


[image: ]

Como se puede observar en el gráfico anterior, del 100% de las recomendaciones verificadas (14), un 43% se encuentran aplicadas (6), y el complementario 57% (8) están en proceso, a la fecha de las pruebas desarrolladas por la Auditoría Judicial.

En el anexo de este informe, se detalla cada una de las recomendaciones con su respectivo estado, asimismo puede ser consultado en el Sistema Team Central a través de la persona designada como responsable de su mantenimiento.

Asimismo, es menester indicar que las recomendaciones que se encuentran pendientes redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y por consiguiente, al impacto sobre sus objetivos y metas.

Por consiguiente, se solicita realizar las acciones necesarias con el objeto de que en los plazos que se indican en el anexo, se implementen las recomendaciones que quedan como pendientes.

Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

ANEXO N° 1

Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	N° INFORME
	RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE
	ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	331-29-ATI-2014
	4.1 Establecer en coordinación con los equipos de rediseño del SCGDJ, como parte de la definición del plan general de continuidad de los servicios judiciales que realiza el equipo conformado en atención al informe N° 94-06-ATI-2013 de esta Auditoría, un acuerdo de servicio para el SCGDJ, que considere las expectativas de los equipos de rediseño con respecto a la pérdida de información tolerable, tiempo de recuperación del Sistema ante una eventualidad, así como la capacidad de la DTIC y la inversión requerida para atender las expectativas.

	Se comprobó el 4 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, que mediante la Licitación Abreviada 2016LA--000098-PROV correspondiente al "Diseño e implementación de procesos para Gobierno y Gestión de TI en la DTIC", se implantará el proceso Cobit APO09 - "Gestionar los Acuerdos de Servicio", el cual ayudará a la Dirección de Tecnología de Información a trabajar mediante acuerdos de servicios. De acuerdo con lo indicado, este proceso está entre los primeros 6 a implementar.

Con esta contratación, también se espera implantar el Proceso DSS04 - "Gestionar la Continuidad" y así poder mantener la disponibilidad de los sistemas críticos a cargo de la DTIC

Por otra parte, también está en proceso la Licitación Abreviada 2016LA-000063-PROV correspondiente a la "Contratación de horas de asesoría profesional para el desarrollo de las fases 3, 4 y 5 del Plan General de Continuidad del servicio del Poder Judicial".   Esta contratación está en proceso y fue adjudicada a la empresa PwC.

Con ambos procesos se espera identificar los sistemas críticos, sus riesgos, capacidad para recuperarse de una caída, efectos de la falta de continuidad, capacitación a los involucrados en el Plan de Continuidad, identificación de responsabilidades, etc.

Por lo anterior, esta Auditoria considera que esta recomendación se encuentra “En Proceso”.

Se estableció un nuevo plazo de implementación de 1 año, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso

	N° 148-18-ATI-2014
	4.1	Mejorar y corregir, en coordinación con el Departamento de Servicios Generales y las Administraciones Regionales, las debilidades de control de la seguridad física y ambiental señaladas en esta evaluación de Auditoría. Lo anterior debido a que es una labor en conjunto que requiere trabajo y presupuesto destinado al mejoramiento de dichas áreas sensibles del Poder Judicial, las cuales se citan a continuación:

Atender las necesidades de seguridad física y ambiental del I Circuito Judicial de San José que se detallan a continuación:

Gestionar la instalación de un sensor de salida dentro del Centro de datos del mismo tipo que existe para el ingreso, con el propósito de que se registren y regulen tanto las actividades de ingreso como de salida del personal a dicha área sensible de la institución.
Ubicar adecuadamente los extintores que se encuentran en el piso del Centro de datos con la finalidad de que no exista un accidente con los mismos y estén oportunamente disponibles para su utilización.
Organizar de acuerdo a las mejores prácticas, el cableado estructurado del Rack No. 5-A-1 con el fin de mantener el orden y seguridad del cableado.
Reparar o cambiar los aires acondicionados y el piso del cuarto de comunicaciones de datos ubicado en el edificio de la Corte Suprema de Justicia. 
Buscar una solución adecuada para el refuerzo de la seguridad de la pared del costado sur del Centro de datos, lo anterior por tratarse de una pared de material vulnerable para el ingreso no autorizado. 

Atender las necesidades de seguridad física y ambiental del II Circuito Judicial de San José que se detallan a continuación:

Gestionar la instalación de una puerta con un dispositivo de seguridad especializado para el ingreso y salida al Centro de datos, esto con el propósito de que se registren y regulen los accesos a dicha área.
Girar instrucción y cotejar para que los informáticos encargados implementen el uso de una bitácora que registre el ingreso y la salida del personal que visita el Centro de datos, lo anterior para llevar un control adecuado sobre dicho uso de estas instalaciones.
Instalar cámaras de vigilancia, censores de humo, alarmas y polarizar adecuadamente los vidrios que dan con el exterior del Centro de datos con el fin de fortalecer estos controles.
Gestionar una solución para la disipación calórica que se presenta en los cuartos de comunicación de datos, con el fin de evitar pérdidas de los activos que ahí se resguardan y operan.

Atender las necesidades de seguridad física y ambiental del I Circuito Judicial de Alajuela que se detallan a continuación:

Gestionar la instalación de una puerta con un dispositivo de seguridad especializado para el ingreso y salida al Centro de datos, esto con el propósito de que se registren y regulen los accesos a dicha área sensible.
Gestionar ante la administración del circuito el traslado de los controles de los abanicos del pasillo que se encuentran ubicados dentro del Centro de Datos, con el fin de que no exista tránsito de personas ajenas a dicho lugar.
Girar instrucción y cotejar que los informáticos encargados implementen el uso de una bitácora que registre el ingreso y salida del personal que visita el Centro de datos, lo anterior para llevar un control adecuado sobre el uso de estas instalaciones.
Gestionar la reparación oportuna de los aires acondicionados del Centro de datos con el fin de evitar pérdidas o daños de los equipos de cómputo. 
Gestionar el cambio de lugar de los fregaderos que colindan en los costados posteriores al Centro de datos, por riesgo de inundación del mismo.

Atender las necesidades de seguridad física y ambiental de los Tribunales de Heredia que se detallan a continuación:

Gestionar la utilización del llavín de seguridad especializado instalado en la puerta del Centro de datos, con el propósito de que se registren y regulen los accesos.
Gestionar la instalación de un extintor especializado en el Centro de datos con el fin de evitar pérdidas o daños de los equipos de cómputo.
Gestionar el cambio de lugar de los servidores de datos que se encuentran en el piso del Centro de datos, por el riesgo de causar un daño o desconexión.
Gestionar con la administración de los tribunales el traslado hacia otro lugar de la mini soda que existe frente al Centro de datos, lo anterior por el riesgo de tránsito de personas no autorizadas que se genera y derrame de alimentos en las áreas sensible indicadas.
Gestionar con la administración de los tribunales la posibilidad de que el personal que labora en el cuarto de comunicaciones de datos existente en el sótano del edificio sea trasladado a otra ubicación, lo anterior por el riesgo de tránsito de personas no autorizadas en dicha área y de pérdida o daños a los activos tecnológicos.

Atender las necesidades de seguridad física y ambiental de los Tribunales de Cartago que se detallan a continuación:

Gestionar la utilización del llavín de seguridad especializado instalado en la puerta del Centro de datos, esto con el propósito de que se registren y regulen los accesos a dicha área sensible.
Gestionar con la administración de los tribunales la reubicación de la bodega del Tribunal de Juicios que se ubica detrás del Centro de datos, lo anterior por el riesgo de incendio u otro tipo de catástrofe que pueda generar los artículos y materiales existentes en este sitio. 
Gestionar con la administración de los tribunales la posibilidad de suprimir el ventanal con celosías que está al frente del Centro de Datos, lo anterior por el riesgo de tránsito de personas no autorizadas en el área, fácil acceso y visualización de los activos tecnológicos del lugar.
Gestionar la reparación oportuna de los aires acondicionados del Centro de datos con el fin de evitar pérdidas o daños de los equipos de cómputo.
Reparar la batería (UPS) que mantiene el circuito eléctrico del Centro de datos, con el fin de no causar una paralización de los servicios de tecnología producto de la carencia de fluido eléctrico en el lugar.
Mantener ordenados los cables de transmisión de datos en el Centro de datos con las canastas, guías y demás dispositivos especializados para esta labor, lo anterior con el fin de no ocasionar daños a dichos activos.

	El día 16 de noviembre, se realizó la visita a la Dirección de Tecnologías de Información en el I Circuito Judicial de San José para comprobar que las acciones desarrolladas por dicha Dirección fueron ejecutadas, donde:

La instalación del sensor de salida del Centro de Datos fue implementada, pero este no registra la salida del funcionario.

Los extintores están colocados en el suelo en puntos específicos donde no interrumpen el paso, esto último según lo comentado por el informático a cargo del centro de datos.

El Rack N° 5-A-1 se encuentra en desuso y cuenta con el cableado adecuado.

El piso del cuarto de comunicaciones fue reparado, así como también se cambiaron los aires acondicionados. Cabe mencionar que debido al reforzamiento que se está realizando en el Edificio de la Corte, se ha aprovechado para realizar mejoras según lo comentado por la jefatura de la Sección de Telemática, durante la inspección se logra observar que algunos equipos se encuentran con polvo.

Se realizó el cambio de la pared del costado sur del centro de datos, la cual cuenta con pintura contra fuego.

El centro de datos actualmente cuenta con pocos servidores, debido a la migración que se ha hecho al Instituto Nacional de Seguros (INS), en donde se ubican los servicios más críticos, según el encargado del centro la idea es terminar de pasar los servicios que aún están alojados, y usar los servidores que quedan libres a lo interno para desarrollo y pruebas.


El 13 de noviembre se efectuó la visita al II Circuito Judicial de San José, para la comprobación de las acciones realizadas en dicho centro, donde:

No se cuenta con el dispositivo de seguridad, según comenta el encargo de TI, no les han avisado cuando seria la instalación del dispositivo. Para ingresar solamente se necesita una llave.

Existe una bitácora, donde el último registro fue el 11/07/2018, después de esa fecha no hay datos, durante la visita se hace el ingreso al centro de datos, donde en ningún momento se nos indicó firmar la bitácora, de igual manera pasó con 2 trabajadores externos a la institución que llegaron en ese momento.

No se cuenta con cámaras de vigilancia, el Informático Regional comenta que se debe de gestionar con la administración, pero que no está seguro cuál es el procedimiento, respecto a este tema se le consulta a la Administradora y comenta que el Informático Regional debe realizar la solicitud al Departamento de Seguridad. También se logra comprobar que no se tiene sensores de humo y respecto a la polarización de los vidrios que dan al exterior del centro de datos se encuentran debidamente polarizados.

En el cuarto de comunicación de datos existe dos aires acondicionados los cuales ya han sobrepasado su vida útil.

Cabe resaltar que el Informático Regional menciona que se está con una orden de inicio de la contratación N° 2017LA-000034-PROV "Actualización de los sistemas de cableado estructurado de los principales edificios judiciales" la cual cubre todo el cableado estructurado en todos los pisos del edificio, así como también la creación de un nuevo centro de datos, donde están incluidos un nuevo aire acondicionado y también por parte de la Administración a finales de este año, se estarían instalando otros más.


El 01 de noviembre se visitó al edificio del I Circuito Judicial de Alajuela. En compañía del informático y la administradora regional de dicho edificio, se comprobaron las acciones implementadas para la ejecución de las recomendaciones en estudio, obteniendo lo siguiente:

No se cuenta con el dispositivo de seguridad instalado, la Dirección de Tecnología de la Información solamente ha realizado el cableado para la instalación, según lo comentado por el informático regional.

Ya no se encuentran los controles de los abanicos dentro del centro de cómputo.

Se cuenta con una bitácora actualizada.

Los aires se encuentran debidamente instalados y son nuevos, los cuales cuentan con un contrato de mantenimiento por 3 años.

Respecto a los fregadores mencionados según el informático regional, no se pueden quitar debido a que ya es asunto de la administración y servicios generales. Se le consultó a la administradora regional respecto al tema y efectivamente dice que no es factible debido al diseño del edificio, pero que anteriormente se había realizado un trabajo de pintura y reforzamiento de esa pared para evitar alguna filtración de agua.


El 01 de noviembre se realizó la visita al edificio de los tribunales de Heredia, en compañía de la informática regional y la subadministradora regional, para corroborar que las observaciones realizadas fueron ejecutadas y se obtiene que: 

El llavín se encuentra instalado, pero sin uso ya que, según el informático regional, nunca le dieron alguna inducción para su uso, actualmente como procedimiento de seguridad para ingresar al centro de datos se utiliza la alarma instalada.

 El extinguidor ha sido instalado, a la hora de la visita se notó que estos ya tenían un día de retraso para su cambio de líquido.

Actualmente los servidores no se encuentran en el piso, sino que están montados en racks.

Actualmente, la mini soda no existe.

Actualmente, no existen personas laborando en dicho espacio, pero si se encuentran estantes con papelería, según comenta la subadministradora regional es debido a que no cuentan con espacio para mover los archivos ahí alojados, además al sitio pueden ingresar varias personas que poseen la llave. 


El 15 de noviembre visitó el edificio de los tribunales de Cartago, en compañía del Informático y la Administradora Regional, con el fin de comprobar que las recomendaciones fueron atendidas, donde se obtiene lo siguiente:

No se ha instalado ningún llavín de seguridad.

Según el Informático Regional, es inviable reubicar dicha bodega, ya que no hay identificado otro lugar donde reubicarla. 

Los cambios de las celosías fueron realizados y se colocó un ventanal polarizado.

En relación con los aires acondicionados el Informático comenta que uno de los aires ha estado fallando y se ha tenido que recurrir al aire acondicionado de respaldo.

La batería fue cambiada hace 2 años según lo informado por la Administradora Regional.

Los cables del centro de datos se encuentran debidamente acomodados.

A pesar de ver los esfuerzos de la administración por solventar todos los puntos mencionados en la recomendación, se determinó que aún existen puntos que se encuentran pendientes de resolver, por lo que esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “en Proceso”.

Se estableció como nuevo plazo de implementación un año, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso

	485-39-ATI-2014
	Realizar un estudio de factibilidad que considere las siguientes variables: 

Diagnosticar las vulnerabilidades. 

Establecer hasta qué nivel se espera reducir el riesgo de acceso no autorizado a la red Internet.

Para los grupos de despachos y oficinas con acceso de menor restricción a Internet, definir los controles que se espera reduzcan los riesgos de infección de otros equipos computacionales dentro del Poder Judicial.

Seleccionar las herramientas automatizadas para la administración de dispositivos móviles autorizados. 

Definir el presupuesto, tiempo y recursos necesarios para su atención.

Establecer el costo de la implementación, operación y mantenimiento en relación a la reducción del riesgo, lo cual debe mantenerse proporcional a los requerimientos y limitaciones institucionales.

Diseñar y divulgar una campaña de concientización, a fin de que aumente el conocimiento de los usuarios con respecto a las consecuencias negativas de este tipo de acciones.

Lo anterior, con el propósito de diseñar una adecuada estructura de control para minimizar los riesgos asociados. Posteriormente, en coordinación con la Comisión Gerencial de Tecnologías de Información, determinar las acciones a seguir, tomando las medidas necesarias para su debida administración, lo cual debe ser documentado y aprobado por instancias superiores.

	El 11 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se comprobó con respecto a los puntos señalados lo siguiente: 

Actualmente, cuentan con una herramienta de escaneo de vulnerabilidades para la red del Poder Judicial, la cual se ejecuta mensualmente. Además, se ejecuta para cada solución nueva e instalación que se realiza; para certificar que la misma está sin vulnerabilidades.  El nombre de la solución es Vulnerability Manager.

Con el fin de reducir el acceso no autorizado, se indicó que existe un procedimiento de autorización del servicio de Internet y un acuerdo de los niveles del servicio de Internet, el cual se encuentra avalado por el acuerdo de servicio para Internet aprobado por Consejo Superior, en el cual se establece la lista de usuarios que de oficio tienen disponibilidad de los servicios y en donde se establece que el resto de usuarios tendrán permisos conforme el reglamento de Gobierno, Gestión y uso de los recursos tecnológicos aprobado en la sesión 19-17 de la Corte Plena. Cabe indicar que el procedimiento mencionado no fue suministrado, por lo que el mismo no se pudo validar.

Se tiene la herramienta de seguridad en Soporte Técnico de la plataforma de McAfee para la detección, prevención y corrección oportuna de infecciones de virus y otras amenazas.  En este punto, se recalcó que existe una serie de proyectos conjuntos con Actualización de la Red LAN con el cambio de equipo de comunicación y rediseño de las redes locales que ha permitido segmentar las redes y ante un eventual contagio aislar zonas afectadas.

Se encuentran en proceso de implementación de un Sistema de Control de Acceso a la Red, con el cual gestionar dispositivos móviles autorizados en nuestra institución tanto dentro de las redes locales como la conectividad desde una red externa a través de Internet. 

Se verificó que en el Plan Estratégico de la Dirección de Tecnología de Información (PETIC) se definió como parte de la estrategia, el proyecto de Mejorar los Enlaces de Comunicaciones Orientados a la Prestación de Servicios Digitales a través de Internet relacionado al objetivo estratégico Institucional Modernización (Innovación) de la Gestión Judicial.

Se realizó un análisis de la situación actual del servicio de Internet, donde se identificaron las debilidades actuales y necesidades de mejora. Se analizó el documento, el cual describe todos servicios que se están brindando y finaliza con las debilidades y recomendaciones luego del análisis realizado.

No se suministró ningún dato con respecto a la campaña de concientización mencionada en la recomendación.

Finalmente, mencionó que se estableció el proyecto con el acta de constitución y en conocimiento del Comité Gerencial de Informática y cuyo objetivo general se resume en fortalecer la sostenibilidad y garantizar la continuidad de los servicios críticos mediante la aplicación de buenas prácticas en seguridad y diseño de las redes; sin embargo, tampoco se suministró información al respecto.

Por todo lo indicado anteriormente, y con base en que aún hay algunos puntos pendientes de ser implementados, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”. 

Se definió un nuevo plazo de implementación de un año, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso

	634-56-ATI-2014
	Complementar y formalizar el catálogo de servicios de TI, donde se identifiquen, al menos, aspectos tales como, el servicio en particular, la definición del servicio y las características del mismo, dicho producto debe servir como guía para toda la organización de la DTIC.

	Se comprobó el 11 de setiembre del 2018, como parte del trabajo realizado en el seguimiento de la recomendación, que la Administración y específicamente la sección de Apoyo a la Gestión de la DTI, cuenta con un “Catálogo de Servicios”, el cual actualmente es el documento que se encuentra en uso.

Luego del análisis del documento, se determinó que el mismo cuenta con los campos Jerarquía (Función o servicio específico), Categoría (Pequeña descripción del servicio) y Servicio (Sección encargada de ejecutar el servicio).

De acuerdo con lo anterior, esta Auditoria considera que la recomendación se encuentra Aplicada.

	Aplicada

	634-56-ATI-2014
	Desarrollar un mecanismo de control para comprobar la satisfacción del servicio brindado a los usuarios del soporte técnico, con el propósito de medir la efectividad, prontitud y solución de los incidentes reportados. Dicho control servirá para determinar aspectos susceptibles de mejora para el personal que labora ofreciendo el servicio

	El 11 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se comprobó que la Administración adquirió el software para la mesa de ayuda llamado “Aranda Help Desk”, el cual incorpora una opción de configurar una encuesta a responder por cada usuario atendido. Esta encuesta fue activada el 4 julio de 2018, con el fin de generar informes de niveles de satisfacción.

Por otro lado, se mencionó que este aspecto será reforzado con la implementación de los procesos COBIT en la DTI, proyecto que ya está en desarrollo y tiene como objetivo inicial, implementar los objetivos de control APO09 "Gestionar Acuerdos de Servicio" y DSS02 "Gestionar las peticiones y los incidentes del servicio", los cuales se estima que estarían implementados en el II semestre del año 2018 y el I semestre del 2019 respectivamente.

Por lo anterior, esta auditoria considera que la recomendación se encuentra en proceso.

Se estableció un nuevo plazo de implementación de 9 meses, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso

	638-55-ATI-2014
	Estandarizar los procedimientos, herramientas y recursos utilizados entre ambas secciones; con el fin de aprovechar al máximo los recursos y experticia generada en cada una de las secciones y con ello evitar la duplicación de esfuerzos en cuanto a tiempo y recursos se refiere. Para lo cual es importante que se valore las ventajas y desventajas de cada opción a fin de adoptar la que mejor se adapte a los requerimientos del mantenimiento de los sistemas de información.

	Se comprobó el 11 de setiembre del 2018, como parte del trabajo realizado en el seguimiento de la recomendación, que actualmente mediante la ejecución de la Licitación 2016LA-000098-PROV "Diseño e implementación de procesos para Gobierno y Gestión de TI en la Dirección de Tecnología", se tiene previsto implementar los procesos Cobit: BAI01 "Programas y Proyectos" y BAI06 "Gestionar los cambios".

Con esos cambios, se tiene la expectativa de ordenar y estandarizar la forma de trabajo de las 2 secciones de desarrollo que tiene la DTI, así como mejorar la calidad del servicio, definir métricas para medir alcance de metas, satisfacción de las partes interesadas, nivel de compromiso, beneficios esperados, asignación de responsabilidades según la parte interesada, definir los patrocinadores de los proyectos, identificación de riesgos para los proyectos, posicionamiento de los proyectos dentro del Poder Judicial e identificar los recursos necesarios.

Este trabajo iniciará el segundo semestre de 2018.

Por lo anterior, esta Auditoria considera que esta recomendación se encuentra “En Proceso”. 

Se estableció como nuevo plazo de implementación un año, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso

	31-83-ATI-2015
	Asignar personal a cargo de la administración de los proyectos de Tecnología de Información, que vele por la aplicación de la metodología de referencia en todos los proyectos de la DTIC, con el fin de procurar una correcta utilización de los recursos consignados a dichas labores.

	El 11 de setiembre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se comprobó que la metodología de administración de proyectos, ya se está utilizando en todas las secciones de la DTIC; por acatamiento a las instrucciones dadas por la Directora de TI.

De manera informal, actualmente se cuenta con el Área de Gestión y Control en la DTI, que tiene como una de sus tareas dar seguimiento a los proyectos de dicha Dirección y que tengan cronograma y acta de constitución del proyecto tal y como lo indica nuestra metodología.

Dentro de la nueva estructura de la DTI, se espera que esta área se formalice, a falta la decisión del Consejo Superior.

Como parte de la revisión efectuada, se adjuntaron:

Política de Gestión de Proyectos – la cual pretende que todo esfuerzo organizado y reconocido como Proyecto de la Dirección, se incluya el nivel apropiado de planificación, seguimiento y documentación. 

Política de Gestión del Portafolio del Proyectos tecnológicos – la cual pretende crear el proceso de gestión de la cartera del portafolio de proyectos de la DTI, delegándolo al área que fungirá como oficina de gestión del portafolio de proyectos.

Igualmente, se verificó la circular 026-CDTI-2016, del 31 de marzo del 2016, en la cual se comunica a las diferentes jefaturas de la Dirección de TI, así como las jefaturas del OIJ que tienen que ver con las tecnologías de información, sobre la obligatoriedad en el uso de la Metodología de Administración de Proyectos. 

Por todo lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra Aplicada

	Aplicada

	1377-97-SATI-2016
	Actualización de Reglamento

Evaluar los nuevos riesgos que el Proyecto de Mensajería en la Nube puede traer a los funcionarios del Poder judicial y ajustar el "Reglamento para la administración y Uso de los Recursos Tecnológicos del Poder Judicial", con el fin de minimizar los peligros de tener los servicios de correo electrónico y otros, en un ambiente de nube. 

Dentro de estos riesgos es importante valorar si las políticas actuales de cambio y complejidad de contraseñas continúan siendo adecuadas, esto con el fin de minimizar la posibilidad de que personas no autorizadas tengan acceso a la información del personal institucional.


	El 16 de octubre del 2018, como parte del seguimiento a la recomendación, se comprobó que la Administración identificó con respecto a los riesgos del proyecto de mensajería en la nube lo siguiente:

La exposición cuando se tiene contraseñas débiles o que expiren en periodos prolongados.

Falla en la plataforma de seguridad del proveedor de nube

Afectación en el servicio por fallas en el enlace de internet

Exposición de datos sensibles 

Mal uso de las herramientas One Drive o SharePoint Online.

Igualmente se comprobó que las acciones que se han realizado para mitigar estos riesgos son: 

Políticas para la creación y cambio de contraseñas, mismas que están acorde a las necesidades que demanda las normas de Seguridad actualmente.

Implementación del doble factor de autenticación para las cuentas que tienen altos privilegios en la nube Office 365. 

Administración de contraseñas con Single singOn

Acuerdos de nivel de servicio (SLA) con el proveedor del 99.8%

Activación de características para que los usuarios tengan control de lo que terceros pueden ver de los datos que están creando en la nube.

Como parte de la evidencia presenta al respecto, se suministraron los siguientes documentos: 

Lineamiento de contraseñas
Circular 11-DTI-2017 del 28 de febrero del 2017, sobre el lineamiento de uso de contraseñas

Con la información suministrada, no se pudo comprobar que las medidas mencionadas, fueran realmente adoptadas y estuvieran en funcionamiento al momento de la revisión.

Con base en lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

Se estableció un nuevo plazo de implementación de 6 meses, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso

	1377-97-SATI-2016
	Desarrollar y comunicar un plan para maximizar el uso de Office 365 en el Poder judicial, esto con el fin lograr una mayor productividad de los funcionarios ubicados dentro de la institución o que estén realizando teletrabajo.

	Se comprobó el 16 de octubre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, de acuerdo con lo indicado por el área Auditada, que se están centralizando una serie de videos sobre capacitación en las diferentes herramientas que dispone la plataforma Office 365, los cuales van a estar dirigidos a los funcionarios que disponen de suscripciones de licenciamiento tipo E1 y E3 y con ello potenciar el uso de cada una de las herramientas de las que dispone la Suite. Se tiene previsto la creación de listas de distribución.

Luego de realizar una verificación sobre la información suministrada, se comprobó que los videos a los que se hace mención son los videos propios de la plataforma Office 365 y no corresponde a un plan estructurado en el Poder Judicial, acerca de maximizar el uso de la plataforma.

Por lo anterior, esta Auditoria considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”.

Se estableció un nuevo plazo de implementación de 6 meses, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso

	213-16-SATI-2017
	4.1 Documentación de los Proyectos

Para los proyectos bajo estudio, apegarse a la Metodología de Administración de proyectos de TI y mantener actualizada la estructura de documentación establecida, según el avance del Proyecto; esto con el fin de facilitar la administración de los proyectos, así como los procesos de trasparencia y rendición de cuentas.

	El 16 de octubre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, se comprobó que actualmente el proyecto en estudio se administra según la metodología de administración de proyectos de la DTIC.

Como evidencia de lo anterior, se suministraron documentos como:

Acta de Constitución
Cronograma del Proyecto
Estructura de carpetas
Informe Gerencial del avance del Proyecto

Igualmente se adjuntaron otros documentos relacionados a otros Proyectos.

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “Aplicada”.

	Aplicada

	398-29-SATI-2017
	4.9 Solicitar a los desarrolladores de funcionalidades que involucren datos definidos como sensibles, en los casos que sea estrictamente necesario trabajar con datos reales, la firma de un contrato de confidencialidad.



	Se comprobó el 9 de octubre del 2018, como parte del seguimiento que se realizó a la recomendación, que el área Auditada adjuntó algunos contratos de confidencialidad que actualmente se están generando con los Analistas Programadores de GFH, quienes manejan información catalogada como sensible.

En análisis a los documentos suministrados, se comprobó que los mismos cuentan con elementos necesarios para establecer las obligaciones y responsabilidades en cuanto al manejo de datos sensibles.

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la sugerencia se encuentra “Aplicada”.

	Aplicada

	515-33-SATI-2017
	Efectuar un plan para el desarrollo de las siguientes acciones en relación con el uso del SIGMA:

Evaluar para cada una de las compras de las licencias del Business Objects, el perfil de los usuarios que así la requieren, con el fin de determinar si es un usuario de consulta o de tipo diseñador, a la vez si esta licencia sería concurrente o nombrada, a fin de establecer responsabilidades en el caso que así se requiera.

Analizar, en coordinación con la Dirección de Planificación, quiénes necesariamente requieren acceso a información de carácter personal en el SIGMA para la ejecución de sus labores, con el propósito de restringir el acceso solo a casos estrictamente justificados, protegiendo datos como el número de cédula y el nombre, así como, determinar qué otro tipo de información debe ser limitada. Lo anterior será un insumo para la recomendación 4.4 de este informe.

	El 20 de noviembre del 2018, como parte del seguimiento a la recomendación, se confirmó que el área Auditada por medio del oficio 2236-DTI-2018, del 14 de junio del 2018, se indican las acciones tomadas para cumplir con lo solicitado en la recomendación, las cuales se resumen en lo siguiente:

Los usuarios genéricos de consulta a nivel nacional ya se encuentran identificados y con los accesos requeridos, tanto para las oficinas jurisdiccionales como para las oficinas auxiliar de justicia (Defensa Pública y Ministerio Público), así como para los usuarios del sistema de Recurso Humanos (SIGAPJ) del área administrativa. 

En cuanto al perfil diseñador, los mismos no utilizan usuarios genéricos, cada uno de ellos se conecta mediante usuario de red, permitiendo con esto la identificación única de la persona usuaria

Actualmente la plataforma contiene 50 usuarios que utilizan el licenciamiento nombrado (no genérico), la característica de estos usuarios es que son estratégicos y debe asegurarse su inicio de sesión, se suman a ellos 20 usuarios concurrentes, desarrolladores de informes. El 20 de diciembre esta Auditoría comprobó que los datos de cédula y nombre fueron protegidos en los reportes.

Por lo anterior, ésta Auditoria considera que la recomendación se encuentra “Aplicada”.

	Aplicada

	515-33-SATI-2017
	Definir y activar, en coordinación con la Dirección de Planificación, las bitácoras de transacciones en el sistema SIGMA que permita registrar las actividades que realizan los usuarios del sistema y así tener un mecanismo de seguridad activo que sirva como control de acceso a la información.

	El 20 de noviembre del 2018, como parte del seguimiento a la recomendación, se confirmó que el área Auditada por medio del oficio 2236-DTI-2018, del 14 de junio del 2018, se indica que en cuanto a activar las bitácoras de transacciones del sistema SIGMA, éstas ya fueron activadas, registrando y permitiendo determinar la creación, modificación o eliminación de informes e indicadores desarrollados en la plataforma. El 17 de enero de 2019 se obtuvo evidencia del funcionamiento de las bitácoras.

Por lo anterior, ésta Auditoria considera que la recomendación se encuentra “Aplicada”.

	Aplicada

	1443-80-SATI-2017
	Incluir como parte de las pruebas al plan de contingencia existente, la realización de pruebas periódicas y la documentación de los resultados obtenidos; con el propósito de fortalecer la seguridad de la información, en los términos indicados en el informe. 


	Se comprobó el 16 de octubre del 2018, como parte del seguimiento realizado a la recomendación, que el área Auditada, suministró el documento “Documentación de monitoreo Nube de Poder Judicial” en el cual queda plasmado el monitoreo del procesamiento, almacenamiento, memoria RAM, consumo de recursos de red y el monitoreo del Always On de SQL.

Una vez realizado el análisis respectivo a la documentación suministrada, se comprobó que la misma corresponde a medidas de control relacionadas al monitoreo de los servicios de la nube; sin embargo, no corresponde a lo solicitado en la recomendación sobre la necesidad de ejecutar pruebas periódicas al plan de contingencia y la necesidad de documentar los resultados obtenidos.

Por lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se encuentra “En Proceso”

Se estableció un nuevo plazo de implementación de 6 meses, desde la fecha de emisión de este informe.

	En Proceso
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Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 145-09-SATI-2019 de 11 de febrero de 2019, suscrito por el máster Roy Gerardo Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino dirigido a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en el que remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Dirección de Tecnología de Información. 2.) Deberá la citada Dirección, cumplir con las recomendaciones que se encuentran pendientes de ejecutar en los plazos establecidos y una vez que hayan sido implementadas informar a la Auditoría sobre lo actuado, con la advertencia que, de no hacerlo, se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial para lo que corresponda.
La Auditoría tomará nota para lo que corresponde. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049002]ARTÍCULO XX
 
Documento N° 1561-19

	El máster Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial en oficio N° 134-03-SAO-2019 de 8 de febrero de 2019, dirigido a la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, remitió el “Informe de advertencia relativo al mejoramiento del Sistema de Control Interno de las cajas de seguridad de las Fiscalías del I Circuito Judicial de San José”, que dice lo siguiente:
“En concordancia con la Ley General de Control Interno y el numeral 1.1.4 de las de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitidas por la Contraloría General de la República, se le remite el presente informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consiste en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuando son del conocimiento de la Auditoría Interna.

En caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

Este informe está relacionado con la Administración efectiva de las cajas fuertes o de seguridad a cargo de las Fiscalías del I Circuito Judicial de San José, en las cuales se resguardan evidencias, documentación de relevancia, dineros, joyas y otros.

Objetivo

Determinar si el Ministerio Público cumple de manera efectiva con las directrices de control y seguimiento de las combinaciones de acceso de las cajas fuertes bajo su responsabilidad.

Alcance

Para el desarrollo de este estudio se realizaron consultas a las Fiscalías ubicadas en el Primer Circuito Judicial de San José, Dirección Ejecutiva, Unidad Administrativa del Ministerio Público, análisis de la normativa que rige estas acciones y sistema de control interno implementado para el manejo de las cajas fuertes o de seguridad bajo su tutela, incluyendo los registros diseñados para tales fines.

Equipo de trabajo

El presente servicio fue desarrollado por el licenciado Daniel Gutiérrez Castillo, profesional de la Sección de Auditoría Operativa, en coordinación con la máster María Jesús Jiménez Soto, jefatura inmediata. 

Situación detectada

Las fiscalías en la ejecución de su trabajo habitual requieren resguardar objetos y evidencias que servirán para fundamentar acusaciones y requerimientos varios que surgen producto de las investigaciones a su cargo. En no pocas ocasiones, tales bienes son cuantiosos y de alto valor económico, como por ejemplo títulos valores, dinero y joyas que, en algún momento, cumpliendo estrictamente con la normativa que rige estas acciones, podrán ser devueltos u otro fin, según se determine. 

De esta forma, las cajas fuertes o de seguridad juegan un papel importante dentro del procedimiento de custodia que realizan además las bodegas de evidencias, protegiendo y resguardando lo correspondiente, ante daños, mal uso, apropiación indebida, robo y otros riesgos asociados con este tipo de artículos o documentación.

En esa línea, este Órgano Fiscalizador después de desarrollar evaluaciones en algunas oficinas del I y II Circuito Judicial de San José[footnoteRef:2], detectó deficiencias de control[footnoteRef:3] necesarias de subsanar al examinar las bodegas de evidencias y las cajas fuertes; en virtud de lo citado, se profundizó sobre el tema y se observó de manera general lo siguiente:  [2:  Informes: 1479-79-SAO-2018-Evaluación Operativa en la Fiscalía Adjunta de Fraudes y 938-62-SAO-2018 -Estudio operativo de los procesos bajo responsabilidad de la Fiscalía Adjunta del II Circuito San José.]  [3:  De conformidad con la Metodología de trabajo, v.1.69 de la Auditoría Judicial: “Las deficiencias igualmente corresponden con errores en los controles que, aunque no se hubiese precisado la materialidad de los eventos de riesgo, exponen al área a dichos incidentes.”] 


En lo relativo a las fiscalías consultadas como parte del alcance definido para el presente análisis, se apreció según lo indicado, que existen varias prácticas en cuanto al resguardo del sobre lacrado y el conocimiento de las combinaciones de los dispositivos de seguridad, a saber:

La combinación se encuentra en posesión y conocimiento del encargado de la bodega de evidencias.

La combinación es custodiada y conocida solamente por el Fiscal Adjunto de la oficina.

La clave de acceso está resguardada en la oficina de la Administración del Ministerio Público según informaron algunas oficinas consultadas, condición que según se refiere más adelante, contradice otro evento identificado.

La contraseña no ha sido cambiada con el paso de los años, pese a la rotación que existe a nivel institucional y se traslada a la nueva persona responsable sin efectuar cambios. En ese sentido, igualmente se denota la existencia de vacíos en la información que históricamente se transmite, ya que se aduce el término de “así me lo indicaron”.

El sobre lacrado referido no se localiza en la Dirección Ejecutiva ni Unidad Administrativa precitada.

Como parte de las pruebas realizadas, se indagó en la Unidad Administrativa del Ministerio Público, lo correspondiente, la cual informó que:

“El control de combinaciones de las Cajas Fuertes, lo tiene históricamente la Dirección Ejecutiva, por tanto todas las fiscalías y oficinas pertenecientes al Ministerio Público entregan en sobre sellado la información a esa Dirección, tanto las regionales como las ubicadas en el Primer Circuito Judicial de San José.

La Unidad Administrativa del Ministerio Público no mantiene en custodia estos documentos, pero en caso de necesidad de cambio de combinaciones, realiza el trámite a solicitud de la Fiscalía correspondiente ante la sección de cerrajería del Poder Judicial.”

Por otro lado, se consultó a personal de la Dirección Ejecutiva y se apreciaron una serie de factores que afectan el Sistema de Control Interno en cuanto al manejo eficiente de esta información, determinándose en primera instancia una vez corroborada la lista de oficinas que mantienen el sobre lacrado con la combinación respectiva en este despacho, la ausencia de diversas fiscalías. Además, se evidenció:

En varias ocasiones los sobres presentaban datos incompletos, por cuanto no se detalla el número de activo correspondiente, para su fácil ubicación y debido seguimiento y control.

En algunos casos las contraseñas no se actualizaron con el paso del tiempo máxime la alta rotación de personal responsable de estas tareas y por ende, cuando fueron solicitadas no funcionaron.

Una particularidad que se presenta en el Ministerio Público es que debido a las reorganizaciones internas que ha experimentado a través de los años, algunas oficinas modificaron su nombre (omitiéndose hacer lo propio en el sistema de control interno asociado), dificultando posteriormente, su efectiva identificación para el uso de información respecto a este dispositivo de seguridad.

Además, algunas Fiscalía no son localizadas dentro del listado que se posee, existiendo una alta probabilidad de que no fue remitido el sobre lacrado con la información analizada. 

En esa línea, otra situación identificada, es la existencia aún de sobres relacionados con despachos judiciales que ya no existen (al respecto poseen la nomenclatura de “Agencia Fiscal”), según el listado que al respecto lleva la persona responsable de su resguardo.

Producto de lo anterior y de conformidad con la condición expuesta, es menester detallar una serie de normas que regulan la situación detectada:

En primera instancia, la Ley General de Control Interno instituye:

Artículo 7º-Obligatoriedad de disponer de un sistema de control interno. Los entes y órganos sujetos a esta Ley dispondrán de sistemas de control interno, los cuales deberán ser aplicables, completos, razonables, integrados y congruentes con sus competencias y atribuciones institucionales. Además, deberán proporcionar seguridad en el cumplimiento de esas atribuciones y competencias; todo conforme al primer párrafo del artículo 3 de la presente Ley. (El subrayado no es del original).

Artículo 10.-Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.

Artículo 15.-Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes:

a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y los procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones.

b) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente tanto
 las políticas como los procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, los siguientes:

i. La autoridad y responsabilidad de los funcionarios encargados de autorizar y aprobar las operaciones de la institución.

ii. La protección y conservación de todos los activos institucionales.

(…)  (El subrayado no es del original)

Asimismo, la circular administrativa del Ministerio Público 15-07 del 16 de octubre de 2007, sobre los procedimientos relacionados con Cajas Fuertes, la cual hace referencia a la circular 115-05 emitida por la Secretaría de la Corte, relacionada con el Manual de procedimientos de cajas fuertes, determina entre sus puntos lo siguiente:

Las combinaciones de las cajas fuertes con que cuenten los despachos judiciales deben ser conocidas solamente por el Juez Coordinador y un Auxiliar Coordinador. En los casos de las oficinas del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Unidades, Subunidades u Oficinas Administrativas Regionales, oficinas y despachos de la Corte, así como cualquier otra oficina administrativa del Poder Judicial, las combinaciones de las cajas fuertes serán conocidas únicamente por el Jefe de la oficina, despacho o departamento correspondiente, y por el Subjefe o un servidor designado.

Para todos los casos, se entregará en un sobre sellado la combinación a la Unidad, Subunidad u Oficina Administrativa Regional de su jurisdicción, por si ante la ausencia de los dos servidores encargados de la combinación de la caja fuerte, y por tanto de su custodia, hubiera la necesidad urgente de abrir la caja, se abra el sobre respectivo para atender la situación. Inmediatamente, la Unidad, Subunidad u Oficina Administrativa Regional procederá a solicitar al Departamento de Servicios Generales el cambio de la combinación respectiva, de manera que se pueda hacer uso conveniente y práctico de la caja fuerte, garantizando a la vez el adecuado control de la combinación

Las oficinas y despachos judiciales del Primer Circuito Judicial de San José, que no se encuentren bajo la administración de la Oficina Administrativa de Tribunales o la Unidad Administrativa del Ministerio Público; así como los Departamentos; Unidades, Subunidades u Oficinas Administrativas Regionales; deberán remitir las copias de las combinaciones de las cajas fuertes a la Dirección Ejecutiva, para que sean custodiadas. Asimismo, cuando se deba realizar el cambio de la combinación de la caja fuerte, deberán coordinar con la Dirección Ejecutiva para que ésta gestione con el Departamento de Servicios Generales lo que corresponda. 

En esta línea, las Normas de Control Interno Para el Sector Público sobre lo detectado indican: 

4.3 Protección y conservación del patrimonio
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer, evaluar y perfeccionar las actividades de control pertinentes a fin de asegurar razonablemente la protección, custodia, inventario, correcto uso y control de los activos pertenecientes a la institución, incluyendo los derechos de propiedad intelectual. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de tales activos y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestos, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.

4.3.1 Regulaciones para la administración de activos
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer, actualizar y comunicar las regulaciones pertinentes con respecto al uso, conservación y custodia de los activos pertenecientes a la institución. Deben considerarse al menos los siguientes asuntos:

 a. La programación de las necesidades de determinados activos, tanto para efectos de coordinación con las instancias usuarias, como para la previsión de sustituciones, reparaciones y otros eventos. b. La asignación de responsables por el uso, control y mantenimiento de los activos, incluyendo la definición de los deberes, las funciones y las líneas de autoridad y responsabilidad pertinentes (…) 

4.3.3 Regulaciones y dispositivos de seguridad
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben disponer y vigilar la aplicación de las regulaciones y los dispositivos de seguridad que se estimen pertinentes según la naturaleza de los activos y la relevancia de los riesgos asociados, para garantizar su rendimiento óptimo y su protección contra 16 pérdida, deterioro o uso irregular, así como para prevenir cualquier daño a la integridad física de los funcionarios que deban utilizarlos.

A través del escenario descrito, se incrementa la probabilidad de materialización de una serie de riesgos operativos, legales y reputacionales que podrían afectar la imagen del Ministerio Público y por ende, de la Institución y la calidad del servicio que se brinda a la persona usuaria, pues al no disponerse de información actual y veraz, ocasiona el debilitamiento del Sistema de Control Interno, del seguimiento y monitoreo de estas tareas, incumplimiento normativo, así como que personal que históricamente laboró en estos despachos sea conocedor de datos sensibles y quien esté autorizado y sea responsable del manejo de las claves de seguridad no tenga claridad de la información o del procedimiento obligatorio, por existir vacíos en el traslado del cargo o bien, desactualizaciones con el paso del tiempo que no han sido atendidas.

Sugerencias

Para solventar la situación descrita, esta Auditoría estima pertinente que la Fiscalía General atienda la siguiente sugerencia:

Analizar la situación citada en el presente servicio preventivo y ejercer las acciones correspondientes en torno a las prácticas relacionadas con el resguardo del sobre lacrado, depuración y actualización de la información, así como responsables de las combinaciones de las cajas de seguridad, en cumplimiento de lo dispuesto por la Directriz Administrativa 15-07 del Ministerio Público, que contiene el Manual de Procedimientos para uso de cajas fuertes (circular 115-05 emitida por la Secretaría de la Corte). ”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota de la copia del oficio N° 134-03-SAO-2019 de 8 de febrero de 2019, suscrito por el máster Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial y dirigido a la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, en la que remitió el “Informe de advertencia relativo al mejoramiento del Sistema de Control Interno de las cajas de seguridad de las Fiscalías del I Circuito Judicial de San José”. 2.) Acoger la recomendación indicada en el oficio supracitado, en consecuencia, deberá la Fiscalía General de la República, analizar la situación citada en el presente servicio preventivo y ejercer las acciones correspondientes en torno a las prácticas relacionadas con el resguardo del sobre lacrado, depuración y actualización de la información, así como responsables de las combinaciones de las cajas de seguridad, en cumplimiento de lo dispuesto por la Directriz Administrativa 15-07 del Ministerio Público, que contiene el Manual de Procedimientos para uso de cajas fuertes (circular 115-05 emitida por la Secretaría de la Corte). 
La Auditoría tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049004]ARTÍCULO XXI 

Documento N° 4635-17 / 1568-19

[bookmark: _Toc481511846]En sesión Nº 42-17, celebrada el 4 de mayo de 2017, artículo XLIV, se tuvo por rendido el informe N° 486-33-SAEEC-2017 de la Auditoría Judicial, relacionado con el primer seguimiento de las recomendaciones dirigidas la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 
En oficio N° 138-13-SEGA-2019 del 8 de febrero de 2019, el máster Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial, remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado de Cobros de Limón”, a saber:
“De conformidad con la Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c), que establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría Judicial y el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para evaluar las acciones efectuadas por la Administración Activa y determinar su implementación dentro de los plazos definidos; por lo anterior, se solicita hacer de conocimiento del Consejo Superior el presente informe.

Al respecto, esta Auditoría procedió a determinar el estado de las recomendaciones emitidas en el informe N°486-33-SAEEC-2017 del 25 de abril del 2017, referente a la “Estudio sobre la administración y el control de los recursos económicos de terceros, gestionados a través del Sistema Automatizado de Depósitos y Pagos Judiciales (SDJ), así como el dinero recibido en efectivo en el Circuito Judicial de la Zona Atlántica”.

Mediante informe Nº 333-08-SAEEC-2018 del 21 de marzo de 2018, la Sección de Estudios Económicos de este Despacho comunicó sobre el resultado del primer seguimiento efectuado, precisándose que las recomendaciones 4.2 y 4.3 estaban pendientes de implementar, por lo que se solicitó, al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 de la citada Ley, que éstas fueran atendidas, facilitándose para tal efecto un lapso prudencial. 

En virtud de lo anterior, a continuación, se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por el Lic. Luis Solano Valverde, funcionario de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de la Sección referida, a cargo del Máster Carlos Luis García Aparicio, respecto a las recomendaciones citadas.

Para efectos de este informe el día de la visita al despacho evaluado corresponde al 22 de enero del 2019.

El seguimiento practicado reveló que las recomendaciones referidas todavía se encuentran En Proceso de una adecuada implementación; el resultado se detalla en el anexo de este informe.

Es menester indicar que, las recomendaciones que se encuentran pendientes (no aplicadas y en proceso), redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y al impacto sobre sus objetivos y metas.

Cabe indicar que, por ser un segundo seguimiento, se procederá al cierre de éstas  recomendaciones en el sistema informático de esta Auditoría,  de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 88-11 celebrada el 18 de octubre del año 2011, artículo XLIX, donde se conoció  los lineamientos dispuestos a lo interno de esta Auditoría en materia de seguimiento de recomendaciones y a lo establecido en los artículos 10, 12 inciso c) y 22 de la Ley General de Control Interno, las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 y las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público, numeral 206.

En virtud de lo anterior y de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 39 de la Ley General de Control Interno, se previene sobre la necesidad de que esas recomendaciones sean atendidas e implantadas a la brevedad posible, por lo que debe solicitarse al Juzgado de Cobros de Limón, el cumplimiento idóneo de las recomendaciones, que se ejecuten las acciones respectivas en un lapso prudencial, e informe por escrito al Consejo Superior, sobre lo actuado.

Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

(…).

ANEXO 
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	
N° INFORME
	
RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	
ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE
	
ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.2

Efectuar en coordinación con el personal a su cargo, de acuerdo a sus áreas de competencia, la depuración, análisis y estudio de todos los depósitos que presentan un saldo en el SDJ, incluyendo los casos expuestos en este informe, con el objetivo de determinar la viabilidad o no de autorizar el pago al beneficiario o beneficiaria; instruyéndola además en cuanto a que deberá realizar esa revisión en forma diaria, para evitar acumulaciones innecesarias de dineros que deban ser girados a quienes corresponda.

	


Durante la visita al despacho evaluado, se indagó a la Jueza Coordinadora y la Coordinadora Judicial, señalando que, debido a cambios en el personal juzgador, no se tenía conocimiento del informe de Auditoría, ni de las recomendaciones que éste contenía.

Aunado a lo anterior, también indicaron que, por motivo de la huelga de los funcionarios judiciales de esa oficina judicial, se acumuló una gran cantidad de trabajo; el cual, de acuerdo a un Plan Remedial establecido en diciembre del 2018, se procederá con las acciones y actividades respectivas para que en un término aproximado de dos meses se logre estabilizar esta situación.

Además, manifestaron con relación al cumplimiento de esta recomendación que, iniciaron con el estudio y depuración de los depósitos con saldo de los expedientes civiles, que tramitaban antes de la entrada de la Reforma Procesal Civil; lo cual quedó evidenciado en hojas electrónicas Excel, esta acción fue verificada por esta Auditoría; no obstante, lo que corresponde a la materia cobratoria, todavía no había sido abordada por esa dependencia. 

Asimismo, de las pruebas efectuadas el 16 de enero del 2019, en el Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ), se comprobó que permanecía un total de 14931 depósitos con saldos pendientes de girar, cantidad relativamente menor a los 17443 casos determinados durante el primer seguimiento; cabe indicar, que estas cantidades no se refieren necesariamente a los mismos registros, de los cuales no se obtuvo evidencia documental de que se haya realizado el análisis solicitado.

Por lo descrito, esta Auditoría considera que esta recomendación se encuentra en proceso de una adecuada implementación.

	


En Proceso



	
N°486-33-SAEEC-2017
	
4.3

Mantener la práctica en forma diaria del estudio y revisión de los depósitos que presentan un saldo, con el propósito de determinar si es pertinente el giro según el trámite de la causa judicial a la que pertenecen esas sumas y proceder a su respectivo giro; asimismo deberá realizar una revisión periódica del reporte del SDJ en el que se indica los depósitos con sumas pendientes para determinar si en alguno de estos casos corresponde su respectivo giro.

	


Idéntico resultado de la recomendación 4.2 de este informe.

Por lo tanto, se considera también como en proceso.
	


En proceso



(…).”
- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe 138-13-SEGA-2019, del 8 de febrero de 2019, suscrito por el máster Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, referente al “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado de Cobros de Limón”. 2.) Una vez analizadas las recomendaciones que se encuentran en proceso por parte del Juzgado de Cobros del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se amplía el plazo a un mes para su cumplimiento, lo anterior, a partir de la comunicación de este acuerdo, a esos efectos la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica dará el seguimiento respectivo e informará a este órgano superior sobre lo actuado, con la advertencia que conforme lo establece la Ley General de Control Interno, en su artículo 39, en caso de incumplimiento se procederá a levantar las acciones disciplinarias respectivas.
El Juzgado de Cobros del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y la Auditoría Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049006]ARTÍCULO XXII

Documento N° 9542-17/ 1529-19

En la sesión Nº 77-17 celebrada el 22 de agosto de 2017, artículo XXV, se tuvo por rendido el “Estudio operativo de los procesos bajo responsabilidad de los juzgados penales, modalidad electrónica de Cartago, San Carlos, Pérez Zeledón y Limón”, presentando por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial cuyas recomendaciones deberían ser cumplidas por los despachos interesados en los plazos indicados. Por lo anterior, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal y del Despacho de la Presidencia.
	El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial, en oficio Nº 121-21-SEGA-2019 de 7 de febrero de 2019, remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado Penal de Limón”, a saber: 
“De conformidad con la Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c), que establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría Judicial y el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para evaluar las acciones efectuadas por la Administración Activa y determinar su implementación dentro de los plazos definidos; por lo anterior, se solicita hacer de conocimiento del Consejo Superior el presente informe.

Al respecto, esta Auditoría procedió a determinar el estado de las recomendaciones emitidas en el informe N°923-55-SAO-2017 del 11 de agosto del 2017, referente a la “Estudio operativo de los procesos bajo responsabilidad de los juzgados penales, modalidad electrónica”.

Mediante informe Nº 516-63-SEGA-2018 del 02 de mayo de 2018, la Sección de Seguimiento y Gestión Administrativa de este Despacho comunicó sobre el resultado del primer seguimiento efectuado, precisándose que las recomendaciones 4.1 y 4.2 estaban en proceso de una adecuada implementación, por lo que se solicitó, al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 de la citada Ley, que éstas fueran atendidas, facilitándose para tal efecto un lapso prudencial. 

En virtud de lo anterior, a continuación, se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por el Lic. Luis Solano Valverde, funcionario de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de la Sección referida, a cargo del máster Carlos Luis García Aparicio, respecto a las recomendaciones citadas.

Para efectos de este informe el día de la visita al despacho evaluado corresponde al 23 de enero del 2019.

A continuación, se muestran los resultados del seguimiento realizado:

[image: ]

Del gráfico anterior se visualiza que, del 100% (2) de las recomendaciones verificadas el 50% (1) se determinaron como Aplicadas y el otro 50% (1) se encuentran En Proceso de una adecuada de implementación, a la fecha de las pruebas desarrolladas por la Auditoría Judicial.

En el anexo Nº 1 de este informe, se detalla cada una de las recomendaciones con su respectivo estado.

Es menester indicar que, las recomendaciones que se encuentran pendientes (no aplicadas y en proceso), redundan en el debilitamiento del sistema de control interno, con lo cual la organización podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y al impacto sobre sus objetivos y metas.

Cabe indicar que, por ser un segundo seguimiento, se procederá al cierre de la recomendación 4.1 en el sistema informático de esta Auditoría,  de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 88-11 celebrada el 18 de octubre del año 2011, artículo XLIX, donde se conoció  los lineamientos dispuestos a lo interno de esta Auditoría en materia de seguimiento de recomendaciones y a lo establecido en los artículos 10, 12 inciso c) y 22 de la Ley General de Control Interno, las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 y las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público, numeral 206.

En virtud de lo anterior y de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 39 de la Ley General de Control Interno, se previene sobre la necesidad de que esas recomendaciones sean atendidas e implantadas a la brevedad posible, por lo que debe solicitarse al Juzgado Penal de Limón, el cumplimiento idóneo de las recomendaciones, que se ejecuten las acciones respectivas en un lapso prudencial, e informe por escrito al Consejo Superior, sobre lo actuado.

Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

ANEXO 1
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	
N° INFORME
	
RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	
ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE
	
ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	
N°923-55-SAO-2017
	
4.1

Promover y fortalecer la práctica de revisión del circulante individual, así como global de la oficina, mediante la oportuna revisión y seguimiento de los expedientes judiciales bajo responsabilidad de cada persona. Lo citado, con la finalidad de promover el impulso procesal requerido a los casos atendidos en esta materia, evitando de esta manera la mora injustificada y la prescripción de asuntos, garantizando igualmente el acceso a la justicia pronta y cumplida a las personas usuarias. 

Para el cumplimiento de lo expuesto y así asumir mayor control de los expedientes, trámites y tiempos de respuesta, es importante utilizar los diversos reportes generados mediante los sistemas informáticos existentes y así establecer cuáles procesos muestran plazos de inactividad prolongados desde su ingreso al despacho, de igual manera, revisar la cantidad de asuntos asignados por persona y pendientes de resolver estableciendo para ello las acciones correctivas pertinentes, las cuales deberán ser registradas para su efectiva verificación y seguimiento de los resultados obtenidos.

	


Durante la visita al despacho evaluado, se indagó a la Coordinadora Judicial, señalando que, después del informe de primer seguimiento, se estableció una revisión mensual de cada escritorio de los técnicos judiciales, para analizar el estado de cada expediente y tomar las acciones correspondientes en caso de determinarse alguna irregularidad en éstos. 

Además, manifestó que la desproporción de casos en trámite que se presentó con uno de los jueces, en relación con otros, durante la primera visita efectuada por esta Auditoría, fue una situación que no se había presentado antes, en esa dependencia judicial.

Cabe indicar que, en el mes de noviembre del 2018, esa persona renunció al puesto, no sin antes haber recibido del Juez Coordinador una serie de advertencias para que se alineara en cuanto al circulante en trámite, con el resto de los jueces. 

Asimismo, añadió que, en virtud de la huelga de empleados judiciales durante el año pasado, ese despacho judicial también sufrió un atraso representativo en la tramitología de los expedientes.  

Por último, señaló que se establecieron indicadores de gestión, los cuales son remitidos mensualmente al Departamento de Planificación para su respectivo análisis. 

Adicionalmente a lo anterior, y con el propósito de verificar el cumplimiento de la presente recomendación, se procedió a extraer el Reporte de Circulante del Sistema Costarricense de Gestión al 23 de enero de 2019, el cual fue analizó por esta representación, obteniéndose en resumen los siguientes resultados:

No se encontró una desproporción notoria en cuanto a la cantidad de expedientes en proceso de tramitación, por parte las personas juzgadoras; sin embargo, si para la cantidad que gestionan los técnicos judiciales. (Ver anexo 2)

Existen 5 expedientes con Acción de ubicación “Terminados” que no deben estar en el circulante, por cuanto su ubicación ya es Archivo Electrónico. (Ver anexo 3)

El expediente N°15-000915-0063-PE, tiene como acción pendiente realizar audiencia, para dictar sobreseimiento definitivo desde el 22 de diciembre del 2017, sin que se haya concretado tal procedimiento. (Ver anexo 3)

Ubicación Técnico Judicial 02: (ver anexo 4)
Mantenía 442 expedientes (39% del circulante total del Juzgado), de los cuales 358 asuntos registraron plazos de 42 hasta 167 días para completar el trámite de enviar al archivo y realizar audiencia para dictar sobreseimiento definitivo.

Ubicación Técnico Judicial 04: (ver anexo 5)
Se encontraron 207 expedientes (18% del circulante del Juzgado), de los cuales 72 asuntos registraron plazos de 33 y 34 días para notificar, preparar nueva audiencia preliminar y preparar audiencia oral en la oficina del(la) Juez(a).

Ubicación Técnico Judicial 05: (ver anexo 6)
Registró 237 expedientes (21% del circulante total del Juzgado), con plazos de 33 hasta 90 días con trámites pendientes para preparar nueva audiencia preliminar y otros para realizar audiencia de sobreseimiento definitivo.

Para enviar al archivo: (ver anexo 7)
Esta ubicación mantenía 258 expedientes (23% del circulante total del Juzgado), reportando 218 asuntos para enviarse al archivo por parte del Técnico Judicial 02.

En el caso de los procesos para preparar nueva audiencia preliminar, permanecen 102 asuntos, cuyos plazos se extienden de 34 a 138 días para realizar dicho trámite. (ver anexo 8)

También permanecían 150 causas que representan 17% del circulante total del Juzgado, para dictar sobreseimiento definitivo, con antigüedad de 33 a 397 días pendientes de realizar la audiencia correspondiente. (ver anexo 9)

Estas situaciones detectadas del análisis individual y global del despacho evaluado, muestra la ausencia de una adecuada supervisión y la toma de acciones correctivas, esto por cuanto, a pesar de la huelga suscitada en la Institución, u otros factores internos, se debió brindar oportuno seguimiento y retomar las tareas necesarias, para corregir de manera oportuna lo antes descrito.

Todo lo anterior, permitió a esta Auditoría, determinar que esta recomendación se encuentra en Proceso de una adecuada implementación.

	


En Proceso



	
N°923-55-SAO-2017
	
4.2

Evaluar, ajustar en lo correspondiente y ejercer un debido seguimiento de los registros relativos a las rebeldías emitidas por cada juzgado, así como de las resoluciones provisionales emitidas, con el propósito de que los mecanismos instaurados resulten eficientes y logren su cometido al permitir la verificación de las fechas de cumplimiento de las medidas alternas además de los plazos de revisión y seguimiento, según corresponda.

Resulta importante documentar las acciones propuestas y los cambios implementados con la finalidad de facilitar su debido seguimiento.

	


En la visita realizada al despacho evaluado, se indagó a la Coordinadora Judicial, señalando que, además de la emisión de directrices escritas a todo personal, cada técnico judicial, estableció un control en formato Excel para dar el debido seguimiento a las fechas de cumplimiento de las rebeldías y resoluciones preliminares (conciliaciones y suspensión de proceso a prueba); cabe indicar, que todas estas acciones fueron comprobadas por esta Auditoría.

Además, mediante la revisión de correos electrónicos remitidos por la servidora referida a los técnicos judiciales, se confirmó que, se les ha estado recordando la responsabilidad de practicar una revisión diaria o semanal de todos los expedientes que se encuentran en casillas de Conciliación y Suspensión del Proceso con el objetivo de verificar el cumplimiento de lo establecido en los plazos indicados.

Al mismo tiempo, se estableció por parte de la Coordinadora Judicial una revisión mensual de los escritorios de cada técnico judicial, la cual se hace del conocimiento del juez coordinador, para analizar una serie de aspectos y establecer las acciones a seguir en cada expediente.

Asimismo, esta Auditoría con base en los instrumentos de control establecidos en otros despachos judiciales que atienden materia penal, y considerados adecuados para tal efecto, hace entrega de éstos para su valoración y posible aceptación.  

Lo antes descrito, permitió a esta Auditoria determinar que esta recomendación se está cumpliendo adecuadamente.

	


Aplicada





- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 121-21-SEGA-2019 de 7 de febrero de 2019 suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial, en el que remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado Penal de Limón”. 2.) Una vez analizadas las recomendaciones que se encuentran en proceso por parte del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se amplía el plazo a un mes para su cumplimiento, lo anterior, a partir de la comunicación de este acuerdo, a esos efectos el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, dará el seguimiento respectivo e informará a este órgano superior sobre lo actuado, con la advertencia que conforme lo establece la Ley General de Control Interno, en su artículo 39, en caso de incumplimiento se procederá a levantar las acciones disciplinarias respectivas.
El Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, la Auditoría Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049008]ARTÍCULO XXIII


Documento N° 11089-18 / 1532-19

[bookmark: _Toc528591319]En la sesión 96-18 celebrada el 02 de noviembre de 2018, artículo LXVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Toc525825533]“En sesión N° 86-18, celebrada el 2 de octubre de 2018, artículo XIII, en lo que interesa, se tuvo por rendido el oficio N° 1190-56-SAF-2018 del 20 de setiembre de 2018, suscrito por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, mediante el cual remitió el Informe relacionado con el mejoramiento del sistema de control interno establecido para el trámite de horas extra en las Secciones de Patología y Clínica Médico Forenses, y se acogieron sus recomendaciones, dentro de las cuales se recomendaba a la Jefatura del Departamento de Medicina Legal que en el plazo de un mes, estableciera los mecanismos de control interno requeridos a través de los cuales se determinara que el tiempo extra tramitado por el personal de la Sección de Patología Forense y Clínica Médico Forense, fuera el efectivamente laborado.

Asimismo, para una mejor comprensión se transcriben las recomendaciones del citado informe dirigidas al Departamento de Medicina Legal.
4.3. Establecer los mecanismos de control interno requeridos a través de los cuales se determine que el tiempo extra tramitado por el personal de la Sección de Patología Forense y Clínica Médico Forense, sea el efectivamente laborado. (Resultado 2.3)
Plazo de implementación sugerido: un mes
4.4. Comunicar a las jefaturas de las Secciones de Patología Forense y Clínica Médico Forense, su obligación de ejercer una adecuada y constante supervisión sobre el cobro de las horas extraordinarias, así como de los movimientos del personal bajo su responsabilidad. (Resultado 2.3).
Plazo de implementación sugerido: inmediato
4.5. Establecer mecanismos de rotación de trabajo en la Clínica Médico Forense y en la Sección de Patología Forense, tanto para el caso del Servicio de Cobertura Médico Forense Ininterrumpido como para la jornada extraordinaria, de tal manera que permitan subsanar las debilidades determinadas en el resultados 2.3 el presente informe.
- 0 -

En oficio JDML 2018-1158 del 19 de octubre de 2018, el doctor Franz Vega Zúñiga, jefe del Departamento de Medicina Legal, con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente gestión:

“En relación al acuerdo tomado en sesión N. 86-18 celebrada el 2 de octubre de 2018, en su artículo XIII, en el que se acordó: “…3.) A LA JEFATURA DE DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL: a) Deberá Establecer los mecanismos de control interno requeridos a través de los cuales se determine que el tiempo extra tramitado por el personal de la Sección de Patología Forense y Clínica Médico Forense, sea el efectivamente laborado. (Resultado 2.3). Plazo de implementación: un mes. b) Comunicar a las jefaturas de las Secciones de Patología Forense y Clínica Médico Forense, su obligación de ejercer una adecuada y constante supervisión sobre el cobro de las horas extraordinarias, así como de los movimientos del personal bajo su responsabilidad. (Resultado 2.3). Plazo de implementación: inmediato. c) Establecer mecanismos de rotación de trabajo en la Clínica Médico Forense y en la Sección de Patología Forense, tanto para el caso del Servicio de Cobertura Médico Forense Ininterrumpido como para la jornada extraordinaria, de tal manera que permitan subsanar las debilidades determinadas en el resultado 2.3 el presente informe. Plazo de implementación: inmediato.” Me permito informarle acerca de las acciones seguidas para dar complimiento a las órdenes giradas:

Respecto del punto A: Deberá Establecer los mecanismos de control interno requeridos a través de los cuales se determine que el tiempo extra tramitado por el personal de la Sección de Patología Forense y Clínica Médico Forense, sea el efectivamente laborado. (Resultado 2.3)

Desde el año 2016, al poco tiempo después de que asumí este cargo, se han venido girando una serie de instrucciones y directrices para asegurar que el tiempo extra tramitado por el personal, no sólo de la Clínica Médico Forense y de Patología Forense, sino de todo el Dpto. de Medicina Legal que realiza horas extras, sea el efectivamente laborado. Para demostrarlo, se adjuntan las circulares N. 2016-0005, 2016-0006, 2016-0009, 2018-0014, 2018-0019, 2018-0020 y 2018-0021.

Además, hemos coordinado desde el mes de setiembre próximo pasado con la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana, para que se nos impartan charlas de capacitación para el uso del sistema “Control y Registro de horas Extra, que permitirá un mayor control del tiempo efectivamente laborado por cada uno de los peritos/as que realizan horas extras. Los señores Humberto Siles Vargas y Alejandro Castro Lao realizaron capacitación al personal que labora en San Joaquín de Flores en fechas 19 y 20 de setiembre de 2018 y estamos coordinando la capacitación de las Unidades Médico-Legales del país.

Sumado a la anterior, recientemente acabamos de remitir la circular N. 2018-0023, para hacer obligatorio el uso del sistema en el Depto.

Además, en fecha 03 de octubre de 2018, me reuní con el doctor Jorge Aguilar Pérez y la señora Rossana Altamirano, por su orden, jefe y secretaria de la Sección de Patología Forense; con la doctora Sandra Solózano Herra y la señora Vanesa Herrera Víquez, Jefa y secretaria, respectivamente, de la Sección Clínica Médico Forense; y con la Secretaria de la Sección de Psiquiatría Forense, Licenciada Evelyn Pérez Solano (La jefa se excusó por no poder asistir a la reunión) con el fin de ponerlos al tanto de los alcances del informe de Auditoría N° 1190-56-SAF-2018 del 20 de setiembre de 2018, suscrito por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, y tomar las medidas necesarias para: 

Corroborar con los registros de asistencia y con otras fuentes de información complementarias la pertinencia, veracidad y exactitud de la información que suministran los peritos que hacen horas extras, toda vez que en caso de que no sean conformes, no se autoricen hasta que se confirmen. Caso contrario, se deberá elevar a la Jefatura Departamental la respectiva queja.

Las marcas digitales de entrada y salida deben estar siempre presentes para poder aprobar el pago de las horas extras. En caso de que por alguna razón no se cuente con ello, entonces deberá existir la bitácora respectiva.

Se reiteró la importancia de que el personal que hace horas extras no puede variar el horario de entrada ni salida y que en caso que suceda, sólo podrá hacerse con permiso de su jefatura respectiva de manera excepcional, sin que ello dé derecho al cobro del tiempo extra no efectivamente laborado.

Se reiteró la necesidad de que existan los respectivos controles digitales de entrada y salida cuando se realizan las visitas a celdas del I y II Circuito Judicial para lo cual el personal médico ya tiene autorización de usar el sistema digital de registro de huella en el I CJ y ya se tramitó, el permiso para que se pueda registrar igualmente la huella en el II CJ, con lo cual se tendrá mayor control al momento de aprobar las horas extras.

(Se adjunta el acta de esa reunión). Se aclara que en esta reunión se incluyó a Psiquiatría Forense porque el personal igualmente hace horas extras.

Respecto al punto B: Comunicar a las jefaturas de las Secciones de Patología Forense y Clínica Médico Forense, su obligación de ejercer una adecuada y constante supervisión sobre el cobro de las horas extraordinarias, así como de los movimientos del personal bajo su responsabilidad. (Resultado 2.3). Plazo de implementación: inmediato.

Como se indicó en el punto A, se remite a las circulares adjuntas con las que se demuestra que ya hemos cumplido con los ordenado.

Respecto del Punto C:) Establecer mecanismos de rotación de trabajo en la Clínica Médico Forense y en la Sección de Patología Forense, tanto para el caso del Servicio de Cobertura Médico Forense Ininterrumpido como para la jornada extraordinaria, de tal manera que permitan subsanar las debilidades determinadas en el resultados 2.3 el presente informe. Plazo de implementación: inmediato

Los roles de horas del SMFI tanto de la Clínica Médico Forense como de Patología Forense funcionan sin mayor inconveniente. Solo se ha dado una situación que obedece a que al doctor Dávila Meneses, al parecer se le canceló el rubro sin haber estado disponible, por lo que de inmediato se tomaron las medidas correctivas del caso y para demostrarlo se adjuntan los oficios 2018-0567 y 2018-0578.

Ahora, como punto importante a considerar por parte del honorable Consejo Superior, es el aspecto señalado por la Auditoría en el punto 2.3: Variación de los roles de trabajo establecidos para cubrir las horas extras de los fines de semana y feriados. 

La Auditoría menciona que:

[bookmark: sdfootnote1anc]“Desde 2005, la Dirección de Planificación a través de su informe 013-DI-2005-B1, manifestó la necesidad que tenía la Clínica Médico Forense en aquel momento, de contar con roles debidamente establecidos, entiéndase éstos, como los aprobados por el Consejo Superior, indicando al respecto lo siguiente:

Para la elaboración de este rol, mensualmente los médicos de la Clínica Médico Forense anotan en un mismo almanaque, las fechas en que desea o puede prestar el servicio. […]

[…] En otro orden de cosas, es importante señalar que los médicos de dicha Sección tienen la opción de asumir un mismo día para laborar las horas extra (de las 16:30 a las 21:00 horas) y el Servicio Médico Ininterrumpido (de las 21:00 a las 7:30 horas). […]

[…] De acuerdo con la consulta realizada a varios de los médicos de la Sección Clínica Médico Forense ([11]), en general se considera que la forma en que se elaboran los roles es justa, ya que los días son escogidos voluntariamente por cada uno de los médicos. No obstante, lo anterior, uno de los profesionales entrevistados mostró inquietud, en razón de que no existe una adecuada rotación de las personas para seleccionar los días en que desean prestar el Servicio Médico Ininterrumpido y las horas extra, y considera que a los que les toca elegir de último llevan desventaja.

Como parte de las recomendaciones emitidas en el informe, se incorporó:

2. A la Jefatura de la Sección Clínica Médico Forense del Departamento de Medicina Legal, elaborar un rol mediante el cual se establezca un orden para la elección de los días en que cada médico de la Clínica Médico Forense prestará Servicio Médico Ininterrumpido y laborará horas extra. Este deberá realizarse mensualmente mediante una lista con los nombres de los médicos en donde el que está de primero en un mes, al mes siguiente pase de último y el resto asciende sucesivamente, a fin de que a todos les corresponda ser primero en algún momento.

Ambas Secciones acataron parcialmente la recomendación emitida por la Dirección de Planificación en ese informe, toda vez que los roles de trabajo establecidos para brindar sus servicios las noches de lunes a domingos son distribuidos en forma equitativa, no así en el caso de los roles para cubrir las horas extra laboradas los fines de semana, feriados y periodos de excepción, donde en la actualidad se mantiene la práctica señalada por dicha Dirección (Resaltado propio)

De esta forma, estos últimos los roles de trabajo confeccionados por ambas secciones no están establecidos con base en criterios de equidad y proporcionalidad, considerando aspectos tales como la salud del personal y las cargas de trabajo, en procura de un adecuado descanso. Así, por ejemplo, se determinó que producto de este accionar, durante el período comprendido entre el 1 de enero y el 30 de junio, ambos de 2015, las horas extra tramitadas por la Clínica, correspondientes a los fines de semana se concentraron solamente en cuatro profesionales quienes alcanzaron el 80% del total, lo cual equivale a ¢8.625.442.56, cuando en realidad dicha Sección está conformada por trece personas.

En este punto no puedo dejar de externar mi total desacuerdo con la resolución de Auditoría, pues como se los hice ver a ellos en múltiples ocasiones a lo largo de los dos años que tardaron haciendo este estudio, las horas extras son VOLUNTARIAS, y así lo reconoce la misma auditoría, cuando acertadamente indican:

[bookmark: sdfootnote2anc]“Esta modalidad de trabajo es voluntaria y renunciable2, por ello Consejo Superior en sesión 31-95, del 24 de abril de 1995, artículo XCII, dispuso:

[...] También se acuerda hacer del conocimiento de los mencionados galenos que la compensación del 35% sobre el salario base se reconocerá únicamente a los profesionales que efectivamente den cobertura del servicio fuera de las horas laborales, y de aquellas en las que no corresponda el pago de la jornada extraordinaria.”

Es evidente que no puede ser de otra manera porque de lo contrario el Poder Judicial hubiera obligado a los galenos de la Clínica Médico Forense a realizar horas extras de manera indefinida durante los últimos 20 años, como lo da a entender la Auditoría, siendo la realidad que en la práctica, estas horas extras (de las 16:30 a las 21:00 horas de L a V y los S, D y Feriados de 08:00 a 16:00 horas) siempre han sido voluntarias ya que los médicos y médicas de la Clínica Médico Forense han aceptado realizarlas para poder brindar un servicio público las 24 horas, sin que por ello se hayan visto obligados a hacerlo, por esa razón pretender obligarlos a hacer un rol inamovible es obligarlos a realizar horas extras indefinidamente, contrario a como se ha venido manejando hasta el día de hoy.

En la práctica lo que ha ocurrido siempre es que hay un rol para las horas extras y como las mismas son voluntarias, nos hemos organizado de tal manera que si uno de los médicos/as no puede cumplir ese día con las horas extras, entonces a lo interno de la misma Sección de Clínica Médico Forense se le pide a un compañero/a que lo cubra, lo cual ha venido haciéndose así desde hace aproximadamente 20 años, sin que se haya generado un solo inconveniente (porque las horas extras son voluntarias) y sin que se haya dejado desatendido el servicio.

Si ahora, procedo como lo pretende Auditoría, es decir, implementando un rol (como el de las disponibilidades) que sea obligatorio de cumplir y sin mayores posibilidades de cambio, entonces sí que estaré incurriendo en una ilegalidad, pues estaremos diciéndoles a los médicos, “usted está obligado a realizar estas horas extras y no puede variar el rol”, con lo cual no solo voy a generar un malestar más que entendible entre el personal, sino que además, posiblemente obtendré como respuesta una renuncia de muchos de ellos (dado el carácter de voluntariedad) y al final serán sólo unos pocos galenos los que aceptarán cumplir el rol de extras, con el agravante de que no tendré personal con quien suplir las ausencias cuando alguno de ellos no pueda hacer las horas extras.

En razón de lo anterior, solicito formalmente al Consejo Superior permitir que la Clínica Médico Forense mantenga el rol de horas extras tal cual está funcionando actualmente, (rol de distribución equitativo de horas extras y CON posibilidad de intercambiar voluntariamente si entre los médicos existe acuerdo) y no como lo propone Auditoría: (rol de distribución equitativo de horas extras y SIN posibilidad de intercambiar voluntariamente, aunque entre los médicos exista acuerdo).

Por último, igualmente quiero hacer notar algo como les hice ver a los compañeros/as de Auditoría, que tampoco reflejaron en el informe de marras, y es que en lo que respecta al Servicio Médico Forense Ininterrumpido (SMFI), el espíritu del mismo nace como resultado de conversaciones que se mantuvieron en su momento con el Consejo Superior de la época (año 1995), para mejorar las condiciones salariales de los peritos médicos, dado que se nos pagaba un salario muy por debajo de lo que ofrecía la CCSS. Por esta razón, y ante la imposibilidad de aumentarnos el salario sustancialmente, pues existía el riesgo de que eso generara una escalada de salarios en los otros sectores del PJ, (yo mismo participé de esas negociaciones) se recomendó aumentar las cargas de trabajo a cambio de generar un mayor salario, además de hacer un pequeño incremento con unos pluses de más que hoy se ven reflejados en nuestros salarios. En esa época, y durante muchos años hacia atrás, las disponibilidades se hacían sin recibir paga alguna.

Así nació, estimadas y estimados integrantes actuales del Honorable Consejo Superior, el SMFI, que como indiqué, se creó especialmente para honrar una necesidad institucional y poder ser competitivos salarialmente hablando, para poder atraer médicos que quisieran especializarse como forenses en el Poder Judicial, para lo cual se diferenció de la “Disponibilidad” porque ésta tenía (y mantiene) un porcentaje de pago menor al 35% que se optó para el SMFI. Esa es la verdadera razón por la cual existe el SMFI, y no otra, como les repito, yo puedo dar fe de ello, pues yo participé activamente en ese momento cuando iniciaba mi carrera judicial como perito en el Organismo de Investigación Judicial. 

De suspenderse este SMFI, como lo sugiere Auditoría, sin hacer referencia a lo que les acaba de mencionar arriba (a pesar de que fui insistente en ello durante nuestras reuniones) o de reducirlo al 5% como se paga por la Disponibilidad, se desnaturalizaría el motivo por el cual se creó y generará al final un perjuicio para la Administración de Justicia, al tener peritos mal remunerados, que al igual que los jueces y juezas de la República, merecen un salario digno y no que se les rebaje, luego de más de 20 años (para algunos) de un merecido pago, a cambio únicamente de trabajo, porque nuestras y nuestros peritos han laborado honradamente bajo este sistema, recibiendo un salario digno.

Hoy, más de 20 años después de que iniciáramos las conversaciones para implementarlo, puedo ver con claridad, desde el más alto cargo en el Departamento de Medicina Legal, que gracias a esto es que contamos con peritos suficientes para hacer frente a las necesidades de servicio público, que vuestros antecesores supieron visualizar para las siguientes dos décadas la permanencia de un sistema pericial que no ha visto, ni por asomo, amagos de corrupción, y que durante todos estos años hemos brindado un servicio público de alta calidad, con los mayores estándares de objetividad, cientificidad e imparcialidad, y que el personal a mi cargo no merece que ahora, luego de laborar como lo ha hecho, simplemente se venga a socavar su salario y a afectar a sus familias, porque Auditoría omite decir lo que tantas veces les hice ver en nuestras reuniones acerca de este tema: el SMFI nació como una necesidad de permanencia en el tiempo del servicio público de los peritos del Poder Judicial.

Con el respeto que ustedes saben les tengo y con la esperanza de que este Dpto. se mantenga siempre a la altura que requiere la rama científica de un Organismo de Investigación Judicial sólido y transparente, solicito formalmente a vuestra autoridad mantener la permanencia del modelo de trabajo denominado Cobertura Médico Forense Ininterrumpido, tanto a la Clínica, como en la Sección de Patología Forense, así como en las Unidades Médico Legales de todo el país, a fin de poder continuar brindando a la población un servicio de calidad, con peritos debidamente remunerados y dignificados por su trabajo.”

-0-

Se acordó: 1.) Tomar nota de las manifestaciones hechas por el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, en su oficio JDML 2018-1158, del 19 de octubre de 2018, sobre las recomendaciones emitidas en el informe N° 1190-56-SAF-2018 del 20 de setiembre de 2018, suscrito por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, relacionado con el mejoramiento del sistema de control interno establecido para el trámite de horas extra en las Secciones de Patología y Clínica Médico Forenses. 2.) Remitir la gestión anterior a la Auditoría Judicial para que analice las observaciones realizadas por el doctor Franz Vega Zúñiga y valore la viabilidad de lo que solicita.

La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y el Departamento de Medicina Legal tomarán nota para lo que corresponda.”
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	El máster Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio N° Nº 123-05-SAF-2019 de 8 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:
“De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 96-18, del 2 de noviembre de 2018, en su artículo LXVIII, a través del cual se solicitó valorar las observaciones realizadas por el Dr. Franz Vega Zúñiga, jefe del Departamento de Medicina Legal referente al informe 1190-56-SAF-2018 sobre el mejoramiento del sistema de control interno establecido para el trámite de horas extra en las Secciones de Patología y Clínica Médico Forenses, le informo:

El citado funcionario en su oficio JDML 2018-1158, entre otros argumentos, se refirió a la recomendación 4.5 relacionada con el resultado 2.3 del informe de esta Auditoría, a saber:

Establecer mecanismos de rotación de trabajo en la Clínica Médico Forense y en la Sección de Patología Forense, tanto para el caso del Servicio de Cobertura Médico Forense Ininterrumpido como para la jornada extraordinaria, de tal manera que permitan subsanar las debilidades determinadas en el resultado 2.3 el presente informe.

Y solicitó al Consejo Superior, en cuanto a los roles de trabajo para laborar horas extra los fines de semana, lo siguiente:

[…] permitir que la Clínica Médico Forense mantenga el rol de horas extras tal cual está funcionando actualmente, (rol de distribución equitativo de horas extras y CON posibilidad de intercambiar voluntariamente si entre los médicos existe acuerdo) y no como lo propone Auditoría: (rol de distribución equitativo de horas extras y SIN posibilidad de intercambiar voluntariamente, aunque entre los médicos exista acuerdo)

En cuanto a este punto en particular, es importante resaltar que la Cobertura Médico Forense Ininterrumpida (CMFI) y las horas extra de fines de semana y feriados, de conformidad con diversos criterios legales emitidos, corresponden a sistemas de trabajo independientes el uno del otro.

Respecto al primero, el personal médico suscrito a esa modalidad de trabajo recibe un 35% sobre su salario base por estar expectantes al llamado para la atención de alguna diligencia. En vista de dicha situación, se considera necesario la equidad en cuanto a la participación en los respectivos roles.

Por otra parte, tal y como se señaló en el informe de referencia, los roles de trabajo confeccionados por ambas secciones para cubrir las horas extra de los fines de semana y feriados no están establecidos con base en criterios de equidad y proporcionalidad.  La recomendación emitida procuraba proteger aspectos tales como la salud, las cargas de trabajo y un adecuado descanso del personal.  Sin embargo, esta Auditoria es consciente de las características que tiene este sistema de trabajo y hasta en el tanto no se compruebe una afectación al personal o al servicio brindado, es la Administración la responsable de determinar la necesidad o no, de una equidad en la distribución del trabajo.

Por lo tanto, de mantenerse la situación actual de inequidad en los roles de trabajo en tiempo extraordinario durante los fines de semana y feriados, este Despacho traslada el riesgo que conlleva, no así en cuanto a la Cobertura Médico Forense Ininterrumpido en donde la distribución equitativa debe ser obligatoria.

Finalmente, si bien es cierto el Dr. Vega Zúñiga manifestó en reiteradas ocasiones en reuniones sostenidas, que el origen del rubro de CMFI, fue el de mejorar las condiciones salariales del personal médico, de igual forma, de nuestra parte, siempre se mantuvo la posición, que esos argumentos no fueron consignados así en los respectivos acuerdos, tanto de Corte Plena, como del Consejo Superior y por ello, esta Auditoría se abocó a verificar el cumplimiento de los requerimientos establecidos en su oportunidad, los cuales derivaron en el reconocimiento del 35% sobre el salario base a estas personas.

En vista de lo anterior, se recomendó en el aparte 4.1 de nuestro informe, la importancia de un análisis sobre la pertinencia de mantener este modelo de trabajo, tomando en consideración que las condiciones estipuladas no están siendo cumplidas a cabalidad, lo cual fue avalado por este Consejo.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 123-05-SAF-2019 de 8 de febrero de 2019, suscrito por el máster Roberth García González. Auditor Judicial. 2.) Acoger la propuesta presentada por el doctor Franz Vega Zúñiga, jefe del Departamento de Medicina Legal, por lo que deberá tomar las siguientes medidas: A.) Establecer el rol de las horas extra de los fines de semana y feriados en las Secciones de Patología y Clínica Médico Forenses, con base en criterios de equidad y proporcionalidad, con el fin de resguardar la salud y el adecuado descanso del personal a su cargo. No obstante, permitir la posibilidad de intercambio voluntario si entre los médicos existe acuerdo. B.) Implementar controles de supervisión permanente, que permitan detectar en el momento oportuno situaciones de reconocimiento de horas extra no laboradas que afecten los intereses institucionales. C.) Documentar formal y eficientemente lo concerniente a la hora extraordinaria en los registros pertinentes, con el fin de dar cumplimiento a la normativa de Control Interno y referente al buen uso de los recursos públicos. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, de la Auditoría Judicial y de la Dirección de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc1049012]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 1723-19.
Mediante nota del 12 de febrero de 2019, la servidora Shirley Méndez Zelaya, Perito Auditora interina de la Sección de Legitimación de Capitales del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente gestión:
“Por medio de la presente me permito saludarles y solicitarles respetuosamente que se suspenda el Acto Administrativo del nombramiento en propiedad de la plaza No. 107799, de la Sección de Legitimación de Capitales, según concurso No. 011-2018, publicado por la Dirección de Gestión Humana para el período del 19 al 30 de noviembre de 2018.

Lo anterior, por considerar la suscrita que no hubo un criterio objetivo en la selección del personal propuesto para el nombramiento en propiedad del puesto referido, según se expone a continuación:

Parte 1.

Sobre el concurso:

A-) El 24 de septiembre de 2018, la suscrita Shirley Méndez Zelaya cédula de identidad número 1-1099-0913, inicié el período de incapacidad por maternidad, por espacio de 4 meses. En noviembre de 2018, la Dirección de Gestión Humana publicó el concurso No. 011-2018 con las plazas para la clase Perito Judicial 2 en las Secciones de Delitos Económicos y Financieros y Legitimación de Capitales (donde pertenece la plaza en objeción).

Al ser interesada, por estar ocupando el nombramiento interino de forma continua desde el año 2017 en la plaza No. 107799, no fui informada del concurso ni por el supervisor, ni por la Jefatura de la Sección,  ya que esta no estaba ocupada por ningún profesional; a pesar de que en el cartel del concurso se indica “se les recuerda a los jefes, coordinadores, de oficina o designados su responsabilidad de informar sobre el contenido de esta comunicación a quienes no cuenten con correo electrónico o intranet”  .

Sin embargo, por información recibida por parte de mis compañeros de la Sección, fui enterada sobre el concurso y procedí a llenar el respectivo formulario, verificar los requisitos solicitados y revisar mis atestados, para confirmar la participación en la nómina.

B-) El 17 de enero de 2019, aún en tiempo de licencia por maternidad, de nuevo mis compañeros me comunican, que ya se habían llevado a cabo varios de los nombramientos en propiedad de las plazas que salieron a concurso en el cartel referido, motivo por el cual procedí a realizar las consultas correspondientes. En primera instancia realice una llamada telefónica al área de Reclutamiento y Selección de Personal del Organismo de Investigación Judicial y solicité se me indicara si estaba en dicho nombramiento y me indicaron: “…desconozco, ya que las personas nombradas en las plazas vacantes fueron comunicados por las respectivas Jefaturas,  en el caso de Legitimación como no tenía Jefatura, el Departamento comunicó los nombres, y Reclutamiento solo verificó los atestados, requisitos y realizó un estudio socio laboral de las personas que fueron propuestas en nombramiento…”

C-) El 18 de enero de 2019, envié un mensaje al número celular del supervisor de la Sección de Legitimación de Capitales licenciado Alejandro Segura Rivera para consultarle sobre el nombramiento, y  me contestó con otro mensaje que decía “Hola Shirley Ya te llamo y explico” posteriormente recibí la llamada del señor Alejandro Segura (supervisor) y me indicó “…respecto al nombramiento ni yo ni Adrián tuvimos injerencia, eso fue decisión del departamento”, le consulté quién era Adrián, y me contestó “el nuevo jefe”, le indiqué nuevamente si conocía alguna razón y me indicó que no.

D-) El 21 de enero de 2019, aún en licencia por maternidad, envíe un correo electrónico a la licenciada Yorleny Ferreto Solano coordinadora Unidad de Género y Acceso a la Justicia del Organismo de Investigación Judicial, le comuniqué lo sucedido y solicité que si estaba dentro de sus posibilidades realizar la consulta sobre las razones del porqué no había sido valorada para el nombramiento.

Ante mi consulta el 1 de febrero de 2019, recibí respuesta de la señora Ferreto Solano vía correo electrónico, con tres documentos adjuntos y un cuerpo de mensaje remitido por el licenciado Luis Diego Chavarría sub jefe del Departamento de Investigaciones Criminales el cual indicaba: “…adjunto encontrará oficio donde se exponen los motivos que tuvo la Jefatura de la Sección de Legitimación de Capitales para no realizar el nombramiento en propiedad de la señora Shirley Méndez Zelaya, los cuales fueron avalados por la Jefatura Departamental quien finalmente aprobó en la PIN los citados nombramientos..” 

Al revisar los archivos adjuntos, me percato que uno de ellos corresponde a un documento con fecha 23 de enero de 2019, que fue firmado por el supervisor a.i. Alejandro Segura Rivera y el Jefe Adrián Rodolfo Barquero Monge, ambos de la Sección de Legitimación de Capitales; y dos oficios sin número, que daban respuesta a lo solicitado por el señor Chavarría el 22 de enero de 2019 según detalla el documento. (Se adjuntan los documentos referidos).

Referente al documento del 23 de enero anterior, considero irrazonable, inapropiado y falto de todo criterio objetivo, que haya sido firmado por licenciado Barquero Monge, Jefe de esa Sección, por cuanto no tiene ningún concepto técnico, laboral ni personal sobre mi persona, ya que nunca ha sido compañero de trabajo y mucho menos jefe para que pueda aventurarse y avalar lo descrito en el documento por don Alejandro Segura. Además, considero que el documento es mal intencionado por cuanto don Alejandro previamente me había indicado que ni él ni Adrián tuvieron injerencia en el nombramiento, y más bien había sido una decisión propia del Departamento de Investigaciones Criminales, lo cual queda claro que no fue así.

Parte 2.

Sobre el Documento del 23 de enero de 2019.

A continuación, se refuta cada una de las indicaciones expuestas en el escrito confeccionado por Alejandro Segura Rivera y Adrián Barquero Monge, supervisor y jefe a.i. de la Sección de Legitimación de Capitales respectivamente:

A-) “…En la revisión de carpetas que se le efectuó por parte de la Supervisión; se detectó que efectuaba estudios patrimoniales que no se requerían y que causaban un atraso en el estudio; lo anterior, por cuanto ya existía otro informe previo emitido por el área de investigación donde se desarrolló inmuebles que disponían ciertos sujetos…”

De acuerdo a los archivos adjuntos en el mensaje electrónico del 1 de febrero de 2019, existe un oficio sin número confeccionado el 25 de junio por Segura Rivera y remitido al licenciado Armando Jiménez Vargas, Jefe de la Sección de Legitimación para ese momento, en el cual detalló el resultado de una revisión de carpetas efectuada el 31 de mayo de 2018, a todo el personal de auditoria, el resultado para la suscrita se detalla en el siguiente cuadro:
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Además en las recomendaciones indicadas por Segura Rivera en el documento, señalada en el inciso a-) “…Se tiene que dar respuesta a lo solicitado por el Ministerio Público; por cuanto si se requiere únicamente un estudio financiero, el auditor estaba efectuando estudios patrimoniales, que tal vez no se requerían…”

Lo anterior, permite entender que el confeccionar estudios patrimoniales, era una práctica habitual que realizaba el auditor, acorde a la metodología establecida por el antiguo supervisor licenciado Jesús Nájera Céspedes y que contaba con V.B de la jefatura representada por el licenciado Osvaldo Hernández Nájar ya jubilado, al confeccionar un programa de trabajo, establecer los objetivos del informe, acorde a la documentación analizada y observada, el auditor fija el estudio patrimonial, es responsabilidad de él desarrollarlo y por ende si fue aceptado por el supervisor, no existe criterio para indicar que efectuaba acciones que no se requerían.

Además, en el delito de Legitimación, es necesario realizar una actualización de bienes al desarrollar una pericia, por existir una constante movilidad registral por parte de las personas investigadas, precisamente esa es una de las formas que utilizan para tratar de encubrir todo el conglomerado de bienes a su haber; el auditor, no puede confiar su criterio, con base en lo expuesto por otra persona o informe; porque las sociedades y bienes registrales que fueron identificados por el investigador, pueden cambiar con el tiempo; el auditor debe verificar la información y constatar que sea fidedigna, de lo contrario  emitiría una pericia con datos falsos.

B-) La situación en comentario se reflejó en la carpeta de la sumaria No.14-000119-1219 PE además, es importante indicar, que para esa misma causa, el informe que fue trasladado a revisión fue devuelto hasta en tres ocasiones para que se hicieran las modificaciones del caso, situación que se ve reflejado en los distintos correos que fueron remitidos; consecuentemente, se detectó que no seguía las instrucciones dadas por el supervisor. Lo anterior se puede observar en las imágenes que se muestra a continuación, sobre los correos remitidos…”

Como se indicó en el punto A, la suscrita solo tenía tres causas activas cuando se realizó la supervisión; la causa 14-000119-1219-PE, a la cual hace referencia Segura Rivera no se indicó como pendiente. La carpeta que se detalla en las capturas de pantalla claramente refiere el número 15-000005-1219-PE. 

La anterior, tuvo durante su desarrollo varios inconvenientes que fueron justificados en la respectiva bitácora. La confección del informe estuvo bajo la supervisión del licenciado Jesús Nájera Céspedes antiguo supervisor de la Sección de Legitimación de Capitales por más de 5 años; quién para el mes de febrero del año 2018, fue trasladado a la Sección de Delitos Económicos y Financieros; sin embargo, asumió la revisión del informe basado con la metodología utilizada bajo su supervisión y lo remitió nuevamente a la Sección en el mes de mayo 2018.

Segura Rivera quien asumió la supervisión de la Sección en mayo de 2018, fecha de la revisión, estableció dentro de su disposición, una nueva estructura de informe, similar a la desarrollada en la Sección de Delitos Económico y Financieros (de donde proviene), la suscrita ajustó el  informe ya revisado por el señor Nájera, a la nueva indicación, lo que ocasionó un período de adaptación para la nueva estructura de redacción, errores de forma y un nuevo atraso en la presentación del informe a la Fiscalía,  esa devolución del informe obedeció a la nueva forma de redacción implementada por el mismo Alejandro y no a negligencia de mi parte como se quiere hacer ver.  

Lo señalado afectó a todos los auditores de la Sección; así lo indicado por Segura Rivera respecto a que no seguía las instrucciones dadas por el Supervisor es contradictorio, ya que el informe fue revisado por otro supervisor y más bien no sería aceptable a nivel pericial que emita un criterio basado en la supervisión de otro, máxime sin haber intervenido en todo el proceso de investigación desde su génesis.

C-) “…en relación con las instrucciones dadas por la supervisión, en la revisión de carpetas que se le efectuó a Shirley Méndez Zelaya, se le indicó que para la carpeta No. 13-16, debía entregar el informe para su revisión el 22 de junio del 2018 y se entregó hasta el 03 de julio del 2018 y en ocasiones, no cumplía con los plazos dados por la Supervisión, lo anterior se ilustra en las siguientes imágenes…”

En el documento confeccionado por Segura Rivera, el 25 de junio 2018 realizó las recomendaciones a las carpetas asignadas:
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En cuanto a la carpeta 13-16 que detalla, al momento de la supervisión la suscrita ya tenía adelantada la redacción del informe; sin embargo, por acatamiento a la nueva directriz de redacción se entregó hasta el 03 de julio de 2016, por cuanto era necesario modificar o eliminar información que ya se tenía redactada según había indicado Segura Rivera; además, existieron ciertos retrasos en varias diligencias (entrevistas) debido a mi estado de embarazo.

La carpeta se remitió vía correo electrónico el 03 de julio de 2018 y sin embargo, el 24 de julio, se reenvió nuevamente al supervisor, como se observa en la captura de imagen y bitácora; y fue remitido a la Fiscalía hasta el 31 de agosto de 2018 informe N° 22-SLC-R-18, sea parte del supuesto atraso al cual hace referencia don Alejandro se gestó en su escritorio y no fue mi responsabilidad.



D-) “…por otra parte, en las carpetas que tenía asignadas, existía una omisión en la confección de programas de trabajo, cédulas analíticas, referencias al informe y notas de auditoría; además, cuando se efectuaba una reunión en el Ministerio Público o se contactaba vía telefónica con el Fiscal a cargo del caso, no se dejaba constancia de lo conversado o de alguna dirección funcional…”

La recomendación e-) del oficio sin número del 25 de junio de 2018, hace referencia a lo indicado; sin embargo, eso aplicó para todos los auditores; además, importante aclarar que por un asunto de la política “Cero Papel” implementada a nivel institucional, para cada carpeta existe de forma digital un archivo que contiene la información solicitada (programas de trabajo, cédulas analíticas notas de auditoría, entre otros); las cuales fueron remitidas al señor Segura Rivera cuando realizó la supervisión.

Además, el área de auditoría de la Sección de Legitimación de Capitales trabaja con el sistema denominado Gestor de Productividad, el cual funciona como bitácora electrónica para cada carpeta asignada, es responsabilidad de cada auditor, alimentar el sistema, con las diligencias efectuadas, por lo que no requiere estar imprimiendo o anotando las diligencias que realiza en papel, ya que al final del mes se remite al supervisor la bitácora digital de cada carpeta.

Si al momento de realizar la supervisión, los documentos no estaban impresos en la carpeta o legajo de investigación, eso no es prueba de que la suscrita hacía omisión en la confección, ya que al finalizar el análisis de la pericia, entregar informe y cerrar la carpeta, se procede a imprimir los mencionados documentos.

e-) “…se detectó la falta de criterio en la exposición de resultados del estudio y no había secuencias en sus exposiciones; además, emitía un criterio de acuerdo con una entrevista, lo cual en el ámbito pericial, no es aplicable; consecuentemente, se producían errores de forma o fondo que podían afectar la investigación que tramitaba el Ministerio Público, también, hubo traslado de datos que eran incorrectos que podrían ocasionar una mala interpretación del caso o que simplemente, se efectuaba una conclusión que no estaba debidamente justificada 

El auditor emite su criterio con base en los objetivos planteados en el programa de trabajo, el cual es avalado por el supervisor; además, la experiencia es fundamental para concluir, la cual en el delito de legitimación se adquiere con los años ya que no existe ninguna inducción en la institución ni en la Sección de cómo ser auditor forense para ese delito; el señor Segura Rivera lo externó en el oficio del 25 de junio de 2018 punto C: “…no se evidenció dentro de la revisión, que existiera una inducción a los auditores de nuevo ingreso, para el trámite de carpetas y confección de informes…”

Por otra parte, los errores de forma o fondo a los cuales hace referencia recaen sobre la nueva estructura de informe establecida por Segura Rivera, anteriormente, se venía realizando bajo la antigua supervisión y jefatura sin ningún problema.  Por otra parte cuando don Alejandro hace su revisión apenas estaba ingresando a la Sección y más bien por un tema de responsabilidad, considera la suscrita que su gestión debió enfocarse primero en revisar, luego en corregir, posteriormente informar al personal sobre la nueva metodología y en el corto plazo (mínimo un año) evaluar y ver los resultados obtenidos, a partir de ahí sí podría emitir un criterio con respecto a si el personal se ajustó o no a su nueva forma de trabajo y no demeritar  en menos de un semestre el trabajo que se había venido realizando durante los años bajo dirección de otro Jefe y Supervisor.

F-) “…también se detectó investigaciones que estaban incompletas y se tenía que ampliar, lo que ocasionaba retrasos injustificados; además, la funcionaria Méndez Zelaya utilizaba información como medio de prueba que no estaba autorizada como las intervenciones telefónicas relacionadas con otros casos que no estaban autorizadas para el caso en estudio; lo anterior, se evidenció en las revisiones de informe que se efectuaron…”

El auditor para efectuar una pericia debe contar con evidencia necesaria que le permita sustentar su opinión, el informe de auditoría como producto final de la investigación, debe ser certero y sustentarse con información suficiente, el auditor (a) tiene la responsabilidad de diseñar y aplicar procedimientos de auditoria que le permitan obtener suficientes elementos que le permitan alcanzar conclusiones razonables en las que basa su opinión. Dicha evidencia puede ser de naturaleza acumulativa e incluir información obtenida de otras fuentes internas o externas de la entidad.

Como se indicó en el punto A, el auditor no puede confiar su resultado con lo expuesto o investigado por otra persona; el estudio patrimonial deber ser actualizado porque el auditor no puede defender el trabajo de otro, más aún si se comprueba que a la fecha de realizar la pericia ha transcurrido tiempo o bien que la Fiscalía solicite un estudio financiero patrimonial. 

Así mismo, la materialización del delito de Legitimación de Capitales depende de la posibilidad de comprobar la existencia de un delito precedente, crecimiento patrimonial y dominio funcional del hecho, lo cual posiciona el uso de la intervención telefónica como una herramienta fundamental para tal fin. 

Es decir, que ignorar como prueba las transcripciones de una intervención telefónica que en el desarrollo de una investigación se utilizaron para fundamentar el delito de marras, sería una acción totalmente imprudente para un profesional capacitado en el tema de Legitimación de Capitales; más aún cuando la pericia debe confirmar o descartar la hipótesis del investigador en cuanto a la verdad real de los hechos y establecer una relación hecho e indicio.

Entendiéndose que las transcripciones de las llamadas telefónicas (hecho) utilizadas en los peritajes realizados por la suscrita se vinculaban directamente con los indicios recabados de la causa en investigación y no como refiere el señor Segura Rivera “…las intervenciones telefónicas relacionadas con otros casos…”

También, la metodología de trabajo de utilizar las intervenciones telefónicas en las pericias para su vinculación con los indicios analizados, era una práctica avalada por la antigua supervisión que realizaba el señor Nájera Céspedes y la jefatura de la Sección que recaía en ese momento en el señor Osvaldo Hernández Nájar; sin embargo, cuando Segura Rivera asume el cargo de supervisor, planteó su método de trabajo en la Sección; por tanto, la suscrita siguió las instrucciones y adaptó lo recomendado por este en dicho informe, omitiendo el uso de las intervenciones telefónicas.

G-) “…por otra parte, con la funcionaria Méndez Zelaya, se conversó en dos ocasiones sobre el uso del teléfono celular en horas de trabajo; se entiende que, en algunas ocasiones, se reciben llamadas o se hace la coordinación por este medio para atender un caso en particular, no obstante, esta oficina no comparte el criterio que se utilice para observar videos musicales o revisar redes sociales…”

En cuanto a este punto, no tengo ningún comunicado verbal o escrito por parte de Segura Rivera ni de la Jefatura en el cual se evidencie el supuesto llamado de atención, el señor Segura Rivera al referirse que “…no comparte el criterio que se utilice para observar videos musicales o revisar redes sociales…”, debe tener prueba suficiente para indicarlo, de lo contrario recaería en una injuria o calumnia.

Es criterio de la suscrita que lo anterior más bien se torna personal o mal intencionado, con el fin de desprestigiarme y justificar el nombramiento para otra persona, creo que se está incurriendo en un acoso laboral, ya que en general los empleados utilizan el dispositivo para escuchar música, buscar información, e incluso comunicación con fiscalías y funcionarios judiciales, operativos, diligencias policiales, etc, y eso no es una razón objetiva para indicar que mi persona no es apta para el puesto. 

H-) “…es importante indicar, que sobre la revisión de carpetas que efectuó el Auditor Supervisor, los resultados se comunicaron a la Jefatura mediante oficios del 25 de junio y 18 de setiembre del 2018…”

Los oficios mencionados, confeccionados por Segura Rivera el 25 de junio y 18 de setiembre de 2018, ambos sin número, establecen las causas activas (carpeta 13-16), de la suscrita, quién recibió asignación de dos causas más las cuales fueron concluidas antes de iniciar la incapacidad por maternidad el 24 de setiembre de 2018, en el escritorio no quedaron pendientes.

Lo anterior deja ver que el trabajo asignado fue culminado responsablemente por la suscrita y no como lo indica Segura Rivera.

I-) “…Como se puede observar, ya existe reiterada jurisprudencia emitida por la Sala Constitucional, donde el servidor interino no goza de un derecho propio sobre una plaza vacante…”

El señor Segura Rivera expone su criterio personal sobre la imposibilidad de debatir el nombramiento ya que la Sala Constitucional ha emitido jurisprudencia al respecto, lo cual es un criterio subjetivo, y como auditor está faltando a su rectitud, manifestando también en este caso un acoso laboral hacia mi persona, porque expone una opinión sobre un tema que no le compete, viciando al lector y tratando de dirigir la decisión.

Además, llama la atención que mi consulta a la Unidad de Género se hizo el 21 de enero, ante esa consulta la Unidad de Género le consultó a don Luis Diego Chavarría el 22 de enero siguiente y don Luis Diego contestó el 24 de enero que la decisión obedeció a las razones expuestas en el documento suscrito por Segura Rivera y Barquero Monge el 23 de enero, hasta ese momento todo parecía estar bien; sin embargo, el nombramiento lo avaló la Jefatura Departamental el 18 de enero de 2019, fecha en la cual no se había emitido el documento por parte de don Alejandro y don Adrián, y que según el licenciado Luis Diego Chavarría sirvió de base para avalar el nombramiento en la PIN.

Todo lo anterior demuestra una mala intención con ánimos de disfrazar los motivos por los cuales no se hizo mi nombramiento y más bien deja en evidencia que ya desde el 18 de enero de 2019 o quizá antes, se había tomado la decisión de las personas a nombrar, pero ante mi consulta, debieron buscar una forma de justificar los motivos por los cuales no se quería hacer mi nombramiento; eso indudablemente se podría catalogar como un montaje para hacer ver que todo se realizó en apego a lo establecido ante la consulta de la Unidad de Género, cuando en realidad no fue así.

Aunado a lo anterior, en el mes de diciembre de 2018, durante mi licencia por maternidad fui contactada por el compañero Hugo Barboza Quirós, quién me manifestó que la Jefatura de Investigación le estaba solicitando, se comunicara con mi persona para que le hiciera entrega de las llaves correspondientes al mueble conocido como “arturito” porque necesitaba reasignarlo a él.

Entregue las llaves a Barboza con la condición de que todas las pertenencias incluyendo un disco duro patrimonio PJ y un lector de firma digital con su respectiva tarjeta,  fueran guardadas en una caja. El 5 de diciembre de 2018 fui informada por el señor Barboza por medio de un audio remitido por la aplicación whatsapp que el disco duro, lector y tarjeta de la firma digital habían sido entregados a Alejandro el supervisor.

El 7 de febrero de 2019, ya incorporada al trabajo, me presente a la oficina del supervisor Alejandro Segura Rivera a solicitar la devolución de los artículos, quién me informó que el disco duro había sido reasignado a otro compañero y que la firma digital y lector él no las custodiaba y desconocía que había sucedido; por lo que realice llamada telefónica al compañero Barboza y le consulte nuevamente sobre los artículos, indicándome que se los había entregado a Alejandro y que el “arturito” lo había abierto en presencia de Guillermo Sequeira jefe de investigación y Alejandro supervisor.

Nuevamente un acto negativo contra mi persona, y con resultado económico negativo ya tengo que asumir el costo de la reposición de la firma digital.

Por lo cual la suscrita solicita se suspenda el Acto Administrativo de la proposición de nombramiento en propiedad de la plaza No. 107799 para la Clase Perito Judicial 2 de la Sección de Legitimación de Capitales, y se mantengan las condiciones actuales del nombramiento interino de la suscrita, hasta tanto no exista una resolución al respecto; por las siguientes razones:

El criterio emitido por Alejandro Segura Rivera sobre el desempeño profesional de la suscrita, fue basado en el resultado de una supervisión de escritorio, de cuatro meses (Mayo-Setiembre 2018), y no por su experiencia en el delito de Legitimación de Capitales; además, es claro que todo se trata de un montaje para causarme un daño irreparable y una discriminación en mi condición de mujer, también omitió el profesionalismo de informar a la suscrita sobre el concurso conforme lo establece el mismo cartel.

En cuanto a don Adrián Barquero Monge, carece de todo criterio técnico, profesional y objetivo para poder avalar un documento que hace referencia a hechos anteriores a su Jefatura, su deber de probidad debió hacerle que se abstuviera de firmarlo, pues con su firma está dando por sentados hechos que aparte de ser sesgados carecen de sustento objetivo e imparcial.

No basó su criterio en aspectos laborales como la estadística de la suscrita, quién ha trabajado desde octubre del año 2014 en el puesto de investigadora y desde el 2017 en auditoría con ascenso interino en la plaza No. 107799 (ver documento adjunto).

No existió equidad de género en la proposición de nombramiento, aun cuando la suscrita tiene los requisitos solicitados (ver documentos adjuntos) en el concurso No. 011-2018 y la experiencia; las personas propuestas en las cuatro plazas vacantes de la Sección de Legitimación de Capitales fueron hombres; obviando que actualmente solo trabaja una mujer auditora.

Existió criterio personal sobre actos que no le competía referir, obviando su imparcialidad como perito.

	Expuesto lo anterior, se solicita si a bien lo tienen, considerar el testimonio de las siguientes personas, quienes podrán dar referencia de la labor que se había venido realizando en la Sección años atrás y los procedimientos utilizados, los cuales estaban debidamente avalados por la jefatura anterior (Jesús Nájera), los cambios realizados en la Sección a nivel de metodologías de trabajo a partir de 2018 (Armando Jiménez) y el trabajo desempeñado por la suscrita como compañero de investigación y apoyo en auditoría (Jefry Salazar Gómez):

Jesús Nájera Céspedes.
Armando Jiménez Vargas.
Jeffry Salazar Gómez.

Se adjunta la siguiente documentación:

Documento de certificación del Concurso No. 011-2018 y lista de participantes.
Requisitos de la suscrita y nombramientos aprobados.
Documento del 23 de enero de 2018 y oficios sin número.
Respuesta de Alejandro Segura sobre la firma digital y lector.”  
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Se acordó: 1.) Se toma nota del escrito presentado por la servidora Shirley Méndez Zelaya en el que solicita se suspenda el Acto Administrativo del nombramiento en propiedad de la plaza N° 107799, de la  Sección de Legitimación de Capitales, según concurso N° 011-2018, publicado por la Dirección de Gestión Humana para el período del 19 al 30 de noviembre de 2018 y se mantengan las condiciones actuales del nombramiento interino de su persona, al considerar que no hubo un criterio objetivo en la selección del personal propuesto para el nombramiento en propiedad en detrimento de su persona, pues según expone: a) El criterio emitido por Alejandro Segura Rivera sobre su desempeño profesional, fue basado en el resultado de una supervisión de escritorio, de cuatro meses (Mayo-Setiembre 2018), y no por su experiencia en el delito de Legitimación de Capitales; además, que es claro que todo se trata de un montaje para causarle un daño irreparable y una discriminación en su condición de mujer, también omitió el profesionalismo de informar a la suscrita sobre el concurso conforme lo establece el mismo cartel. b) En cuanto a don Adrián Barquero Monge, indica que este carece de todo criterio técnico, profesional y objetivo para poder avalar un documento que hace referencia a hechos anteriores a su Jefatura, por su deber de probidad debió abstenerse de firmarlo, pues con su firma está dando por sentados hechos que aparte de ser sesgados carecen de sustento objetivo e imparcial. c) No basó su criterio en aspectos laborales como la estadística de su persona, quién ha trabajado desde octubre del año 2014 en el puesto de investigadora y desde el 2017 en auditoría con ascenso interino en la plaza N° 107799. d) No existió equidad de género en la proposición de nombramiento, aun cuando tiene los requisitos solicitados en el concurso N° 011-2018 y la experiencia; las personas propuestas en las cuatro plazas vacantes de la Sección de Legitimación de Capitales fueron hombres; obviando que actualmente solo trabaja una mujer auditora. e) Existió criterio personal sobre actos que no le competía referir, obviando su imparcialidad como perito. Expuesto lo anterior, se solicita si a bien se tiene, considerar el testimonio de las siguientes personas, quienes podrán dar referencia de la labor que se había venido realizando en la Sección años atrás y los procedimientos utilizados, los cuales estaban debidamente avalados por la jefatura anterior (Jesús Nájera), los cambios realizados en la Sección a nivel de metodologías de trabajo a partir de 2018 (Armando Jiménez) y el trabajo desempeñado por ella como compañero de investigación y apoyo en auditoría (Jefry Salazar Gómez) 2) En atención de los argumentos expuesto, por parte de este Órgano Colegiado, se le hace saber a la servidora Shirley Méndez Zelaya, que la potestad de elección del servidor a nombrar en propiedad, la ostenta la Jefatura de la Oficina a la cual pertenece la plaza, ello eligiendo de la nómina de oferentes que cumplan con los requisitos para el puesto. En el caso en concreto, por parte de la Dirección de Gestión Humana, se procedió con la verificación del cumplimiento por parte de todos los integrantes de la terna, de los requisitos para participar en el concurso, determinando que todos cumplían a cabalidad con lo requerido, así como el hecho de que la firma de quien designó la persona para el puesto, correspondiera a la Jefatura con dicha potestad, por lo que no se generó perjuicio alguno a ninguno de los participantes a la hora de la conformación de la terna y la designación del propietario de la plaza. Alega la recurrente que por parte de la Jefatura no se le comunicó vía correo el concurso, lo cual efectivamente constituye una falencia, pero que a la vez quedó subsanada, al darse por enterada la servidora Méndez Zelaya por otros medios y realizar los trámites pertinentes para participar en el mismo, por lo que no se generó afectación alguna a los intereses de la petente. En cuanto a las observaciones hechas por la recurrente, sobre el escrito presentado por los señores Alejandro Segura Rivera y Adrián Barquero Monge, supervisor y jefe interino de la Sección de Legitimación de Capitales respectivamente, en criterio de este Colegio, la Jefatura del Departamento de Investigaciones Criminales del Organismo de Investigación Judicial no tendría motivos para dudar de la veracidad de su contenido, consecuentemente tampoco la Dirección de Gestión Humana a la hora de avalar la recomendación del nombramiento en la plaza N° 107799, de la  Sección de Legitimación de Capitales. De igual forma no compare este Consejo Superior, lo indicado por la recurrente, de que se dio una discriminación por cuestiones de género, al haber sido nombrado otro hombre en el puesto por lo que los cuatro servidores que se desempeñan en el mismo son todos varones, ya que esos criterios no operan en nombramientos de dichas plazas, sino, los de idoneidad para el puesto, según atestados, experiencia y la valoración hecha por la Jefatura a la hora de elegir de la nómina. 3) De conformidad con los argumentos expuestos, se rechaza lo solicitado por la servidora Shirley Méndez Zelaya respecto de la plaza N° 107799, de la Sección de Legitimación de Capitales y se mantiene la misma de conformidad con lo indicado en la Designación de Nombramientos N° 0003-2019 puesta en conocimiento por parte de la Sección de Selección y Reclutamiento de la Dirección de Gestión Humana. 4) Hacer este acuerdo del conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, Sección de Selección y Reclutamiento, al Departamento de Trabajo Social para lo que corresponda, así como de la servidora Shirley Méndez Zelaya al medio señalado. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXV
Documento N° 1595-19.
La licenciada Jenny Arce Córdoba, Coordinadora de la Unidad de Llenado de Vacantes de la Sección de Reclutamiento y Selección, de la Dirección de Gestión Humana, remitió la Proposición de Nombramientos N° 0003-2019, la cual se indica a continuación:
“1-ZAMORA MURILLO KATHERINE BEATRIZ
0206220058
Nómina: 0003-2019
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/05/2019
Puesto en que se Nombra:
Oficina: SECCIÓN DE EGRESOS
Clase de Puesto: PROFESIONAL 1
Número de Puesto: 33830
Puesto en Propiedad Anterior:
Nombramiento en propiedad por primera vez
Observaciones del Puesto:

2-LOPEZ ROJAS OLGA MARTHA
0107930755
Nómina: 0003-2019
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/05/2019
Puesto en que se Nombra:
Oficina: SECCIÓN DE INGRESOS
Clase de Puesto: COORDINADOR DE UNIDAD 3
Número de Puesto: 43579
Puesto en Propiedad Anterior:
Oficina: SECCIÓN DE INGRESOS
Clase de Puesto: TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1
Número de Puesto: 108610
Observaciones del Puesto:

3-DELGADO CAIROL ALLAN
0110940295
Nómina: 0003-2019
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/05/2019
Puesto en que se Nombra:
Oficina: SECCIÓN DE MANTENIMIENTO Y CONSTRUCCIÓN
Clase de Puesto: PROFESIONAL 2
Número de Puesto: 43665
Puesto en Propiedad Anterior:
Oficina: SECCIÓN DE MANTENIMIENTO Y CONSTRUCCIÓN
Clase de Puesto: PROFESIONAL 1
Número de Puesto: 43657
Observaciones del Puesto:

4-ARAYA RODRIGUEZ NORMAN EDUARDO
0109300894
Nómina: 0003-2019
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/05/2019
Puesto en que se Nombra:
Oficina: SECCIÓN LEGITIMACIÓN DE CAPITALES
Clase de Puesto: PERITO JUDICIAL 2
Número de Puesto: 103214
Puesto en Propiedad Anterior:
Oficina: DIRECCIÓN GENERAL
Clase de Puesto: INVESTIGADOR 1
Número de Puesto: 351673
Observaciones del Puesto:

5-RAMIREZ JIMENEZ JOSE CARLOS
0402030066
Nómina: 0003-2019
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/05/2019
Puesto en que se Nombra:
Oficina: SECCIÓN LEGITIMACIÓN DE CAPITALES
Clase de Puesto: PERITO JUDICIAL 2
Número de Puesto: 107799
Puesto en Propiedad Anterior:
Nombramiento en propiedad por primera vez
Observaciones del Puesto:

6-MONTENEGRO RODRIGUEZ DIEGO ANDRES
0304130462
Nómina: 0003-2019
Tipo de Nombramiento:
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/05/2019
Puesto en que se Nombra:
Oficina: DIRECCIÓN GENERAL
Clase de Puesto: OFICIAL DE INVESTIGACION
Número de Puesto: 374025
Puesto en Propiedad Anterior:
Oficina: DIRECCIÓN GENERAL
Clase de Puesto: INVESTIGADOR 1
Número de Puesto: 107777
Observaciones del Puesto:

Observaciones:


La Sección de Reclutamiento y Selección comprobó que todas las personas de esta nómina reúnen los requisitos legales según la clase de puesto en la que se proponen, sea en el proceso selectivo que superó para obtener la idoneidad del puesto o al momento en que la jefatura propuso el nombramiento en propiedad conforme los procesos establecidos para cada clase de puesto. 

Asimismo, se verificó que las personas propuestas en propiedad reúnen los requisitos según la clase de puesto en la cual se designó, además que las firmas correspondan a la persona propuesta, jefatura inmediata y visto bueno del superior inmediato cuando así se requiera, es decir, aquellos casos en que la jefatura inmediata se encuentre en condición interina. Acuerdo del Consejo Superior sesión No. 72-01 celebrada el 11 de setiembre del año 2001, artículo XL.

Asimismo, a partir de la valoración de resultados de la consulta realizada a bases de datos y plataformas informatizadas a las que la UISA tiene acceso, se descartaron posibles anotaciones o registros a nivel judicial, policial y administrativo-disciplinario en contra de las personas propuestas, que puedan contravenir la normativa y políticas institucionales vigentes. Se aclara, sin embargo, que el procedimiento necesariamente debe complementarse con un estudio técnico-especializado por parte de Profesionales en Trabajo Social, que implica entrevistas, revisión de otras fuentes de información e investigación de campo, cuyo plazo de resolución no deberá sobrepasar en ningún caso el período de prueba.

Lo anterior, de acuerdo con las políticas que han sido dictadas por la Corte Plena según recomendación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, así como los lineamientos establecidos por el Consejo Superior en la sesión N° 59-15 celebrada el 25 de junio del 2015, artículo VIII.”

-0-
Se acordó: 1.) Se toma nota de la puesta en conocimiento por parte de la Sección de Selección y Reclutamiento de la Dirección de Gestión Humana, de la Designación de Nombramientos N° 0003-2019. 2.) Tener por verificado de parte de la Sección de Selección y Reclutamiento de la Dirección de Gestión Humana, que las personas propuestas en la nómina N° 0003-2019, cumplen con todos los requisitos según la clase de puestos en la que corresponden. 3.) Tener por verificado de parte de la Sección de Selección y Reclutamiento del Departamento de Gestión Humana que en la nómina N° 0003-2019 las firmas corresponden a las de las personas propuestas, jefatura inmediata y cuentan con el visto bueno del superior inmediato, cuando así se requieren, en aquellos casos en lo que la jefatura inmediata se encuentre en condición de interina. 4.) Tomar nota que como resultado de la consulta a las plataformas informatizadas UISA, se descartaron posibles anotaciones o registros a nivel judicial, policial y administrativo-disciplinario contra las personas propuestas, que puedan contravenir las normativas y políticas institucionales vigentes. 5.)  Deberá el Departamento de Trabajo Social, complementar el procedimiento con la realización de un estudio técnico especializado, mediante la realización de entrevistas, revisión de otras fuente de información e investigación de campo, cuya resolución no deberá de superar en ningún caso el período de prueba. 6.) Hacer este acuerdo del conocimiento de Corte Plena, Dirección de Gestión Humana, Sección de Selección y Reclutamiento y al Departamento de Trabajo Social para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVI

Documento N° 1337118 / 1921-19

[bookmark: _Hlk1049589]En sesión N° 11-19, celebrada el 12 de febrero del 2019, artículo XLIX, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena y por ser un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Yadira Fonseca Jiménez y al licenciado Adrián Cascante Mora, del 18 de febrero y hasta el 18 de mayo de 2019. Lo anterior, para que continuaran con las labores de descongestionamiento de expedientes pendientes que posee la Comisión de Relaciones Laborales.
En oficio N° DP-106-2019, del 15 de febrero de 2019, el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, remitió la siguiente solicitud:
“Para su estimable conocimiento, me permito informar que en sesión N° 11-19, celebrada el 12 de febrero del año 2019, su estimable órgano autorizó, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Yadira Fonseca Jiménez y al licenciado Adrián Cascante Mora, con la finalidad que se avocaran a laborar en el plan de descongestionamiento de la Comisión de Relaciones Laborales, por el periodo del 18 de febrero y hasta el 18 de mayo del año en curso.

Sin embargo, informa la secretaría de la Comisión de Relaciones Laborales, que la semana del 18 de febrero la Dirección de Tecnología de la Información se encontrará instalando el escritorio virtual, lo que impide que los integrantes puedan laborar de manera idónea.

En virtud de lo anterior, ruego modificar el permiso con goce de salario y sustitución de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial a la licenciada Yadira Fonseca Jiménez y al licenciado Adrián Cascante Mora, al periodo comprendido del 25 de febrero al 25 de mayo del presente año.”
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Se acordó: Acoger la solicitud presentada mediante oficio N° DP-106-2019, del 15 de febrero de 2019, por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en consecuencia, tener por modificado el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 11-19, celebrada el 12 de febrero del 2019, artículo XLIX, en el sentido que el permiso concedido a la licenciada Yadira Fonseca Jiménez y al licenciado Adrián Cascante Mora, para que continúen con las labores de descongestionamiento de expedientes pendientes que posee la Comisión de Relaciones Laborales, lo será del 25 de febrero al 25 de mayo de 2019 y no como se indicó, en todo lo demás se mantiene incólume el acuerdo.
El Despacho de la Presidencia, la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de Planificación, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVII
Documento N° 1926-19.
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de las personas servidoras judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013.
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Mediante correo electrónico del 15 de febrero de 2019, la servidora Evelyn Matarrita Martínez, Asistente Administrativo 1 de la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, solicitó permiso con goce de salario por un plazo de 15 a 20 días, a partir del 19 de febrero de 2019, para cuidar a su hija, en razón que es menor de edad y será intervenida quirúrgicamente, en el Hospital la Anexión de Nicoya.
Asimismo, indicó que actualmente no cuenta con saldo disponible de vacaciones a su favor, manifestando que los que se le registran son 13 días de los cuales 8 corresponden al cierre colectivo 2018-2019 y de los 5 restantes, 3 corresponden a la semana santa y los otros 2 son proporcionales y que el derecho de disfrute es a partir del 02 de julio de 2019.
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger parcialmente la gestión presentada mediante correo electrónico del 15 de febrero de 2019, por la servidora Evelyn Matarrita Martínez, Asistente Administrativo 1 de la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, en consecuencia, concederle permiso con goce de salario y sustitución por el plazo de 10 días hábiles a partir del 19 de febrero de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su hijo. Lo anterior, en el entendido que en caso de requerir alguna prórroga deberá tramitar el procedimiento correspondiente por ante la Caja Costarricense de Seguro Social.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049015]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 1618-19.
En oficio N° 106-DG-19 del 1 de febrero de 2019, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente solicitud:
“La Academia Internacional para la Aplicación de la Ley (ILEA) en El Salvador, cursa invitación para que los funcionarios Cristian Luna Gómez, cédula 303620907, Jefe de Investigación de la Sección de Homicidios y Harold Salazar Cruz, cédula 10910044, investigador de la Delegación Regional de Corredores de este Organismo, participen en el curso “ILEA  sobre Investigación de Homicidios”, que se llevará a cabo del 22 al 26 de abril del 2019 (fechas de viaje 21 de abril y 27 de abril), en San Salvador, El Salvador.

Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que los funcionarios, participen de tan importante actividad.

Por lo anterior, se solicita el permiso con goce de salario, y sustitución del servidor Luna Gómez, ya que por motivos de la naturaleza de sus funciones requiere supervisar y coordinar la revisión de informes, planes operativos, casos en investigación, por lo necesario es contar con la firma que apruebe y avalé distintas gestiones que se efectúan en dicha sección. Asimismo se solicita extender la nota para el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, a fin de que se tramite el pasaporte oficial respectivo para ambos funcionarios. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución, por cuanto los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona. 

(…)”
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A esos efectos adjunta el oficio N° 052-P-2019, del 8 de febrero de 2019, mediante el cual el Departamento Financiero Contable certifica que en la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Jefe de Investigación 1 por el período comprendido del 21 al 27 de abril de 2019, por un monto total estimado de ¢370,054.28 (trescientos setenta mil cincuenta y cuatro colones con veintiocho céntimos) con cargo al Programa 928, Fuente de financiamiento 007, Subpartidas 105 “Suplencias”; 301 “Retribución por Años Servidos”; 302 “Dedicación Exclusiva”; 399 “Otros Incentivos Salariales”.
Se acordó: Acoger la gestión presentada en oficio N° 106-DG-19, del 1 de febrero de 2019, por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario al servidor Harold Salazar Cruz, investigador de la Delegación Regional de Corredores, para que del 21 al 27 de abril de 2019, asista al curso “ILEA sobre Investigación de Homicidios”, que se llevará a cabo en El Salvador. 2.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución al funcionario Cristian Luna Gómez, Jefe de Investigación de la Sección de Homicidios, para que del 21 de abril al 27 de abril de 2019, asista al curso indicado. 3) Lo anterior con cargo al Programa 928, Fuente de financiamiento 007, Subpartidas 105 “Suplencias”; 301 “Retribución por Años Servidos”; 302 “Dedicación Exclusiva”; 399 “Otros Incentivos Salariales”. 4.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los funcionarios Luna Gómez y Salazar Cruz, coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 5.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en los casos en que la persona interesada así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049017]ARTÍCULO XXIX
Documento N° 1513-19.
El licenciado Minor Mendoza Cascante, Administrador del Juzgado de Tránsito del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, e integrante de la Comisión Interinstitucional de Tránsito, remitió mediante oficio N° 5-CIT-2019 del 7 de febrero de 2019 lo siguiente:
“La Comisión Interinstitucional de Tránsito en sesión 1-2019 celebrada el 21 de enero del año 2018, artículo VII, aprobó el Plan Anual Operativo para el año 2019. Con base en lo anterior, adjunto el “Planeamiento de las giras a los despachos judiciales que conocen la materia de tránsito, Consejo de Seguridad Vial y Delegaciones Regionales de la Policía de Tránsito” durante el presente año.

COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE TRÁNSITO

PLANEAMIENTO DE LAS GIRAS A LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE CONOCEN LA MATERIA DE TRÁNSITO, OFICINAS REGIONALES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD VIAL Y DELEGACIONES DE LA POLICÍA DE TRÁNSITO DURANTE EL AÑO 2019.

 I. ACTIVIDADES

En cumplimiento con el Plan Anual Operativo 2019, la Comisión Interinstitucional de Tránsito visitará el II Circuito de la Zona Sur, II Circuito Judicial de Guanacaste, I y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica y zona de Cartago, con la finalidad de retroalimentar procedimientos y dar seguimiento a las recomendaciones emitidas por la Comisión de Tránsito con las Autoridades Judiciales, Consejo de Seguridad Vial y Policías de Tránsito de las diferentes zonas del país. 

II. JUSTIFICACIÓN

Los órganos intervinientes en los procesos de tránsito deben procurar el establecimiento de parámetros de calidad en las diferentes etapas productivas para garantizar el buen servicio público; para ello, los pilares fundamentales para el buen desempeño se establecen en la comunicación efectiva, coordinación permanente entre las instituciones, aplicabilidad y aprovechamiento de los sistemas tecnológicos y cooperación entre oficinas o despachos judiciales homólogos para el intercambio de experiencias. Esto es de especial importancia en un proceso que brinda un servicio que busca la calidad y optimización.

Dentro del plan anual operativo del año en curso, la Comisión Interinstitucional de Tránsito planteó el siguiente objetivo:
 

Ausencia de información en documentos oficiales remitidos a las Autoridades Judiciales, subutilización de herramientas tecnológicas tales como la implementación de la oralidad, claridad en procedimientos jurisdiccionales y logísticos, desfases en el trasiego de información por parte de las dependencias de las zonas. Lo anterior, son algunas inconsistencias observadas y que factiblemente se pretenden abordar en las visitas a las dependencias intervinientes del proceso de tránsito.

En tal sentido se plantean los siguientes tópicos que se abordarán en las visitas.

III. PROGRAMACIÓN
	
Para las giras programadas este año, se propone cumplir con visitas al II Circuito de la zona Sur, II Circuito Judicial de Guanacaste, I Y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica y la zona de Cartago, asimismo a las Oficinas Regionales de la Policía de Tránsito y el Consejo de Seguridad Vial de las zonas, con la finalidad de capacitar, verificación de procedimientos, intercambiar información y canalizar las necesidades presentadas en la zona para buscar medidas de mejoramiento de los procesos.

La Comisión Interinstitucional de Tránsito, entre otros, propone abordar los siguientes temas:

Procedimiento de dejar a la orden los vehículos decomisados ante el Consejo de Seguridad Vial.

Verificación el protocolo de Oralidad en los despachos judiciales.

Procedimiento para solicitar la corrección de boletas de citación ante el Cosevi y solicitud de boleta virtual.

Verificación del uso de todas las herramientas tecnológicas creadas para el proceso de la materia de tránsito.

Seguimiento de los lineamientos girados para la materia de tránsito.

Verificación del cumplimiento de circulares para la materia de tránsito emitidas por el Consejo Superior y recomendaciones hechas por la Comisión Interinstitucional de Tránsito:

	Circulares
	Tema

	
	

	108-2014
	Sobre los casos de comunicaciones de multas.

	144-2014
	Traslado de información (expedientes) entre los Juzgados de Tránsito Electrónicos, los Juzgados Penales y el Ministerio Público

	100-2015
	Entrega de vehículos decomisados

	177-2015
	Reiteración de la circular No. 198-2013, Procedimiento para la Grabación de las Audiencias Orales y Actos de Investigación.

	199-2015
	Expedientes por incompetencia pasados al Ministerio Público.

	201-2015
	Sobre partes oficiales por infracciones o accidentes de tránsito, que se encuentren prescritos

	59-2016
	Se deja sin efecto las Circulares N° 120-2003 y 161-2004 sobre el deber de enviar a los Juzgados de Tránsito los asuntos que se desestiman en vía penal", y en su lugar se aprueba la propuesta elaborada por la Comisión de Tránsito

	74-2016
	Declaración de accidente de tránsito menor. Según Decreto Ejecutivo Nº 39146-MOPT publicado en la Gaceta Nº 176 del 09 de setiembre del 2015.

	87-2016
	1) Dejar sin efecto las circulares N° 142-2009 de Consejo Superior, y 128-14 de la Dirección Ejecutiva. 2) Modificación en el proceso para realizar anotaciones y cancelación de gravámenes en bienes inscritos ante el Registro Nacional, por medio del “Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos (SREM)”

	108-2016
	Reiteración sobre la facultad de notificar a los propietarios registrales mediante publicación de edicto.

	210-2016
	Competencia del Ministerio Público para conocer los casos de accidentes de tránsito en los que existan lesiones mayores a cinco días.-

	14-2017
	Sobre el acceso al Sistema de Infracciones de COSEVI

	29-2017
	Obligación de los despachos que tramitan la materia de tránsito, de utilizar los servicios del Centro de Conciliación

	154-2017
	Reforma a la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley 9078, publicada en el Alcance a La Gaceta N° 174 de fecha 17 de julio de 2017, mediante Ley N° 9460

	199-2017
	Lineamientos para la materia de Tránsito

	33-2018
	Opción “Cambio de Autoridad” en el Sistema Integrado de Infracciones del Consejo de Seguridad Vial

	35-2018
	Autenticación de escritos de arreglos extrajudiciales en materia de tránsito.

	92-CIT-2015
	Multa de Infractores donde se cobran el rubro del 30% del PANI.

	83-CIT-2017
	Permiso para consulta de personerías jurídicas

	88-CIT-2017
	Aplicación de la multa más favorable en el Sistema de Infracciones de Cosevi según el artículo 12 del Código Penal.

	43-CIT-2018
	Controles mínimos y variables, utilizando los sistemas informáticos que se posean.


Se incluyen las directrices más relevantes y emitidas con posterioridad a la promulgación de la nueva ley de tránsito, Ley N° 9078 del 26 de octubre del 2012.

A continuación se presenta el cronograma de trabajo:
	MES
	DÍA
	Observaciones

	FEBRERO
	20-21-22/02/2019
	II Circuito Judicial de la Zona Sur

	MAYO
	8-9-10/5/2019
	II Circuito Judicial de Guanacaste

	AGOSTO
	21-22-23/08/2019
	I y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica

	OCTUBRE
	25/10/2019
	Zona de Cartago



IV. RECURSOS

4.1 FACILITADORES: Dos Personas Juzgadoras que integren la Comisión así como el Lic. Minor Mendoza Cascante, Administrador y Colaborador.

Las personas facilitadoras de las giras coordinarán con el despacho judicial sus diligencias previamente señaladas con la finalidad de asegurar que el servicio público no se vea afectado.

4.2 MATERIALES:

INFRAESTRUCTURA. - Se proyecta visitar cada despacho Judicial que conoce la materia de tránsito del Circuito, Delegación Policial y Oficinas Regionales del Consejo de Seguridad Vial.

MOBILIARIO, EQUIPO Y OTROS. - La Comisión cuenta con un equipo de cómputo portátil y en caso de requerir equipo adicional se coordinará con las Administraciones Regionales de las zonas.

V. FINANCIAMIENTO

El pago de viáticos está contemplado en la Ley de presupuesto del año 2019 con cargo a la Oficina 1378, Programa 927, “Comisión Interinstitucional de Tránsito”.

VI. PETITORIA

Se solicita permiso con goce de salario sin sustitución para que las dos personas juzgadoras y el Administrador que integran la Comisión de Tránsito puedan desplazarse al II Circuito Judicial de la Zona Sur, II Circuito Judicial de Guanacaste, I y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica y la Zona de Cartago en los días programados.

Lo anterior, bajo el compromiso que el servicio público no se verá afectado y la realización de las audiencias orales y públicas señaladas para esos días se coordinarán a lo interno de las oficinas.”
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Se acordó: Acoger la gestión presentada por la Comisión Interinstitucional de Tránsito, mediante oficio N° 5-CIT-2019 del 7 de febrero de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de dos personas juzgadoras que integren la Comisión Interinstitucional de Tránsito, así como del licenciado Minor Mendoza Cascante, Administrador y Colaborador de la citada comisión para que realicen las giras, conforme el siguiente detalle:
	MES
	DÍA
	Observaciones

	FEBRERO
	20-21-22/02/2019
	II Circuito Judicial de la Zona Sur

	MAYO
	8-9-10/5/2019
	II Circuito Judicial de Guanacaste

	AGOSTO
	21-22-23/08/2019
	I y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica

	OCTUBRE
	25/10/2019
	Zona de Cartago



2.) Deberán las personas a quienes se les autoriza asistir a las giras, tomar las medidas necesarias para que se minimice la afectación del servicio público a su cargo, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas. 3.-) Los viáticos que generen dichas visitas, estarán a cargo de los recursos presupuestarios de la Comisión Interinstitucional de Tránsito.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049019]ARTÍCULO XXX
Documento N° 788-19 / 1565-19.
En la sesión N°8-19 celebrada el 31 de enero de 2019, artículo XX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La licenciada Yesenia Paniagua Gómez, Presidenta de la Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial, APSIPJUD, remitió mediante oficio N°01-APSIPJUD-2019 del 23 de enero de 2019 lo siguiente:

“En calidad de Presidenta de la Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial (APSIPJUD), respetuosamente solicito su autorización para que las personas asociadas que laboran fuera del Valle Central puedan trasladarse el día viernes 15 de marzo de 2019 a la Asamblea Extraordinaria a realizarse en San José a las 16:00 horas (primera convocatoria) y/o a las 17:00 horas en la segunda convocatoria.

Lo anterior en el entendido de que se minimizará la afectación del servicio público a cargo de la persona servidora, lo cual implica que se atenderán los asuntos urgentes relacionados con las funciones propias del cargo.”

[bookmark: _Toc536462823][bookmark: _Toc1049021]- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial (APSIPJUD), informe a este Consejo la cantidad de profesionales que asistirán a la asamblea extraordinaria de dicha Asociación, así como el detalle de tiempo que será requerido para profesional, por cuanto la ejecución de estos permisos deben de ajustarse a lo dispuesto por la Corte Plena en sesión del 1° de noviembre de 1993, artículo LVIII, con respecto a las licencias que se otorga a las asociaciones gremiales del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
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	La licenciada Yesenia Paniagua Gómez, Presidenta de la Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial, en oficio N° 02-APSIPJUD-2019 de 6 de febrero de 2019, informó lo siguiente:
[bookmark: _Hlk526427571]“En atención al oficio N° 1256-19, de sesión N° 8-19 celebrada el 31 de enero de 2019, artículo XX que literalmente dice:

"Solicitar a la Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial (APSIPJUD), informe a este Consejo la cantidad de profesionales que asistirán a la asamblea extraordinaria de dicha Asociación, así como el detalle de tiempo que será requerido para profesional, por cuanto la ejecución de estos permisos deben de ajustarse a lo dispuesto por la Corte Plena en sesión del 1° de noviembre de 1993, artículo LVIII, con respecto a las licencias que se otorga a las asociaciones gremiales del Poder Judicial..."

En calidad de Presidenta de la Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial (APSIPJUD), les comunico que la información solicitada puede suministrárseles una vez realizada la asamblea dado que no es posible tenerla antes de haber realizado la actividad.”
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Se acordó: Comunicar a la licenciada Yesenia Paniagua Gómez, Presidenta de la Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial, que para este órgano superior es indispensable que atienda la solicitud planteada mediante sesión N° 8-19 celebrada el 31 de enero de 2019, artículo XX, lo anterior, debido a que los permisos deben ser autorizados previo a su ejecución, ya que las asociaciones gremiales cuentan con un límite de licencias con goce de sueldo para su uso, de manera que la Dirección de Gestión Humana debe llevar el control del tiempo respectivo, por lo que conforme la Normativa de Control interno este Consejo Superior se encuentra en la obligación del buen uso de los recursos públicos y de minimizar la afectación del servicio público.
La Asociación de Profesionales en Psicología del Poder Judicial tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049022]ARTÍCULO XXXI
Documento N° 1464-19.
En oficio N° 009-CD/EJ-19, del 6 de febrero de 2019, la servidora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria de la Escuela Judicial, remitió la siguiente gestión:
“Les transcribo el acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión ordinaria nº. 02-2019, del 29 de enero del 2019, que literalmente dice:

ARTÍCULO V

Correo electrónico del 22 de enero del 2019, del Sr. Bdioui, Mohamed Abderrauf, de la WIPO, suscrito a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, sobre que “Participación en el Curso de Educación Continua sobre Solución de Controversias en materia de Propiedad Intelectual, Daejeon y Seúl, República de Corea, del 11 al 19 de abril de 2019, que dice:

Me complace informarle que la OMPI y el gobierno coreano organizarán conjuntamente un curso sobre Educación Continua sobre Solución de Controversias en Materia de Propiedad Intelectual, en Daejeon y Seúl, República de Corea, del 11 al 19 de abril de 2019. 

Lo anterior, como del seguimiento de las actividades del Proyecto finalizado con las instituciones de Capacitación Judicial.  Incluida Costa Rica, se invita a dos jueces de cada país piloto a participar en este evento antes señalado.

Este evento de capacitación continua incluirá lo siguiente:

- Conferencias sobre derecho civil, procedimientos y mecanismo administrativo sobre la solución de controversias de PI, basadas en las mejores prácticas y experiencias en la República de Corea.

- Conferencias sobre procedimientos no civiles, en disputas de PI.

- Conferencias sobre la solución alternativa de controversias, incluido el servicio de mediación y arbitraje de la OMPI.

- Mini juicios simulados, utilizando escenarios de casos reales, hipotéticos o ya regidos para las cuatro formas de derechos en Propiedad Intelectual: patentes, marcas, diseños industriales y derechos de autor, a través de mesas redondas para la discusión y evaluación.

- Visita de estudio a dos firmas de abogados (especializada en la aplicación y el procesamiento de propiedad intelectual y en litigios de propiedad intelectual, respectivamente).

	Se adjunta el programa provisional.

Se apreciará que entre los que participaron en el Proyecto Capacitación Judicial, dos jueces de Costa Rica sean designados, para participar en este evento, a su vez que sean personas que se sienten cómodas con el inglés.

La OMPI y el Gobierno de Corea cubrirán todos los gastos de los participantes (gastos internacionales, locales, de terminal y de alojamiento).

Tan pronto se comuniquen los nombres de los jueces recomendados, se enviarán las respectivas cartas de invitación e información sobre la modalidad de participación.”
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“I’m pleased to inform you that WIPO and the Korean Government will jointly organize a Continuing Education Course on Intellectual Property Dispute Settlement in Daejeon and Seoul, Republic of Korea, from April 11 to 19, 2019. A part of the follow-up activities of the concluded Judicial Training Institutions Project, two judges from each pilot country, including Costa Rica, are invited to participate in this event in Korea.

This continuing education event will include mainly the following:

- Lectures on civil law and procedures and administrative mechanism on IP dispute settlement, based on best practices and on-site experiences of the Republic of Korea

- Lectures on non-civil procedures in IP disputes

- Lectures on Alternative Dispute Resolution, including WIPO arbitration and mediation service

- Mini mock trials, using hypothetical or already-ruled actual case scenarios for four forms of IP rights - patents, trademarks, industrial designs and copyright with round tables for discussion and evaluation; and

- Study visit to two law firms (specialized in IP application & prosecution and in IP litigation, respectively).

The provisional program is attached.

It would be highly appreciated if two judges from Costa Rica – among those who participated in the Judicial Training Institutions Project and who are comfortable in English – would be designated, if agreeable, to participate in this event. Kindly note that WIPO and the Korean Government will cover all the expenses related to the participation of the judges (International and local travel, Terminal Expenses, accommodation).

Invitation letters and information on participation modalities will be provided as soon as the names of participating judges are communicated to us...
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A continuación, se presenta al Consejo Directivo de la Escuela Judicial la siguiente información:
Lista de Personas Participantes en la Instrucción y Formación
Proyecto OMPI 
Fase presencial.  Sede: Tribunal Registral Administrativo, Zapote 
Fechas: 31 de octubre, 1 y 2 de noviembre de 2018.

	NO.
	NOMBRE
	CEDULA 
	DEPENDENCIA / DESPACHO
	PUESTO
	NIVEL DE INGLES 

	
	Abarca Gómez Cynthia 
	107640404
	Tribunal Contencioso Administrativo 
	Juez 4
111509
	No lo habla

	
	Bolaños Salazar Claudia 
	800620364
	Tribunal Contencioso Administrativo 
	Juez 4
367804
	No lo domina 

	
	Conejo Cantillo José Martín 
	110580503
	Tribunal Contencioso Administrativo 
	Juez 4
363470
	Inglés Avanzado, destrezas lectura, expresión oral y escrita

	
	Cortés Morales Rosa 
	106110837
	Tribunal Contencioso Administrativo 
	Juez 4
42974
	Inglés 
Intermedio- Avanzado 
destrezas expresión oral y escrita 

	
	Fernández Hidalgo Luis Fernando
	107100175
	Tribunal II Civil 
	Juez 4
54012
	Inglés Avanzado 

	
	González Chávez Nancy 
	113680865
	Sección Especializada de Asistencia Social 
	Abogada de Asistencia Social 
374113
	Intermedio Avanzado
se encuentra recibiendo clases para mejorarlo

	
	González Ugalde Criss 
	108570407
	Fiscalía General 
	Fiscal Adjunto 1 
96498
	Inglés Avanzado

	
	Guilá Alvarado Guillermo
	109630369
	Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo Alajuela 
	Juez 5
44425
	Inglés Avanzado

	
	Li Morales Brayan
	110650271
	Juzgado III Civil de San José 
	Juez 3
43828
	Inglés Avanzado

	
	Ling Jiménez Luis 
	110140764
	Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica
	Defensor Público 
352142
	No lo domina 

	
	Martínez González Marlene
	303590860
	Área de gestión y apoyo 
	Juez 4
365696
	No lo domina 

	
	Meoño Nimo Juan Carlos
	107900542
	Tribunal I Civil 
	Juez 4
42964
	Inglés Inglés 
Lectura: Bueno 
Escritura: Bueno 
Hablado: Bueno 


	
	Moreno Chaves Christopher 
	112590267
	Fiscalía General 
	Fiscal Auxiliar 
372191
	No lo domina 

	
	Peraza Abarca Randall 
	109890419
	Defensa Pública Puntarenas 
	Defensor Público 
96600
	No habla Inglés 

	
	Portuguez Pizarro Yendry 
	602510831
	Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste
	Defensor Público Coordinador 1 
34351
	No habla Inglés

	
	Quirós Rodríguez Melissa María
	503540047
	Fiscalía General 
	Fiscal Auxiliar
56811
	Inglés avanzado 

	
	Santamaría Jiménez Stella 
	205040840
	Fiscalía General 
	Fiscal Auxiliar
352037
	Se envió correo electrónico no contestó 

	
	Soley Gutiérrez Laura 
	107040090
	Sala Constitucional 
	Profesional en Derecho 3B 
111462 
	Ingles 
Habla, escribe y lee 

	
	Vindas Ferrufino Karin 
	701270900
	Defensa Pública I Circuito Judicial
Zona Atlántica
	Defensor Público 
86268
	Se envió correo electrónico y se llamó no contestó



Al respecto, se indicó lo siguiente:

 “Que en el año 2017, se celebró un “ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL Y EL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA A TRAVÉS DE LA ESCUELA JUDICIAL LIC. ÉDGAR CERVANTES VILLALTA SOBRE INSTRUCCIÓN Y FORMACIÓN EN PROPIEDAD INTELECTUAL PARA MIEMBROS DEL PODER JUDICIAL, firmado por la Sra. Carmenmaría Escoto, presidenta en Ejercicio del Poder Judicial de Costa Rica y el Sr. Sherif Saadallah, Director Ejecutivo, Academia de la OMPI,  acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión n.º 63-17 del 04 de julio de 2017, artículo III.

Que el objetivo principal del convenio estriba en construir un programa de capacitación sobre temas de propiedad intelectual dirigido a personas juzgadoras, fiscales y defensoras públicas del Poder Judicial de Costa Rica, que después pueda ser utilizado como base por la Escuela Judicial para preparar futuras capacitaciones sobre esta temática.

En la ejecución del proyecto, se escogió un grupo de personas provenientes de las jurisdicciones civil, penal, contencioso administrativo y constitucional.  Ellas recibieron una capacitación durante el año 2018 dirigida a formarlas como futuras facilitadoras.

La capacitación tuvo una parte inicial a distancia.  Además, durante los meses de junio y octubre, se celebraron dos sesiones presenciales de una semana de duración cada una.  Cabe agregar que las personas participantes completaron un examen para comprobar los conocimientos adquiridos.

Una vez finalizada esta primera etapa del proyecto, se encomendó a una de las personas participantes, el juez Guillermo Guilá Alvarado, la preparación de un manual sobre propiedad intelectual, que sirva como texto base para las capacitaciones que impartirá la Escuela Judicial.  El manual desarrollará los temas más relevantes de la propiedad intelectual como los derechos de autor y conexos, las marcas y otros signos distintivos, las patentes de invención, las indicaciones geográficas, las denominaciones de origen, la información no divulgada y los dibujos y diseños industriales.  Asimismo, propondrá estrategias para trabajar en clase el análisis de cada uno de estos temas.

En fin, tomando como base el manual descrito, se aspira a construir en el corto plazo un curso bimodal sobre los aspectos generales de la propiedad intelectual dirigido a personas juzgadoras, fiscales y defensoras públicas.”

-0-

El M. Sc. Luis Humberto Luis Humberto Villalobos Oviedo, de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público expresa lo siguiente sobre la Dra. Criss González Ugalde, fiscala adjunta del Ministerio Pública:

	“1-Actualmente, es la Fiscala Adjunta de la Fiscalía Adjunta de delitos económicos, tributarios, aduaneros y propiedad intelectual

	2-Es la Fiscala Adjunta que atiende la materia especializada relacionada con los delitos de propiedad intelectual

	3-Participa activamente en la definición de Políticas de Persecución Penal en materia de propiedad intelectual, junto con la Fiscalía General de la República.

	4-Posee cualidades sobresalientes, y se distingue por su responsabilidad, dedicación al estudio, liderazgo, compromiso, apego a los valores institucionales, etc.

	5-Ha sido docente de la UCS, participando como facilitadora en temas relacionados con propiedad intelectual, además de otros (por ejemplo habilidades blandas, delitos económicos, etc.)

	6-Ha integrado el grupo de mujeres lideresas en el proceso de reforma actual del Ministerio Público, que ha asumido un rol de dirección, resguardando el principio de igualdad de oportunidades. Esto coincide con la política de la señora Fiscala General de la República de propiciar la igualdad de género en el Ministerio Público”

-0-

A continuación se adjunta el Programa en idioma Inglés, correspondiente al “Curso de Educación Continua sobre Solución de Controversias en materia de Propiedad Intelectual”, a celebrarse en Daejeon y Seúl, República de Corea, del 11 al 19 de abril de 2019, que dice:
ORIGINAL: ENGLISH DATE:  APRIL 11 TO 19, 2019




WIPO-KIPO-JRTI Continuing Education Course on Intellectual
Property Dispute Settlement



organized by
the World Intellectual Property Organization (WIPO)

in cooperation with
the International Intellectual Property Training Institute (IIPTI) of the Republic of Korea and
the Judicial Research and Training Institute (JRTI)

with the assistance of
the Korean Intellectual Property Office (KIPO)

Daejeon (IIPTI), April 11 to 12, 2019
Seoul (JRTI), April 15 to 19, 2019



PROVISIONAL PROGRAM

prepared by WIPO Academy, the IIPTI and the JRTI


	IIPTI (DAEJEON):
INTELLECTUAL PROPERTY EXAMINATION AND APPEAL & TRIAL SYSTEMS; AND STUDY VISIT TO IPTAB AND PATENT COURT

	
Thursday, April 11, 2019

	
08.30 – 09.00
	
Registration
	

	
09.00 – 09.30
	
Opening Ceremony

Opening Remarks by:

The Representative of the Korean Intellectual Property Office (KIPO)
The representative of the Judicial Research and Training Institute (JRTI), The representative of the World Intellectual Property Organization (WIPO),
WIPO Academy

	
09.30 – 10.30
	
Session 1
	
Overview of Intellectual Property and its Dispute Settlement
Mechanism

	
	Speaker:
	International Speaker (TBA)

	
10.30 – 12.30
	
Session 2
	
Trademark Examination Prosecution: with Selected Cases
Study

	
	Speaker:
	TBA

	
12.30 – 14.00
	
Lunch Break
	

	
14.00 – 16.00
	
Session 3
	
Trademark Trial & Appeal System and its Practice: with
Selected Cases Study

	
	Speaker:
	TBA

	
16.00 – 16.15
	
Coffee Break
	

	
16.15 – 17.30
	
Session 4
	
Design Examination Prosecution: with Selected Cases Study

	
	Speaker:
	TBA



 (
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	Friday, April 12, 2019

	
09.00 – 10.30
	
Session 5
	
Design Trial & Appeal Practice: with Selected Case Study

	
	Speaker:
	TBA

	
10.30 – 10.45
	
Coffee Break
	

	
10.45 – 12.00
	
Session 6
	
Patent Examination Prosecution Practice: with Selected
Cases Study

	
	Speaker:
	TBA

	
12.00 – 13.30
	
Lunch Break
	

	
13.30 – 15.00
	
Session 7
	
Patent Examination and Trial & Appeal Practice: with
Selected Cases Study

	
	Speaker:
	TBA

	
15.00 – 18.00
	
Study Visit
	
Intellectual Property Trial & Appeal Board (IPTAB); Patent Court and Observation of Oral Hearing

Q&A and Discussion

	
	
Moderator:
	
TBA




Saturday, April 13, 2019

Moving to Seoul


	JRTI (Seoul): INTELLECTUAL PROPERTY LITIGATION SYSTEM; ALTERNATIVE DISPUTE RESOLUTION; STUDY VISIT; MOCK JURY TRIAL; ROUNDTABLE, etc…

	
Monday, April 15, 2019

	
08.45 – 09.00
	
Registration
	

	
09.00 – 09.30
	
Welcome Address
By the Representative of the Judicial Research and Training Institute (JRTI), Seoul, Republic of Korea

	
09.30 – 11.00
	
Session 1
	
Overview of Intellectual Property Litigation

	
	Speaker:
	TBA

	
11.00 – 11.15
	
Coffee Break
	

	
11.15 – 12.45
	
Session 2
	
Patent Litigation Practice

	
	Speaker:
	TBA

	
12.45 – 14.15
	
Lunch Break
	

	
14.15 – 15.45
	
Session 3
	
Design Litigation Practice

	
	Speaker:
	TBA










	15.45 – 16.00
	Coffee Break
	

	
16.00 – 17.30
	
Session 4
Speaker:
	
International Trademark Litigation Practice
International Speaker (TBA)




	Tuesday, April 16, 2019

	
09.00 – 11.00
	
Session 5
	
Digital Environment and IP Disputes Settlement

	
	Speaker:
	TBA

	
11.00 – 11.15
	
Coffee Break
	

	
11.15 – 12.45
	
Session 6
	
Unfair Competition Prevention and Trade Secret Litigation

	
	Speaker:
	TBA

	
12.45 – 14.15
	
Lunch Break
	

	
14.15 – 15.45
	
Session 7
	
Copyright Litigation Practice

	
	Speaker:
	TBA

	
15.45 – 16.00
	
Coffee Break
	

	
16.00 – 17.30
	
Session 8
	
Intellectual Property and Non-Civil Procedure

	
	Speaker:
	TBA




	Wednesday, April 17, 2019

	
9.00 – 11.00
	
Session 9
	
Civil Remedy, Including Injunction and Damages

	
	Speaker:
	TBA

	
11.00 – 11.15
	
Coffee Break
	

	
11.15 – 12.45
	
Session 10
	
Alternative Decision Resolution for IP Dispute Settlement: WIPO Arbitration and Mediation Services

	
	Speaker:
	TBA

	
12.45 – 14.15
	
Lunch Break
	

	
14.15 – 16.15
	
Session 11
	
Mock Jury Trial: Group Discussion and Adjudication

	
	Speakers:
	TBA

	
	
Moderator:
	
TBA

	
16.15 – 16.30
	
Coffee Break
	

	
16.30 – 18.00
	
Session 12
	
Mock Jury Trial: Group Discussion and Adjudication

	
	Speakers:
	TBA

	
	
Moderator:
	
TBA










	Thursday, April 18, 2019

	
9.00 – 11.00
	
Session 13
	
Korean Trademark Litigation Practice

	
	Speaker:
	TBA

	
11.00 – 11.10
	
Coffee Break
	

	
11.10 – 12.00
	
Session 14
	
General Distance Learning on IP for Judiciary Members

	
	Speaker:
	TBA

	
12.00 – 13.20
	
Lunch Break
	

	
13.20 – 14.20
	
	
Transfer to the Law firm for the first Study Visit

	
14.20 – 15.30
	
Session 15
	
Study Visit to Law Firm:
IP Prosecution & Litigation Strategy and Practice

	
15.30 – 16.30
	
	
Transfer to the Korea Invention Promotion Association (KIPA)

	
16.30 – 18.00
	
	
Study Visit to Korea Invention Promotion Association
(KIPA):
A Central Provider of National IP & Invention Promotion
Services (or Cultural Site)



	Friday, April 19, 2019

	
9.00 – 12.45
	
Session 16
	
Round Table:

Participant Presentations:  on the Way Forward
to Enhance National IP Dispute Settlement Capacity

	
	Speakers:
	Representative of WIPO: TBA
Representative of KIPO: TBA Representative of JRTI: TBA

	
	
Moderator:
	
TBA

	
12.45 – 14.15
	
Lunch Break
	

	
14.15 – 14.45
	
	
Evaluation

	
14.45 – 15.15
	
	
Closing Ceremony

Awarding Certificates to Participants

Closing Remarks by:
The Representative of the JRTI The Representative of the IIPTI The Representative of the WIPO

	
15.15 – 15.30
	
	
Group Photo



[End of document]

Las y los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial destacan que las personas dos personas a seleccionarse, para participar en el Curso de Educación Continua sobre Solución de Controversias en materia de Propiedad Intelectual, Daejeon y Seúl, República de Corea, del 11 al 19 de abril de 2019, deben contar con un amplio dominio del idioma Inglés.

-0-

SE ACUERDA:

1.) Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en atención a la solicitud de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), quien organiza con el gobierno coreano el curso sobre  “Educación Continua sobre Solución de Controversias en Materia de Propiedad Intelectual”, en Daejeon y Seúl, República de Corea, del 11 al 19 de abril de 2019, para que se designe a dos personas por parte del Poder Judicial de Costa Rica, para la asistencia al curso antes mencionado, cuyo requisito de participación es haber realizado los cursos ofertados por la OMPI, basados en el convenio aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión n.º 63-17 del 04 de julio de 2017, artículo III.  Además, tener dominio del idioma Inglés.  Por consiguiente, valorándose estos elementos, se recomienda al M. Sc. Guillermo Guilá Alvarado, juez civil, especialista de la Escuela Judicial, quien actualmente se encuentra en la elaboración de un “Manual sobre Propiedad Intelectual” el que servirá como texto base para las capacitaciones que impartirá la Escuela Judicial sobre dicha temática, solicitándose la aprobación de permiso con goce de salario y sin sustitución del 10 al 19 de abril de 2019, ya que para esa fecha de la capacitación, se tiene proyectado que el Sr. Guilá Alvarado estará como facilitador en la Escuela Judicial.

2.)  Por otra parte, con base en el tema de la equidad de género  y en virtud de la necesidad de capacitación para el Ministerio Público antes manifestada, se recomienda de igual manera a la Dra. Criss González Ugalde, fiscala adjunta, Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Tributarios, Aduaneros y Propiedad Intelectual, a quien se le solicita  permiso con goce de salario y sustitución del 10 al 19 de abril de 2019, cuya certificación de contenido presupuestado en cuanto a los gastos de sustitución será presentado por la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público.

3.) De presentarse alguna dificultad para la asistencia de las personas antes recomendadas, se sugiere como suplentes, de primero al M. Sc. Juan Carlos Meoño Nimo, juez del Tribunal Civil y de segundo a la M. Sc. Laura Soley Gutiérrez, profesional en derecho 3B, Sala Constitucional.

4.) No se omite señalar que, dicha invitación incluye los tiquetes de avión en clase económica (vía más directa desde San José), a las ciudades en donde se celebrará el curso, viáticos según la tabla de Naciones Unidas, gastos terminales de aeropuerto y seguro médico durante los días del curso.

5.) Se comunica al Consejo Superior del Poder Judicial para la aprobación final, a quien se le solicita respetuosamente que sea declarado el acuerdo en firme, en razón del plazo para la inscripción de la personas asistentes y demás gestiones ante la OMPI. Finalmente, se hará del conocimiento a la OMPI sobre lo resuelto por el Consejo Superior del Poder Judicial, apenas se tenga la información.  ACUERDO FIRME.

-0-

(…).”
-0-
A esos efectos adjunta el oficio N° 074-P-2019 del 18 de febrero de 2019, mediante el cual el Departamento Financiero Contable certifica que en la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para Cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Fiscal Adjunto, por el período comprendido del 10 al 19 de abril de 2019 por un monto total estimado de ¢1,115,213.79 (un millón ciento quince mil doscientos trece colones con 79/100) con cargo al programa 929, fuente de financiamiento 001, subpartidas 105 “Suplencias”; 301 “Retribución por Años Servidos”; 302 “Dedicación Exclusiva”; 399 “Otros Incentivos Salariales”.
Se acordó: Acoger la solicitud presentada mediante oficio N° 009-CD/EJ-19, del 6 de febrero de 2019, suscrito por la servidora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria de la Escuela Judicial, en que se comunica el acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, adoptado en la sesión ordinaria N° 02-2019 del 29 de enero del 2019, artículo V, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución al máster Guillermo Guilá Alvarado, para que del 10 al 19 de abril de 2019, participe en el curso sobre “Educación Continua sobre Solución de Controversias en Materia de Propiedad Intelectual”, en Daejeon y Seúl, República de Corea. 2.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución del 10 al 19 de abril de 2019, a la doctora Criss González Ugalde, Fiscala Adjunta de la Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Tributarios, Aduaneros y Propiedad Intelectual, para que participe en su citada calidad, en el curso en mención. Lo anterior con cargo al programa 929, fuente de financiamiento 001 y subpartidas 105 “Suplencias”; 301 “Retribución por Años Servidos”; 302 “Dedicación Exclusiva”; 399 “Otros Incentivos Salariales”, certificado mediante oficio N° 074-P-2019 del 18 de febrero de 2019, emitido por el Departamento de Financiero Contable. En el entendido de que la invitación incluye los tiquetes de avión, viáticos, gastos terminales de aeropuerto y seguro médico durante los días del curso. 3.) Nombrar en calidad de suplente, de primero al máster Juan Carlos Meoño Nimo, juez del Tribunal Civil y de la segunda a la máster Laura Soley Gutiérrez, profesional en derecho 3B, de la Sala Constitucional.
La Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049024]ARTÍCULO XXXII
Documento N° 1619-19.
En oficio N° 100-DG-19 del 31 de enero de 2019, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente solicitud:
“   Con el respeto que se merecen les saludo, a la vez, me permito hacer de su estimable conocimiento lo siguiente:

La Organización Internacional de Policía Criminal (INTERPOL), cursa invitación para que el funcionario Edgar Grijalba Chavarría, cédula 5-0310-0631, profesional de informática de este Organismo, participe en el Curso “INTERPOL, instructor Development Course”, que se llevará a cabo del 25 de febrero al 01 de marzo del 2019, (fechas de viaje 24 de febrero y 02 de marzo), en Bogotá, Colombia.  

Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que el funcionario, participe de tan importante actividad.

 No omito mencionar, que el funcionario Grijalba Chavarría, realiza funciones de investigación en el campo de informática, análisis forense, aperturas y respaldos de indicios digitales, soporte a la Plataforma de Análisis Forense, entre otras labores que se ejecutan diariamente en la Sección, por lo que resulta fundamental la sustitución del mismo durante los días que se efectuara dicha actividad.

  De aprobarse la gestión, se solicita el permiso con goce de salario, y extender la nota para el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto a fin de que se tramite el pasaporte oficial. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución.”
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A esos efectos adjunta el oficio N° 053-P-2019,mediante el cual el Departamento Financiero Contable certifica que en la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Profesional en Informática 2 por el período comprendido del 24 de febrero de 2019 al 02 de marzo de 2019, por un monto total estimado de ¢597,902.33 (quinientos noventa y siete mil novecientos dos colones con treinta y tres céntimos) distribuidos en el programa 928, fuente de financiamiento 001, subpartidas 105 (Suplencias), 301 (Retribución por años servidos), 302 (Dedicación Exclusiva) y 399 (Otros Incentivos Salariales).
Se acordó: Acoger la solicitud presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en su oficio N° 100-DG-19, del 31 de enero de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación con goce de salario del funcionario Edgar Grijalba Chavarría, profesional en informática de ese Organismo, del 24 de febrero al 02 de marzo de 2019, en el curso,” INTERPOL, instructor Development Course”, que se llevará a cabo en Bogotá, Colombia. Lo anterior, con cargo al programa 928, fuente de financiamiento 001, subpartidas; 105 (Suplencias); 301 (Retribución por años servidos); 302 (Dedicación Exclusiva) y 399 (Otros Incentivos Salariales). 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá don Edgar Grijalba Chavarría, coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en los casos en que la persona interesada así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
Las Direcciones General del Organismo de Investigación Judicial y de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049026]ARTÍCULO XXXIII
Documento N° 1368-19 / 1480-19.

En oficio N° 05-CVI-2019 del 5 de febrero de 2019, la máster María Elena Gómez Cortés, Coordinadora de la comisión permanente para el seguimiento de la atención y prevención de la violencia intrafamiliar, remitió la siguiente solicitud:
“Como parte de las funciones específicas dadas por Corte Plena a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial, se encuentra el seguimiento a la aplicación de la ley con visitas a los Juzgados de Violencia Doméstica y Juzgados Contravencionales del país e incluida en el Plan de Trabajo del presente año. 

Estas visitas son de suma importancia pues de las observaciones y sugerencias de los propios funcionarios se nutre el trabajo que realizamos en la Comisión, partiendo de la realidad a nivel nacional de la forma como se está aplicando la Ley contra la Violencia Doméstica. Además, es un medio que nos facilita la capacitación in situ de los funcionarios y dar respuesta a muchas consultas e inquietudes sobre la aplicación de la citada normativa que obviamente viene a incidir en el mejoramiento del servicio que se brinda a los usuarios a nivel nacional en esta materia. 

Por lo anterior, respetuosamente se solicita al Consejo Superior, si a bien lo tiene, se sirva autorizar la visita a los Juzgados Contravencionales de Acosta y Aserrí, el 28 de febrero del presente año. Las personas integrantes de la Comisión que asistirán a estas visitas son: Licda. Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología y Lic. Robert Camacho Villalobos, Juez de Violencia Doméstica de Heredia, a quienes se solicita permiso con goce de salario. Para el caso de del licenciado Camacho Villalobos, se requiere sustitución.  

(…).”
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Así mismo, en respuesta la Secretaría General de la Corte, solicitó mediante oficio N° 1289-19, del 5 de febrero de 2019, dirigido a la Máster María Elena Gómez Cortés, en su citada condición, que de conformidad con lo dispuesto por este órgano, en sesión N° 110-18 de 19 de diciembre del año pasado, artículo I, inciso 1 y 3, remitir una certificación de contenido presupuestario, para verificar si había dinero para la sustitución que requerida.
En respuesta a lo anterior mediante correo electrónico de fecha 6 de febrero de 2019, la servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de Comisiones de la Dirección Ejecutiva, informó que mediante correo electrónico la Administración Regional de Heredia, hizo de conocimiento que el licenciado Robert Camacho Villalobos, tiene asignado juez supernumerario, para el 28 de febrero del presente año.
(…).”
-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota del correo electrónico de fecha 6 de febrero de 2019, suscrito por la servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de Comisiones de la Dirección Ejecutiva. 2.) Acoger la solicitud presentada en oficio N° 05-CVI-2019, del 5 de febrero de 2019, por la máster María Elena Gómez Cortés, Coordinadora de la comisión permanente para el seguimiento de la atención y prevención de la violencia intrafamiliar, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario a la licenciada Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que realice la visita a los Juzgados Contravencionales de Acosta y Aserrí, el 28 de febrero de 2019, asimismo, se concede permiso con goce de salario al licenciado Robert Camacho Villalobos, Juez de Violencia Doméstica de Heredia, para que realice la visita que se indica durante la fecha detallada, en el entendido que el licenciado Camacho Villalobos, cuenta con recurso supernumerario que lo sustituirá en el momento que se encuentre realizando la visita.
El Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia, el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049029]ARTÍCULO XXXIV 
Documento N° 9981-18 / 1505-19.
En sesión N° 78-18, celebrada el 4 de septiembre del 2018, artículo LIV, se aprobó la participación de la licenciada Hellen Hidalgo Ávila, Jueza Supernumeraria en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón, en el Subprograma de Especialización y su ubicación en el grupo del Subprograma de Nivelación General Básica respectivo.
En nota del 7 de febrero de 2019, la licenciada Hellen Hidalgo Ávila, Jueza Supernumeraria en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón, remitió la siguiente solicitud:
“De la manera más respetuosa deseo saludarlos y desearles muchos éxitos en sus labores cotidianas. A su vez quisiera exponerles la siguiente situación: Me encuentro nombrada en propiedad en la oficina de Jueces Supernumerarios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón y a raíz de esto fui seleccionada por parte de la Escuela Judicial para realizar la especialidad en materia penal, la cual se impartirá por el período del 01 de marzo al 28 de junio de 2019. Mi participación en el programa fue aprobada mediante acuerdo del Consejo Superior, Sesión N° 78-18 de fecha 04 de setiembre de 2018, artículo LIV.

Ahora bien, desde el mes de agosto del año 2018 me encuentro en un ascenso en el Juzgado Civil y Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón, ya que también me encuentro elegible en materia laboral. Dicho nombramiento se ha ido prorrogando y actualmente el último nombramiento está vigente hasta el día el 31 de marzo del año en curso, con posibilidades de ser prorrogado. En el Juzgado en que me encuentro nombrada tengo la agenda señalada hasta el mes de mayo, con un promedio de tres o cuatro señalamientos por semana y como es bien sabido por sus estimables personas con la entrada en vigencia de la Reforma Laboral y el Código Procesal Civil, el Juez que realiza la audiencia es quien debe dictar sentencia y en el plazo perentorio de 5 días, en la mayoría de asuntos o incluso dictar la sentencia oral como es en el caso de los procesos ordinarios de menor cuantía. Como muestra de ello el numeral 537 del Código de Trabajo prevé que en caso de que no se dicte la sentencia en el plazo legal, todo lo actuado y resuelto será nulo y el juicio deberá repetirse ante otro juez o jueza, sin perjuicios de las responsabilidades civiles y disciplinarias. Por lo que de asistir a la especialidad contaría con solamente cuatro días a la semana  para realizar las audiencias y el dictado de las sentencias que provengan de los juicios orales, lo cual resulta bastante difícil de cumplir, tomando en consideración la complejidad de los asuntos que atiende el juzgado, además de que esta no es mi única función, dado que también tengo que firmar el proveído de 5 técnicos judicial, proceder al dictado de sentencias de asuntos sin audiencia, excepciones procesales, incidentes, aprobar giros en el SDJ, evacuar consultas, revisar y dar prioridad asuntos urgentes como los son los fueros especiales, medidas cautelares tanto civil como el laboral,  entre muchas otras funciones. Es por ello por lo que aun y cuando el día que asista a la especialidad sea sustituida por otro Juez o Jueza (el cual solo puede ser supernumerario, en caso de que haya disponible, ya que la plaza que ocupo es extraordinaria), estos no podrán dictar las sentencias en los asuntos que yo haya realizado las audiencias. Aunado a ello para agravar la situación, al ser vecina de Pérez Zeledón, tendría que desplazarme desde día jueves hacia San Joaquín de Flores, incluso hasta tendría que valorar la opción de requerir permiso especial para poder viajar los días jueves en horas de la tarde, lo que haría que sea más difícil cumplir con mis obligaciones laborales y por supuesto no afectar el servicio público que como servidora pública debo brindar.

Entiendo y soy consciente de la necesidad de especializar a los jueces supernumerarios en la mayoría de las materias, de hecho yo ya cuento con la especialidad en materia civil.  Sin embargo en este momento debido al ascenso que tengo, se me hace bastante difícil asistir a la especialidad indicada y poder cumplir a cabalidad con las funciones de Jueza Civil y de Trabajo. Además es importante indicar que esta convocatoria se incluyó a todos los jueces supernumerarios propietarios de la oficina, de los cuales solamente mi persona se encuentra fuera de la oficina por las razones indicadas.

Por lo anteriormente expuesto solicito de la manera más respetuosa, se excluya mi participación en la citada especialidad por esta convocatoria y se me incluya nuevamente cuando regrese a mi plaza en propiedad o en su efecto se postergue mi participación a la siguiente convocatoria.”
-0-
Una vez analizadas las razones expuestas en la gestión anterior, se acordó: Acoger lo solicitado por la licenciada Hellen Hidalgo Ávila, Jueza Supernumeraria en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón, en nota del 7 de febrero de 2019, en consecuencia; 1.) Dejar sin efecto el permiso concedido a la licenciada Hidalgo Ávila, en sesión N° 78-18, celebrada el 4 de septiembre del 2018, artículo LIV. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Escuela Judicial para lo de su cargo.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049032]ARTÍCULO XXXV
Documento N° 1626-19.
La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 
Mediante sistema electrónico de Gestión Humana, con oficio N° 050CJ-2019, el señor Paul Armando Solís Rodríguez, solicitó a la Dirección de Gestión Humana el trámite de su jubilación a partir del 20 de febrero de 2019.
La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Manuel Sequeira Sequeira, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefe Administrativo, en oficio Nº 050CJ-2019 de 11 de febrero de 2019, informaron lo siguiente:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 

Solicitud de Jubilación presentada por PAUL ARMANDO SOLIS RODRIGUEZ, cédula Nº 02-0374-0286, a partir del 20 de febrero del 2019.

Al 19 de febrero del 2019, el(la) señor(a) PAUL ARMANDO SOLIS RODRIGUEZ habrá laborado para este Poder por espacio de 30 años, 0 mes(es), 1 día (s).

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 30 años, 0 mes(es), 1 día (s). 

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 mes(es), 0 día (s). 

TOTAL GENERAL: 30 años, 0 mes(es), 1 día (s). 

EDAD:  56 años, 6 mes(es), 7 día (s). 

FECHA DE NACIMIENTO: 13/08/1962

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: OFICIAL DE INVESTIGACION, DIRECCIÓN GENERAL
ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: OFICIAL DE INVESTIGACION, DIRECCIÓN GENERAL

PUESTO(S) DE REAJUSTE: OFICIAL DE INVESTIGACION, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1,668,571.68

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢556,134.94 (Monto mínimo establecido por la Ley 33.33%).

SALARIO PROMEDIO: ¢1,703,706.13

NORMA LEGAL:

"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."

FÓRMULA APLICADA: 

SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor = Monto de Jubilación
                   59 años

MONTO DE JUBILACIÓN: 
¢ 1,632,076.68 (95.80% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)

MONTO DE JUBILACIÓN CON DEDUCCIONES: ¢ 1,227,830.99



Información adicional:

El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.

Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones:
(…)

Consideraciones relevantes:

El señor Solís Rodríguez no registra correcciones disciplinarias durante la vigencia de su relación laboral con el Poder Judicial y de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.”
- 0 -
Se adjunta constancia del Departamento Financiero Contable de que don Paul no tiene deudas pendientes, así como de la Dirección de Gestión Humana, en la que se indica que no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, Se acordó: 1.) Aprobar la jubilación del Paul Armando Solís Rodríguez, Oficial de Investigación de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, cuya asignación mensual bruta será de ¢1,632,076.68 (un millón seiscientos treinta y dos mil setenta y seis colones con sesenta y ocho céntimos) y un monto neto correspondiente de ¢1,227,830.99 (un millón doscientos veintisiete mil ochocientos treinta colones con noventa y nueve céntimos), a partir del 20 de febrero de 2019. 2.) Agradecer a don Paul, los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad con los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 3.) Se previene al señor Solís Rodríguez, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4.) Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.
El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección de Gestión Humana, los Departamentos Financiero Contable, de Prensa y Comunicación Organizacional y la Oficina de Relaciones Públicas y Protocolo, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049034]ARTÍCULO XXXVI
Documento N° 1631-19.
La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 
La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en oficio N° 545-AP-2019 de 11 de febrero de 2019, remitieron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk534919790][bookmark: _Hlk340138]“Para conocimiento de los miembros del Consejo Superior, se adjunta el informe de pensión N° 192-AP-2019, con el cual se finiquita la solicitud planteada por la señora Kattia Esquivel Espinoza, en calidad de compañera sentimental (unión de hecho) y madre de la joven Abigail Díaz Esquivel, hija del funcionario judicial fallecido Amarildo Díaz Obando ante esta Dirección.

El mismo, contiene inserto el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el cual cuenta con información de carácter confidencial.

Cabe indicar que, esta Dirección en relación con la solicitud planteada por la señora Kattia Esquivel Espinoza y su hija la joven Abigail Díaz Esquivel sugiere, acoger la pretensión del beneficio de pensión toda vez que, el estudio socioeconómico evidencia un déficit entre el ingreso de la señora Kattia y los gastos de su economía familiar.”
- 0 -
Este Consejo Superior entra a conocer el informe de pensión N° 192-AP-2019, con el fin de conocer los alcances de la solicitud presentada por la señora Kattia Esquivel Espinoza, en calidad de compañera sentimental (unión de hecho) y madre de la joven Abigail Díaz Esquivel, hija del funcionario judicial fallecido Amarildo Díaz Obando.
De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 545-AP-2019 de 11 de febrero de 2019 suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 2.) Conforme lo establece el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente en el momento que se presentó el hecho generador, se acoge la solicitud de pensión a favor de la señora Kattia Esquivel Espinoza y de la joven Abigail Díaz Esquivel, por su orden, compañera sentimental e hija del señor Amarildo Díaz Obando, funcionario judicial fallecido, cuya asignación mensual será distribuida en el tanto de un 50% para la señora Esquivel Espinoza y un 50% para la joven Díaz Esquivel, a partir del el 20 de septiembre de 2017.
El integrante Montero salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018.  Y que la norma no previó una extensión del plazo.  Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc1049037][bookmark: _Toc1049039]ARTÍCULO XXXVII
Documento N° 3628-15 / 1658-19.
La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior.
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Sub Directora interina de Gestión Humana, la máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina del Subproceso Administración Salarial y la licenciada Lizleydi Cedeño Yanes, Coordinadora interina de la Unidad de Componentes Salariales, en oficio Nº 0281-UCS-AS-2019, del 8 de febrero de 2019, comunicaron lo siguiente:
“Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de: 
ANUALES Y JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	LUIS ALONSO DE JESUS BONILLA GUZMAN

	N° CEDULA:
	01-0610-0984

	PUESTO:
	FISCAL

	OFICINA:
	FISCALÍA GENERAL

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Tiene asignado en Outlook.

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	13/12/2016.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	13/12/2016.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2018021 

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	1 año, 8 meses y 29 días.

	
	
	
	

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢20,266,302.66

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Ministerio de Hacienda

	OBSERVACIONES:
	El Monto total a Reintegrar se calcula a valor presente de conformidad a lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.
En la comunicación de la deuda se le hace ver a la persona solicitante que el reintegro se realiza en un 10% del salario bruto mensual hasta cancelar la totalidad del monto adeudado. 
Asimismo, se le indica que una vez aprobado el reconocimiento de tiempo servido por parte del Consejo Superior, este no podrá dejarse sin efecto.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	
La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.

	RECOMENDACIONES:
 
	Aprobar el estudio de Reconocimiento de Tiempo servido en otras instituciones del Estado N° DE RTFJP:  2018021 a partir de la fecha en que completa la gestión, es decir 13/12/2016.

	

	

	



(…).”
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El informe Nº 2018021 del 23 de agosto de 2018, reporta que el monto a reintegrar por el licenciado Luis Alonso De Jesús Bonilla Guzmán, Fiscal de la Fiscalía General, asciende a la suma de ¢20,266,302.66 (Veinte millones doscientos sesenta y seis mil trescientos dos colones con sesenta y seis céntimos), para que se le pueda reconocer 1 año, 8 meses y 29 días, laborados para el Ministerio de Hacienda, para efectos de anualidades y jubilación, a partir de la fecha en que completó la gestión, es decir, a partir del 13 de diciembre de 2016.
El licenciado Luis Alonso De Jesús Bonilla Guzmán, devenga un salario total de ¢3.582.193,68 (tres millones quinientos ochenta y dos mil ciento noventa y tres colones con sesenta y ocho céntimos); neto de ¢ 535.606,04 (quinientos treinta y cinco mil seiscientos seis colones con cuatro céntimos) y se le incrementará en ₡27.889,11 (veintisiete mil ochocientos ochenta y nueve colones con once céntimos).
De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana, lo dispuesto en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para Efectos del Pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, se acordó por mayoría: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Luis Alonso De Jesús Bonilla Guzmán, Fiscal de la Fiscalía General, 1 año, 8 meses y 29 días, laborados para el Ministerio de Hacienda, a partir del 13 de diciembre de 2016, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢20,266,302.66 (Veinte millones doscientos sesenta y seis mil trescientos dos colones con sesenta y seis céntimos), que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 y 229-32-9 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Se le previene al licenciado Bonilla Guzmán, que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XX, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.
El integrante Montero Zúñiga salva el voto, en tanto estima que no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene las competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en vista del contenido del transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, donde se señala un plazo máximo de seis meses  a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018, sin que se previera una extensión de ese plazo; así como que el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo y que dicha Corte no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica del transitorio de cita.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXVIII
Documento N° 13277-18 / 1534-19.
En sesión 100-18, celebrada el 15 de noviembre 2018, artículo LXVII, se nombró en propiedad a la licenciada Nathalie Miranda Marchena, como Jueza 1 en el Tribunal de Apelación de Cartago, a partir del 01 de diciembre de 2018.
En oficio Nº SACJ-0158-19 del 8 de febrero de 2019, la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, informó lo siguiente:
“Para su conocimiento y fines consiguientes, le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño de la licenciada Nathalie Miranda Marchena, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria:

La licenciada Miranda Marchena, fue nombrada en propiedad como Jueza 1 en el Tribunal de Apelación de Cartago, a partir del 01 de diciembre de 2018.  Según acuerdo de Consejo Superior, en sesión 100-18, del 15 de noviembre 2018, artículo LXVII.  El periodo de prueba vence el 01 de marzo de 2019.

 “Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

Datos Generales
Nombre: Nathalie Miranda Marchena.
Cédula: 112310232.
Número de puesto: 352652
Despacho: Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago.
Tipo de Período de prueba: tres meses.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 01 de marzo 2019

Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante envío de instrumentos al personal judicial:  Juez Coordinador, Co-Jueces, Coordinador Judicial y Técnicos Judiciales, los cuales se diseñaron de manera particular para cada uno y tienen como objetivo recopilar información sobre el proceso de adaptación al despacho y el apego al perfil competencial del puesto.

Hallazgos:

La evaluación remitida por el despacho es positiva en todas las áreas valoradas, la Licenciada Miranda Marchena se adapta al despacho, y mantiene adecuadas relaciones interpersonales, brinda un trato amable y cordial con el equipo de trabajo y personas usuarias. Se destaca el conocimiento de la materia y dominio de las funciones propias del cargo de Jueza de Trámite además, contribuye con iniciativas para el mejoramiento del despacho, tanto desde el rol de tramitadora en la organización de funciones y tareas administrativas como en elementos de ambiente laboral. Asimismo, se apega a la normativa institucional, cumple con el horario laboral y se destacan sus habilidades para la comunicación y conciliación ante situaciones de conflicto.

Conclusiones:

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil del puesto, se concluye que la Licenciada Nathalie Miranda Marchena muestra apego positivo al puesto en el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación remitida mediante oficio Nº SACJ-0158-19, del 8 de febrero de 2019, por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y hacerla de conocimiento de la licenciada Nathalie Miranda Marchena, Jueza del Tribunal de Apelación de Cartago. 2.) Tener por aprobado el período de prueba de la licenciada Nathalie Miranda Marchena, el cual vence el 1 de marzo de 2019.
La Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049041]ARTÍCULO XXXIX
Documento N° 1760-18 / 1533-19
En sesión 14-18, celebrada el 20 de febrero 2018, artículo LXXIX, se nombró en propiedad en la plaza 86077 de Juez 3 laboral al licenciado Julio David Rebelo Orellana, en el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos, a partir del 01 de marzo de 2018. No obstante en sesión del 01 de marzo 2018, artículo L se modificó la fecha en que regía el nombramiento, quedando a partir del 12 de marzo 2018. 
La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° SACJ-0157-2019 del 8 de febrero de 2019, informó lo siguiente:
“Para su conocimiento y fines consiguientes,  le remito los informes sobre la Evaluación del Desempeño, del licenciado Julio David Rebelo Orellana, nombrado en propiedad como Juez 3 en el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos, a partir del 01 de marzo de 2018.  Según acuerdo de Consejo Superior, en sesión 14-18, del 20 de febrero 2018, artículo LXXIX.  Posteriormente en sesión 17-18 del 01 de marzo 2018, se modifica la fecha de rige del nombramiento, a partir del 12 de marzo 2018. El periodo de prueba vence el 12 de marzo de 2019.   
Los informes son rendidos por el licenciado Jason Alfaro Carballo, Inspector del Tribunal de la Inspección Judicial y la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria, que literalmente indican:
“Para dar respuesta a la solicitud realiza por su persona, en relación al "PROCEDIMIENTO DE EVALUACIÓN INICIAL DEL DESEMPEÑO DE FUNCIONARIOS QUE ADMINISTRAN JUSTICIA Y QUE ESTÁN EN PERIODO DE PRUEBA", aprobado por el Consejo Superior en Sesión N° 14-18 celebrada el 20 de febrero de 018, articulo LXXIX, en razón del período de prueba de la Lic. JULIO DAVID REBELO ORELLANA, del periodo del Marzo del 2018 a enero del 2019 le informó: 

Cantidad de sentencias dictadas, por la señora jueza durante el periodo comprendido entre el 01 de marzo del año 2018 al 31 de febrero 2019, desglosadas por mes.
El Lic. David Rebelo ha dictado un total de 184 sentencias en el periodo de 12 marzo del 2018 (fecha en que ingreso a esta oficina) al 31 enero del 2019
	MES                                    TOTAL
	PENAL JUV
	VIOL. DOM
	FAMILIA
	CIVIL
	LABORAL

	MARZO 2018
	12
	0
	2
	4
	0
	6

	ABRIL 2018
	18
	2
	2
	2
	0
	12

	MAYO 2018
	20
	0
	5
	0
	0
	15

	JUNIO 2018 
	18
	2
	0
	1
	1
	14

	JULIO 2018
	26
	0
	7
	0
	0
	19

	AGOSTO 2018
	20
	0
	1
	0
	0
	19

	SEPT 2018
	14
	0
	0
	1
	0
	13

	El 08-10-2018 despacho se especializa para conocer solo las materias CIIVIL Y LABORAL

	OCTUBRE 2018
	12
	
	0
	12

	NOVIEMBRE 2018
	14
	
	0
	14

	DICIEMBRE 2018
	13
	
	1
	12

	ENERO 2019
	17
	
	
	17



Cantidad de audiencias señaladas en agenda durante ese lapso, la cantidad que se realizó y el motivo por el cual las restantes fueron suspendidas.
 
	AUDIENCIA SEÑALADAS
	AUDIENCIA REALIZADAS
	AUDIENCIAS NO REALIZADAS

	123 
	77 
	46     SUSPENDIDAS




Cantidad de audiencias orales, si se lleva control de ello. 
De las audiencias realizadas (especificadas en el cuadro anterior) únicamente una no se realizó oral por cuanto fue un interdicto llevado a cabo en el lugar de los hechos, todas las demás audiencia se realizaron de manera oral.
Cantidad de asuntos recibidos o asignados al momento de asumir el puesto y cantidad de asuntos pendientes de fallo al momento del reporte.

	Cantidad de asunto al asumir el puesto
	Un aproximada de 30 expedientes, ya que el dato no se contabilizo en el momento de su ingreso.

	Cantidad pendiente de fallo
	Laboral: 0
Civil: En el buzón del contexto Civil tiene 1 procesos Civil pendiente de dictar sentencias, sin embargo según informa este expediente fue cambiados con la Jueza Coordinadora por los expedientes Laborales a saber los números 17-225-1590, 17-18-1742, 18-162-1590, que le correspondían al Juez 1. Estos expedientes civiles se mantienen en el buzón del Juez Rebelo Orellana para evitar contradicciones en cuanto a su ubicación en relación con el Juez responsable (observación realizada recientemente por el Departamento de Planificación), por lo tanto en este momento no tiene expediente alguno pendiente de dictar sentencia en la materia Civil.



Cantidad de autos u otro tipo de resoluciones dictadas en ese período (no sentencias), por mes.
No
Cualquier otra labor, propias de su puesto, realizadas fuera del despacho. 
No
Días de ausencias por vacaciones, incapacidades, permisos con o sin goce de salario, independientemente si fue sustituido o no. 
Se reportan 8 días salidos en el periodo en estudio 
No omito indicarle que puede corroborar la información de los controles del despacho con los que el Lic. JULIO DAVID REBELO ORELLANA, pueda llevar de manera personal, con el fin de que la información sea lo más apegada a la realidad, no obstante, es necesario que se haga mención, en caso de existir diferencia en la información de las sentencias incorporadas al sistema.
De conformidad con lo acordado por Corte Plena en la Sesión Nº 10-12, Artículo XXVII del 12 de marzo de los corrientes sobre las “Reglas Prácticas para el Tribunal de la Inspección Judicial”, los informes que remitan los Despachos serán rendidos bajo fe de juramento con las consecuencias legales para quien falte a la verdad y en caso de incumplimiento en la presentación de los mismos se podrá iniciar causa disciplinaria.”
-0-
Al respecto, la Licda. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria rindió el informe que en lo que interesa indica: 
“Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

Datos Generales
Nombre: Julio David Rebelo Orellana. 
Cédula: 114610372.
Número de puesto: 86077.
Despacho: Juzgado Civil y Laboral de Quepos.
Tipo de Período de prueba: un año.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 12 de marzo de 2019.
Estrategia Metodológica:
El estudio sociolaboral se realizó mediante visita al Juzgado Civil y Trabajo de Quepos, en la cual, se entrevistaron personas que laboran en el despacho incluida la persona evaluada, Jueza Coordinadora y personal de apoyo. Con las personas entrevistadas se indagó sobre las conductas observadas durante el período de prueba de la evaluada y su adaptación al despacho y a las funciones del puesto. Asimismo, con el Licenciado Julio David Rebelo se exploró sobre su experiencia en el despacho y desarrollo de sus funciones durante el período de prueba. Además se consultó en la Contraloría de Servicios.
Hallazgos:
La investigación sociolaboral realizada permite destacar los siguientes hallazgos:
El período de prueba del evaluado se ha caracterizado por cambios en la organización y estructura del despacho, el cual antes del 08 de octubre de 2018 era un Juzgado Mixto y, a partir de esta fecha con la entrada de las Reformas Civil y Laboral se constituye en un juzgado que conoce solamente esas dos materias. Antes de dicha separación el evaluado asumió las otras materias y a criterio del personal y Jueza Coordinadora mostró capacidad para asumir distintos procesos judiciales, apertura hacia el aprendizaje y compromiso hacia el despacho.
El Licenciado Rebelo ha destacado por su capacidad de liderazgo, el personal de apoyo refiere que es un Juez accesible, cercano con el equipo de trabajo y participó junto a la Jueza Coordinadora en una iniciativa para brindar capacitaciones al personal judicial con el objetivo de mejorar el trámite y revisar los cambios de las reformas en las materias a cargo del despacho.
En relación con las competencias específicas de la materia laboral, se destaca la Conciliación y Mediación, en la cual el evaluado ha mostrado un nivel superior, el equipo de trabajo coincide en que logra un alto nivel de conciliaciones, y, con su capacidad de mediación ha contribuido a la resolución de conflictos en el Juzgado y con personas usuarias. 
El personal judicial coincide en que el Licenciado cumple a cabalidad con el horario laboral, es puntual con el inicio de las audiencias, resuelve de manera diligente y ha apoyado de manera importante con la disminución del atraso judicial, su escritorio se caracteriza por permanecer al día, según corrobora la Coordinadora Judicial y Jueza Coordinadora, quien además destaca que el plan de trabajo del despacho para reducción del atraso contó siempre con el compromiso del Licenciado Rebelo.

Conclusiones: 
A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil competencial, se concluye que el Licenciado Julio David Rebelo Orellana muestra conductas que se asocian con el nivel esperado al perfil competencial del puesto.”
Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior y hacerla de conocimiento del licenciado Julio David Rebelo Orellana, juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos.  2.) Tener por aprobado el período de prueba del licenciado Julio David Rebelo Orellana, el cual vence el 12 de marzo de 2019.
La Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049043]ARTÍCULO XL

Documento N° 12941-18 / 1515-19

En oficio N° JDML-2018-1233 remitido el 30 de octubre de 2019, el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, solicitó lo siguiente:
“Para lo que corresponda elevo solicitud que hiciera llegar la Dra. Sandra Solórzano Herra, Jefa de la Sección Clínica Médico Forense para que sea autorizado el pago por concepto de jornada extraordinaria a la servidora Lizeth González Masís, cédula de identidad n.º 03-0389-0591, quien colaboró el pasado 25 de octubre del 2018, en la atención de un caso de delito sexual en el consultorio forense ubicado en el sexto piso del OIJ de San José. La servidora reporta un total de una hora y treinta minutos de jornada extraordinaria que comprende desde las 16:30 horas hasta las 18:00 horas del día supra indicado.
Cabe mencionar que dicha solicitud cuenta con el aval de esta Jefatura Departamental”.

- 0 -

Previamente a someter esta gestión a conocimiento del Consejo Superior, la Secretaría General de la Corte por medio de oficio N° 11296-18 del 1 de noviembre del 2018, remitió a la máster Roxana Arrieta Aguilar, Directora interina de Gestión Humana, la solicitud presentada por el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal.
Mediante oficio 570-UPS-AS-2019 remitido el 07 de febrero de 2019, por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, la máster Adriana Steller Hernández y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, por su orden Jefa interina de Administración Salarial y Coordinadora de la Unidad de Pagos, indicaron lo siguiente:
“En atención al oficio N.º 11296-18, en el que solicita a esta Dirección analizar la siguiente situación:
“Con instrucciones del licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General de la Corte y con el fin de que se rinda el informe correspondiente, muy respetuosamente le remito el oficio N° JDML-2018-1233 del pasado 30 de octubre, en que el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, adjuntan una solicitud de la doctora Sandra Solórzano Herra, Jefa de la Sección Clínica Médico Forense, correspondiente a la autorización de pago de horas extra del 25 de octubre anterior, a la servidora Lizeth González Masís.”
El oficio en mención “JDML 2018-1233”, hace referencia a lo siguiente: 
“Para lo que corresponda elevo solicitud que hiciera llegar la Dra. Sandra Solórzano Herra, Jefa de la Sección Clínica Médico Forense para que sea autorizado el pago por concepto de jornada extraordinaria a la servidora Lizeth González Masís, cédula de identidad n.º 03-0389-0591, quien colaboró el pasado 25 de octubre del 2018, en la atención de un caso de delito sexual en el consultorio forense ubicado en el sexto piso del OIJ de San José. La servidora reporta un total de una hora y treinta minutos de jornada extraordinaria que comprende desde las 16:30 horas hasta las 18:00 horas del día supra indicado.
Cabe mencionar que dicha solicitud cuenta con el aval de esta Jefatura Departamental.”
Al respecto nos permitimos informar:
Consideraciones varias:
Que consultado el Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA) se tiene que la servidora Lizeth González Masís con cédula de identidad 03-0389-0591, labora en la Sección Clínica Médico Forense, en condición de propietaria en el puesto No. 33584, en la categoría de Profesional 1, cuyo puesto no se encuentra acogido a los lineamientos establecidos para el pago de Disponibilidad.

Disposiciones Legales y Administrativas:

El Poder Judicial, como parte de la Administración Pública, está sujeto al principio de legalidad que rige el ejercicio y la totalidad de sus actuaciones.  Éste encuentra fundamento en: 

Artículo 11 de la Constitución Política: 
“Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes...”.
Artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública: 
“1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. 
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.
Artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública: 
“1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos.
Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, que en el indica:
Artículo 1.- Definición. Se entenderá por disponibilidad laboral, la actitud expectante y permanente del servidor judicial que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. En todos los casos en que así se establezca, el funcionario o servidor deberá mantenerse localizable dentro de su jurisdicción y nunca fuera de la distancia indicada en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el supuesto que esa norma contempla.
Artículo 4.- Horas extraordinarias. Al funcionario o servidor judicial, que se encuentre sometido al régimen de disponibilidad y sea requerido para presentarse a realizar alguna actuación propia de sus funciones, le será retribuido el tiempo de trabajo efectivo, como horas extra, y su pago será tramitado por el Departamento de Personal según el procedimiento establecido para el cobro de tiempo extraordinario de trabajo.
Artículo 5.- De las atribuciones de la Corte y el Consejo Superior. Corresponderá a la Corte definir las políticas generales sobre la disponibilidad en el Poder Judicial y al Consejo Superior ejecutarlas conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como adoptar los acuerdos necesarios sobre su funcionamiento.
Por lo anteriormente expuesto y partiendo del hecho de que la Administración Pública se encuentra sujeta al principio de legalidad, particularmente al de legalidad presupuestaria, en el entendido que sólo podrá realizar aquellos actos que le están previamente autorizados por el ordenamiento jurídico y que todo pago o reconocimiento salarial compromete las finanzas públicas, se tiene que la solicitud de la servidora Lizeth González Masís, no resulta procedente, lo anterior en virtud de que el puesto No. 33584 con título de la clase de Profesional 1, no cubre roles de disponibilidad. Así como lo dispuesto en el Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial.
Por lo que se hace del conocimiento del Honorable Consejo Superior, para que de conformidad con las atribuciones que le confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial, resuelva lo que estime pertinente.”

- 0 -

Previamente a resolver la gestión presentada mediante oficio N° JDML-2018-1233, remitido el 30 de octubre de 2019 por el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, acerca de la solicitud de pago de jornada extraordinaria de la servidora Lizeth González Masís, Profesional 1 de la Sección Clínica Médico Forense, se acordó: Devolver a la Dirección de Gestión Humana el oficio N° 570-UPS-AS-2019 de 07 de febrero de 2019, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, para que aclare la razón por la cuál el informe expuesto hace mención al rubro de disponibilidad, siendo que lo que se solicita es pago de jornada extraordinaria.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Medicina Legal, tomarán nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO XLI
Documento N° 13349-18 / 1558-19 

Mediante correo electrónico de 7 de noviembre del 2018, el servidor Ángel Chaves Mata, Coordinador Judicial 2 del Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, solicitó se le aclare las siguientes inquietudes:
“Me apersono ante ustedes a realizar consulta sobre mis funciones como Coordinador Judicial:
1)  En un juzgado donde hay plazas de jueces, coordinador judicial, técnicos judiciales, técnicos supernumerarios y técnicos judiciales meritorios, ¿El Coordinador Judicial es superior jerárquico de alguno de esos puestos? ¿De cuáles puestos es superior jerárquico?
2) Si es superior jerárquico de alguno de esos puestos, ¿Cuáles son las facultades disciplinarias que tiene el Coordinador Judicial?
3) ¿Cuáles son las facultades de dirección sobre las funciones y puesta en práctica de la normativa con respecto al resto del personal que tiene el Coordinador Judicial?
4) ¿Es deber del Coordinador Judicial supervisar el trabajo que realizan los técnicos judiciales, técnicos supernumerarios y técnicos judiciales meritorios, así como el debido registro de asistencia y vestimenta, entre otras muchas cosas?
5) Si es superior jerárquico ¿Cuáles son los deberes del personal subalterno con respecto al Coordinador Judicial?
6) ¿Cuáles puestos son superiores jerárquicos de los Coordinadores Judiciales?
7) En caso de alguna anomalía por parte de alguno de los jueces ¿Puede el Coordinador Judicial denunciarla?
8) Si alguno de los puestos subordinados del Coordinador Judicial incurre en faltas de respeto o incumplimiento de las directrices dadas, ¿Cuáles son los pasos que debe seguir para que el subordinado sea sancionado?
9) En caso de alguno de los "subordinados" no cumpla con las disposiciones que le ha indicado el coordinador judicial o le falte el respeto a este, en forma reincidente y el coordinador judicial se lo comunique al (la) juez(a) y este(a) no aplique ningún procedimiento disciplinario, ¿Ante quién puede acudir el coordinador judicial para que se inicie el proceso disciplinario contra quien le ha faltado al respeto o no ha acatado sus directrices?. Esto por cuanto tales acciones le restarían autoridad y fomentarían el incumplimiento de las directrices, incluso hasta por el resto del personal y causarían desmotivación.
Realizo esta consulta debido a que por lo general se responsabiliza al Coordinador Judicial por el funcionamiento del Despacho y por el cumplimiento o no por parte del personal, pero este a pesar de que en ocasiones es atropellado en el cumplimiento de sus funciones sin que la persona que cometió la falta o la omisión sea sancionada. 
(…)”
-0-
Previamente a someter esta gestión a conocimiento del Consejo, la Secretaría General de la Corte, por medio de oficio N°11662-18, remitió a la máster Roxana Arrieta Aguilar, Directora interina de Gestión Humana, la gestión del servidor Ángel Chaves Mata.
Las licenciadas Waiman Hin Herrera y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° SAP-37-2019, remitido el 8 de febrero de 2019, indicaron:
“Mediante oficio N° 11662-18 con fecha 9 de noviembre del 2018, se solicita se rinda el informe respecto al correo electrónico de fecha 7 de noviembre del 2018; suscrito por el servidor Ángel Chaves Mata, Coordinador Judicial 2 del Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en dicho gestión solicita se le aclare una serie de dudas que tiene con respecto a las funciones que realiza el “Coordinador Judicial” en ese sentido a continuación se transcribe la consulta:

“Me apersono ante ustedes a realizar consulta sobre mis funciones como Coordinador Judicial:
1)  En un juzgado donde hay plazas de jueces, coordinador judicial, técnicos judiciales, técnicos supernumerarios y técnicos judiciales meritorios, ¿El Coordinador Judicial es superior jerárquico de alguno de esos puestos? ¿De cuáles puestos es superior jerárquico?
2) Si es superior jerárquico de alguno de esos puestos, ¿Cuáles son las facultades disciplinarias que tiene el Coordinador Judicial?
3) ¿Cuáles son las facultades de dirección sobre las funciones y puesta en práctica de la normativa con respecto al resto del personal que tiene el Coordinador Judicial?
4) ¿Es deber del Coordinador Judicial supervisar el trabajo que realizan los técnicos judiciales, técnicos supernumerarios y técnicos judiciales meritorios, así como el debido registro de asistencia y vestimenta, entre otras muchas cosas?
5) Si es superior jerárquico ¿Cuáles son los deberes del personal subalterno con respecto al Coordinador Judicial?
6) ¿Cuáles puestos son superiores jerárquicos de los Coordinadores Judiciales?
7) En caso de alguna anomalía por parte de alguno de los jueces ¿Puede el Coordinador Judicial denunciarla?
8) Si alguno de los puestos subordinados del Coordinador Judicial incurre en faltas de respeto o incumplimiento de las directrices dadas, ¿Cuáles son los pasos que debe seguir para que el subordinado sea sancionado?
9) En caso de alguno de los "subordinados" no cumpla con las disposiciones que le ha indicado el coordinador judicial o le falte el respeto a este, en forma reincidente y el coordinador judicial se lo comunique al (la) juez(a) y este(a) no aplique ningún procedimiento disciplinario, ¿Ante quién puede acudir el coordinador judicial para que se inicie el proceso disciplinario contra quien le ha faltado al respeto o no ha acatado sus directrices? Esto por cuanto tales acciones le restarían autoridad y fomentarían el incumplimiento de las directrices, incluso hasta por el resto del personal y causarían desmotivación.
Realizo esta consulta debido a que por lo general se responsabiliza al Coordinador Judicial por el funcionamiento del Despacho y por el cumplimiento o no por parte del personal, pero este a pesar de que en ocasiones es atropellado en el cumplimiento de sus funciones sin que la persona que cometió la falta o la omisión sea sancionada.” 

En cuanto a las consultas efectuadas por el Señor Chaves Mata, de seguido se emiten las siguientes consideraciones: 
El Poder Judicial a partir de enero de mil novecientos noventa y ocho, con la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal y la Ley de Reorganización Judicial, emprendió una reforma integral del sistema judicial que contempló importantes modificaciones en la organización de los despachos judiciales y en especial del sistema clasificado de puestos, entre los cambios nos encontramos con que se eliminó la figura de “Secretario” al respecto del informe IDFH-048-2003 de fecha 21 de marzo del 2003 se extrae lo siguiente:
“… La reestructuración a nivel de los puestos de apoyo además de ser radical en su nomenclatura, lo fue primordialmente en la filosofía que le sustentó, pues el objetivo central estuvo dirigido hacia la creación de puestos polifuncionales; con esta orientación la Institución pretendió obtener un recurso humano capacitado en los diferentes trámites judiciales, motivar la labor del trabajador, disminuir la monotonía y permitirle agregar valor al proceso; todo esto en aras de procurar mayor eficiencia y eficacia en la prestación del servicio de administración de justicia.
Destaca en este proceso la desaparición de la figura del “Secretario”, puesto encargado de la coordinación de los cargos de apoyo dentro de los despachos judiciales, y como tal, responsable de velar por un adecuado trámite de los procesos judiciales y el desarrollo de las diferentes actividades administrativas.  El accionar en este escenario laboral suponía una intervención más activa y directa del Juez (jefe del despacho), en la administración de la oficina (vigilancia y distribución de labores al personal de apoyo, entre otras tareas).
Diferentes situaciones atentaron contra esta nueva distribución llegando a provocar que la figura del “Secretario Judicial” sea en alguna forma reinstaurada, tal como se podrá observar más adelante en el apartado de los antecedentes; de igual manera, diversas gestiones de los servidores judiciales brindan también sustento para solicitar primero el estudio de organización - origen de este informe -, y luego el análisis ocupacional respectivo.  “
En sesión 13-05 de Corte Plena celebrada el 16 de mayo del 2005 artículo XVIII, se aprueba instaurar en todos los juzgados y fiscalías del país, la figura del “Asistente Judicial”, cuyas categorías serán 1, 2 y 3.  De acuerdo con lo apuntado, la naturaleza del puesto sería la “Ejecución de labores de apoyo y de oficina en diferentes despachos jurisdiccionales y auxiliares de justicia”.

Respecto a la definición de la cantidad de plazas de “Asistente Judicial” hoy “Coordinador Judicial” a reasignar por despacho Judicial, es importante recordar que en el estudio IDH-396-2004 de la Sección de Investigación y Desarrollo de la Dirección de Gestión Humana; hoy Sección de Análisis de Puestos, se utilizó el criterio externado por la Dirección de Planificación en el informe 155-DO-2003 el cual indica que:
“… En cuanto a la cantidad de puestos de “Asistente Judicial” en un despacho u oficina, se sugiere poner en práctica una proporción de 1 a 25 para las fiscalías del país y para el ámbito jurisdiccional, es decir que por cada 25 plazas ordinarias adscritas exista una de “Asistente Judicial”. 
En virtud de lo expuesto, esta Dirección procedió en su oportunidad con la reasignación de las plazas de los despachos judiciales y las fiscalías bajo el contexto de que por cada 25 plazas ordinarias de Auxiliar Judicial adscritas a un despacho se asignara un Asistente Judicial; lo anterior en apego al parámetro emitido por la Dirección de Planificación, independientemente de la forma en que se organicen los despachos judiciales, por cuanto la plaza de “Asistente Judicial”  fue concebida para atender una oficina completa.   
En términos generales las recomendaciones del informe N° 367-PLA-2002 de la Dirección de Planificación, se encontraban orientadas hacia un aspectos básicos que tiene que ver con la estructura organizacional del despacho, de esta forma se establece la necesidad de incorporar nuevamente la figura del “Asistente Judicial” hoy “Coordinador judicial”, independientemente de si en el juzgado o tribunal se dispone de Juez Tramitador;  además se definía el puesto como un colaborar con el Juez, Juez Coordinador o Juez Tramitador en la tramitación de asuntos judiciales, la supervisión del personal de apoyo y realizar el proveído de expedientes.
En cuanto a los puestos de “Coordinador Judicial” el Manual Descriptivo de Clases de Puestos del Poder Judicial, se instaura como una herramienta técnica que contiene el propósito de los puestos de la institución, de forma general las principales tareas a realizar, los factores de clasificación y valoración de los puestos (responsabilidad por funciones, consecuencia del error, supervisión ejercida y recibida), y los requisitos  necesarios para poder ser nombrado en el puesto de trabajo, a estos aspectos se le suman las competencias genérica, específicas y técnicas que tienen que poseer la persona para desarrollar de forma óptima el puesto, es ese sentido el artículo 14 del Estatuto de Servicio Judicial define los siguiente:
“El Departamento de Personal elaborará y mantendrá al día un Manual de Clasificación de Puestos, que contendrá una descripción completa y sucinta, hecha a base de investigación por el mismo Departamento, de las atribuciones, deberes y requisitos mínimos de cada clase de puestos a que se refiere esta ley, con el fin de que sirva como norma para la preparación de pruebas y determinación de salarios.”      
[bookmark: _Toc440284194][bookmark: _Toc441663320][bookmark: _Toc441707826]De acuerdo con lo anterior el Manual Descriptivo de Clases de puestos, se establece como un instrumento que coadyuva como guía de las tareas y responsabilidades de los puestos que conforman el Poder Judicial. En cuanto al puesto de “Coordinador Judicial” el Perfil Competencial (anexo N° 1), define lo siguiente respecto a la naturaleza del puesto: “Coordinar, asignar, dirigir, supervisar, controlar y ejecutar tareas administrativas y técnico operativos relacionados con la función jurisdiccional del despacho en el que se ubica garantizando la correcta gestión del personal y uso eficiente de los recursos materiales”; esta naturaleza está enmarcada dentro de las potestades que para el puesto de Juez Coordinador define la Ley Orgánica del Poder Judicial para el cual define lo siguiente en artículo 101: “…Los tribunales estarán integrados por el número de jueces necesario para el servicio público bueno y eficiente. En los conformados por más de un juez, sus integrantes elegirán, internamente, a quien se desempeñará como coordinador por un período de cuatro años, podrá ser reelegido y tendrá las funciones que le señalen la ley y la Corte Plena. A falta de acuerdo interno de elección, luego de realizadas cinco votaciones, la Corte Plena designará al coordinador…”, de esta forma se tiene que uno de los puestos de Juez del despacho le corresponde asumir el rol de coordinador por lo que le atañe labores de planeación, organización, dirección, asignación, coordinación, supervisión, ejecución y control de las actividades profesionales del ámbito jurídico y administrativo del despacho.
En vista a lo antes indicado se tiene lo siguiente respecto a las preguntas que refieren a temas de estructura a saber:
[bookmark: _Toc1049049] “1) En un juzgado donde hay plazas de jueces, coordinador judicial, técnicos judiciales, técnicos supernumerarios y técnicos judiciales meritorios, ¿El Coordinador Judicial es superior jerárquico de alguno de esos puestos? ¿De cuáles puestos es superior jerárquico?” 
[bookmark: _Toc1049050]“3) ¿Cuáles son las facultades de dirección sobre las funciones y puesta en práctica de la normativa con respecto al resto del personal que tiene el Coordinador Judicial?”,
[bookmark: _Toc1049051]5) Si es superior jerárquico ¿Cuáles son los deberes del personal subalterno con respecto al Coordinador Judicial?
[bookmark: _Toc1049052] “6) ¿Cuáles puestos son superiores jerárquicos de los Coordinadores Judiciales?”
[bookmark: _Toc1049053]“4) ¿Es deber del Coordinador Judicial supervisar el trabajo que realizan los técnicos judiciales, técnicos supernumerarios y técnicos judiciales meritorios, así como el debido registro de asistencia y vestimenta, entre otras muchas cosas?”, 

El cargo de “Coordinador Judicial” según lo establecido por el Manual Descriptivo de Clases de Puestos vigente le corresponde supervisar personal de menor nivel en ese sentido se tiene que le corresponde ejercer esa responsabilidad sobre los “Técnicos Judiciales” del despacho, esa supervisión debe ser conteste a las directrices giradas por el “Juez Coordinador”, ya que a este le atañe tomar decisiones relacionadas con la organización interna del despacho y la distribución de las cargas de trabajo.
Se debe indicar que las facultadas de dirección del despacho judicial son del “Juez Coordinador”, ya que tal y como se indicó anteriormente a este le atañe tomar decisiones relacionadas con la organización interna del despacho y la distribución de las cargas de trabajo, es así que a partir de esas facultades el “Coordinador Judicial” debe  asumir el coordinar, asignar, dirigir, supervisar, controlar y ejecutar las tareas administrativas y técnico operativos relacionados con la función jurisdiccional del despacho las cuales están contenidas en la descripción de la clase de puesto y conforme se determina al “Coordinador Judicial” le puede corresponder supervisar el trabajo que realizan los Técnicos Judiciales, Técnicos Supernumerarios, Técnicos Judiciales y Meritorios; así como llevar el registro de asistencia, siempre tomando en consideración la directrices emitidas en la Institución y las disposiciones  internas establecidas por el “Juez Coordinador”  del despacho.
Respecto a las preguntas que refiere a la aplicación del régimen disciplinario que se trascriben a continuación:
[bookmark: _Toc1049054] “2) Si es superior jerárquico de alguno de esos puestos, ¿Cuáles son las facultades disciplinarias que tiene el Coordinador Judicial?”, 
[bookmark: _Toc1049055]7) En caso de alguna anomalía por parte de alguno de los jueces ¿Puede el Coordinador Judicial denunciarla?, 
[bookmark: _Toc1049056] 8) Si alguno de los puestos subordinados del Coordinador Judicial incurre en faltas de respeto o incumplimiento de las directrices dadas, ¿Cuáles son los pasos que debe seguir para que el subordinado sea sancionado?
[bookmark: _Toc1049057] 9) En caso de alguno de los "subordinados" no cumpla con las disposiciones que le ha indicado el coordinador judicial o le falte el respeto a este, en forma reincidente y el coordinador judicial se lo comunique al (la) juez(a) y este(a) no aplique ningún procedimiento disciplinario, ¿Ante quién puede acudir el coordinador judicial para que se inicie el proceso disciplinario contra quien le ha faltado al respeto o no ha acatado sus directrices?  
Se tiene que en el Libro El Procedimiento Disciplinario de la Msc, Ericka Quesada Madrigal en el cual se parte de la definición del Tratadista Agustín Pérez Barrios se define el derecho disciplinario como: “El conjunto de normas que, partiendo de las obligaciones y deberes del funcionario derivadas de la relación de servicio que le une con la Administración, regulan la tipificación de las conductas constitutivas de faltas disciplinarias, las sanciones correspondientes a la comisión de dichas faltas y el procedimiento necesario para imponer tales sanciones así como el ejercicio de la potestad disciplinaria de la Administración.”, es de esta forma que la potestad disciplinaria de la administración, es esa capacidad que tiene de disciplinar conforme el debido proceso contenido en la Ley General de la Administración Pública y la Ley Orgánica del Poder Judicial en ese sentido se puede observar que en el Poder Judicial es la Inspección Judicial la que le corresponde llevar el procedimiento disciplinario salvo las excepciones previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido el Artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial  establece:  “No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, los jefes de oficina podrán ejercer el régimen disciplinario sobre sus subalternos, cuando por la naturaleza de la falta no deba aplicarse una suspensión mayor de quince días. La decisión deberá comunicarse al Departamento de Personal y al Tribunal de la Inspección Judicial. Cuando este último estimare, dentro de los quince días siguientes al recibo de la comunicación, que concurre alguna de las causales de nulidad previstas en el artículo 210 de la presente Ley, dispondrá la nulidad de las actuaciones. En tal caso, asumirá el conocimiento del asunto y repondrá los procedimientos en cuanto sea necesario, aplicando las reglas establecidas en el Capítulo IV del presente Título. En las correcciones que impongan los jefes a los servidores de su propia oficina, se observará el procedimiento establecido en esta Ley. Esas correcciones tendrán recurso de apelación ante el Tribunal de la Inspección Judicial. El recurso deberá presentarse directamente al Tribunal por vía telegráfica o fax o por escrito en papel común, dentro de los tres días siguientes al de la comunicación de la medida disciplinaria. Si esta fuere de suspensión y el Tribunal la revocare, el servidor tendrá derecho a que se le paguen los salarios que hubiere dejado de percibir. El Tribunal aplicará, cuando corresponda, lo dispuesto en el artículo 210 de esta Ley.” (Lo resaltado no corresponde al original)
Es así como al “Juez Coordinador” del despacho le corresponde ejercer el régimen disciplinario al respecto el perfil del “Juez Coordinador” (anexo N° 2), se indica: “Ejercer el régimen disciplinario respecto de los servidores del despacho a su cargo, incluidos los jueces decidores y tramitadores, siguiendo para ello el procedimiento establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuando los hechos ameriten una sanción inferior a 15 días y poner en conocimiento de la Inspección Judicial las faltas disciplinarias atribuibles a aquellos, cuando la sanción a imponer sea superior a ese término.”.  
En ese sentido, Corte Plena en sesión N° 43-01 celebrada el 3 de diciembre del 2001, artículo XII, aprobó: “Las Reglas Prácticas para Orientar el Ejercicio de la potestad disciplinaria y el funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial”, la cuales fueron publicadas mediante circular N° 09-2002 al respecto se indica lo siguiente en cuanto al tema:
“8.- De acuerdo con la potestad recogida en el artículo 185 de la Ley Orgánica, para que los jefes de oficina puedan aplicar el régimen disciplinario sobre sus subordinados, se establece que esa potestad sea ejercida en forma obligatoria en el caso de las faltas leves y en el caso de las faltas graves, de conformidad con las reglas de competencia establecidas en ese artículo. Lo anterior involucra tanto las faltas indicadas en el artículo 193 de la Ley Orgánica, como aquellas que la jurisprudencia administrativa llegue a reputar como tales en aplicación del artículo 194 de la Ley arriba citada. Para los efectos de este artículo, la competencia, en caso de duda será fijada por el Tribunal de la Inspección Judicial, sin ulterior recurso. Al estimarse, por parte del jefe de Oficina, que no es competente para conocer el asunto en investigación, deberá remitirlo inmediatamente al Tribunal de la Inspección Judicial. 
9.- De conformidad con el artículo 3 de la Ley Orgánica, y con la limitación establecida en el artículo anterior, cada juez tendrá la potestad para ejercer el régimen disciplinario en cuanto a las faltas ocurridas con ocasión del trámite de los expedientes judiciales que estén a su cargo o relacionadas directamente con éste. Para las demás cuestiones disciplinarias el cuerpo de jueces podrá, mediante un acto delegatorio expreso de carácter general, atribuir al Coordinador la competencia para el ejercicio del régimen disciplinario, ello con el fin de asegurar un mecanismo ágil y expedito para la sanción de las faltas que ocurren dentro de la oficina.”
De lo expuesto se tiene que “Las Reglas Prácticas para Orientar el Ejercicio de la potestad disciplinaria y el funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial” permiten al “Juez Coordinador” ejercer el régimen disciplinario en lo pertinente, mediante un acto delegatorio expreso de carácter general generado por el Consejo de Jueces del despacho.
En cuanto a la consulta que refiere a la capacidad de denunciar, resulta de especial importancia recalcar que todo funcionario debe garantizar la prevalencia del interés público y el interés institucional sobre cualquier tipo de interés privado. Al respecto la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, Ley N° 8422, indica en su artículo 3:
 “Deber de probidad. El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente”.
De modo complementario, el inciso 11) del artículo 1º del reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito establece:
“Artículo 1º-Definiciones. Para la aplicación del presente Reglamento, los términos siguientes tienen el significado que a continuación se indican:
(...)
11) Deber de probidad: Obligación del funcionario público de orientar su gestión a la satisfacción del interés público, el cual se expresa, fundamentalmente, en las siguientes acciones:
a) Identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igual para los habitantes de la República;
b) Demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley;
c) Asegurar que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña;
d) Administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente;
e) Rechazar dádivas, obsequios, premios, recompensas, o cualquier otro emolumento, honorario, estipendio, salario o beneficio por parte de personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, en razón del cumplimiento de sus funciones o con ocasión de éstas, en el país o fuera de él; salvo los casos que admita la Ley.
f) Abstenerse de conocer y resolver un asunto cuando existan las mismas causas de impedimento y recusación que se establecen en la Ley Orgánica de Poder Judicial, en el Código Procesal Civil, y en otras leyes.
g) Orientar su actividad administrativa a satisfacer primordialmente el interés público.” 
Así las cosas, debe tenerse presente que la condición de funcionario público implica el cumplimiento de deberes y obligaciones de carácter ético consagrados en el ordenamiento jurídico. En consecuencia, si el funcionario está llamado a proteger y a defender el interés público y el interés de la institución a la cual sirve, así como a actuar con rectitud en todo momento, por lo cual, en conocimiento de posibles irregularidades cometidas por un funcionario mantiene el deber de denunciar, especialmente tratándose de una eventual responsabilidad penal, debemos indicar que el ordenamiento jurídico impone la obligación de plantear la respectiva denuncia. En ese sentido el Código Procesal Penal establece:
[bookmark: _Toc1049058]“ARTICULO 281.- Obligación de denunciar
[bookmark: _Toc1049059]Tendrán obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio:
[bookmark: _Toc1049060]a) Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan en el ejercicio de sus funciones.
[bookmark: _Toc1049061]b) (...)
[bookmark: _Toc1049062]c) Las personas que, por disposición de la ley, de la autoridad o por un acto jurídico tengan a su cargo el manejo, la administración, el cuidado o control de bienes o intereses de una institución, entidad o persona, respecto de delitos cometidos en su perjuicio o en perjuicio de la masa o patrimonio puesto bajo su cargo o control y siempre que conozcan el hecho con motivo del ejercicio de sus funciones.
[bookmark: _Toc1049063]En todos estos casos, la denuncia no será obligatoria si razonablemente arriesga la persecución penal propia, del cónyuge, o de parientes hasta tercer grado por consanguinidad o afinidad, o de una persona que conviva con el denunciante ligada a él por lazos especiales de afecto.”
Por su parte, el numeral 9 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, dispone expresamente que “Los funcionarios públicos tienen el deber de denunciar ante las autoridades competentes los actos presuntamente corruptos que se produzcan en la función pública, de los que tengan conocimiento.”.
Por último, ante la pregunta que indica sobre si alguno de los puestos subordinados del Coordinador Judicial incurre en faltas de respeto o incumplimiento de las directrices dadas, ¿Cuáles son los pasos que debe seguir para que el subordinado sea sancionado?, es importante de recalcar que en toda relación de trabajo debe privar el respeto mutuo y la armonía laboral y las Jefaturas deben garantizar ambientes de trabajo libres de violencia física, psicológica o emocional y sexual, ante lo cual es deber de todo funcionario acudir a las instancias correspondientes a denunciar el acoso laboral o cualquier tipo de conducta que no esté de acuerdo con el ordenamiento jurídico.
En referencia a las posibilidades de denunciar que existen en el Poder Judicial, la misma se puede canalizar de acuerdo con las potestades descritas anteriormente ante:
[bookmark: _Toc1049064]El Juez Coordinador del despacho Judicial.
[bookmark: _Toc1049065]La Inspección Judicial.
[bookmark: _Toc1049066]En el Poder Judicial existe un reglamento autónomo para prevenir, investigar y sancionar el acoso laboral. Las denuncias por este tema son atendidas por el Tribunal de la Inspección Judicial, órgano encargado de aplicar el régimen disciplinario en la institución. Teléfono: 2295- 3729/ 5592 / correo: (…) Primer piso, edificio OIJ, I Circuito Judicial de San José.
[bookmark: _Toc1049067]Comisión de Relaciones Laborales: órgano permanente integrado por 3 representantes del patrono y 3 representantes de las personas trabajadoras del Poder Judicial, que se encarga de atender, prevenir, conciliar y tratar los problemas laborales que pudieran originarse en las distintas dependencias del Poder Judicial y en los que sea indispensable una acción inmediata para mantener la armonía en las relaciones obrero-patronales. Teléfono: 2295-3929 / correo: relaciones-laborales@poder-judicial.go.cr Edificio Anexo A antiguo EUNED, segundo piso.
[bookmark: _Toc1049068]Dirección de Gestión Humana:
[bookmark: _Toc1049069]- Servicio de Salud para empleados, el cual ofrece atención en Medicina, Psicología y Trabajo Social. Este servicio se ofrece en forma individual y puede ser accedido por cualquier persona que labora en la institución. Teléfono: 2295-3926/ 3927.
[bookmark: _Toc1049070]- Subproceso de Ambiente Laboral, el cual ofrece alternativas de abordaje integral para la prevención y la atención de situaciones de violencia laboral en el Poder Judicial. Teléfono: 2295-3357/ 4488/ 4489 / correo: ambientelaboral@poder-judicial.go.cr
[bookmark: _Toc1049071]Secretaría Técnica de Género: instancia encargada de brindar información u orientación sobre hostigamiento sexual y cualquier tipo de discriminación en razón de género. Cabe destacar que, para este caso existe la ley “7476 “Contra el hostigamiento sexual en el empleo o la docencia” que regula este tipo de acciones a nivel nacional. Además, el Poder Judicial cuenta con un reglamento interno para prevenir, investigar y sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial. Teléfono: 2295-3874 / correo:
hscc@poder-judicial.go.cr
 (…)”
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Se acordó: 1) Tomar nota lo indicado por el servidor Ángel Chaves Mata, Coordinador Judicial 2 del Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 2) Tener por rendido el informe N° SAP-37-2019 del 8 de febrero de 2019, suscrito por las licenciadas Waiman Hin Herrera y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, y debido a que clarifica las dudas presentadas por el servidor Chaves Mata, se remite a su conocimiento. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049072]ARTÍCULO XLII

Documento N° 1661-19

	La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, en oficio N° 551-AP-2019 de 11 de febrero de 2019, informaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk533858398]“Para conocimiento de los miembros del Consejo Superior, se adjunta el informe de pensión N° 90-AP-2019, con el cual se finiquita la solicitud planteada por el señor Edwin Segura Cedeño, en calidad de esposo de la jubilada judicial fallecida Flora Vargas Castro ante esta Dirección.

El mismo, contiene inserto el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el cual cuenta con información de carácter confidencial.

Cabe indicar que, esta Dirección en relación con la solicitud planteada por el señor Edwin Segura Cedeño sugiere, denegar el otorgamiento del beneficio de pensión al señor Edwin Segura Cedeño.  Lo anterior debido a que, según el estudio socioeconómico el señor Segura Cedeño no dependía económicamente de su esposa.”

- 0 -

Este Consejo Superior analizó el dictamen socioeconómico en donde se expone la situación del señor Edwin Segura Cedeño; dictamen emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología.
Sobre la gestión:
Una vez analiza la solicitud de pensión presentada por el señor Edwin Segura Cedeño, en calidad de esposo de la jubilada judicial fallecida Flora Vargas Castro, así como el contenido del dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, es menester analizar los siguientes puntos:
El señor Segura Cedeño actualmente es un adulto de 81 años que compartía sus gastos con su difunta esposa, quien percibía una entrada económica mayor a la del señor Edwin, elemento importante que debe ser tomado en cuenta. 
De conformidad con el dictamen socioeconómico, se extrae que el señor Segura Cedeño dependía económicamente de la señora Flora, léase el apartado que literalmente indica lo siguiente: “Durante el tiempo que convivió con su esposa, por organización económica entre la pareja, era la señora Flora quien asumía la mayoría de los gastos del hogar, por lo que el señor Edwin podía disponer de casi la totalidad de su pensión para uso personal, situación que ha variado ante el fallecimiento…”. De lo expuesto se desprende sin ninguna duda que don Edwin, junto su esposa, organizó su vida tomando en cuenta los ingresos económicos de ambos, de manera tal que no es posible ahora pensar tal y como se hace en el informe técnico rendido, que puede sobrevivir sin los ingresos que aportaba su cónyuge. Pensar lo contrario, sería desconocer el espíritu de quien legisló y plasmó en el artículo 11 del Código de Familia que el matrimonio es la base esencial de la familia y tiene por objeto la vida en común, la cooperación y el mutuo auxilio. Es clara la dependencia económica que existía entre los cónyuges, la cual les permitía tener una vida en común basada en la cooperación y el mutuo auxilio. Por lo explicado, la ausencia de la señora Vargas, agrava la situación de don Edwin, quien como ya se dijo, organizó su vida tomando en consideración los ingresos económicos del hogar en conjunto, de manera que, no puede desconocerse tal situación. Tratándose de pensiones por viudez, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en la resolución N° 2008-000962 de las nueve horas cincuenta y cinco minutos del catorce de noviembre del dos mil ocho, expresó la importancia de que este tipo de pensiones, dentro del régimen de seguridad social, buscan garantizarle a los cotizantes el amparo económico de sus dependientes, quienes, de alguna manera, organizan su esquema de vida con base en el ingreso económico percibido por el cónyuge. Sobre el particular, la citada Sala ha indicado: “…No cabe duda que, sí existía entre el señor Carmona y su cónyuge una relación de dependencia económica, pues ambos asumían todos los gastos del hogar. Esta contribución mancomunada, no es otra cosa que un proyecto de vida común, que quedó trastocado con la muerte de la esposa, es decir, se daba entre los esposos, una cooperación y un mutuo auxilio, que de no ser así, no hubieran podido hacerles frente a las erogaciones propias del hogar. El régimen de seguridad social, mediante las pensiones por muerte, busca paliar esa situación, al garantizarle a los contribuyentes el amparo económico de sus dependientes, quienes, de alguna manera, organizan su esquema de vida con base en el ingreso económico percibido por el asegurado/a, por lo cual su condición se torna dependiente de las ganancias propiciadas, en vida, por este/a. En otras palabras, en el matrimonio, los ingresos de sus integrantes se unifican, para sufragar las necesidades familiares y de ese ingreso conjunto (co)depende la pareja. No resulta lógico interpretar, con base en el mutuo auxilio matrimonial, que cada cónyuge atiende con sus ingresos sólo sus propias necesidades. Como bien lo concluye el Tribunal, el aporte que realizaba la señora Borge Reyes a los gastos del hogar era de gran importancia para solventar las necesidades básicas, de manera tal, que al deceso de ésta, y ha falta del ingreso que aportaba, la situación económica en relación al actor se vio directamente desmejorada,”. Lo expuesto, es aplicado al presente asunto, al tener presente que el señor Segura Cedeño dependía económicamente de los ingresos que percibía su esposa en vida.
Se debe considerar que en la actualidad, el señor Edwin percibe una pensión de  ¢133.414,00 (ciento treinta y tres mil cuatrocientos catorce colones exactos); ingreso que no es suficiente en caso de que se presente alguna eventualidad en su estado de salud, tomando en consideración las ulceras que tiene en sus piernas y la hernia en la ingle, por otro lado, el mismo dictamen menciona que la vivienda se encuentra deteriorada, situación que puede generar gastos adicionales para el señor Segura Cedeño, aunado a lo anterior, actualmente recibe apoyo de una sobrina, situación que puede no perdurar en el tiempo, generando inestabilidad económica, en razón que el monto que percibe es muy bajo. En este sentido, recordemos que a las personas adultas mayores les asiste el derecho a un vida autónoma sin dependencia económica de sus cuidadores.
Además, no puede dejarse de lado que la Ley N° 7935 denominada “Ley Integral para la Persona Adulta Mayor”, en su numeral 12, indica que el Estado tiene como deber garantizar las condiciones óptimas de salud, nutrición, vivienda, desarrollo integral y seguridad social de las personas adultas mayores. El gestionante es un adulto mayor de 81 años, quien por sus condiciones de salud y edad, requiere mayores gastos y necesidades en alimentación propias de acuerdo a sus circunstancias, aspecto que tampoco pueden desconocerse. 
Conclusión:
Al determinar que durante el tiempo en el cual el señor Edwin convivió con su esposa, era la señora Flora quien asumía la mayoría de los gastos del hogar, así indicado en el dictamen socioeconómico, y considerando que el numeral 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, indica que tienen derecho a pensión por sobrevivencia el cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependía económicamente del causante, aunado a lo que reza el artículo 12 de la Ley N° 7935 denominada “Integral para la Persona Adulta Mayor”, por mayoría se acordó: De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, este Consejo Superior se separa del dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y de la recomendación emitida por la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 551-AP-2019 de 11 de febrero de 2019, en consecuencia, se acoge la solicitud de pensión a favor del señor Edwin Segura Cedeño, cuya asignación mensual será del 80 % del monto que le correspondía a la cónyuge en vida, a partir del 9 de junio de 2018.
El integrante Montero salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018.  Y que la norma no previó una extensión del plazo.  Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc1049074]ARTÍCULO XLIII

Documento N° 8229-18 / 1451-19

En oficio N° DGH-040-2019, del 6 de febrero de 2019, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Sub Directora interina de Gestión Humana y Krissia Rojas Quirós, Jefa Administrativa 4 interina de la Sección de Reclutamiento y Selección, remitieron el siguiente informe:
“Con relación al oficio 84714-18, en el que se acuerda que esta Dirección tendrá a su cargo:

“…La determinación de las tres plazas de Jueza o Juez y tres de Técnica o Técnico Judicial 3 que se trasladen al cantón de Upala, la definirá la Dirección de Gestión Humana con los criterios existentes para esos efectos…”

Y que nuevamente mediante oficio 11994-2018 se acuerda:

“Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que la creación temporal de una Sección del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Sede Upala, se debió a la recomendación de la Dirección de Planificación ante la necesidad institucional de atender la considerable cantidad de asuntos provenientes del cantón de Upala, que es actualmente competencia de ese Tribunal, por lo que deberá a la brevedad, utilizando los criterios existentes para estos casos, como: a.) La aceptación de traslado por parte de la persona ocupante en propiedad de la plaza. b.) Estado de la plaza, y c.) Tiempo de servicio de la persona ocupante del puesto, hacer la propuesta de traslados e informar a este Consejo lo que corresponda”

Al respecto, nos permitimos hacer de su conocimiento que, por medio del informe RS-1023-2018, esta Dirección dio trámite a los traslados solicitados por ese Órgano en los oficios antes mencionados, sin embargo; recientemente, mediante correo electrónico de fecha 31 de enero anterior, la MBA. Melissa Durán Gamboa, profesional de la Dirección de Planificación, hace del conocimiento de esta Dirección lo siguiente:

“… conforme al oficio 799-PLA-2018, el traslado de una sección Colegiada de Ciudad Quesada a Upala, estaba supedita a los permisos con goce de salario solicitados conforme al artículo 44 de la LOPJ. Sin embargo, el Consejo Superior en sesión 110-18 celebrada el 19 de diciembre del 2018, artículo I, no aprobó la prórroga de los permisos solicitados para 2019. 

Por lo tanto, al no contar con los permisos en este momento no es viable el traslado de la Sección Colegiada a Upala, por lo que la Dirección de Planificación está tratando de diseñar un nuevo plan de trabajo, pero con los recursos titulares del Tribunal.”

Por lo anterior, no es posible continuar con el trámite de los traslados solicitados, de ahí que, se deja sin efecto el oficio antes mencionado y las gestiones que hasta el momento se habían efectuado ante el Consejo de Personal con relación a este tema.”

- 0 -

Seguidamente, se transcribe el oficio N° RS-1023-2018, del 7 de diciembre de 2018, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba y la licenciada Krissia Rojas Quirós, Jefa Administrativa 4 de la Sección de Reclutamiento y Selección, dirigido a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, que literalmente dice:
“Para el conocimiento del Consejo de Personal, se presenta el informe de traslados que rinde este subproceso producto de lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 72-18 del 14 de agosto anterior, articulo XLIV, en el cual esta Dirección deberá:

“…determinar las tres plazas de Jueza o Juez y tres de Técnica o Técnico Judicial 3 que se trasladen al cantón de Upala, la definirá la Dirección de Gestión Humana con los criterios existentes para esos efectos…”

Además que, en sesión N° 94-18 celebrada el 30 de octubre del 2018, articulo XCVIII, ratifica lo dispuesto mediante el siguiente acuerdo y nuevamente ordena:

“…a la brevedad, utilizando los criterios existentes para estos casos, como: a.) La aceptación de traslado por parte de la persona ocupante en propiedad de la plaza. b.) Estado de la plaza, y c.) Tiempo de servicio de la persona ocupante del puesto, hacer la propuesta de traslados e informar a este Consejo lo que corresponda.”

En ese sentido, se presentan los antecedentes que dan origen a la elaboración de este documento, para una mejor comprensión de los estimables miembros de ese Consejo.

INTRODUCCIÓN

El movimiento de estas plazas tiene su origen en el informe 17-MI-2018-C elaborado por la Dirección de Planificación, mismo que propone la creación de una sección del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela de forma permanente en el cantón de Upala puesto que actualmente existe una considerable cantidad de asuntos provenientes de este cantón que son competencia del Tribunal en estudio, lo que implica al personal tener que desplazarse para la atención de los mismos, es decir; alrededor de 123.5 km.

Ahora bien, para iniciar este proceso, es necesario recordar los criterios de traslado que institucionalmente se aplican para este tipo situaciones:

Voluntad:
Si la persona consultada desea ser trasladada de forma voluntaria tendrá prioridad sobre los demás criterios.  

Estado de la plaza:
Este criterio se debe considerar en virtud de los siguientes escenarios:

Plaza vacante (Personal de apoyo o Judicatura): Si existen plazas vacantes tendrán prioridad de traslado, en caso de existir varias plazas en esta condición, será sujeta a traslado la plaza de más reciente creación.

Plaza en Propiedad:
Personal de Apoyo: Si se debe trasladar plazas en propiedad, el criterio a utilizar será el tiempo de servicio en la institución, de forma que la plaza de la persona con menor tiempo será trasladada.

Personal de Judicatura: En el caso de los puestos de Judicatura, el promedio de elegibilidad según categoría y materia, al momento de la consulta, será el criterio que se utilice para ejecutar el traslado de la plaza.

Establecidos los criterios, se confeccionó el instrumento para la recolección de datos, en ese mismo instrumento, se hace un breve repaso del acuerdo donde se aprueba el movimiento de las plazas y de forma posterior se busca conocer la anuencia de las personas en que su plaza sea trasladada a la nueva sección del Tribunal de San Carlos en el cantón de Upala.

En ese sentido, el día 23 de agosto se remitió vía correo electrónico, el instrumento relacionado al movimiento de las plazas. En este correo además se detalló la información relacionada al traslado propuesto, tal como: acuerdo del Consejo Superior, detalle de los criterios a utilizar y el instrumento que debía ser remitido de forma inmediata en vista que los traslados se debían ejecutar a partir del 01 de setiembre, sin embargo; en posterior conversación con los compañeros de la Dirección de Planificación se nos indicó que el traslado de las plazas estaba supeditado al acondicionamiento del espacio físico para tal fin, y siendo que se encontraba atrasada la entrega del local, se contaba con más tiempo para ejecutar los movimientos de personal.  

Ahora bien, una vez que se contó con los cuestionarios, se procedió a realizar el análisis de toda la información ahí recopilada, dentro de las actividades realizadas se tiene:

Revisión de núcleos familiares.
Verificación de la voluntad de las personas encuestadas.
Calculo de tiempos de servicio en la institución de todo el personal de apoyo al 31 de agosto del 2018, a excepción del auxiliar de servicios generales y la plaza de coordinador judicial. 
Consulta a la Seccion Administrativa de la Carrera Judicial en relación a los promedios de elegibilidad del personal de judicatura al día 23 de agosto del 2018.

ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN

Actualmente el Tribunal del II Circuito Judicial de Alajuela se encuentra conformado de la siguiente manera: 
	
Cuadro N° 01
Estructura actual del Tribunal del II Circuito Judicial de Alajuela

	[bookmark: _Hlk517342641]Clase de Puesto
	Recurso Humano Actual

	Juez(a) 1
	1

	Juez(a) 4
	13

	Coordinador(a) Judicial 3
	1

	Técnico(a) Judicial 3
	8

	Auxiliar de Servicios Generales 2
	1


[bookmark: _Hlk531091348]Fuente: Relación de Puestos al 13-11-2018


Sin embargo, del total de puestos que se presenta en la Relación de Puestos vigente[footnoteRef:4], se desprenden las estructuras del Tribunal Ordinario y el Tribunal de Flagrancia, por lo que, seguidamente se presenta la conformación de ambos despachos para un posterior análisis. [4:  Relación de Puestos al 13 de noviembre del 2018] 


Cuadro N° 02
Estructura actual del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela

	Clase de Puesto
	Recurso Humano Actual

	Juez(a) 1
	1

	Juez(a) 4
	9

	Coordinador(a) Judicial 3
	1

	Técnico(a) Judicial 3
	5

	Auxiliar de Servicios Generales 2
	1


[bookmark: _Hlk531092310]Fuente: Marco Lizano Oviedo, juez coordinador

De igual manera, se presenta la conformación a nivel de relación de puestos que al día de hoy mantiene este Tribunal.

Cuadro N° 03
Relación de Puestos del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela

	[bookmark: _Hlk531255059]CLASE PUESTO
	N° PUESTO
	CONDICION PUESTO

	AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 2
	6148
	Vacante

	COORDINADOR(A) JUDICIAL 3
	6145
	Vacante

	JUEZ(A) 1
	6134
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	6120
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	6121
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	372059
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	44496
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	372056
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	103133
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	372057
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	372058
	Vacante

	JUEZ(A) 4
	377573
	Extraordinaria (Centro de Gestión y Apoyo)

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	44532
	Propiedad

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	6138
	Propiedad

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	44531
	Propiedad

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	6144
	Vacante

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	372060
	Vacante


                               Fuente: Relación de Puestos al 13-11-2018

Asimismo, se presenta la conformación del Tribunal de Flagrancia tanto a nivel estructural como de relación de puestos.

Cuadro N° 04
Estructura actual del Tribunal de Flagrancia del II Circuito Judicial de Alajuela

	Clase de Puesto
	Recurso Humano Actual

	Juez(a) 4
	4

	Técnico(a) Judicial 3
	3


Fuente: Relación de Puestos al 13-11-2018

Cuadro N° 05
Relación de Puestos del Tribunal de Flagrancia del II Circuito Judicial de Alajuela

	CLASE PUESTO
	N° PUESTO
	CONDICION PUESTO

	JUEZ(A) 4
	369840
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	369841
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	351322
	Vacante

	JUEZ(A) 4
	369848
	Vacante

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	359223
	Propiedad

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	369843
	Vacante

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	369844
	Vacante


Fuente: Relación de Puestos al 13-11-2018

Ahora bien, posterior al análisis efectuado por la Dirección de Planificación, se hace necesaria la creación de una sección en el cantón de Upala, que atienda el circulante existente en materia penal de la zona, de ahí que la estructura propuesta para la nueva sección de este Tribunal será la siguiente:

Cuadro N° 06
Estructura propuesta para la Seccion del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala

	Clase de Puesto
	Recurso Humano Actual

	JUEZ(A) 4
	3

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	3


Fuente: Elaboración de la Dirección de Gestión Humana

Ante esta nueva propuesta, esta Dirección procedió a analizar todas las encuestas de traslado aplicadas al personal del Tribunal, teniendo como resultado que no existe nadie que de forma voluntaria quiera realizar el movimiento al cantón de Upala, por lo cual será necesario aplicar los criterios que se mencionaron líneas atrás, es decir; continuar con las plazas vacantes disponibles y en caso de no existir, determinando el tiempo de servicio en la institución, en el caso del personal de apoyo y el promedio de elegibilidad para los puestos de judicatura. 

Es dable indicar que, aun cuando la estructura del Tribunal de Flagrancia posee plazas en condición vacante no se pueden contemplar en el análisis de los cambios propuestos por la Dirección de Planificación, situación que limita aun más la posibilidad de ejecutar los cambios sin impactar al personal actual del despacho.

Siendo de esta manera, actualmente se tiene que el Tribunal Ordinario de San Carlos cuenta con 1 plaza de juez(a) y 2 de técnico(a) judicial en condición vacante de ahí que sería necesario determinar por medio de promedio de elegibilidad el faltante de jueces y por tiempo de servicio el de personal de apoyo a saber, técnico(a) judicial.

Con respecto al personal de judicatura, en fecha 23 de agosto, se realizó la consulta de los promedios de elegibilidad ante la Seccion Administrativa de la Carrera Judicial, teniendo como resultado lo siguiente:

[bookmark: _Hlk531243118]Cuadro N° 07
Promedios de elegibilidad al 23 de agosto 2018 del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela

	NOMBRE
	CÉDULA
	PUESTO
	PROMEDIO

	LUIS FERNANDO CALDERON UGARTE
	105930738
	6120
	85,9746

	RODRIGO MONGE UMAÑA
	108590523
	372059
	78,2597

	GLORIANA MURILLO CHAVES
	111490394
	44496
	89,4194

	LAURA MARIA MORERA GONZALEZ
	204870807
	372056
	81,5046

	BLANCA IRIS SALAS MORA
	204990072
	103133
	95,1959

	JOSE ALBERTO BLANCO GONZALEZ
	205350740
	372057
	83,2327


Fuente: Seccion Administrativa de la Carrera Judicial

De lo anterior, se puede concluir que el señor Rodrigo Monge Umaña y la señora Laura María Morera Gonzalez junto con la persona que ocupa la plaza vacante 372058, serian quienes se trasladarían a la nueva sección del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala.

Ahora bien, con relación al personal de apoyo, fue necesario determinar los tiempos de servicio en la institución de las personas que actualmente ocupan los puestos en propiedad de técnico(a) judicial. A continuación, el detalle. 

Cuadro N° 08
Tiempos de Servicio en la Institución al 31/08/2018
Técnicos(as) Judiciales
Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela

	Cédula
	Nombre
	Puesto
	Tiempo servido al 31/08/2018

	0109970459
	Adriana Orozco Alpizar
	44532

	18 años, 6 meses y 6 días

	0205060924
	Viviana Quiros Rodríguez
	6138

	24 años, 7 meses y 28 días

	[bookmark: _Hlk531249275]0205200334
	Ana Jancy Pérez Rodríguez
	44531
	13 años, 9 meses y 23 días


Fuente: Relación de Puestos al 13-11-2018

Tal y como se puede observar en los cálculos realizados, la servidora Ana Jancy Pérez Rodríguez posee el menor tiempo de servicio en la institución por lo que su plaza sería la que se traslade a la nueva sección del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala junto con las personas que actualmente se encuentran nombradas en las plazas vacantes anteriormente mencionadas.

En razón de lo anterior, se presenta la nueva conformación del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela con sede en Upala.

Cuadro N° 09
Propuesta de la sección en el cantón de Upala para el Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela

	CLASE PUESTO
	N° PUESTO
	CONDICION PUESTO

	JUEZ(A) 4
	372059
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	372056
	Propiedad

	JUEZ(A) 4
	372058
	Vacante

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	44531
	Propiedad

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	6144
	Vacante

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 3
	372060
	Vacante


Fuente: Elaboración de la Dirección de Gestión Humana

RECOMENDACIONES 

Aprobar los cambios propuestos en este informe, y trasladar a los siguientes servidores a partir de la fecha que este Consejo disponga a la nueva sección del Tribunal Ordinario del II Circuito Judicial de Alajuela con sede en Upala:

Cuadro N° 10
Propuesta de traslado

	Cédula
	Nombre
	Puesto
	Clase
	Criterio

	0108590523
	Rodrigo Monge Umaña
	372059
	Juez 4
	Voluntad

	0204870807
	Laura Morera González
	372056
	Juez 4
	Tiempo de Servicio

	*
	*
	372058
	Juez 4
	Plaza Vacante

	0205200334
	Ana Jancy Pérez Rodríguez
	44531
	Técnica Judicial 3
	Tiempo de Servicio

	*
	*
	372060
	Técnico(a) Judicial 3
	Plaza Vacante

	*
	*
	6144
	Técnico(a) Judicial 3
	Plaza Vacante


Fuente: Elaboración de la Dirección de Gestión Humana

En caso de que existan personas que actualmente cubran estos puestos de forma interina, en el que la persona titular se encuentre fuera de la oficina por motivo de ascenso, incapacidad, vacaciones, paso a otros cargos y demás, deberán trasladarse junto con puesto hasta el regreso del titular a la plaza.

La Unidad de Presupuesto de la Dirección de Gestión Humana deberá tramitar ante el Ministerio de Hacienda la modificación correspondiente a la relación de puestos, de forma que, se logre visualizar su ubicación física en el cantón de Upala.

Deberá la Dirección de Planificación indicar si efectivamente el plan propuesto se puede llevar a cabo, siendo que, esta Dirección tuvo conocimiento que las personas que conforman ese Tribunal no autorizan que se soliciten permisos con goce de salario sobre sus puestos para ejecutar el plan propuesto.

(…).”
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En la sesión N° 72-18 celebrada el 14 de agosto del 2018, artículo XLIV, se tuvo por rendido el informe N° 799-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con la creación de una Sección del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala. Asimismo, se avalaron las recomendaciones sugeridas; en consecuencia, conforme lo establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución por 6 meses, a partir del 1 de setiembre de 2018, para destacar una sección colegiada en el cantón de Upala, la cual se justifica por el circulante que actualmente tiene el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela de esa zona geográfica. La permanencia de la sección colegiada estará supeditada a la carga de trabajo en la zona. Y el inicio de la ejecución del plan estará supeditado a contar con el espacio físico necesario, comunicación que realizará la Dirección Ejecutiva una vez recibido y acondicionado el local. Por lo anterior, se aprobaron conforme lo establecido en el informe, las siguientes plazas:

	Tipo de puesto
	Cantidad de permisos

	Técnica o Técnico Judicial 3
	5

	Fiscala o Fiscal de juicio
	1

	Defensora o Defensor Público
	1

	Custodio de detenidos
	2

	Total
	permisos



En razón de lo anterior en el entendido que los traslados serán de forma voluntaria. La determinación de las tres plazas de Jueza o Juez y tres de Técnica o Técnico Judicial 3 que se trasladen al cantón de Upala, la definirá la Dirección de Gestión Humana con los criterios existentes para esos efectos. Todas las cuotas de trabajo serán revisables y ajustables por parte de la Dirección de Planificación, dependiendo de variaciones en entrada o disminución en circulante. Además, se comunicó a la licenciada Laura Morera González, que la Dirección de Gestión Humana deberá definir a la mayor brevedad, con los criterios establecidos, cuáles son las plazas que se destacarán en el cantón de Upala.
[bookmark: _Toc528249920]Seguidamente, en sesión N°94-18 celebrada el 30 de octubre del 2018, artículo XCVIII, se indicó a la Dirección de Gestión Humana, que la creación temporal de una Sección del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Sede Upala, se debió a la recomendación de la Dirección de Planificación ante la necesidad institucional de atender la considerable cantidad de asuntos provenientes del cantón de Upala, que es actualmente competencia de ese Tribunal, por lo que debería a la brevedad, utilizando los criterios existentes para estos casos, como: a.) La aceptación de traslado por parte de la persona ocupante en propiedad de la plaza. b.) Estado de la plaza, y c.) Tiempo de servicio de la persona ocupante del puesto, hacer la propuesta de traslados e informar a este Consejo lo que corresponda.
Previamente a resolver lo que corresponda sobre los traslados pertinentes a la creación de una sección del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela de forma permanente en el cantón de Upala, se acordó: Trasladar el oficio N° DGH-040-2019 del 6 de febrero de 2019 suscrito por las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Sub Directora interina de Gestión Humana y Krissia Rojas Quirós, Jefa Administrativa 4 interina de la Sección de Reclutamiento y Selección a la Dirección de Planificación, con el fin de que informe a este Consejo Superior si prevalece la necesidad de ejecutar los movimientos de recurso humano.
La Dirección de Planificación y de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO XLIV
Documento N° 4455-14 / 1506-19.
En sesión N° 73-18, celebrada el 16 de agosto de 2018, artículo XIII, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que realizara una propuesta de indemnización para las personas servidoras judiciales que se encontraban nombradas en propiedad en el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José y se verían afectadas con la modificación de la jornada laboral de ese despacho.
En oficio N° 1571-2019, del 4 de febrero de 2019, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Sub Directora interina de Gestión Humana, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira, Jefe de Subproceso de Administración de Personal y la máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina de Subproceso Administración Salarial, solicitaron lo siguiente:
“En atención al oficio N° 1024-19, del 30 de enero del 2019, nos permitimos solicitar ampliación de dos meses en el plazo dado, para rendir el informe relacionado con el oficio 9117-18, sobre la variación de jornada de los funcionarios del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José, Turno Vespertino.

Lo anterior, en virtud de que se están analizando los escenarios que se ajusten al marco legal y sean congruentes con el criterio vertido por la Dirección Jurídica mediante el oficio N° DJ-AJ-1956-2018 del 7 de agosto de 2018.

(…).”
-0-
Se acordó: Acoger la solicitud presentada por la Dirección de Gestión Humana en su oficio N° 1571-2019, del 4 de febrero de 2019, en consecuencia, otorgarle un plazo improrrogable de dos meses a partir de la comunicación de este acuerdo con la finalidad que presente el informe solicitado por este Consejo Superior, en sesión N° N° 73-18, celebrada el 16 de agosto de 2018, artículo XIII.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049079]ARTÍCULO XLV
Documento N° 5287-17 / 1419-19.
En oficio N° 143-PLA-MI-2019 del 5 de febrero del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, remitió informe suscrito por la ingeniera Elena Gabriela Picado González, Jefa interina del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el plan de trabajo para la Sección Cuarta del Tribunal Primero de Primera Instancia Civil, a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk526157233]“El Informe número 32-PLA-MI-2018, de la Dirección de Planificación relacionado con Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial para el 2019 a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil; el cual fue aprobado por Corte Plena en sesión 24-18 del 30 de mayo del 2018, artículo I, se recomendó la creación de una Sección adicional para el Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José; la cual entró en funcionamiento a partir de enero del 2019, compuesta por tres personas juzgadoras y tres personas técnicas judiciales.

Lo anterior se debe a que para la formulación del presupuesto 2019, el equipo gestor de la Implementación del nuevo Código Procesal Civil indicó que también se debía incluir en el análisis de la entrada de los Tribunales, los antiguos asuntos abreviados de mayor cuantía (readecuados a ordinarios a partir de octubre 2018), por lo que, al sumarlos y recalcular la cantidad de recurso humano necesario a partir del 2019, se identificó la necesidad de la Sección adicional.

El trabajo que debe asumir la Sección está estipulado en el informe 1201-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con las Estructuras de Trabajo de los Tribunales de Primera Instancia Civil a nivel nacional, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión del 11 de octubre del 2018, artículo XLVI.

Sin embargo; actualmente se tiene la limitante institucional de contar únicamente con dos salas de juicio para audiencias colegiadas en el Primer Circuito Judicial de San José, donde se deben realizar audiencias por las siete Secciones Colegiadas de dicho Circuito (tres secciones actuales del Tribunal Primero, ,las 3 secciones del Tribunal Segundo y la Sección del Tribunal Primero que inició en enero de 2019); lo que resulta una restricción para el desarrollo del total de audiencias requeridas para cada una de las Secciones de ambos Tribunales.

Es importante indicar, que según lo indicado por el Lic. Melvin Obando Villalobos, profesional 2 de la Dirección Ejecutiva, mediante consulta vía telefónica, el proceso de construcción de las salas mínimas necesarias llevaría aproximadamente de 6 a 7 meses, ya que a esta fecha el contrato no ha sido adjudicado.

Debido a lo anterior, se hace necesario valorar una readecuación de las funciones de las nueva Sección, de forma temporal y hasta que se reciban por parte del Poder Judicial las salas de audiencias que se pretenden construir en el Edificio de Tribunales de Justicia; para lo cual se toman en cuenta los siguientes aspectos:

Posterior a la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil el 8 de octubre del 2018, los casos nuevos y circulantes de los Juzgados Civiles de San José se repartieron de forma equitativa entre el Tribunal Primero y el Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil; sin considerar en ese momento el aumento de la capacidad operativa que tendría el Tribunal Primero a partir del 2019 (el presupuesto fue aprobado por la Asamblea Legislativa al finalizar noviembre 2018).

En consulta al 6 de diciembre de 2018 el Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de San José indicó contar con 96 expedientes pendientes de fallo (ver apéndice 1).

En consulta al 6 de diciembre de 2018 el Tribunal Primero Colegiado de Segundo Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de San José indicó contar con 48 expedientes pendientes de fallo (ver apéndice 2).

De la información suministrada por el Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de San José en los Indicadores de Gestión del mes de octubre 2018 se indica que cuentan con 1179 escritos pendientes de trámite.

De la información suministrada por el Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de San José en los Indicadores de Gestión del mes de octubre 2018 se indica que cuentan con 347 escritos pendientes de trámite.

La readecuación de funciones que se propone sería un plan de trabajo temporal para la Sección que ingresó en este 2019, de forma que las personas juzgadoras colaboren con la reducción del pendiente de fallo y las personas técnicas judiciales colaboren con la reducción de escritos pendientes de trámite de ambos Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civil de San José, donde la cuota de trabajo, para el dictado de sentencia, se basaría en el criterio del Equipo Gestor del nuevo Código Procesal Civil, considerando la complejidad de asuntos por cantidad de folios, informado mediante correo del Lic. Christian Quesada Vargas (ver apéndice 3). La organización del plan se basó en la categorización de los expedientes pendientes de dictado de sentencia según cantidad de folios. Inicialmente se visualizó que las personas juzgadoras colaboraran con el firmado el proveído, sin embargo; en las observaciones enviadas por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, proponen facilitar el apoyo de una persona juzgadora categoría 4 adscrita a dicho Centro para esa tarea, a la cual se le dará seguimiento en el cumplimiento de la cantidad mínima de proveído planteado originalmente, que corresponde a 45 asuntos firmados diarios.

Es importante indicar, que la cuota propuesta se valida técnicamente por esta Dirección, ya que la cantidad mínima de fallo  y firma que se le solicita a esta Sección, es equivalente al trabajo que  se solicita a las personas juzgadoras en los Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civil en el dictado de sentencia, dictado de resoluciones que ponen fin a los procesos, firma de proveído y realización de audiencias (preliminares, complementarias y otras),  según el informe 1201-PLA-2018 de la Dirección de Planificación relacionado con la propuesta de estructura y organización de trabajo de los nuevos Tribunales de Primera Instancia Civil del País, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342), aprobado por el Consejo Superior en sesión 89-18 del 11 de octubre del 2018.

Los procesos sobre los cuales se dictará fallo en este plan serán “Ordinarios” que no provengan de la celebración de una audiencia oral; ya que; en estos casos el Código Procesal Civil, en sus artículos 2.7, 60.1 y 60.2, compete a que sean las personas juzgadoras partícipes en la audiencia complementaria o de pruebas, quienes realicen las funciones indicadas para el dictado de las sentencias respectivas. Esta aclaración se realiza a raíz de las observaciones recibidas al preliminar de este plan de trabajo.

La propuesta de plan para las personas juzgadoras se presenta a continuación:

Etapa 1:

	Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José

	Rango
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo
	Cuota mensual por Jueza/ez propuesta por la CJC
	Meta mínima a fallar con el plan
	Observaciones

	Menos de 900 folios
	26
	5
	15
	tres personas juzgadoras, por un mes, los 15 expedientes de mayor cantidad de folios (7 de enero al 1 febrero)

	900 a 1000 folios
	4
	5
	4
	un mes, una persona juzgadora, para los cuatro expedientes de menos de 1000 folios 

	De 1001 a 2000 folios
	9
	4
	8
	un mes, dos personas juzgadoras y queda un expediente pendiente

	De 2000 a 5000 folios
	9
	3
	9
	un mes, tres personas juzgadoras

	Total
	48
	
	36
	3 meses la Sección completa



La etapa 1 inicia en el mes de enero 2019.
Etapa 2:
	Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José

	Rango
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo
	Cuota mensual por Jueza/ez propuesta por la CJC
	Meta mínima a fallar con el plan
	Observaciones

	Menos de 1000 folios
	82
	5
	40
	tres personas juzgadoras, dos meses y dos personas juzgadoras, un mes. Los 40 expedientes de mayor cantidad de folios y antes de la entrada en vigencia del NCPC

	De 1001 a 2000 folios
	8
	4
	8
	un mes, dos personas juzgadoras, mayor cantidad de folios y antes de la entrada en vigencia del NCPC

	De 2000 a 5000 folios
	6
	3
	6
	un mes, dos jueces, mayor cantidad de folios y antes de la entrada en vigencia del NCPC

	Total
	96
	
	54
	4 meses la Sección completa



El plan de para el equipo de Técnicas y Técnicos Judiciales sería el siguiente:

	Personas Técnica Judicial
	Período
	Tarea
	Cuota mínima
	Firma

	Plaza persona técnica judicial 
44638
	7 de enero al 30 de abril 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos) de los escritorios de las personas técnicas judiciales 1, 2 y 3 del Tribunal Primero
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio)
	Plaza Persona Juzgadora 
asignada por el CACMFJ

	
	1 de mayo al 30 de junio 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos) de los escritorios de las personas técnicas judiciales 1, 2 y 3 del Tribunal Segundo
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio)
	

	
	 1 al 31 de julio 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos), resoluciones de trámite y demandas nuevas de los escritorios de las personas técnicas judiciales 1, 2 y 3 del Tribunal Primero
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio, mínimo una demanda nueva diaria por escritorio)
	

	Plaza
técnica judicial
43856
	7 de enero al 30 de abril 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos) de los escritorios de las personas técnicas judiciales 4, 5 y 6 del Tribunal Primero
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio)
	Plaza Persona Juzgadora 
asignada por el CACMFJ

	
	1 de mayo al 30 de junio 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos) de los escritorios de las personas técnicas judiciales 4, 5 y 6 del Tribunal Segundo
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio)
	

	
	 1 al 31 de julio 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos), resoluciones de trámite y demandas nuevas de los escritorios de las personas técnicas judiciales 4, 5 y 6 del Tribunal Primero
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio, mínimo una demanda nueva diaria por escritorio)
	

	Plaza
técnica judicial
56354
	7 de enero al 30 de abril 2019 
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos) de los escritorios de las personas técnicas judiciales 7, 8 y 9 del Tribunal Primero
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio)
	Plaza Persona Juzgadora 
asignada por el CACMFJ

	
	1 de mayo al 30 de junio 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos) de los escritorios de las personas técnicas judiciales 7, 8 y 9 del Tribunal Segundo
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio)
	

	
	 1 al 31 de julio 2019
	Resolución de escritos (iniciando por los más antiguos), resoluciones de trámite y demandas nuevas de los escritorios de las personas técnicas judiciales 7, 8 y 9 del Tribunal Primero
	15 expedientes diarios (5 de cada escritorio, mínimo una demanda nueva diaria por escritorio)
	



La asignación de la numeración de las personas técnicas judiciales está basada en lo indicado en el informe 1201-PLA-2018, mencionado en líneas anteriores. En caso de que los despachos mantengan una configuración distinta a la aprobada por el Consejo Superior en dicho informe, tendrá que ajustar la distribución guardando la proporcionalidad asignada.

Será responsabilidad de la persona Coordinadora Judicial de cada uno de los Tribunales Colegiados de Primera Instancia la asignación de escritos a las personas técnicas judiciales involucradas en este plan de forma semanal, tomando en consideración el criterio de antigüedad del escrito.

La plaza ordinaria de persona Juzgadora Civil, que el CACMFJ asignará a este plan hasta el 31 de julio del 2019, adicional al firmado del trámite que generará las tres personas técnicas judiciales lo cual corresponde a 45 asuntos diarios, según lo descrito en el cuadro anterior, deberá realizar las siguientes funciones según lo indicado por dicho Centro y la Comisión de la Jurisdicción Civil en el oficio 014-CACMFJ-JEF-2019:

Participación en audiencias orales ante la eventualidad de incapacidades y vacaciones sin sustitución de las nueve plazas ordinarias de judicatura adscritas al Tribunal desde la vigencia del nuevo CPC, así como audiencias orales interlocutorias de urgencia que pueda atender en asuntos incidentales o medidas cautelares que no correspondan a audiencias preliminares o complementarias.

En lo que respecta a la colaboración en el trámite de los escritos al Tribunal Segundo, y en caso de finalizar con la resolución de los 347 escritos pendientes, sería necesario trasladar la colaboración al Tribunal Primero en el momento que se concluya con dicha tarea, independientemente de los plazos indicados en el cuadro anterior.

Se aclara que las plazas 378870, 378871 y 378872 según la Ley de Presupuesto son plazas adscritas al Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José. Por lo que las plazas, sus equipos y dirección están sujetos a esa oficina y al Juez Coordinar de ese Tribunal. El trámite de asuntos del Tribunal Segundo se limita a la duración del plan de trabajo presentado.

Organización de Agenda para la Sección IV del Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José:

Entre los aspectos a considerar para esta tarea se menciona lo siguiente:

El primes mes que se agendará para la Sección IV del Tribunal Primero Colegiado, será el de agosto de 2019, donde se iniciará con la señalización de la audiencias, una vez se termine con los señalamientos de agosto para las Secciones I, II y III, con la finalidad de equipar la agenda del Despacho a partir de agosto para las cuatro secciones.

Lo anterior se realizará con previo visto bueno del CACMFJ y del Equipo Gestor del Código Procesal, en relación con la coordinación con la Dirección Ejecutiva del avance en la construcción de las saladas de audiencias que atañen a este plan; en el caso que las salas no estén listas para las fechas esperadas, el primer mes que se agendará será setiembre, siguiendo la misma metodología del punto anterior (se inicia con los señalamientos de la sección IV, una vez se termine con los señalamientos de setiembre para las Secciones I, II y III)

La cantidad de audiencias y el tipo (preliminar y/o complementarias) que se deberán agendar para la Sección IV, serán las establecidas en el informe 1201-PLA-2018 del 8 de octubre de 2018, de la Dirección de Planificación relacionado con la propuesta de estructura y organización de trabajo de los nuevos Tribunales de Primera Instancia Civil del País, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342).

Los expedientes que se agenden para la Sección IV a partir del mes de agosto no se le modificará la persona juzgadora y persona técnica judicial asignada al expediente, hasta que no se realice la asignación formal de estos expedientes (días antes del inicio de funciones de dicha Sección). Es decir, que la persona juzgadora y persona técnica judicial responsables asignados al expediente a la fecha, tendrán que atender cualquier tema de trámite o urgencia relacionada a ese asunto específico. 

Reparto del circulante

El reparto del circulante entre las cuatro secciones del Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia será realizado por la Dirección de Planificación durante el mes de Julio, donde se tomará en cuenta los expedientes agendados para dicha Sección. 

Observaciones al Informe Preliminar
Mediante el oficio 21-PLA-MI-2019 se puso en conocimiento el preliminar de este informe, obteniendo respuesta conjunta de la Licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del CACMFJ, y el Magistrado William Molinari Vílchez, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil, mediante el oficio 014-CACMFJ-JEF-2019. El resumen de las observaciones y las respuestas a estas se presenta a continuación:

	Observación CACMFJ y Comisión de la Jurisdicción Civil
	Respuesta Dirección de Planificación

	Mejor aprovechamiento del recurso de las personas juzgadoras incorporadas para el año 2019.
	

	“Para maximizar el recurso humano con que se cuenta para descongestionar ambos tribunales, consideramos que las plazas de personas juzgadoras creadas para la Sección IV del Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia, durante el plan de trabajo propuesto, deben dedicarse exclusivamente al análisis, deliberación, votación, redacción y validación de sentencias colegiadas en los procesos ordinarios civiles pendientes de fallo, que no provengan de la celebración de una audiencia oral; puesto que en estos casos el Código Procesal Civil, en sus artículos 2.7, 60.1 y 60.2, compele a que sean las personas juzgadoras partícipes en la audiencia complementaria o de pruebas, quienes realicen las funciones indicadas para el dictado de las sentencias respectivas.
…”
	Valorando el recurso juzgador con categoría 4 que ofrece el CACMFJ en el punto 2 del 014-CACMFJ-JEF-2019, se ajusta el texto de informe indicando que exime a las personas juzgadoras de la Sección IV del firmado del trámite, ya que lo asumirá una plaza adicional de Jueza o Juez 4 Civil con la misma cuota mínima de 45 asuntos diarios (15 asuntos por día por técnico judicial).

Se amplía el texto del oficio mencionado los artículos 2.7, 60.1 y 60.2 del Código Procesal Civil.

	Mejor aprovechamiento del recurso de personas técnicas judiciales que se incorporan para el año 2019. Propuesta de asignación de una persona juzgadora de clasificación 4 para trabajo de trámite de asuntos pendientes en el Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José.

“Conocedores de las funciones propias de las personas técnicas judiciales en cuanto a la tramitación de asuntos y la cantidad de escritos pendientes de resolución, el CACMFJ propone asignar una plaza ordinaria de juez(a) civil hasta el 31 de julio del 2019, , con el fin de apoyar el Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia en funciones propias de tramitación de asuntos, en conjunto con las tres plazas técnicas judiciales, además de apoyo a este Tribunal ante vicisitudes que le son propias. Se expone de la siguiente manera:”

	Se toma nota de la asignación del recurso y se incluye en el plan de trabajo para el firmando del proveído de las plazas de personas técnicas judiciales indicadas en este oficio.

Las propuesta de asignar el recurso de persona juzgadora indicada por el CACMFJ y de las personas técnicas judiciales de forma exclusiva al Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia del San José; no se comparte por esta Dirección, ya que se espera que la capacidad operativa de ese equipo de trabajo pueda asumir la carga de trabajo de  escritos pendientes indicados en este oficio para ambos Tribunales de Primera Instancia, sin embargo; se ajustó la propuesta original, otorgando mayor apoyo al Tribunal Primero.

	“Orientar, revisar, corregir, ajustar, validar y firmar, con el auxilio de las 3 personas técnicas judiciales incorporadas a partir del inicio del año 2019, en la tramitación de los escritos que les sean asignados, sin que ello implique un nuevo reparto del circulante, pues más bien pretende la atención de los 1179 escritos rezagados de atención y los que requieran apoyo especial por circunstancias particulares de urgencia…
…Nótese que durante todo el período hasta el 31 de julio del 2019, las 3 plazas de técnicos judiciales y la de persona juzgadora suministrada por el CACMFJ, tendrían competencia para tramitación en el Tribunal Primero Colegiado de San José, por cuanto es éste el que casi cuadriplica al Tribunal Segundo Colegiado en la cantidad de escritos pendientes de tramitación. De igual forma, considere la Dirección de Planificación que el Tribunal Primero Colegiado recibió un mayor circulante en proporción de 4/3 con respecto al Tribunal Segundo Colegiado, debido a que en la implementación de la reforma procesal civil se dispuso esa proporción tomando en cuenta una estructura programada de 12 personas juzgadoras y 12 técnicas judiciales para el primer despacho versus 9 y 9 personas en el segundo tribunal.”
	Las propuesta de asignar el recurso de persona juzgadora indicada por el CACMFJ y de las personas técnicas judiciales de forma exclusiva al Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia del San José; no se comparte por esta Dirección, ya que se espera que la capacidad operativa de ese equipo de trabajo pueda asumir la carga de trabajo de los escritos pendientes indicados en este oficio para ambos Tribunales de Primera Instancia, sin embargo; se ajustó la propuesta original, otorgando mayor apoyo al Tribunal Primero.

Adicionalmente se toma en cuenta que actualmente el reparto de expedientes nuevos entre Tribunales de Primera Instancia Civil se realiza uno a uno.

	“Adicionalmente, se propone que la persona juzgadora que abarcaría las funciones de tramitación en conjunto con los técnicos judiciales nuevos, atienda además las necesidades del Tribunal Primero Colegiado Civil de San José cuando se requiera para su participación en audiencias orales ante la eventualidad de incapacidades y vacaciones sin sustitución de las 9 plazas ordinarias de judicatura adscritas al Tribunal desde la vigencia del nuevo CPC, así como audiencias orales interlocutorias de urgencia que pueda atender en asuntos incidentales o medidas cautelares que no correspondan a audiencias preliminares o complementarias. De esta manera esa plaza serviría de apoyo para el Tribunal en situaciones intempestivas que se presentan aisladamente y que pueden afectar el mejor servicio público que se brinda.”
	Se incluye la función para el recurso de persona juzgadora categoría 4 aportada por el CACCMFJ.

Esta observación modifica el contenido del informe.

	“De la misma forma, en casos de vacaciones o incapacidades sin sustitución de alguna de las 9 plazas de personas técnicas judiciales asignadas a la tramitación de asuntos por reparto, las plazas técnicas judiciales que inician funciones en 2019 apoyarían a la tramitación de estos asuntos en conjunto con la persona juzgadora suministrada por el CACMFJ.”
	El plan de trabajo define que el equipo de personas técnicas judiciales se dedicarán la mayoría de los meses, a la tramitación de escritos por antigüedad, por lo tanto; no se considera prudente colocar como función que atiendan los trámites de los escritos de las personas técnicas judiciales ordinarias del Despacho que no se encuentren por motivo de vacaciones o incapacidades; ya que esta actividad podría reducir la productividad del plan, a menos que también se tramiten los escritos con mayor antigüedad de ingreso al Despacho.

Esta observación no modifica el contenido del oficio.

	“En armonía con lo anterior, previendo que a partir de agosto del 2019 ya podría funcionar con normalidad la Sección IV del Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José, la Dirección de Planificación podría coordinar con este despacho la repartición del circulante con dos meses de anticipación, es decir, a más tardar el 31 de mayo próximo. Esto con el fin de que la repartición del circulante total entre 12 personas juzgadoras y 12 personas técnicas judiciales, le permita a la batería del (a) juez (a) civil proporcionado (a) por el CACMFJ y las 3 personas técnicas judiciales que tramitarían conjuntamente, dedicarse durante esos 2 meses previos, a la tramitación de los asuntos de la futura Sección IV del tribunal. Esta propuesta propiciaría una preparación planificada de los asuntos que puedan agendarse para audiencias orales a realizar por las 3 personas juzgadoras de plazas extraordinarias de esta Sección IV con su circulante y asuntos nuevos previamente asignados, quienes se incorporarían a partir del mes de agosto con audiencias orales ya programadas.”
	La distribución del circulante, por recomendación técnica se realizará durante el mes de julio, previendo que en caso de existir alguna urgencia en el expediente se cuente con persona juzgadora y persona técnica judicial asignada. Adicionalmente, se prevé la equiparación del circulante en el momento en que se inicie con los señalamientos de agenda para las cuatro secciones.

Por otro lado, no es recomendable la asignación de lo equivalente a tres personas juzgadoras a una única persona juzgadora; ya que recargaría el recurso y además tendría que atender temas de dictado de sentencia en caso no requerir audiencia.




Recomendaciones:

Al Consejo Superior:
Aprobar el plan de trabajo propuesto para las personas juzgadoras en los periodos y con las cuotas de trabajo indicadas; ampliando así la competencia de las plazas 378870, 378871 y 378872, por el período indicado, para que atienda procesos del Tribunal Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José.

Aprobar el plan de trabajo propuesto para las personas técnicas judiciales y el recurso de persona juzgadora categoría 4 aportado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  en los periodos y con las cuotas de trabajo indicadas;  ampliando así la competencia de las plazas 44638, 43856 y 56354, por el período indicado, para que atienda  escritos, resoluciones de trámite y demandas nuevas de los procesos del Tribunal Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José.

En virtud de los planes de trabajo propuestos, al seguimiento, los resultados obtenidos y los objetivos definidos, en ocasiones, los planes se deben irse readecuando a la realidad y necesidad del despacho, por lo que los planes originales y aprobados por el Consejo Superior puede sufrir modificaciones. Por ello, resulta indispensable para la Dirección del Planificación contar con el aval del Consejo Superior, de que en caso de que técnicamente se recomiende alguna variación en los planes y/o nombramientos, se realice la variación, sin requerir nuevamente de la aprobación por parte del Consejo Superior, a quien se le pondrá en conocimiento las modificaciones correspondientes.

Al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional:

El seguimiento de los planes de trabajo está a cargo del CACMFJ, para esa labor será necesario que esa dependencia facilite la plantilla respectiva para realizar la recolección de información.

El CACMFJ deberá remitir informes mensuales de los resultados del plan de trabajo a la Dirección de Planificación, Comisión de la Jurisdicción Civil y Consejo Superior.

Proceder a la comunicación respectiva a los Despachos y personas involucradas, así como al nombramiento respectivo en el caso de las plazas extraordinarias asignadas 378870, 378871 y 378872.

Se deberá de dar igual seguimiento en el cumplimiento de cuotas, según el Plan de trabajo propuesto, para la plaza de persona juzgadora otorgada por el CACMFJ.

Coordinar con la Comisión Civil y la Dirección Ejecutiva el avance de la construcción de las Salas de Juicio para agosto 2019, de manera que los señalamientos para la Sección IV inicien en este mes y en su defecto en setiembre, bajo la metodología indicada en este plan de trabajo.

A los Tribunales Primero y Segundo Colegiados de Primera Instancia Civil de San José:

Tomar nota de las especificaciones del plan de trabajo y los periodos indicados en este oficio; adicionalmente, tomar nota que no podrán realizarse modificaciones al mismo, sin previa autorización.

Realizar el reporte correspondiente a la Dirección de Tecnología de la Información, a fin de contar con los permisos necesarios para ejecutar las labores aquí asignadas y en los periodos indicados.

Llevar un control del trabajo realizado y del cumplimiento de las cuotas de trabajo de cada una de las plazas asignadas.

Realizar los señalamientos de audiencias para la Sección IV, según se indica en este plan de trabajo, previa coordinación con el CACMFJ y la Comisión Civil.

(…)”
-0-
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 143-PLA-MI-2019, de la Dirección de Planificación, sobre el plan de trabajo para la Sección Cuarta del Tribunal Primero de Primera Instancia Civil, a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil. 2) Tomar nota de los resultados obtenidos en el estudio supracitado. 3) Aprobar el plan de trabajo propuesto para los jueces en los periodos y con las cuotas de trabajo indicadas en el estudio; ampliando así la competencia de las plazas 378870, 378871 y 378872, por el plazo señalado, para que atienda procesos del Tribunal Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José. 4) Aprobar el plan de trabajo propuesto para los técnicos judiciales y el recurso de Juez 4 aportado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en los periodos y con las cuotas de trabajo indicadas en el estudio;  ampliando así la competencia de las plazas 44638, 43856 y 56354, por el período señalado para que atienda escritos, resoluciones de trámite y demandas nuevas de los procesos del Tribunal Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José. 5) Aprobar que la Dirección de Planificación pueda variar los planes y/o nombramientos realizados para los planes en cuestión, de lo cual pondrá en conocimiento a este Consejo. 6) Aprobar las recomendaciones dirigidas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a los Tribunales Primero y Segundo Colegiados de Primera Instancia Civil de San José, las cuales deberán cumplirse conforme se detalla en el presente informe. 7) Hacer de conocimiento de la Dirección Ejecutiva lo referente a la disponibilidad de salas de juicio, indicado en el informe, para su valoración. 8) Deberá la Dirección de Planificación valorar la disponibilidad de espacio físico en las salas de juicio, en razón de que se tiene conocimiento que hay salas de juicios que no se están utilizando a su máxima capacidad, por lo que deberán informar a este Consejo Superior lo que corresponda. Lo anterior con la finalidad de garantizar el óptimo uso de los recursos institucionales. 9.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración del Primer Circuito Judicial de San José.
La Dirección de Planificación, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de San José y la Administración del Primer Circuito Judicial de San José, tomarán nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO XLVI
Documento N° 6757-14 / 1275-19
En oficio N° 129-PLA-MI-2019, del 1 de febrero de 2019, la máster Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, remitió el informe suscrito por la ingeniera Elena Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso Modernización Institucional, relacionado con el oficio N° 861-PLA-2018, sobre la unificación de los sistemas electrónicos para el manejo y control de los procesos disciplinarios que utilizan los órganos de Control y el Consejo Superior, que literalmente dice:
“En atención al oficio 4371-DTI-2018 (anexo 1) suscrito por la Licda. Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, que a su vez comunica el oficio 4372-DTI-2018 (anexo 2), suscrito por la MSc. Vivian Rímola Soto, Jefa a.i. Área Informática de Gestión del Segundo Circuito Judicial de San José, en donde remite informe con los criterios técnicos del Equipo de Normalización, de la Coordinadora de Informática de San José, la MSc. Fabiola Arancibia Hernández y el Licenciado Gian Muir Young respecto al informe de la Dirección de Planificación 861-PLA-2018, aprobado por el Consejo Superior en sesión 72-18 del 14 de agosto del 2018, artículo XLII (oficio de comunicación 8461-18). 

Me permito hacer de su conocimiento, la información recopilada por la MSc. Melissa Durán Gamboa, Profesional 2 de esta Dirección, que al respecto detalla lo siguiente:

Se procede a citar cada una de las observaciones de DTI y el criterio de la Dirección de Planificación.

	Criterio DTI oficio 4372-DTI-2018
	Criterio de la Dirección de Planificación

	“No hay infraestructura para el Consejo Superior y Corte Plena, en el Excel no se muestra marcado ningún registro para dichos órganos”.
	Para el caso en específico de la infraestructura que se debía levantar en el Consejo Superior y la Corte Suprema de Justicia, con el fin de atender lo dispuesto para el Régimen Disciplinario a nivel institucional, no se tiene ninguna recabada como insumo tecnológico, esto por cuanto no se ha logrado tener una respuesta positiva en la coordinación para obtener la información. Así queda constatado en una de las minutas de trabajo inicial donde se pactaron las fechas para el trabajo con cada una de las oficinas involucradas.
Sin embargo, el señor Ronny Chaves indica que los compañeros de implantación de DTI, se han presentado cerca de tres veces a la Secretaría de la Corte para intentar llenar los requerimientos necesarios, sin embargo, no ha sido, al no tener claro quiénes serán los principales usuarios a quienes se les debe asignar una ubicación y tareas dentro del Escritorio Virtual.
Se solicita directamente a la Secretaría General de la Corte, remitan la matriz debidamente completa conforme solitud realizada meses atrás, sin embargo, no se obtuvo respuesta. Se adjuntan correos con las solicitudes de reunión y para completar la matriz que contiene la infraestructura tecnológica de cada instancia.

Así mismo no se logró tener participación de algún representante de estas dos oficinas en las reuniones siguientes, por tal motivo no se cuenta con los insumos que nos orienten en la matriz de trabajo utilizada en todas las oficinas que conforman el proceso, para la obtención de las siguientes variables: Clases de asuntos, datos adicionales, procedencia, procedimientos, Estados, Fases, Tipos de intervención, sanciones, resultado de resolución, tareas, tipos de documentos, tipos de resolución, ubicaciones las cuales son requeridas de acuerdo a la participación de cada órgano en la materia disciplinaria a nivel institucional. 
Se debe reiterar a la Secretaría General de la Corte completar la matriz para que el Equipo de Normalización de DTI.

	“En general nos surge la duda si debemos partir de la indicación de la columna "Observaciones PLA" y dejar solamente lo que se marca como "se queda" o más bien, solo "eliminar" lo que ahí se indica”.  
	Favor, solamente eliminar los que se indica “eliminar”, las restantes se mantienen. 
El estado “Desestimados no activos”, favor eliminar.

	“En los estados Incompetencia o Remisión (Incompetencia a Corte Penal Art 182/183) y Remisión a Corte Plena Art, en el primero no queda claro si se requiere reemplazar la descripción o adicionar y, en el segundo, si sobra "Art" o falta algo. Hay un estado "Desestimados no activos" que solicitan quede sólo "No activos", pero no se habilita para ninguna oficina”.
	Se aclara que, de esos estados, solamente deben quedar dos:
Incompetencia a Corte Plena Art. 182/183
Remisión a Corte Plena

Según lo conversado con Gina Aguilar, los “Estados” son los mismos para toda la materia DI (Disciplinario).  

El estado “Desestimados no activos”, favor eliminar.

	“En cuanto a las Ubicaciones y Tareas, se solicita remitir los datos como se requieren, las listas de ubicaciones y tareas deberían ser estándar y aunado a ello, enviar cuales deben ligarse según ubicación y tarea. Las ubicaciones no están definidas para todas las oficinas”. 

	Esta tarea está pendiente de parte de la Dirección de Planificación, se remitirá a la mayor brevedad. Se realizará durante la capacitación a las oficinas. 

	“En la pestaña de la Agenda no viene marcado lo correspondiente por oficina, y en el motivo deben considerar que no es por oficina”. 

	
Replíquese la estructura de Agenda Cronos que tiene hoy la Inspección Judicial, tomando en consideración las ubicaciones o usuarios de cada oficina.

Según lo conversado con Gina Aguilar, los “Motivos” son los mismos para toda la materia DI (Disciplinario).  


	“El cambio en la infraestructura incluye a la Inspección Judicial, por lo que el Equipo de Normalización recomienda que debe valorarse el impacto del cambio, esto a nivel interno es un cambio de Materia, tipo de Despacho, códigos de todas las tablas afectadas. Con la advertencia de que no hay equivalencias para realizar la homologación de los datos.

	Correcto, debido a los cambios no existen equivalencias. 
La solución es que la infraestructura se utilizará a partir de una fecha determinada (solo casos nuevos). Las variables anteriores deben quedar en el histórico, para poder generar estadísticas de lo actual (DI) más lo anterior (IJ). 


	“…se brinda criterio que el campo Delito Estadístico se mantiene en la lista de datos adicionales, pero las faltas ahora son clases, y a la propuesta de doña Gabriela de incluir prioridades en este catálogo que es de Delitos, se indicó que no aplicaría porque desnaturalizaría su función y afectaría a nivel nacional, principalmente en temas estadísticos”. 

	La propuesta del informe 861-PLA-2018, es un modelo “ideal”, que debe ser considerada por DTI al momento de desarrollar en el nuevo sistema el contexto para materia Disciplinaria. 
Sin embargo, se toma nota de lo indicado por DTI en el sentido de que con los recursos actuales (utilizando el Sistema de Gestión actual), no es posible hacer los cambios a nivel de campos del sistema, si deberá de realizarse para el contenido de esos campos.  

Por lo que más adelante en este documento se explica la propuesta con el Sistema y recursos informáticos actuales.  


 

	“…si el Equipo de Normalización cambia los códigos de los catálogos, esto también afecta el envío de los datos al sistema PIN que utiliza Gestión Humana”.
“Comentar y recalcar la importancia del comentario anterior en el sentido de que actualmente el sistema de la PIN y el Sistema de Gestión en el Tribunal de la Inspección Judicial están integrados y al cambiar los datos con la nueva infraestructura propuesta por la Dirección de Planificación implica que los datos ya enviados a la PIN se volvería inconsistentes y erróneos, por lo que es necesario la coordinación con el despacho de la Inspección Judicial, la sección de la Dirección de  Gestión Humana que interviene en estos procesos para validar las implicaciones de la actualización de los datos, según se están solicitando.”
	Correcto, en el momento en que la materia deja de ser “IJ” y pasa a ser DI, debe la Dirección de Tecnología de la Información junto con la Dirección de Gestión Humana realizar las actualizaciones o mejoras necesarias en la PIN para que se adapte a la nueva materia. Se han realizado las reuniones en la que se han indicado que lo que se busca es estandarizar el uso de la información a nivel disciplinario e institucional.

	“Es importante indicar que el impacto de modificar las tablas de catálogos de los sistemas transaccionales que sirven de insumo a SIGMA y que son coordinados con el Subproceso de Estadística y las Comisiones de las materias respectivas, afecta el estándar de acuerdo a los requerimientos de este sistema”.
	Se toma nota, y se considera en la propuesta detallada más adelante en este documento. 

	“Finalmente, en cuanto a lo solicitado en el oficio 861-PLA-2018, refiriéndose al siguiente punto:

“Una vez que se apruebe por parte de los Órganos Superiores, la infraestructura tecnológica propuesta, así como los tipos de faltas propuestas por la Subcomisión de Órganos de Control en materia Disciplinaria, la Dirección de Tecnología de la Información deberá realizar los siguientes cambios en el Sistema de Gestión de Despachos Judicial-EV:

Las variables que se establecen en el campo actual de “Clases de asunto”, deberán ser trasladadas al campo “Procedencia”.
Las variables que se establecen en el campo actual de “Faltas”, deberán ser trasladadas al campo “Clases de asunto”.
En el campo “Prioridad” se deberán enlistar las variables relacionadas a subclase.
Las variables que se establecen en el campo actual de “Tipo de cuantía” (transformar el nombre del campo en “Tipo de falta”), el cual no se utiliza actualmente y se propone se pueda clasificar cada causa entre “Funcional” y “No Funcional”. 
Se requiere definir un campo adicional dentro del Sistema de Gestión de Despachos Judicial para que se incorpore la normativa que aplica según clase de asunto. 
Los cambios anteriormente solicitados a la Dirección de Tecnología de la Información se aplicarán a todos los órganos de control en materia Disciplinaria.
Continuar según plan de trabajo y cronograma con la implantación de las oficinas y despachos de las Fases 2 y 3.”


Nos permitimos indicar, que para cumplir con los puntos 4 y 5, es necesario realizar mejoras en los sistemas, dichas solicitudes, fueron evaluadas y se determina que para punto 4 no es factible debido a que el campo Tipo de cuantía no se debe cambiar para indicar el Tipo de falta por motivos de temas de estadística. En la actualidad el campo es alimentado a nivel nacional para la indicación del tipo de cuantía (estimable/inestimable), para mostrar la información en los correspondientes informes estadísticos de las cuantías. La carga de estadística desde el sistema SIGMA, requiere obligatoriamente que en todas las bases de datos del país el campo se use con la misma finalidad, es decir, no puede cambiar la naturaleza del campo ni su contenido. En cambio, la recomendación va en el sentido de agregar un campo en el módulo de Datos adicionales.

Lo que respecta al punto 5, donde solicitan se incorpore un nuevo campo para que se indique la normativa que aplica según clase de asunto, se recomienda el uso del campo de Delito Estadístico cuya naturaleza es precisamente para que se indiquen las faltas y delitos más importantes”. 

	Se toma nota, y se considera en la propuesta detallada más adelante en este documento.

Según lo conversado con Gina Aguilar, se toma nota de que no es posible ligar las Clases con las Subclases, por lo tanto, la información se mostraría en un listado con orden alfabético únicamente, quedará como nuevo requerimiento. 

En lo que respecta al punto 5, no es posible incluir la norma jurídica en el mismo “Delito Estadístico”, más adelante se reitera la necesidad de un campo adicional. 

Se aclara además que la información contenida en el informe 861-PLA-2018, fue trabajada en conjunto por los Órganos de Control en materia disciplinaria (Asuntos Internos, Inspección Fiscal, Inspección Judicial, CORELA, Defensa Disciplinaria, Secretaría de Genero. 

	“Se debe aclarar que, para lograr cumplir con este punto de la minuta, es necesario tener bien definidos los aspectos relacionados con la infraestructura que propone la Dirección de Planificación, la misma debe ser analizada y validada por el Equipo de Normalización y el subproceso Estadístico para poder dimensionar y estimar todas las actividades que se deben realizar. Posterior a esta actividad se puede unificar el cronograma de actividades incluyendo las del equipo de Implantación”.
	Se toma nota. 



Dada las observaciones realizadas por la Dirección de Tecnología de la Información, al informe 861-PLA-2018 que contiene la Infraestructura Tecnológica “Ideal” para materia Disciplinaria, aprobado por el Consejo Superior en sesión 72-18 del 14 de agosto del 2018, artículo XLII, se plantea la siguiente propuesta para uso temporal hasta tanto la Dirección de Tecnología pueda desarrollar los nuevos requerimientos en Sistema de Gestión y en el contexto adaptado a la materia Disciplinaria.

	Campo actual
	Información que debe reflejar
	Observaciones

	Procedencia
	Código de oficina de donde provienen la causa
	Misma función actual, no hay modificación del campo.

	Delito
	Incluir en el catálogo, las clases de faltas indicados en el archivo Excel como clase a saber:
Condena por delito penal (CEP)
Imputado en causa penal.
Acoso sexual
Abandono injustificado de labores
Daños de bienes o documentos de terceros en el ejercicio del cargo (CEP)
Extravío o pérdida de documentos.
Falta al resguardo y custodia de evidencias (CEP).
Incumplimiento de directrices institucionales (CEP).
Incumplimiento de una orden de un superior jerárquico en asuntos propios del cargo.
Incumplimiento de directrices institucionales.
Incumplimiento de una orden de un superior jerárquico en asuntos propios del cargo.
Infracción al reglamento de incapacidades.
Error y retardo grave en la administración de justicia (CEP).
Retraso injustificado de las labores. 
Imputado en causa penal
Mala atención persona usuaria
Incumplimientos de obligaciones patrimoniales.
No entrega oportuna de informes.
Falta al resguardo, custodia y uso indebido de activos y/o herramientas tecnológicas de la institución (CEP).
Retraso injustificado de las labores (CEP)
Acceso y uso indebido de información confidencial (CEP)
Acoso laboral
Condena por delito penal (CEP)
Falta de respeto a los superiores jerárquicos.
Falta de respeto a servidores judiciales.
Falta de respecto a terceras personas.
Falta de respeto a la persona usuaria.
Abandono injustificado del desempeño de la función. 
Uso excesivo del cargo (CEP)
Error y retardo grave en la administración de justicia.
Uso y/o o entrega de documentos alterados.
Adelanto criterio.
Violencia doméstica.
Interés indebido.
Ejercer, fuera del Poder Judicial, la profesión por la que fue nombrado.
Falta de aplicación del régimen disciplinario.
Inasistencia injustificada a diligencias o actividades judiciales.
Participación procesos políticos electorales y/o tomar parte activa en reuniones, manifestaciones y otros actos de carácter político electoral o partidista (CEP).
Aceptación y/o entrega de dádivas.
Uso inapropiado de las redes sociales.
Cobro indebido de rubros administrativos (CEP).
Adelanto o retraso en el trámite de una gestión para favorecer una de las partes (CEP).
Alteración de estadística y/o controles del despacho (CEP).
Errores en el ejercicio de las funciones (CEP)
Manipulación indebida de armas.
Omisión de denuncia de actos de corrupción (CEP)
Perder alguna de las condiciones esenciales para el ejercicio del cargo.
Conductas funcionales impropias
Conflicto de intereses de índole patrimonial
Conflicto de intereses: relaciones lícitas e ilícitas.
Consumo de drogas no autorizadas y consumo excesivo de bebidas alcohólicas 
Conductas no funcionales impropias

	Según lo conversado con Gina Aguilar, los Delitos los visualizan todas las materias, actualmente no se pueden clasificar por oficina. Se mantiene la función actual del campo Delito.

Los procedimientos son solo dos, y deben asociarse a todos los delitos (clases de faltas). 

	Prioridad
	Sustituir las actuales por las indicadas en el archivo Excel como “Subclases”, a saber: 

Delitos funcionales; pena de inhabilitación para el desempeño de cargos públicos (Prevaricato).
Delitos no funcionales (peculado).
Tardías.
Ausencias.
Incumplimiento jornada laboral.
No presentación de comprobante de asistencia médica.
Extravío de Documentos como letras de cambio, facturas, cédula de identidad, pasaporte.
Daños: vehículos, infraestructura, cámaras, celulares.
Extravío de expedientes, informes, dictámenes, escritos
Directrices institucionales e internas de cada ámbito. 
Incumplimiento de plazos en la gestión
Delitos funcionales; pena de inhabilitación para el desempeño de cargos públicos (Prevaricato).
Delitos no funcionales (peculado)
Duración en el trámite.
Brindar mal la información. 
Deudas.
Embargos.
Declarados en quiebra o insolvencia
Informes administrativos
Informes judiciales
Daños o extravío de activos.
Uso indebido de los activos.
Uso indebido de las herramientas (sistemas) tecnológicas: internet, correo electrónico, otros sistemas institucionales.
Incumplimiento de plazos en la gestión
Consulta y divulgación
Delitos funcionales; pena de inhabilitación para el desempeño de cargos públicos (Prevaricato y peculado)
La acción puede ser por escrito, verbal o por gestos.
Vocabulario inapropiado.
Levantar la voz.
Gestos improcedentes.
Duración en el trámite.
Brindar mal la información. 
Utilizar el puesto para obtener un beneficio o favorecer a un tercero (nombramientos irregulares).
No presentación. 
No presentar aviso oportuno.
Actividades remunerativas indebidas durante la incapacidad.
Actividades creativas indebidas durante la incapacidad. 
Actividades académicas indebidas durante la incapacidad. 
Salida del país durante la incapacidad.
Comprobantes.
Incapacidades
Constancias salariales.
Títulos académicos
Incumplimiento de prohibiciones.
Incumplimiento de dedicaciones exclusivas.
No trámite, trámite tardío que genera caducidad del procedimiento
No asistencia a debate. 
No asistencia a allanamientos.
No asistencia a audiencias.
No asistencia a cursos.
No asistencia a otras diligencias judiciales.
No presentarse como testigo o perito en asuntos propios del cargo (en asuntos jurisdiccionales, policiales o administrativos)
LOPJ artículo 9 inciso 5 y 6
Recibir o entregar cualquier tipo de remuneración (en dinero o en especie) por actividades relacionadas con el ejercicio del cargo. 
Comentario inapropiado
Recomendaciones Consejo de Notables
Horas extra
Viáticos
Zonaje
Incumplimiento de plazos en la gestión
Incumplimiento del protocolo
Incumplimiento de requisitos.
Incumplimiento del requisito de contar con licencia de conducir.
Incumplimiento del requisito de contar con permiso uso de arma.
Incumplimiento de contar con colegiatura.   
Adquirir deudas con personas indebidas
C.E.P- Relaciones interpersonales que rocen las funciones del cargo
Otras 
	Las opciones actuales de Prioridad (subclase) fueron definidas por la Comisión de Órganos de Control con el aval de la Comisión de Transparencia (CEP), lo cual está contenido en el informe 861-PLA-2018.  
Además, se discutió en la reunión del 3 de diciembre de 2018 convocada por los Órganos de Control, quienes indicaron que lo propuesto para el campo prioridad que hoy contiene las faltas CEP, se depura y está contenido en el listado de las Subclases y se mantiene la función actual del campo prioridad (ver correo en anexo 3).




	Clase
	Se actualizan en clase las siguientes:
De oficio
II Instancia
Línea anónima
Queja directa usuario/a externo/a
Queja directa usuario/a interno/a
Solicitud de Corte Plena
Solicitud del Consejo Superior
Asuntos internos
Inspección Fiscal
Supervisión Disciplinaria Defensa Pública
Inspección Judicial
	Se mantiene el campo

	Procedimiento
	Se mantienen solamente 2 de los 3 actuales:
Procedimiento disciplinario
Trámite de Apelación
	Se elimina “Revisión de Jefatura”.

Todas las clases (delitos) para ambos procedimientos.
. 

	Cuantía
	En específico para la materia DI, se debe incluir en este campo las variables (Tipo de falta):
Funcional
No funcional
	Se toma nota de la observación de DTI, de que ese campo aplica a otras materias y ya está definido como estimable o inestimable. Sin embargo, en otros Rediseños se ha utilizado este campo para indicar si un asunto fue inventariado o no, entre otros, por lo que se solicita incorporar las palabras funcional o no funcional y ocultar el resto de las variables en ese campo. 

	
	Crear un campo adicional dentro del Sistema de Gestión de Despachos Judicial para que se incorpore la normativa que aplica según clase de asunto, a saber, según información proporcionada por la Inspección Judicial:
LOPJ artículo 191 inciso 3.
Toda conducta descrita en el Reglamento Autónomo para prevenir y sancionar el acoso labora en el Poder Judicial.
LOPJ artículo 8 inciso 3, 191 inciso 5.
LOPJ artículo 12 y 28 inciso 1
LOPJ artículo 199
LOPJ artículo 192 inciso 3 
Abogados o cualquier otra persona solicita o recibe el servicio.
LOPJ artículo 192 inciso 6.
Toda conducta contraria una directriz que no esté enunciado en el listado de faltas.
LOPJ artículo 28 inciso 3.
LOPJ artículo 192 inciso 8.
	Nuevo requerimiento que deberá asociarse a las clases de faltas (campo delito)



(…).

[bookmark: _Toc535499961]Lo anterior, da respuesta a los oficios 4371-DTI-2018 y 4372-DTI-2018 de la Dirección de Tecnología y se solicita al Consejo Superior tomar nota de las variaciones propuestas al informe, dadas las restricciones tecnológicas comunicadas por Tecnología en los oficios antes mencionados, de manera que se logre la implantación inmediata de los sistemas informáticos en las principales oficinas que tramitan materia Disciplinaria, según se indicó en el informe 861-PLA-2018, aprobado por el Consejo Superior en sesión 72-18 del 14 de agosto del 2018, artículo XLII (oficio de comunicación 8461-18) y según lo acordado en la sesión N° 5-19 celebrada el 23 de enero del 2019, artículo XXVIII, en donde se toma nota de lo indicado por el servidor Martín Hernández Serrano, Director interino de Tecnología de Información, mediante oficio N° 61-DTI-2019 del 14 de enero de 2019 que literalmente manifiesta:

“En atención al oficio 8461-18, mediante el que se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en su sesión Nº 72-2018, artículo XLII, en el que se conoce el informe 216-MI-2018, relacionado con la unificación de los sistemas electrónicos para el manejo y control de los procesos disciplinarios que utilizan los órganos de Control y el Consejo Superior, me permito remitir el oficio 51-DTI-2019, suscrito por la Licda. Vivian Rímola Soto, Jefa del Subproceso de Sistemas Jurisdiccionales, mediante el que informa que se estaba a la espera de aprobaciones en cuanto a infraestructura jurídica por parte de la administración superior, mismas que fueron aprobadas recientemente, por lo que ya se está trabajando en forma conjunta con la Dirección de Planificación y se proyecta iniciar con la ejecución del plan en el mes de febrero 2019.”

Finalmente, es importante indicar que las etiquetas de campos del sistema que actualmente no se adaptan a la nomenclatura ideal, por ejemplo “delito vrs falta” o “cuantía vrs tipo de falta”, “prioridad vrs sub-falta” para la materia Disciplinaria, si se diseñarán de forma correcta, como contingencia, en la fórmula estadística, de manera que la información que se obtenga para toma de decisiones, se ajuste a los requerimientos solicitados en el informe 861-PLA-2018.

Con este oficio se atienden los oficios 8461-18 y 829-19 de la Secretaría de la Corte.

(…).”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 129-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con la “Unificación de los sistemas electrónicos para el manejo y control de los procesos disciplinarios que utilizan los órganos de Control y el Consejo Superior”. 2.) Tomar nota de las variaciones propuestas al informe, dadas las restricciones tecnológicas comunicadas por Tecnología en los oficios 4371-DTI-2018 y 4372-DTI-2018 de la Dirección de Tecnología. 3.) Deberá la Dirección de Tecnología implementar a la brevedad posible, los sistemas informáticos en las principales oficinas que tramitan materia Disciplinaria según se indicó en el informe 861-PLA-2018 que fue aprobado por este Consejo Superior en sesión 72-18 del 14 de agosto del 2018, artículo XLII así como lo acordado en la sesión N° 5-19, celebrada el 23 de enero del 2019, artículo XXVIII en donde se toma nota de lo indicado por el servidor Martín Hernández Serrano, Director interino de Tecnología de Información, mediante oficio N° 61-DTI-2019 del 14 de enero de 2019. 4.) La Dirección de Tecnología deberá valorar, como contingencia, la posibilidad de diseñar en la fórmula estadística, etiquetas de los campos del sistema para la materia Disciplinaria, en aquellos que actualmente no se adaptan a la nomenclatura ideal, como por ejemplo: “delito vrs falta” o “cuantía vrs tipo de falta”, “prioridad vrs sub-falta”, de manera que la información que se obtenga para la toma de decisiones, se ajuste a los requerimientos solicitados en el informe 861-PLA-2018. 5.) Deberá la Secretaría General de la Corte tomar las medidas necesarias para que en el plazo de plazo de 15 días hábiles después de comunicado el presente acuerdo, brindar la información requerida por el equipo de implementación de la Dirección de la Tecnología de la Información, referente a la matriz debidamente completa, por lo que informarán a este Consejo Superior el cumplimiento de lo solicitado. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento a Corte Plena, Dirección de Planificación y Dirección de Tecnología, para lo que corresponda. 
[bookmark: _Toc1049085]ARTÍCULO XLVII
Documento N° 13318-12/ 1667-19 / 2001-19.
	La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en oficio N° 332-DTI-2019 de 11 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:
“En relación con el acuerdo del Consejo Superior de la Sesión No. 001-2017 del 10 de enero del 2017 artículo LXXIV en el cual se acordó:

“ 1) Tomar nota del informe N° 4422-DTI-2016 suscrito por el licenciado Orlando Castrillo Vargas, Director interino de Tecnología de la Información y Comunicaciones. 2) Con base en lo anterior y por ser prioridad para la Institución, acoger la propuesta interna para desarrollar las mejoras al Sistema Integrado de Correspondencia “SICE”, por lo cual, la Dirección de Tecnología de la Información deberá trabajar en la primera etapa del proyecto y una vez elaborada, presentarla a la Comisión Gerencial de Tecnología de la Información   para su respectiva aprobación y posteriormente someterlo a este Órgano Superior.
La Comisión Gerencial de Tecnología de la Información tomará nota para los fines correspondientes.”

La Dirección de Tecnología de la Información durante el año 2017 realizó los esfuerzos necesarios con el fin de incorporar las mejoras requeridas en el SICE, con el fin de facilitar un mejor seguimiento de los trámites institucionales.

Además, se ha coordinado con la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos (CISED) y con las Jefaturas del Archivo Judicial, para retomar como parte de las mejoras a realizar en el sistema la implementación del “Módulo de Eliminación de Documentos”, el cual forma parte del SICE.

En mayo del 2018 mediante oficio No. 1773-DTI-2018 esta Dirección expone al Consejo Superior la necesidad de agilizar el proceso de confección, revisión y aprobación de las “tablas de plazos y tipos documentales” y la necesidad de avanzar en la implantación del sistema en las cinco oficinas participantes del Plan Piloto del Sistema.

A raíz de dicha gestión el Consejo Superior comunica a esta Dirección mediante le Oficio No. 5296-18 del 24 de mayo del 2018 el acuerdo tomado en la Sesión No. 46-18 del 22 de mayo del 2018 Artículo XXV que literalmente dice:

Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 1773-DTI-2018 emitido por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información en relación a mejoras al Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica (SICE). 2.) Comunicar a la Dirección de Tecnología de la Información que la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos ya tiene fecha agendada para reunirse. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Secretaría de la Corte, las Direcciones de Tecnología de la Información, Planificación, Ejecutiva y de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima.

Las Comisiones Institucional de Selección y Eliminación de Documentos (CISED), Gerencial de Tecnología de la Información y el Archivo Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”

Debido al acuerdo anterior, se realiza una reunión el día 27 de junio del 2018 con la participación de doña Laura Chaves Lavagni, como Coordinadora de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos (CISED), Patricia Ugalde Romero en representación del Archivo Judicial, y representantes de las oficinas Secretaría de la Corte, Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación y Dirección de Tecnología de la Información en donde se acuerda lo siguiente: (Minuta 03-2018 de la DTI)

Doña Patricia Ugalde indica que ella considera que la nueva versión del sistema debe ser implantada en las oficinas que cuentan con las tablas de plazos de conservación debidamente aprobadas, para evitar que se incluya información basura. Ante esta indicación, se acuerda trabajar de esta forma y doña Laura Chaves, como encargada de la CISED, indica que asumen el compromiso de reunirse la próxima semana (Semana del 2 al 6 de julio) para aprobar las tablas de las oficinas participantes del Plan Piloto y que la DTI pueda continuar con la implantación según lo programado.

Doña Carmen Quesada indica que adicionalmente a la implantación del sistema en las cinco oficinas participantes del Plan Piloto, existe una lista de 88 oficinas de todo el país, que están esperando la implantación de la nueva versión del sistema, de las cuales unas ya cuentan con el sistema actual y otras son oficinas nuevas que desean implantar el sistema, como es el caso de la Fiscalía General y algunas Administraciones Regionales. Que, para cumplir con lo anterior, es necesario que se trabaje muy de la mano con el Archivo Judicial y la CISED, con el objetivo que el proceso de definición, revisión y aprobación de las tablas de plazos de conservación de los documentos sea el más expedito posible.

Ante lo indicado por doña Carmen en el punto anterior, doña Laura Chaves indica que lo que se ocuparía es que la DTI vaya definiendo de esa lista de oficinas el orden en el cual se debe ir atendiendo la definición, revisión y aprobación de las tablas, para de esta forma ir avanzado en el proceso. Doña Patricia Ugalde indica, que por ejemplo en el caso de las Administraciones Regionales, todas deberían usar la misma tabla por lo que sería más fácil el manejo de la implantación en estas oficinas. También, indica que para el caso de las oficinas del OIJ ya se tiene un trabajo adelantado.

Como se puede apreciar esta Dirección ha venido insistiendo, en la necesidad de que se definan las “tablas de plazos y tipos documentales”, las cuales son necesarias para el correcto funcionamiento del Módulo de Eliminación de Documentos. Sin embargo, a pesar de nuestra insistencia el proceso continúa siendo lento, lo cual ha impedido la implantación de la nueva versión del Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica, en el cual se incorporaron mejoras importantes solicitadas por la Secretaría de la Corte, dentro de las cuales se destaca el poder dar seguimiento a los trámites institucionales, es decir poder conocer el estado de un trámite en el SICE.

Lo anterior ha provocado, que a la fecha de este oficio, de una lista de más de 80 oficinas inicialmente identificadas con prioridad para implantar entre los años 2018 y 2019, únicamente se haya podido implantar el sistema en la Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva y  Dirección de Tecnología, y que adicionalmente se cuente con la posibilidad de implantar en otras tres oficinas más como lo son la Secretaría de la Corte, Departamento de Proveeduría y el Archivo Criminal, ya que son las únicas oficinas que cuentan con las tablas debidamente aprobadas.

Por lo anterior, y con el fin de que las oficinas se puedan beneficiar de las mejoras que se incorporaron al sistema, esta Dirección recomienda que se continúe con la implantación del sistema a nivel nacional, en el entendido de que conforme se vayan aprobando las tablas de “tipos documentales y plazos”, las oficinas puedan hace uso del módulo de eliminación de documentos, que sería el único módulo que no podrían utilizar de momento.

Esto permitiría avanzar con la implantación del sistema y que las oficinas puedan dar un mejor seguimiento al flujo documental, acorde con los solicitado por el Consejo Superior y una vez que se finalice el proceso de definición, revisión y aprobación de las “tablas de tipos documentales y plazos de conservación”, las mismas se cargarían en la oficina correspondiente permitiendo una clasificación adecuada de los documentos y a su vez el uso del módulo de eliminación de documentos.

Por tanto, solicitamos respetuosamente al Consejo Superior valorar la aprobación de esta propuesta de implantación.

Sin más que agregar y agradeciendo de antemano la colaboración de lo indicado en este documento.”
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En oficio N° AJ-J-08-2019 del 18 de febrero de 2019, el licenciado Manuel Sánchez Sánchez, Jefe interino del Archivo Judicial, remitió la siguiente gestión:
“Me permito dar criterio con relación a la implantación del SICE, sin contar con la debida autorización de la Comisión Institucional de Selección de Documentos y el Consejo Superior.

En reunión sostenida el 29-11-2018, con los señores Elliot Jinesta, Miguel Angel Bonilla, de la Dirección de TI, German Viales y Manuel Sánchez Sánchez del Archivo Judicial, (minuta N°08-2018), se expone el proceso de implantación del SICE y los acuerdos tomados por la CISED, el Archivo Judicial y las oficinas involucradas en el plan piloto para la implantación del SICE tales como:

• Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación, Secretaría de la Corte, Dirección Ejecutiva y Oficina de Atención y Protección a la Víctima). Todas con sus respectivas Tablas de Conservación de Expedientes, listas para la implantación del SICE

• Segundo Grupo: Administraciones Regionales (Rige para las 22 Administraciones Regionales de todo el país) y la Fiscalía General de la Republica. Tablas de Plazos listas para la aprobación de la CISED y el Consejo Superior

• Tercer Grupo: Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas, Oficina de Justicia Restaurativa, Oficina de Comunicaciones Judiciales de Puriscal, Fiscalía Adjunta contra la Delincuencia Organizada, Sub Contraloría de Servicios de San Carlos, Sección Especializada de Crimen Organizado del OIJ, Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, Unidad Administrativa del Ministerio Público. Tablas de Plazos listas para la aprobación de la CISED y el Consejo Superior También se indicó que para agilizar el proceso de implantación del SICE, la jefatura del Archivo Judicial, se compromete agilizar el trámite (a marzo del 2018) de las Tablas de Plazos de Conservación cuyas oficinas que por su tipo de documentación o funcionalidad son iguales como por ejemplo: Oficinas Administraciones Regionales de todo el país, la Contraloría de Servicios de San José y Sub-Contralorías de Servicios de todo el país, entre otras, para un de total 44 oficinas o despachos judiciales listos para la implantación del SICE. (falta la aprobación del CISED y el Consejo Superior). Así mismo se indicó que a partir de junio o julio del 2019, se empezará con el proyecto de las Tablas de Plazos de Conservación para todo el O.I.J. de todo el país, esto debido a su complejidad de sus funciones y en su gran número de oficinas que lo constituyen, con esto abarcará más de 90 oficinas y despachos judiciales de todo el país en el 2019.

Adjunto cronograma para la implantación del SICE, según prioridad elaborado por el señor Elliot Jinesta. (minuta 8-2018)

Grupo # 1 de Prioridad de Implantación

	
	Oficina
	Fecha Estimada de Implantación
	Observaciones

	
	Dirección de Tecnología de la Información
	Diciembre 2018
	Ya se cuenta con el visto bueno de la Jefatura para la implantación del sistema.

	
	Dirección de Planificación
	Diciembre 2018 – Enero 2019
	La DTI está a la espera que la Jefatura de la Dirección de Planificación de el visto bueno para la implantación del sistema

	
	Dirección Ejecutiva
	Enero 2019
	Esta fecha fue solicitada por la misma oficina por lo cual ya se cuenta con el visto bueno para la implantación.

	
	Secretaría General de la Corte 
	Febrero 2019
	Esta fecha fue solicitada por la misma oficina.

	
	Oficina de Atención y Protección a la Víctima
	Enero – Marzo 2019
	Deben coordinar con el Archivo Judicial para la corrección de las tablas que ya les habían aprobado.

	
	Departamento de Proveeduría 
	Enero – Marzo 2019
	Ya esta oficina cuenta con las tablas aprobadas por lo que procede es coordinar con ellos la implantación del sistema.

	
	Archivo Criminal
	Enero – Marzo 2019
	Ya esta oficina cuenta con las tablas aprobadas por lo que procede es coordinar con ellos la implantación del sistema.




Grupo # 2 de Prioridad de Implantación

	
	Oficina
	Fecha Estimada de Implantación
	Observaciones

	
	Fiscalía General
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial

	
	Juzgado de Pensiones y Violencia Domestica de Pavas
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial

	
	Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial

	
	Oficina de Justicia Restaurativa
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial

	
	Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial

	
	Fiscalía Adjunta Contra la Delincuencia Organizada 
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial

	
	Digesto
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial

	
	Tribunal Contencioso Administrativo
	Enero – Marzo 2019
	Tablas en Proceso por parte del Archivo Judicial




Grupo # 3 de Prioridad de Implantación

	
	Oficina
	Fecha Estimada de Implantación
	Observaciones

	I
	Oficinas de Administraciones Regionales en todo el país
	Enero – Junio 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla para todo el país y ya el Archivo Judicial está trabajando en la misma.

	
	Oficinas Contralorías y Sub-Contralorías en todo el país
	Enero – Junio 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla para todo el país y ya el Archivo Judicial está trabajando en la misma.

	
	Oficinas de Comunicaciones Judiciales de todo el país
	Enero – Junio 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla para todo el país y ya el Archivo Judicial está trabajando en la misma.

	
	Oficinas de Trabajo Social de todo el país.
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Dirección de Gestión Humana 
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Presidencia de la Corte
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Consejo Superior
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Departamento Financiero Contable
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Departamento de Servicios Generales
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Despacho de la Presidencia
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Archivo Judicial
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular

	
	Dirección Jurídica
	Enero – Junio 2019
	Usa tabla particular



Grupo # 4 de Prioridad de Implantación

	
	Oficina
	Fecha Estimada de Implantación
	Observaciones

	
	Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia 
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Salas de la Primera
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Sala Segunda
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Sala Tercera
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Sala Constitucional
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Juzgado de Tránsito del I Circuito Judicial de San José
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Unidad Administrativa del Ministerio Público 
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Unidad de Control Interno
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Unidad de Asesores Operativos
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular

	
	Tribunal Contencioso Administrativo
	Marzo – Agosto 2019
	Usa tabla particular



Grupo # 5 de Prioridad de Implantación

	
	Oficina
	Fecha Estimada de Implantación
	Observaciones

	
	Sección Especializada de Crimen Organizado 
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Homicidios
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Estupefacientes
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Delitos Varios
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Fraudes
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección Capturas
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Penal Juvenil
	Junio – Diciembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Delitos Económicos y Financieros
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección Especializado de Tránsito OIJ
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Delitos contra la Integridad Física, Trata y Tráfico de Personas
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Delitos Informáticos
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Legitimación de Capitales
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Cárceles I Circuito Judicial San José
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Asaltos
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Transportes del OIJ
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Robos y Hurtos
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Robos de Vehículos 
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Robos y Hurtos
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Apoyo Psicológico Operacional
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Localizaciones y Presentaciones
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Sección de Cárceles del II Circuito Judicial de San José
	Junio – Septiembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.



Grupo # 6 de Prioridad de Implantación

	
	Oficina
	Fecha Estimada de Implantación
	Observaciones

	
	Delegaciones Regionales de todo el país.
	Septiembre – Diciembre 2019
	Estas oficinas ocupan la aprobación de una única tabla por lo que el proceso de implantación podría tornarse más fluido.

	
	Servicio Especial de Respuesta Táctica SERT
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Unidad de Protección a Funcionarios UPRO
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Dirección General del Organismo de Investigación Judicial
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Secretaría General del Organismo de Investigación Judicial
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Oficina de Asuntos Internos 
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Oficina de Recepción de Denuncias
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Departamento de Investigaciones Criminales
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Oficina de Planes y Operaciones 
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial

	
	Servicio Nocturno
	Septiembre – Diciembre 2019
	Usaría tabla particular esto lo definiría el Archivo Judicial
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Por otro lado, esta Jefatura no avala la implantación del SICE, hasta tanto no se encuentren las Tablas de Plazos de Conservación de Documentos, debidamente aprobadas por la CISED y el Consejo Superior, ya que incurriría en una mala práctica en la administración de una verdadera gestión documental o la inadecuada inclusión de la documentación administrativa (información mal clasificada o basura), el cual viene a perjudicar las futuras eliminaciones de la información o en su defecto saturando el SICE de información mal seleccionada.

Aunado a lo anterior, en la última reunión con los señores Elliot Jinesta, Miguel Bonilla de la Dirección de Tecnología de Información, German Viales y Manuel Sánchez del Archivo Judicial, llegamos a la conclusión de que al SICE le hace falta una serie de variaciones para la adecuada eliminación de documentos, como es la “Procedimiento que deberá aplicarse para la eliminación de documentación administrativa en el Módulo de Eliminación

Ahora bien, ya que se cuenta con las Tablas de Eliminación de Documentos de las oficinas y despachos judiciales anteriormente mencionados y en aras de seguir trabajando en conjunto con la Dirección de Tecnología de Información y de esta forma agilizar con el proceso de implantación del SICE, recomiendo adelantar la fecha de la sesión del CISED, la cual está programada para el 18 de marzo del 2019.

(…).”
-0-
En sesión N° 81-16 celebrada el 30 de agosto de 2016, artículo LXIX, se tomó nota de acuerdo tomado por la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, sobre el estudio de factibilidad para la implementación de la Gestión documental de la institución y se dispuso a estar a la espera del informe de los resultados obtenidos en estudio citado.
[bookmark: _Toc470185636]En la sesión Nº 1-17 celebrada el 10 de enero del 2016, artículo LXXIV, se tomó nota del informe N° 4422-DTI-2016 suscrito por el licenciado Orlando Castrillo Vargas, Director interino de Tecnología de la Información y Comunicaciones. Con base en lo anterior y por ser prioridad para la Institución, acoger la propuesta interna para desarrollar las mejoras al Sistema Integrado de Correspondencia “SICE”, por lo cual, la Dirección de Tecnología de la Información deberá trabajar en la primera etapa del proyecto y una vez elaborada, presentarla a la Comisión Gerencial de Tecnología de la Información para su respectiva aprobación y posteriormente someterlo a este Órgano Superior.
[bookmark: _Toc514336631]Asimismo, en la sesión N° 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo XXV, se tomó nota del oficio N° 1773-DTI-2018 emitido por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información en relación a mejoras al Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica (SICE). Además, se comunicó a la Dirección de Tecnología de la Información que la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos ya tiene fecha agendada para reunirse.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Devolver el oficio N° 332-DTI-2019 del 11 de febrero de 2019, a las Dirección de Tecnología de la Información para que en conjunto con la Dirección Ejecutiva y la Comisión Gerencial de Tecnología de la Información, valoren lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLVIII
Documento N° 1264-19 / 1401-19 / 1635-19

La señora Jacqueline Mena Maroto, en nota recibida el 1 de febrero del 2019, solicitó lo siguiente: 
“(...) A finales del año 2016 realicé mi práctica supervisada en la Delegación Regional de Pococí y Guácimo, en el mes de Junio del 2017 empecé mi proceso de meritorio, logrando nombramientos interinos en la recepción de denuncias, radio operadoras y por último desde el 04 de junio al 31 de diciembre del 2018 en el puesto de auxiliar administrativo en una plaza clonada. Desde mis inicios mi trabajo fue reconocido como muy bueno, tanto así que mi nota en la práctica supervisada fue de 90.
Desde diciembre pasado el Lic. Teodosio Rivera Garita, jefe de dicha delegación empezó con quejas al Lic. Bernell Bennett Easy, sobre: 
Que pasaba o me relacionaba mucho con la de recepción o las radio operadoras, lo que a mí me parece lógico por ser mis primeras compañeras.
Como ya no podía ir con mis compañeras se me veía muy arrecostada en mi escritorio, lo que me parece ilógico ya que mi trabajo se encontraba al día.
Para finales de este mes me envió a mi casa a reflexionar sobre mi actitud laborar por estar arrecostada en el escritorio. En esa reunión saliendo a las 8:50 hrs y en lo que estaba dejando todo listo, para poder retirarme a esos días de descanso que él me envió, al ser las 09 hrs se presentó la señora Katherine Cascante, a quien entiendo es una ex meritoria de la Subdelegación de Siquirres, a reunirse con el Lic. Teodosio Rivera Garita.
El 07 de enero que regrese ya estaba la señora Katherine en el puesto de mi compañera Isabel Picado, usando el escritorio de Isabel, tanto como el mío, al ver que ya estaba siendo utilizado, le pregunte que si no había algún problema de utilizar la computadora  y me contesto que no, al ingresar a mi sección me di cuenta que se me habían borrado archivos muy importantes para mí, que eran respaldo de mi trabajo, lo que en este momento no entiendo para que los borraron. De inmediato el Lic. Teodosio Rivera Garita me reunió para llamarme la atención por haber quitado a Katherine del escritorio, no haber dejado al día los libros digitales lo que no es cierto porque tengo testigos, además me indicó que no podía hablar con mis compañeros de cárceles, recepción de denuncias, radio operadoras e investigadores, limitándoseme a solo dos compañeras Milady Montiel e Isabel Picado, lo que fue muy triste para mí pero lo logré con mucha desmotivación. En esta reunión se me ubico en la recepción de denuncias. 
Lo que el Lic. Rivera indica que no sigo ordenes es que no subiera a la Fiscalía a dejar los informes CI que esa función es de la señora Isabel pero cuando yo le solicitada enviar los informes, me resolvía que eso era función mía, aunque le indique que el Lic. decía que era parte de sus funciones me resolvió que no y entonces me vi obligada a hacerlo. Lo increíble es que el 07 de enero la señora Milady me envió a dejar los informes del mes de diciembre a la Fiscalía.
En la mañana del día 08 de enero fui a explicar mi razón de llegar directamente a mi escritorio por mi preocupación al trabajo de los días que no estuve y consultar a donde se me iba a ubicar. A lo primero se me felicito por mi preocupación, se me solicito que terminara dicho trabajo y que iba a estar en la recepción de denuncias, lo que hice. Ahí me indico que me quedara toda la semana en la recepción de denuncias.
El 11 de enero, al ir al baño encontré las llaves de la bodega de suministros, inmediatamente se las entregué al Lic. Teodosio en presencia del Lic. Bennett, al encontrarlas hay personas que pueden afirmar que éstas estaban en el baño desde la tarde del día 10 de enero, lo que me parece muy preocupante por lo que se guarda ahí.
Se me hizo un nuevo nombramiento del 14 de enero al 22 de enero en recepción de denuncias, el 22 de enero el Lic. Teodosio Rivera Garita me llama a reunión para decirme que no me presente más por esa semana ya que no me quiere hacer gastar más plata nombrándome de meritoria sin un puesto, que para el lunes 28 de enero me estaría llamando para una nueva plaza que se le iba a aprobar, me solicito el carnet de identificación de empleado y a la fecha no se me ha llamado.
El miércoles 23 de enero me presente a retirar partes de mis objetos personales y se me contó que el Lic. Bennett estaba muy molesto por lo que se me hizo, ya que consideraba que como el día anterior no estuvo, se aprovechó para hacérmelo.
Lo que más lamento es que en todo este proceso no se me indicó ningún error sobre mi trabajo y todo lo que se me pidió fue a nivel personal, en estos días de diciembre y enero me sentí molesta, triste, desmotivada y traté todo lo que estaba a mi alcance para arreglar una situación que no entiendo y hasta el día de hoy no lo sigo entendiendo, me considero una persona entregada a mi trabajo, honrada, puntual, responsable y lo único que se me criticó fue mi forma de ser, que ya es algo muy personal, ya que soy una persona tímida pero no por eso irrespetuosa.
Por lo anterior acudo a ustedes ya que considero merecer la oportunidad de mi nombramiento y que se revalore el cese a este.”
-0-
Previamente a someter esta gestión a conocimiento del Consejo, la Secretaría General de la Corte, por medio de oficio N°1242-16 del 4 de febrero del 2019, remitió al licenciado Teodosio Rivera Garita, jefe interino de la Regional de Pococí y Guácimo del Organismo Investigación Judicial, la nota de la señora Jaqueline Mena Maroto con el fin de que rindiera el informe correspondiente:
En atención a lo anterior, el licenciado Teodosio Rivera Garita, jefe interino de la Regional de Pococí y Guácimo del Organismo Investigación Judicial, mediante correo electrónico del 11 de febrero de los corrientes, remitió el siguiente informe: 
“Por medio del presente me permito saludarlos a la vez brindar formal respuesta con base al correo que me fuera remitido el día 04 de febrero del año en curso y en el cual se me brinda como plazo cinco días hábiles con el fin de brindar respuesta con base a lo señalado por la señorita Jacqueline Mena Maroto en cuanto al cese de su nombramiento en la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo:

PRIMERO:  Que efectivamente la aquí señorita Jacqueline Mena Maroto, ingresa a laborar de manera meritoria al Poder Judicial en fecha 01 de septiembre del año 2017, mediante la cual en todo ese tiempo no manifestó mayores problemas en sus funciones. 

SEGUNDO:   Que mediante esfuerzos realizados por la Dirección General se ha logrado que los señores miembros del Consejo Superior aprobaran la clonación de varias plazas del Organismo de Investigación Judicial entre ellas la plaza número 95435, la cual corresponde Auxiliar Administrativo y quien se encuentra en propiedad es la señora Isabel Picado Montero, esto debido a la carga de trabajo que se mantiene en éste despacho; que habiendo sido aprobado por tan Honorable Consejo la clonación de las citadas plazas, inicialmente y por un asunto de orden y antigüedad en cuanto a los meritorios en dicha plaza fue nombrada la señora Katherine Quirós Arias, quien fungió en dicha plaza desde el día 03 de julio de 2017 hasta el día 09 de mayo de 2018, momento en que el Consejo Superior suspende la clonación de plazas en ese momento y en razón de ello la servidora Quirós Arias decide por voluntad propia renunciar al puesto y a la Institución.-
 
TERCERO:  Nuevamente los respetables miembros del Consejo Superior a solicitud del Master Walter Espinoza Espinoza, Director General de este Organismo, reconsideran nuevamente que la plaza antes descrita mantenga la condición de clonación, en razón de ello y siempre respetuosos de los lineamientos establecidos por el Poder Judicial referente al personal meritorio y habiendo renunciado la señora Quirós Arias, en orden de seguimiento se le concede el nombramiento de la plaza número 95435, a la señorita Jacqueline Mena Maroto, portadora de la cédula de identidad número 1-1667-074, a quien una vez ubicada en el puesto se le informa de sus funciones y al ser una plaza con ciertas características en cuanto a su aprovechamiento debido a la carga de trabajo del personal administrativo para lo cual la señorita Mena Maroto admite comprender las mismas, al igual que es del conocimiento y en su juramentación se le informa que dicho nombramiento es hasta el día 31 de diciembre del 2018, pues después de ese plazo se desconocía si se iba habilitar nuevamente las plazas, en razón de ello y comprendiendo lo indicado firma el libro de juramentación donde se establece claramente el plazo de su nombramiento (Adjunto copia del libro de juramentaciones).
  
CUARTO:	Que en el periodo comprendido de 04 de junio a 31 de diciembre de 2018, en varias ocasiones esta representación se vio en la necesidad de realizar llamados de atención a la señorita Mena Maroto, debido al incumplimiento a los deberes que le fueron designados, entre las inconsistencias halladas y por las cuales se le llamó a corrección dentro de las potestades legales que mantiene esta Jefatura, el dejar su puesto sin informar a un superior de donde podía ser habida, por ejemplo el desplazamiento interno en otras áreas donde se quedaba charlando con personal de Investigación o cárceles, el desplazamiento a la parte externa del edificio para atender asuntos personales o simplemente quedarse a charlar con el guarda del edificio sin informar a ningún superior o funcionario administrativo de su salida; estando en su periodo de labores era habida acostada en el escritorio revisando su teléfono y las redes sociales o realizando otras labores que no eran propias de su cargo; de igual manera se detectó mediante supervisiones que no cumplía con lo ordenado en cuanto a la revisión de algunos equipos e inventarios de la bodega de materiales; finalmente la queja interpuesta por varios funcionarios administrativos que señalan de los comentarios externados hacia ellos por parte de Mena Maroto, como parte de los comentarios despectivos e irrespetuosos realizados y con todo respeto lo redacto textualmente como se lo mencionó a una de las radio operadoras “que el licenciado había solicitado que debía colaborar con la secretaria Milady Montiel e Isabel Picado, pero que ella no estaba para levantar el culo a nadie, a lo que la radio operadora le responde, entonces porque si lo hacía con la encargada de Recepción de denuncias y ante este comentario se quedó cayada” de esto fue informado a la Jefatura por parte de la señora Alejandra Vega Mayorga, Radio Operadora de más de diez años de estar en la Institución y sin antecedentes disciplinarios o situaciones de conflicto con otros funcionarios, continuando con la situación que se presentaba con la señorita Mena Maroto de lo cual no le importó realizar delante de terceros tales como usuarios y de otros compañeros del despacho, comentarios que eran ofensivos de las labores que desarrollan algunos de los funcionarios dentro del despacho como por ejemplo del Administrador en el cual se puede observar en la cola de correos la forma irrespetuosa de cómo se dirige a éste ante una consulta que le realizó en fecha 13 de septiembre de 2018, a las 10:19; otro de las situaciones externadas precisamente fue por la misma secretaria del despacho señora Milady Montiel Velásquez quien menciona que a sabiendas por parte de Jacqueline que ella es la encargada de la coordinación del trabajo Administrativo, cada vez que le daba una disposición o le solicitaba que atendiera cierta función menciona que la señorita Jacqueline lo que realizaba era un gesto de desagrado y de inmediato se desplazaba hacia otros funcionarios para preguntar si se podía hacer o no, desacatando lo solicitado por la secretaria del despacho y por ende la disposición de la Jefatura pues desde un inicio cuando se le dio el nombramiento se le puso en conocimiento que la coordinadora de esa área era la señora Milady Montiel Velásquez, funcionaria de más de diez años en el despacho. (Adjunto correos que me fueran enviados por el personal sobre estos comentarios).

QUINTO:  Adicionalmente uno de los temas que lleva a resolver a esta Jefatura de no continuar con los nombramientos de la señorita Mena Maroto es que en las ocasiones que se le llamó a corrección y aclaro que en todo momento dichas correcciones se le realizaron en asistencia de personal femenino del despacho y que puede ser aportado por esta representación como la señora Milady Montiel Velásquez o del Sub-Jefe de la Delegación Bernell Bennett Easy, en dichas correcciones siempre fue enfático para qué se había clonado la plaza y que precisamente por el exceso de carga de trabajo que mantiene el personal administrativo del despacho las cuales son solamente dos; pues dentro de las funciones que tienen asignadas se encontraban la confección de informes con Indicios cuya suma en ocasiones supera los 100 expedientes (estos deben de llevar un control de supervisión recomendado por la Auditoría General del Poder Judicial, tales como el llenado en su portada del encausado, el número de informe con el que va a salir, en bitácora debe constar la fecha de recepción del expediente con VB de la Jefatura para su confección en limpio, revisión del informe en cuanto a su formato e impresión, adjuntar indicios o documentos adjuntos, folio, fecha de envío del informe al Ministerio Público, fecha de archivo, remesa, entre otras cosas); adicionalmente llevaba otras funciones administrativas como el control del combustible, asistencia, revisión de equipo y de radios de comunicación, apoyar a la otra compañera en cuanto a la confección de Informes Sin Indicios que en muchas ocasiones superan la cantidad de 250 a 300 informes mensuales, de los cuales se les debe hacer anotaciones en bitácora como en los casos Con Indicios, se le informó que para aprovechar el recurso solamente una de las funcionarias se trasladara al Ministerio Público para que entregara los informes, con la excepción que de requerir la ayuda de la misma lo podía hacer, que en el caso de requerir apoyo la recepción de denuncias esto sería mediante el conocimiento de la Secretaria quien es la coordinadora de esa área administrativa y en su defecto por alguna de las Jefaturas, llevar el control y supervisión de la bodega de insumos del despacho, verificar el stock de materiales los cuales debía coordinar para que estos fueran suplidos por la Administración Regional, control y supervisión de BN-Flota, entre otras cosas.-

SEXTO:   Por lo antes expuesto es claro que la carga de trabajo es bastante alta y que antes de que fuera clonada esa plaza dichas funciones se encontraban recargadas solamente en dos funcionarias (la secretaria del despacho y la Asistente Administrativa), de ahí que nació esa necesidad de poder dotar de personal y que mediante el esfuerzo que realizara la Dirección General de éste Organismo y en apoyo de tan honorables miembros del Consejo Superior es que hemos podido salir adelante; considera esta Jefatura que lo expuesto por la señorita Mena Maroto no es cierto y que incluso en algunas de las correcciones que se le realizaron las cuales fueron verbales siempre en el afán de no afectar su expediente y como mencioné siempre apoyado del personal administrativo se le aconsejó de su necesidad e importancia para la Institución, considero humildemente que a esta época no existen Jefes que contraten personal para estar quitando, el esfuerzo realizado por parte de la Institución en la curva de aprendizaje, además de los familiares de la señorita Mena Maroto en su afán de que mantuviera un trabajo digno, estable y de renombre como es el del Poder Judicial, fueron omisos por ella; más allá de una forma de corrección que se le hiciera siempre se le comentó y se le instó que valorara su trabajo y la necesidad que hay, hoy por hoy en conseguir un puesto, que era necesario que acatara las disposiciones, el señalar ante tan Honorable Consejo por parte de la señorita Mena Maroto manifestando cosas que no son ciertas como por ejemplo que le borraron los archivos, eso no es cierto, que el Sub-Jefe se encontraba molesto porque se le informó que no se presentara más a laborar tampoco lo es, cuando el mismo Sub-Jefe en muchas ocasiones observó y mencionó a la Jefatura por un asunto de orden de Jerarquía, las constantes ausencias de la señorita Mena Maroto de su puesto de trabajo a la cual se debía andar buscando en el despacho, el haber presenciado que pese a que su horario de labores debía mantenerse en su puesto como todos los funcionarios que somos, esta se mantenía fuera del Edificio conversando con el Guarda de Seguridad y que pese a que la señorita Mena Maroto sabía que por disposición de esta Jefatura le había indicado que cualquier coordinación o permiso lo gestionara ante la Secretaria del despacho, desacataba las disposiciones pues al consultar a la señora Milady Montiel, Secretaria del despacho si sabía dónde podía ser había Mena Maroto, la secretaria comentaba que salía sin decir a donde o a qué y pese a que Mena Maroto era del conocimiento que debía informar si debía salir del despacho esta no lo hacía.-

SÉPTIMO:  Que en razón de lo solicitado por tan Honorable Consejo me tomé la libertad de solicitar de acuerdo a la ponencia de cada punto expuesto por la señorita Mena Maroto de un informe de lo sucedido; como resultado de ello la señora Katherine Cascante, informa ampliamente que no es cierto en el punto cuarto que le borraran los archivos de su computadora, el sistema de informática de Poder Judicial ha previsto situaciones como las descritas para que un segundo usuario no realice tal acción salvo que la persona cuando abrió el sistema lo dejara abierto, pero en éste caso no es así, en éste caso si bien es cierto Katherine ocupaba la máquina que era utilizada por Mena Maroto, los usuarios eran diferentes por lo que materialmente era imposible poder borrar esos archivos salvo caso que el personal de informática lo hiciera pero para eso hubiera requerido una autorización por la Jefatura y es una situación que no se dio (adjunto reporte de informática de los usuarios que se realizaron la apertura de esa máquina y en la cual se puede leer claramente que el día 07-01-19, a las 08:01 se da la apertura por la usuaria Kcascanter, a las 09:46 siempre de la misma fecha la usuaria jmenama y finalmente a las 09:47 se nota nuevamente la usuaria Kcascanter; desprendiéndose claramente que de haberse dado la situación que ella señala se hubiera determinado la existencia de un solo usuario en el uso de la máquina y que para poder borrar los archivos sería la clave de acceso de la señorita Mena Maroto; considero con todo respeto que los comentarios plasmados por la citada son graves e incluso maliciosos, dando a creer a tan respetable Consejo hechos que supuestamente se dan en éste despacho de manera corrupta al borrar archivos con fines de dañar la función o imagen de una persona, y por otra parte señalando un sistema en el cual el Poder Judicial ha empleado mucho esfuerzo por brindar los sistemas de seguridad adecuados para que sean cuestionados por dicha persona); por el contrario expone la señora Katherine Cascante que el día que señala que se presentó a laborar Mena Maroto a la Oficina sin consulta alguna se sentó en el cubículo y sin comentario alguno pese a que Katherine mantenía abierto su sistema se lo cerró e ingresó con su usuario, expone otras situaciones de unas llaves que no constan salvo lo comentado por la misma; por otra parte informa la señora Milady Montiel Velásquez Secretaria de esta Delegación Regional quien manifiesta; en cuanto a lo solicitado por esta Jefatura admite haber estado presente en varias ocasiones donde esta Jefatura recurre a la corrección de la señorita Mena Maroto pese a que esta debía mantenerse en su puesto de trabajo lo abandonaba desacatando la disposición, por otra parte fue llamada a corrección por el ingreso tarde en la segunda jornada quedándose en la entrada conversando con el guarda del edificio, o en su defecto cuando ella refiriéndose a la Secretaria le solicitaba alguna función que realizara solamente hacía gestos y se dirigía a otras funcionarias con el fin de consultar si era correcto lo que debía hacer (cuestionaba las ordenes), concluye el tema de que en muchas ocasiones el mostrador de toma de denuncias lo tomaba de asiento ante la presencia de usuarios lo que brindaba una mala imagen al despacho; finalmente emite informe el Lic. Berbel Bennett Easy sobre el punto noveno y en resumen comenta que no es cierto que estuviera molesto por la disposición tomada por la Jefatura, reconoce que le fue informado del comentario despectivo y forma de trato a una de las compañeras de nombre Katherine Cascante y haciendo de forma de burla y comentario despectivo hacia el Administrador de “que de todas maneras Lazo no sabía ni que había en la bodega”, aunado a ello el tema de ser testigo del abandono de sus labores ingresando tarde a cumplir su segunda jornada. Para concluir, no es cierto lo manifestado en cuanto a que mantenía los controles al día, debido a que se vio la necesidad imperiosa a inicios del presente año de poner los controles y digitalizar algunos nuevos como por ejemplo el consecutivo de casos Con Indicios, debido a que la señorita Mena Maroto a pesar que era de su conocimiento que su nombramiento finalizaba el 31 de diciembre de 2018, no se tomó la molestia de informar al personal administrativo ni a la Jefatura donde quedaban esos controles o en su defecto si los había realizado o no, situación que considera esta representación que lo alegado es carente de argumentos y que no se visualiza en su nota que aporte algún respaldo o testigo de los hechos manifestados y que por el contrario pongo a disposición de los señores del Consejo Superior a varios funcionarios que lo manifestado por el suscrito fue realizado en amparo del respeto y del debido proceso que se le brindó a la señorita Mena Maroto.- 

OCTAVO:  Finalmente con todo el respeto que se merece tan Honorable Consejo, la disposición de esta Jefatura no ha sido ni abusiva ni desproporcional, toda vez que la señorita Mena Maroto sabía que su nombramiento en esa plaza estaba señalada del 01 de octubre al 31 de diciembre de 2018 y de lo cual estaba consciente y consta en con su firma de puño y letra en el libro de juramentaciones de este despacho el día 23 del mes de agosto de 2018, del tiempo de su nombramiento; que sustentado adicionalmente con los antecedentes señalados, esta representación optó por no tomar más en consideración para el nombramiento de Mena Maroto, pues en alguna medida dicha conducta versa en gran medida con los valores promulgados dentro del Poder Judicial y del mismo Organismo de Investigación Judicial, Respeto, Mística, Disciplina, Objetividad, Lealtad, Efectividad, Honradez, Excelencia, solidaridad y que a todas luces la señorita Mena Maroto no interiorizó a través del tiempo de su permanencia en ésta sede los mismos, con una ausencia total de estos valores; por lo que en los actuales tiempos no podemos darnos el lujo de esperar en qué momento una persona que aspire a ser funcionario de esta Institución decida o no interiorizar las políticas Institucionales, como La Misión, Visión y sus valores, más allá de intereses personales que fue los que prevalecieron en la señorita Mena Maroto, observando lo inidónea de la funcionaria en el puesto.- 

NOVENO:	  En razón de lo expuesto y en acatamiento a los dispuesto en el artículo 139 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como del informe que me es solicitado por parte de esta Jefatura a tan Honorable Consejo Superior expongo las razones que han hecho y llevado para que esta representación tomara la decisión de no realizar más nombramientos de la señorita Jacqueline Mena Maroto y que sea de su valoración con todo el respeto que se merecen si las actuaciones del suscrito incidieron en alguna falencia que fuera desproporcional y de afectación a la señorita Jacqueline Mena Maroto.

Prueba Documental:
Se adjunta: 
Correos de la secretaria Milady Montiel, Katherine Quirós Cascante y Andrés Lazo Martínez, de quejas que son interpuestas por ambas funcionarias sobre los comentarios despectivos realizados por la señorita Mena Maroto.
Adjunto Escaneo del Libro de Juramentaciones de fecha 29 de agosto del 2018, donde firma y es del conocimiento de Mena Maroto de su inicio y finalización de su nombramiento.
Respuesta de los Administrativos y el Sub-Jefe con base a los planteamientos presentados por la señorita Mena Maroto mediante consulta.
Reporte de Informática por el uso de la máquina utilizada por ambas funcionarias.
Reporte de algunos de los Controles que no fueron confeccionados (Registro de Asistencia entre otros).”
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Se acordó: 1) Tomar nota de las gestiones presentadas por la señora Jacqueline Mena Maroto. 2) Tener por rendido el informe remitido por el licenciado Teodosio Rivera Garita, jefe interino de la Delegación Regional de Pococí y Guácimo del Organismo Investigación Judicial. 3) Indicarle a la señora Jaqueline Mena Maroto, que es potestad de la jefatura de cada oficina administrar el personal a su cargo, tomando en consideración las necesidades reales del despacho. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLIX
Documento N° 1902-19.
El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General, del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 165-DG-2019, remitido por correo electrónico el 14 de febrero de 2019, manifestó lo siguiente:
“Reciban un saludo cordial, a la vez procedo hacer del conocimiento de ese honorable Consejo, la información recibida en la sede policial de este Organismo en Limón, referente al servidor judicial del Tribunal de Juicio de Limón, de nombre Luis Umaña Tenorio, siendo que según los datos obtenidos de la red social conocida como “Facebook”; imparte clases de Taekwondo a personas privadas de libertad que se encuentran recluidas en el Centro de Atención Institucional Sandoval, en Limón.
Para esta Representación, lo anterior expuesto esta situación es preocupante, por los riesgos que podría ocasionar el actuar de este funcionario judicial, ya que estaría representando un peligro para las personas que de una u otra forma deben y tienen que lidiar con este tipo de población; como por ejemplo, las personas custodias de detenidos, investigadores o bien, personal policial de Fuerza Pública y los mismos oficiales de Adaptación Social e inclusive personas colaboradoras del Poder Judicial, como las que laboran en el Tribunal de Juicio de Limón y, en otras dependencias judiciales (Fiscalías, Defensa Pública, etc.). 
Por nuestra parte, se desconoce si dicha actividad se encuentra avalada por personeros de Adaptación Social; en todo caso, respetuosamente solicitamos a ese ente superior se valore el riesgo que estaría dando con el hecho de que esta persona servidora judicial esté brindando adiestramientos de este tipo, ya que es un arte marcial que representa un gran riesgo para las policías de nuestro país y, demás personas que tenga relación con esos privados de libertad. (Se adjunta Acta de Extracción). 
(…)”
-0-
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Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 165-DG-2019 del 14 de febrero de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar al servidor Luis Umaña Tenorio, que aclaré a este Consejo Superior, en qué condición están impartiendo las clases de Taekwondo a personas las privadas de libertad que se encuentran recluidas en el Centro de Atención Institucional Sandoval, Limón. Asimismo, se informa al servidor Luis Umaña Tenorio, que debe suspender las citadas clases hasta tanto este Consejo tenga respuesta de lo solicitado y valore lo correspondiente.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049093]ARTÍCULO L
Documento N° 1655-19.
Mediante circular Nº 76-16 del 3 de mayo del 2016, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento a las Personas encargadas de los Centros de Responsabilidad y Administraciones Regionales del país, el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión Nº 12-16 del 25 de abril de 2016, artículo VIII, en la que comunicó las recomendaciones para las políticas generales y uniformes sobre la emisión y presentación de informes de gestión en la ejecución presupuestaria. Además de la obligación de aplicar la Propuesta de Política y de Contenido de Informes de Gestión durante el Proceso de Ejecución Presupuestaria.
En oficio N° 3-ARSR-19 del 15 de enero de 2019, la licenciada Carmen María Vásquez Mora, Administradora Regional de San Ramón, remitió el siguiente informe:
“En atención a la Circular N° 24-2018 de la Dirección Ejecutiva y lo acordado por Corte Plena en sesión celebrada el 25 de abril de 2016, artículo VIII, atentamente presento el informe de ejecución presupuestaria del cuarto trimestre del 2018, correspondiente al centro gestor 557, Administración Regional de San Ramón.

Este informe será del conocimiento del Consejo de Administración de San Ramón en la sesión de febrero 


Informe de ejecución presupuestaria 2018
De octubre a diciembre de 2018

Detalle de los “Compromisos no devengados” y los artículos o servicios que se excluyen para atender estos compromisos

Los compromisos no devengados que pasan al periodo 2019 son los siguientes:
Aparte de estos montos existen ¢14.999.703,13 en la subpartida 50299, del programa 926 que quedan como compromiso no devengado.

En el primer informe del año 2019 se indicarán los recursos sacrificados para atender dichos compromisos.

Montos significativos que se tramitan por medio de modificaciones externas o internas

Por medio de modificación externa N° 000006-ME-2018, se alimentó el programa 927, en las siguientes subpartidas 10501 por ¢ 250 000, 10502 por ¢ 600 000 y 20402 por ¢ 100 000; sin embargo, la modificación externa fue aplicada hasta el 23 de noviembre, por lo que no se utilizó el recurso. 

Detalle del avance de ejecución de las subpartidas afines a

 Recursos asignados para contrataciones nuevas


Recursos para mantenimiento de instalaciones

Los recursos para el mantenimiento de instalaciones no se ejecutaron en su totalidad ya que no se concretó el trabajo a realizar en el Tribunal de Juicio. Primero se descartó la idea de la remodelación menor ya que se pensó en la construcción de un tercer piso en los Tribunales de San Ramón y posteriormente, cuando se retomó el tema, el personal no definió los requerimientos necesarios para iniciar el procedimiento, ya que no hubo acuerdo en cuanto a los puestos requeridos para atender al público.

Por otra parte, se concluyeron los siguientes proyectos:

Recursos asignados para transporte y viáticos

Los viáticos de alimentación y transporte se ejecutan según se incluyen en el SIGA-PJ, por lo que no se puede tener control en estas subpartidas.

Lo ejecutado en el año es lo siguiente

Programa 926:
Subpartida 10501 ¢ 561 025
Subpartida 10502 ¢ 1 376 850

Programa 927:
Subpartida 10501 ¢    920 260
Subpartida 10502 ¢ 3 215 800

Movimientos realizados durante la ejecución presupuestaria para atender requerimientos que no habían sido considerados en el proceso de formulación presupuestaria

Por medio de modificación interna Nº 1437-MI-2018, el Departamento de Trabajo Social y Psicología de San José, nos cedió recursos en la subpartida 29903, de Productos de papel, cartón e impresos, por ¢13,588, programa 926, para la compra de papel toalla.

Con la modificación interna Nº 1444-MI-2018, la Administración Regional de Santa Cruz, nos cedió recursos en la subpartida 10801 de Mantenimiento de edificios y locales, por ¢ 50 000, programa 926, para reparar drenaje de tanque séptico en los Tribunales de Justicia de San Ramón.

Por medio de modificación interna Nº 1479-MI-2018, el Departamento de Tecnología de Información de San José, nos cedió recursos para la subpartida 20304 de Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo, por ¢ 20 000, programa 926, para compra de cable HDMI para uso de Informática y uso en la Sala de Juicios.

Con la modificación interna Nº 1525-MI-2018, la Administración Regional I Circuito Judicial Guanacaste, nos cedió recursos en la subpartida 10801 de Mantenimiento de edificios y locales, por ¢ 100 000, programa 926, para reparar drenaje de tanque séptico en los Tribunales de Justicia de San Ramón. Como el monto fue insuficiente se realizó

Por medio de modificación interna Nº 1550-MI-2018, el Departamento Regional de Cartago, nos cedió recursos para la subpartida 10899 de Mantenimiento y reparación de otros equipos, por ¢ 5 000, programa 926, para realizar cambio de aceite de cortadora de zacate.

Con la modificación interna Nº 1550-MI-2018, la Administración Regional II Circuito Judicial de la Zona Sur, nos cedió recursos en la subpartida 20302 de Materiales y productos minerales y asfálticos, por ¢18,400, programa 926, para compra de arena corriente y piedra, para la reparación urgente del tranque séptico de cárceles ya que se encontraba dañado.

Uso de los recursos que ingresan con posterioridad al presupuesto inicialmente aprobado

Para la modificación externa N° VI, se incluyó el recurso, para alimentar el programa 927, en las siguientes subpartidas 10501, por ¢ 250 000, 10502 por ¢ 600 000 y 20402 por ¢ 100 000, ya que los montos existentes según proyección eran insuficientes, recursos que se iban a gastar conforme se presentaba la necesidad.

Justificación de recursos cedidos

Por medio de modificación interna Nº 1495-MI-2018, se cedió a la Administración Regional I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, recursos en la subpartida 20301 de Materiales y productos metálicos, por ¢ 320 000, programa 926, ya que en ese momento no se iban a necesitar, ni había nada proyectado.

Con la modificación interna Nº 1501-MI-2018, se cedió a la Administración Regional de Turrialba, recursos en la subpartida 20302 de Materiales y productos minerales y asfálticos, por ¢52.000, programa 926, ya que no existían necesidades.

Por medio de modificación interna Nº 1521-MI-2018, se cedió a la Administración Regional del II Circuito Judicial Alajuela, recursos en la subpartida 10502 de Viáticos, por ¢ 400 000, programa 926, ya que se contaban con suficientes recursos para cubrir las necesidades existentes y futuras.

Movimientos que atentan contra el cumplimiento del objetivo y metas del PAOM

No existen movimientos que interfieran con el PAOM del Circuito.

Justificación de los montos que resultaron pendientes de ejecución al finalizar el período

De la contratación menor 2018CD-000030-ARSRCM por el servicio de limpieza a favor de la empresa Agencia de Seguridad Máxima S.A. quedó pendiente de tramitar la factura 00100001010000000164, por un monto de ¢ 652 311,67 del programa 928 y ¢ 710 600,36 del programa 927, la cual ingresó el 07 de diciembre en horas de la tarde, por lo que no se logró dar trámite oportuno, ya que las pantallas cerraron ese día las 16:30 horas. Cabe señalar que se llamó al Proveedor en varias ocasiones pero no fueron presentadas oportunamente las facturas.

En la contratación menor 2018CD-000044-ARSRCM por la compra de capas para uso de la OCJ San Ramón, a favor de la empresa Rojo Valcor S.A., quedó pendiente de tramitar la factura Nº 00100001010000000123, por un monto de ¢ 241 176, del programa 927, la cual ingresó el 10 de diciembre.

Detalle de recursos que tienden a convertirse en compromisos no devengados y sus respectivas justificaciones

No se logró cancelar el procedimiento de las verjas externas que inició en el año 2015, con el número 2015LA-000167-PROV, nuevamente el monto del proyecto queda como compromiso no devengado, para el año 2019.

En el mes de diciembre, el Departamento de Proveeduría nos indicó que debemos pedir al contratista que presente la factura, la cual debe tener descontado el monto de los daños ocasionados a los vehículos de las personas funcionarias cuando se pintaron las verjas, así como el costo del proyecto que dejaron sin finalizar.  Sin embargo, a pesar de múltiples esfuerzos por contactar al señor contratista, fue imposible; inclusive en el Departamento de Proveeduría no lo han podido localizar.

Por otra parte, por más que se llamó al proveedor que brindó el servicio de limpieza en el Juzgado Civil de San Ramón, presentó las facturas en fecha posterior a la autorizada por el Departamento Financiero Contable, como fecha límite para realizar esos trámites, por lo que el pago quedó como compromiso no devengado para el año 2019.

Limitaciones que incidieron en el resultado de la gestión presupuestaria y posibles propuestas de mejora

Existió mucha rotación del personal administrativo encargado de compras, además de que la compañera que se encarga de la ejecución del presupuesto se acogió a una licencia por maternidad.  Todo esto generó que el proceso de adquisiciones por medio contrataciones menores se vio afectado, al tratarse de personal sin experiencia. 

Al implementarse la factura electrónica a finales del año pasado, se presentaron algunos inconvenientes no solo a lo interno del ámbito administrativo, donde hubo cambios de directrices, sino con los proveedores, que desconocían el trámite.

(…).”
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Se acordó: Tomar nota del informe N° 3-ARSR-19, del 15 de enero de 2019, suscrito por la licenciada Carmen María Vásquez Mora, Administradora Regional de San Ramón y hacerlo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, de la Auditoría y del Departamento de Financiero Contable, para el seguimiento respectivo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049095]ARTÍCULO LI
Documento N° 4736-17 / 1605-19

La licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, por su orden Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, mediante oficio 068-CACMFJ-AGA-2019 del 8 de febrero de 2019, manifestaron lo siguiente:
“El Consejo Superior en sesión Nº 39-17, artículo I, conoció y aprobó el informe de la Dirección de Planificación 24-PLA-MI-2017, relacionado con el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil. Dispuso la creación de una plaza extraordinaria para el Juzgado Civil del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados) en las siguientes condiciones:

	Despacho
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período

	Juzgado Civil del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados)
	1
	Jueza/ez 3
	-
	Extraordinarias
	3 meses



En sesión Nº 043–2017, aprobó que las plazas nuevas inicien su funcionamiento dos meses antes de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil para cubrir las necesidades de capacitación. Según consulta a la Relación de Puestos para el año 2018, incluye la plaza Nº 377864 de la clase “Juez 3” con vigencia a partir del 8 de agosto de 2018 hasta el 31 de diciembre de 2018. 
Posteriormente en sesión Nº 79-2018, celebrada el 5 de setiembre de 2018, artículo XLIV, el Consejo Superior acordó la reasignación del puesto Nº 377864 de la clase Juez 3 a la clase Juez 4 a partir del 8 de octubre de 2018. Dicha reasignación fue tramitada por Dirección de Gestión Humana y se hizo efectiva en la segunda quincena de noviembre de 2018.
Ahora bien, dentro del análisis de requerimiento de recursos para el año 2019, el Consejo Superior en Sesión Nº 34-18, artículo III, aprobó el informe de la Dirección de Planificación 32-PLA-MI-2018. Dentro de las plazas aprobadas incluyen 3 puestos extraordinarios de la clase “Juez 4” para la conformación del nuevo Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil Tercer Circuito Judicial de San José (Hatillo). Plazas extraordinarias que están incluidas en la Relación de Puestos 2019 y con vigencia del 1 de enero de 2019 hasta el 31 de diciembre de 2019.
Al momento del inicio de funciones de la plaza de “Juez 3”, sea el 8 de agosto de 2018, se designó según lo dispuesto por la Ley de Carrera Judicial al licenciado Max Alberto Alpízar Solórzano, elegible en el escalafón de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, graduado del FIAJ 2018 y con la especialización en materia Civil. El licenciado Max Alberto, ha ocupado de manera ininterrumpida la plaza desde el 8 de agosto y hasta la fecha. Sin embargo, según revisión y verificación realizada, se determina que el licenciado cuenta al día de hoy con 27 años. Al respecto, es importante señalar que el artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establecía que, para ser miembro de los tribunales requería tener al menos treinta años.
Analizada la Ley Nº 9343, Reforma Procesal Laboral con fecha de rige a partir del 25 de julio del 2017, en el Artículo 4, dispone:
“ARTÍCULO 4.- Se derogan los artículos 56, párrafo final, 313, 314, 316, 317, 318, 319, 320, 321, 322, 323, 324, 326, 327, 328 y 329 de la Ley N.°2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943; los artículos 94 y 123 de la Ley N.° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y la Ley N.°4284, que creó el Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía, de 16 de diciembre de 1968.” (Énfasis agregado).
Se hace conocimiento del Consejo Superior, para que analice lo expuesto sobre la designación del licenciado Max Alberto Alpízar Solórzano como Juez 4, siendo que cuenta con 27 años. Lo anterior, a la luz de los dispuesto en el artículo 4 de la Ley Nº 9343 y la derogación del artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.”
-0-

En sesión Nº 34-18, celebrada el 25 de abril del 2018 artículo III, se aprobó el informe de la Dirección de Planificación 32-PLA-MI-2018. Entre las plazas aprobadas se incluyen 3 puestos extraordinarios para el 2019 de la clase “Juez 4” para la conformación del nuevo Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil Tercer Circuito Judicial de San José (Hatillo). 
Posteriormente, en sesión Nº 79-2018, celebrada el 5 de setiembre de 2018, artículo XLIV, se acordó aprobar los acuerdos tomados por el Consejo de Personal en sesión N° 12-18 celebrada el 19 de junio de 2018, artículo XVIII y por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-29-2018 de 8 de agosto de 2018, artículo IX, en consecuencia, se aprobaron las reasignaciones de los puestos de juez 3 en materia civil, a la categoría de Juez 4, en las plazas de Tribunales Colegiados de Primera Instancia producto de la reforma.
Se acordó: 1.) Tomar nota del informe presentado por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, por su orden Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y jefe interino del Área de Gestión y Apoyo. 2.) Comunicarle a la licenciada Chacón cubillo, que al estar derogado el artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no hay ninguna prohibición legal para nombrar al servidor. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049097]ARTÍCULO LII
Documento N° 10686-18 / 1669-19

En sesión Nº 09-19 celebrada el 5 de febrero de 2019, artículo XV, -entre otras cosas- se acordó instar a los despachos entre ellos a las Unidades de Capacitación que cuentan con sistemas de videoconferencias, a intensificar el uso de esta herramienta, en las diversas labores que así lo ameritaran, para que de esta forma se  impactara positivamente el presupuesto en cuanto al no pago de viáticos, sustituciones de servidores y combustible, también con el fin de disminuir los riesgos inherentes en cuanto al traslado de las personas servidoras y privadas de libertad.
Mediante oficio Nº 145-DPUC-2019 del 11 de febrero de 2019, el doctor Juan Carlos Morales Jiménez, supervisor de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, solicitó:
“En atención al oficio nº. 1399-19 del Consejo Superior, sobre la importancia del uso de la videoconferencia, se procede a informar que durante el año 2018, la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública realizó lo siguiente:

Videoconferencias de capacitación con enlaces a diferentes oficinas de la Defensa Pública a nivel país:

	Programa
	Cantidad
	Participantes
	Total

	
	
	Mujeres
	Hombres
	

	Videoconferencias
	14
	219
	144
	363



Este tipo de actividades inciden positivamente en el ahorro de viáticos y tiempo por parte del personal, pues las personas pueden participar de las capacitaciones desde sus respectivas jurisdicciones, lo cual, evidentemente también es un factor que minimiza las afectaciones al servicio público y amplía la cobertura geográfica de las actividades formativas.
Videoconferencias con centros de atención institucional para la atención de dudas, comentarios o quejas de personas privadas de libertad:


	Centro de atención institucional
	Fecha
	Personas atendidas

	Vilma Curling
	15/2/18
	3

	CAI San José
	18/4/18
	4

	CFJ Zurquí
	14/6/18
	4

	Antonio Bastida (Pérez Z.)
	29/8/18
	4

	Marcus Garvey (Limón)
	24/10/18
	3

	El Roble (Puntarenas)
	12/12/18
	3



Estas videoconferencias tienen como objetivo, establecer un canal de comunicación directo entre la Defensa Pública y las personas privadas de libertad, para que expongan sus inquietudes de manera directa con personal gerencial de la institución.
En concordancia con lo antes detallado, se informa que para el año 2019 la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública pretende continuar utilizando la videoconferencia como una herramienta para darle sustento a los proyectos antes citados.
Agradezco su siempre amable atención y me despido con muestra de mi mayor consideración y estima.”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación del doctor Juan Carlos Morales Jiménez, supervisor de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, en oficio Nº 145-DPUC-2019 del 11 de febrero de 2019, relativo a la utilización de la videoconferencia; asimismo, se insta a la citada Unidad de Capacitación para que continúe con los esfuerzos para seguir implementación el uso de esa herramienta tecnológica.
La Defensa Pública tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
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Documento N° 8233-12 / 1645-19.
La máster Vanessa Villalobos Montero, Sub- Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante el oficio N° DTSP-011-2019 del 11 de febrero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo. De nuevo hago de su conocimiento que en relación con el oficio 11547-2018, en el que se solicita a este Departamento que "en el plazo de tres meses realice un estudio socio-económico de las 20 personas indicadas en la lista de personas que aparecen en la planilla de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) como trabajadoras independientes, separados por incapacidad absoluta y permanente según la Ley N° 7333 de 1994, para determinar si sus circunstancias particulares conllevan que la Institución les permita laborar en razón de que lo percibido por su jubilación anticipada, por incapacidad absoluta y permanente resulte insuficiente para subsistir".
No ha sido posible localizar a la persona referida Ana Lucrecia Quirós Montoya, cédula 0105120418, de quien se indicó reside en Barrio Córdoba, y se reportaron los número telefónicos 2226 3831 y 2226 0278, no obstante, uno de estos números no corresponde a la persona y el otro no es contestado, y en cuanto a la dirección se requiere de más detalles para poder hacer algún tipo de notificación o citación.
Tal como consta por parte de Financiero Contable y la Dirección Ejecutiva (se adjunta correos), la información aportada corresponde a los únicos datos registrados de esta persona. De esta manera, como anteriormente se comunicó sin el detalle mencionado es imposible para este Departamento llevar a cabo el estudio solicitado.
De esta manera, se informa para lo que se estime pertinente y en caso de lograr brindar la información requerida se considere nuevo plazo de entrega.”
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[bookmark: _Hlk532548707]En sesión N°91-18 celebrada el 19 de octubre de 2018, artículo VI, se le solicitó a al Departamento de Trabajo Social y Psicología que, en el plazo de tres meses realizara un estudio socio-económico de las 20 personas indicadas en la lista de personas que aparecen en la planilla de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) como trabajadoras independientes, separados por incapacidad absoluta y permanente según la Ley N°7333 de 1994, para que determinaran si sus circunstancias particulares conllevan que la Institución les permita laborar en razón de que lo percibido por su jubilación anticipada, por incapacidad absoluta y permanente resulte insuficiente para subsistir.
En sesión N°106-18 celebrada el 6 de diciembre del 2018, artículo LXIIII, se acordó ampliar el plazo al Departamento de Trabajo Social y Psicología para la remisión del informe solicitado en sesión N°91-18 celebrada el 19 de octubre, artículo VI, por el plazo de tres meses; asimismo, se solicitó al Departamento Financiero Contable realizar los esfuerzos necesarios para ubicar los datos requeridos y suministrarlos al citado Departamento.
Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por la máster Vanessa Villalobos Montero, Sub Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante el oficio N° DTSP-011-2019 del 11 de febrero de 2019. 2.) Deberá la máster Villalobos Montero, presentar de manera inmediata el informe solicitado en sesión N° 91-18 celebrada el 19 de octubre de 2018, artículo VI, con los datos que actualmente tenga disponibles y se amplía el plazo por un mes más únicamente en cuanto al informe de la situación de la señora Ana Lucrecia Quirós Montoya. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049101]ARTÍCULO LIV
Documento N° 1495-18

Mediante correo electrónico de 7 de febrero de 2019, el servidor Greivin País Trejos, Coordinador Judicial interino del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, informó lo siguiente: 
“Por medio de la presente les saludo y a su vez les remito ACTA N°02-2019 de fecha ocho horas con treinta minutos del veinticinco de Enero del año dos mil diecinueve, lo anterior a fin de que sea de su conocimiento en el cual mediante reunión de consejo de jueces del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (0679), se realizó votación en la que se nombra como nueva Jueza Coordinadora del despacho a la Licenciada. Andrea Méndez Garita con cédula de identidad 7-0164-0647, y que se encuentra nombrada en el puesto N°86200, misma que asume el cargo de manera voluntaria a partir del día 04 de Febrero del año 2019. Se adjunta Acta N°02-2019. Lo anterior se remite a fin de poner en conocimiento a diferentes instancias la asignación del cargo a la Licda. Méndez Garita y se proceda conforme corresponda.” 
-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación del servidor Greivin Pais Trejos, Coordinador Judicial interino del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, relativo al acuerdo tomado por el Consejo de jueces y juezas, sobre la designación de la licenciada Andrea Méndez Garita, como jueza coordinadora del despacho. 2.) La designación de Jueza Coordinadora deberá ajustarse al plazo que establece el artículo 101 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que la designación de la licenciada Andrea Méndez Garita debe ser por el término de 4 años, (a partir del 4 de febrero en curso).
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049103]ARTÍCULO LV
Documento N° 1520-19

El licenciado Hugo Vega Castro, Jefe interino del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, en oficio N° DPCO-025-19 de 7 de febrero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Por medio de la presente me permito saludarles y a la vez informarles que, como en años anteriores, la Sección de Comunicación Organizacional de este departamento estará realizando los conversatorios del Programa de Pizarra Informativa en las siguientes fechas y zonas:

	Fecha
	Circuito Judicial

	7 de junio
	Pérez Zeledón

	12 de julio
	Osa

	23 de agosto
	Heredia

	27 de setiembre
	Sarapiquí

	25 de octubre
	San José



Estos talleres tienen como objetivo capacitar a las personas que colaboran como encargadas de pizarras informativas para que conozcan la importancia de la comunicación institucional y estrategias para hacer llegar la información que se remite por diversos canales a todo el personal judicial. 

Los gastos para llevar a cabo estos conversatorios se canalizarán por medio de la subpartida 10701 (Actividades de Capacitación), para lo cual contamos con ₡560,000, como se logra observar en la certificación de contenido presupuestario que se anexa.  

Por lo anterior, les solicito su autorización para que el Departamento Financiero Contable nos pueda tramitar las gestiones de las capacitaciones que tenemos programadas.

Asimismo, por sugerencia de la Dirección Ejecutiva, se solicita autorización para que la compra de refrigerio se realice mediante caja chica, en las sedes regionales donde se harán dichas actividades, según corresponda y con el apoyo de las Administraciones Regionales y el Departamento de Proveeduría, esto por ser montos de poca cuantía y para no incurrir en los costos de procesos de contratación.”

- 0 -

Con base en lo anterior, licenciado Vega Castro remitió el  oficio N° 0107-CE-2019, suscrito por  la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento de Financiero Contable, donde adjuntó certificación de contenido presupuestario que índice que en el programa 926 "Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo", subpartida 10701 "Actividades de capacitación", Centro Gestor 116 "Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional", fuente de financiamiento 001 "Ingresos Corrientes", del presupuesto del año 2019 aprobado mediante la ley 9632, existen recursos para hacerle frente al refrigerio de los talleres de la Sección de Comunicación Organizacional a realizarse en los diferentes circuitos judiciales de junio a octubre de 2019. Es de interés mencionar, que de acuerdo a la normativa interna, previo a realizar este tipo de gastos, el mismo debe ser aprobado por parte del Consejo Superior para un monto total de ¢560,000.00 (quinientos sesenta mil colones exactos).
Se acordó: Acoger la gestión presentada por el licenciado Hugo Vega Castro, Jefe interino del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, en oficio N° DPCO-025-19 de 7 de febrero de 2019, en consecuencia: 1.) Aprobar el gasto mediante caja chica para cubrir los refrigerios de talleres de la Sección de Comunicación Organizacional a realizarse en los diferentes circuitos judiciales de junio a octubre de 2019, por un monto de ¢560,000.00 (quinientos sesenta mil colones exactos). Lo anterior, con cargo al programa 926 "Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo", subpartida 10701 "Actividades de capacitación", Centro Gestor 116 "Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional", fuente de financiamiento 001 "Ingresos Corrientes", del presupuesto del año 2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento de Proveeduría.
Los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049105]ARTÍCULO LVI
Documento N° 1566-19.
	El máster Roger Mata Brenes y la licenciada Sugey Coto Elizondo, por su orden, Director del Despacho de la Presidencia y Jefa interina de la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas, en oficio N° DP-89-2019 de 8 de febrero de 2019, remitieron lo siguiente:
“Esperando se encuentren muy bien les saludamos y de la manera más atenta, les hacemos la solicitud mediante el presente documento para que interpongan sus buenos oficios y se valore la posibilidad de someter los cuadros de Expresidentes de la Corte Suprema de Justicia a un proceso de restauración, lo anterior con el fin de conservarlos en buen estado de acuerdo con la Ley General de Control Interno.

Para el año 2015, la señora Alicia Zamora Murillo, Especialista en Conservación y Restauración de Obras de Arte, realizó un diagnóstico del estado de los 38 óleos que posee la colección de pinturas de ex jerarcas de la Corte, donde sumado a una revisión realizada el pasado mes de enero, se determinó que la colección presenta los siguientes problemas:

Problemas en las pinturas:
Suciedad (polvo, ceniza, smog).
Craquelamiento (grietas en las pinturas).
Pérdidas y lagunas de color.
Presencia de hongos.

Deterioro en los marcos:
Suciedad.
Rayones.
Pérdida de moldura.
Mala elaboración, de forma inapropiada y materiales de mala calidad.
Colocación de placas de activo al frente.

Estos problemas se vieron agravados por el traslado y almacenaje al que las pinturas fueron sometidas debido a los trabajos de reforzamiento que se realizan en el edificio de la Corte Suprema de Justicia.

Cabe destacar, que según el artículo 15, inciso B, punto ii de la Ley General de Control Interno, se señala lo siguiente respecto a actividades de control que serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados:

Ley General de Control Interno.

Artículo 15.- Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes:

b) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente tanto las políticas como los procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, los siguientes:

ii. La protección y conservación de todos los activos institucionales.

Así mismo, esta misma normativa en el artículo 8, inciso a, estipula lo siguiente:

Ley General de Control Interno.

Artículo 8º- Concepto de sistema de control interno. Para efectos de esta Ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos:

a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.

De esta forma y atendiendo al artículo 7 de esta misma Ley, que dispone la obligatoriedad de contar con sistema de control interno el cual regula las acciones antes mencionadas, es que se considera prudente por parte de esta oficina, acatar las acciones necesarias para conservar y proteger la colección de pinturas objeto de esta solicitud.

Cabe señalar, que dichas obras de arte representan la historia de este Poder de la República, plasmada en la imagen de los grandes juristas que han sido líderes de nuestro sistema de justicia y que han marcado, por ende, la vida jurídica de nuestro país.

Mantener en perfecto estado esa parte del patrimonio institucional, es fundamental para ilustrar a las nuevas generaciones el camino que ha recorrido el Poder Judicial desde su creación hace ya 192 años y así destacar el aporte de cada una de estas personas a su historia. 

Por lo tanto y en razón de lo antes dicho, se remiten las recomendaciones realizadas por la señora Alicia Zamora Murillo, Especialista en Conservación y Restauración de Obras de Arte:

Recomendación:
Restauración de la colección (Refiere a las pinturas en sí).
Sustitución de marcos con molduras similares en diseño y tamaño de PVC certificado (No plástico).
Sustitución de placas metálicas con nombre y período de presidencia.

Propuesta de trabajo a realizar:
Tratamiento de conservación, restauración y enmarcado (con sustitución de placas).

La propuesta se divide en tres tipos de servicios:

Conservación y restauración de 38 retratos de expresidentes de la Corte. Según diagnóstico y propuesta presentada con fecha del 2015, más un 30%.

Enmarcado de los 38 retratos. Precio promedio individual: ₡ 68.200. Precio total de los 38: ₡ 2.591,600.

Reemplazo de cada placa metálica, con un costo de ₵5.000 cada una, para un total de ₵190.000 (ciento noventa mil colones) por las 38 placas, estas serían en aluminio dorado con técnica de punta de diamante las letras.”


- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° DP-89-2019 de 8 de febrero de 2019, suscrito por el máster Roger Mata Brenes y la licenciada Sugey Coto Elizondo, por su orden, Director del Despacho de la Presidencia y Jefa interina de la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas, sobre la solicitud de someter los cuadros de Expresidentes de la Corte Suprema de Justicia a un proceso de restauración para conservarlos en buen estado de acuerdo con la Ley General de Control Interno. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, con la finalidad que tramite lo correspondiente en cuanto al contenido presupuestario para hacerle frente a la propuesta remitida por el Despacho de la Presidencia. 3.) Remitir este acuerdo al Despacho de la Presidencia y al Departamento de Proveeduría, con la finalidad que procedan a realizar la contratación correspondiente.
El Despacho de la Presidencia, la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LVII
Documento N° 1159-19/ 1512-19.
En sesión N° 09-19 celebrada el 5 de febrero del 2019, artículo XLV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico del 30 de enero de 2019, solicitó:

“…En unas 5 ocasiones yo he pedido días de vacaciones o sin goce de salario por asuntos fuera de mis manos. Un día de estos pedí un día sin goce de salario, porque un tubo se reventó y la casa se me inundó, yo tenía que buscar a alguien que me arreglara dicho desperfecto. Yo llamé al Juzgado para comunicar la situación cómo siempre lo he hecho. Al llegar el otro día a la Jueza Cinthia Pérez Pereira para justificar el día solicitad, cuando voy a su oficina para que me firme la boleta me dice que tengo que pedir con anterioridad los permisos. Yo no tengo el poder de adivinar cuando van a ocurrir las cosas y creo que a muchos les ha pasado. Ella me dijo que ya había agotado el límite de permisos, esas fueron sus palabras textuales, quiero que ustedes me indiquen que si para pedir permisos hay un límite, en que reglamento del Poder Judicial dice eso y si es cierto lo que ella indica. El día de hoy 30-1-2019 le envíe un correo solicitándole tres días de vacaciones porque mi hijo ingresó a la universidad y solicitó una beca, nos dieron una cita para el día 6-2-2019, le comunican que tengo que llevar constancias de los lugares donde yo tengo préstamos y o deudas, me piden constancia y desglose de salario. Yo le pido a la licenciada 4,5 y 6 de febrero para hacer todas estas vueltas, porque no me las van a dar en un solo día. La licenciada me contesta que ella sólo me da el día 6 de febrero porque mi hijo es mayor de edad y él puede solicitar las cosas, efectivamente él es mayor de edad y puede recibir la constancia que no recibe pensión de su padre, pero las certificaciones de bancos y otras certificaciones no se las van a dar a él, porque yo fui quien solicitó los préstamos. Tal vez ella diga que con una autorización firmada por mí se la den, pero para que eso pueda ser, tiene que ir autenticada por un abogado, mismo que no puedo pagar, mi salario es muy poco y debido a esto es que se está solicitando la beca. Yo soy madre soltera y sostengo mi hogar con mi salario, gracias a Dios tengo este trabajo y he podido solventar los gastos de mi hijo, pago casa y muchas cosas más. Sé que esto no es problema de ustedes, es su problema pero mi hijo por gracia de Dios ha sido un buen estudiante y ha logrado salir adelante con sus estudios. Ahora entró a la universidad y espero con la ayuda de Dios le otorguen la beca porque sería de gran ayuda para mí.

Creo que la decisión de la licenciada de solo darme un día es arbitraria, porque en un día no se pueden hacer todas estas cosas, ella alega lo de la mayoría de edad de mi hijo y las veces que he pedido permisos. Ella indica que mi falta delega las funciones en otros compañeros, esto es cierto, pero me pregunto cómo hacían cuando yo no estaba ahí, sólo estoy cómo apoyo, un apoyo que muchas veces he creído no ocupan. En este Juzgado hay un atraso de más o menos dos meses y medio en la resolución de expedientes. Pero todos los días esta licenciada llega, pasa por las auxiliares y se van al comedor a desayunar durando hasta casi una hora, lo mismo ocurre en la tarde e incluso hasta en ocasiones les da las 4:30 p.m., esto repercute en el buen desempeño del Juzgado, he ahí el gran atraso.

No veo correcto que ella como jefa inste a esa pérdida de tiempo. Creo que ustedes cómo Consejo Superior están enterados de este atraso.

Les solicito con todo el respeto que ustedes se merecen me ayuden a poder tener esos días de vacaciones que son importantes para obtener la beca de mi hijo y a la vez me aclaren si es correcto que lleven un conteo sobre cuantos días puedo pedir. Es mi derecho cómo madre y empleada de solicitar permisos o vacaciones.

Yo he solicitado mi reubicación, he conversado con el señor Gustavo Herrera Rodríguez, de reclutamiento y selección de personal, él me indica que no puedo solicitar una plaza en descenso porque se verían obligados a bajar mi salario. Estoy segura de que esto sería anti-inconstitucional porque yo vengo con una enfermedad psiquiátrica y no porque he querido, yo le aclaré a él en un correo que le envíe que a mí no me molesta que me pongan en un puesto más bajo, pero no que se me rebaje mi salario, él me indicó que ustedes me bajarían el salario si aceptaba un puesto menor. No sé si esto es cierto o no, lo único que yo deseo es estar bien en mi salud física como mental y emocionalmente.

Yo recurro recurro (sic) a ustedes como en muchas otras ocasiones porque quiero terminar los años que me quedan tranquila, sin temores y sin miedos, por favor ayúdenme.

(…)”
-0-
Informa la Secretaría General de la Corte, que previamente a someter a conocimiento de este Consejo, la gestión anterior, mediante oficio N° 1184-19 del 1 de febrero de 2019, solicitó a la licenciada Cinthia Pérez Pereira, Jueza del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, un informe respecto a lo manifestado por la servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado a su cargo.

En respuesta a lo anterior, licenciada Cinthia Pérez Pereira, en su mencionada condición, en correo electrónico del 4 de febrero de 2019, indicó:

“… procedo a rendir el informe requerido respecto a los hechos expuestos por la señora Astrid Brenes Castillo, en los siguientes términos:

En unas 5 ocasiones yo he pedido días de vacaciones o sin goce de salario por asuntos fuera de mis manos.  Efectivamente desde su ingreso a este Despacho la señora Astrid Brenes ha reincidido en ausentismo y llegadas tardías sin previo aviso, siendo que en casi todos los casos alega situaciones no previsibles que no siempre se ha preocupado por acreditar, al efecto les remito una reseña de su registro de asistencia durante los meses de diciembre y enero.

	Día 
	Detalle de incumplimiento de Asistencia 
	Motivo indicado por la señora Astrid Brenes 

	Jueves 13 de diciembre del 2018
	Solicitud de salida a las 15:00 hrs. 
	Indica que el día 14 de diciembre del 2018, tiene la graduación de su hijo y tiene cosas pendientes por hacer.

	Viernes 14 de diciembre del 2018
	Inasistencia-Permiso sin goce de salario
	Solicita el día por graduación del hijo. 

	Lunes 17 de diciembre del 2018
	Llega tardía: 09:00 am
	Manifestó la señora Brenes Castillo, que ese día amaneció en el sector su casa sin agua para poder bañarse.

	Lunes 07 de enero del 2019
	Llegada Tardía: 10:00 hrs 
	Retiro de medicamentos ante la CCSS, los cuales según correo de la funcionaria, estaban disponibles desde el 05 de enero. Esa indicación no la realizó de previo, sino al momento de llegar 

	Martes 08 enero del 2019
	Inasistencia
	Informó vía telefónica la señora Brenes en horas tempranas del 08 de enero, que se tomaría el día por no sentirse bien.

	Lunes 21 de enero del 2019.
	Inasistencia-Permiso sin goce de salario
	El día 21/01/2019 a las 7:30 am solicita permiso sin goce de salario, informando que al momento de despertar encontró una fuga de agua en su casa. De esto dio aviso durante la misma jornada laboral del día 21/01/2019 vía telefónica.



Al llegar el otro día a la Jueza Cinthia Pérez Pereira para justificar el día solicitad, cuando voy a su oficina para que me firme la boleta me dice que tengo que pedir con anterioridad los permisos.  Efectivamente ante su reincidente ausentismo se le llamó la atención de forma verbal indicándole que era su obligación cumplir con su jornada laboral motivo por el cual todo permiso debía gestionarlo con la antelación respectiva. Debo señalar que la señora Brenes se ha valido de la coyuntura que existe entre el Centro de Apoyo, su Jefatura mediata, y este Despacho, siendo que comunica a la señora Geannina Jiménez sobre su solicitud de permisos sin goce y/o vacaciones casi de forma simultánea comprometiendo a la suscrita básicamente a firmar el visto bueno de estos permisos. Razón por la cual se le indicó con su última ausencia el 21 de enero que no contaría más con mi visto bueno si no gestionaba conforme los lineamientos institucionales sus permisos.

Yo no tengo el poder de adivinar cuando van a ocurrir las cosas y creo que a muchos les ha pasado. Comprendo a cabalidad que a todos se nos pueden presentar situaciones imprevistas, no obstante la actitud mostrada por la funcionaria evidencia su falta de compromiso con el trabajo, lo que permite generar duda razonable sobre la veracidad de sus argumentos. -

Ella me dijo que ya había agotado el límite de permisos, esas fueron sus palabras textuales: No es cierto en la forma expuesta, es claro para la suscrita como laboralista que es obligación de todos prestar el servicio contratado en el tiempo, lugar establecido y con el esmero requerido, sin que exista “permisibilidad” taxativa respecto a “permisos sin goce” sin previa autorización como lo pretende la señora Brenes Castillo. -

El día de hoy 30-1-2019 le envíe un correo solicitándole tres días de vacaciones porque mi hijo ingresó a la universidad y solicitó una beca, nos dieron una cita para el día 6-2-2019: Efectivamente la señora gestiona la solicitud de vacaciones sin la antelación respectiva, y sin acreditar su dicho respecto a la citación señalada para justificar el motivo por el cual no cumple con el requerimiento de anticipación antes advertido. Pese a ello, y en aras de no afectarla, mi disposición fue otorgarle el visto bueno para que disfrutara el día de la citación que según ella debe acudir a la Universidad de su hijo. Resulta de importancia destacar que la señora argumenta que debe gestionar certificaciones que sólo ella puede realizar, sin embargo no informa ante que entidades, lo que me hace presumir bajo la lógica y entendimiento común que son gestiones que puede realizar fuera de su horario laboral, considerando que la mayoría de las entidades financieras cierran sus puertas con posterioridad a su hora de salida y habitualmente están habilitados los días sábados, de manera que es responsabilidad de la señora Brenes administrar su tiempo conforme a sus obligaciones laborales. Reitero no sin que resulte indiferente para la suscrita una situación excepcional que se hubiere acreditado, pero esa situación no es la que nos ocupa. Al respecto esta fue mi respuesta para la señora Brenes: 

“Buenas tardes Doña Astrid. En virtud de su reiterado ausentismo, considerando que su hijo es una persona mayor de edad, y con el propósito de no seguir recargando sus labores a los demás compañeros, salvo mejor criterio de la señora Umaña, considero prudente otorgarle únicamente el día seis de febrero de las vacaciones. Previamente debe aportar el saldo de vacaciones para su constatación. Saludos cordiales” 

Valga aclarar que al día de hoy 4 de febrero la señora no ha remitido informe de saldo de vacaciones a la suscrita

Yo soy madre soltera y sostengo mi hogar con mi salario, gracias a Dios tengo este trabajo y he podido solventar los gastos de mi hijo, pago casa y muchas cosas más. (…) Estoy segura de que esto sería anti-inconstitucional porque yo vengo con una enfermedad psiquiátrica y no porque he querido:  Sin ser perito ni experta en desordenes emocionales, mucho menos en los problemas psiquiátricos que argumenta la señora Brenes me permito realizar mi apreciación respecto a su decir, y de la forma más respetuosa posible considero inconveniente incluso para la salud emocional de la señora Brenes permitirle manipular sus situaciones a su conveniencia so pena de no atender responsablemente sus obligaciones laborales, pues de seguir victimizándose como pretexto para no hacer las cosas de la forma correcta lo único que va a conseguir es crear un círculo vicioso que no le permita superarse personalmente y consecuentemente no brindará el servicio de forma eficiente.

Creo que la decisión de la licenciada de solo darme un día es arbitraria (…) Ella indica que mi falta delega las funciones en otros compañeros, esto es cierto, pero me pregunto cómo hacían cuando yo no estaba ahí, sólo estoy cómo apoyo, un apoyo que muchas veces he creído no ocupa. Como se ha evidenciado con anterioridad, existe un razonamiento fundamentado en los lineamientos institucionales para haber negado la autorización. Nótese incluso que la señora solicita 3 días de vacaciones y según me fue informado por el Centro de Apoyo (ya que ella no aporta saldo de vacaciones), ella tiene a su disposición únicamente dos días de vacaciones luego de descontar las vacaciones colectivas. Efectivamente cada funcionario en este Despacho tiene tareas claramente definidas, el apoyo que ella y su compañera nos están brindando resulta de una necesidad real de este Despacho cuyo crecimiento supera el 300% de lo proyectado por la Dirección de Planificación. La señora Brenes está destacada en el área de manifestación, y efectivamente es la persona que menos carga laboral tiene en este Despacho, no obstante el puesto requiere puntualidad y permanencia para brindar el servicio de forma idónea. Resulta preocupante que la señora Brenes considere que no se ocupa de sus servicios pues deja aún más en evidencia su apatía laboral. 

En este Juzgado hay un atraso de más o menos dos meses y medio en la resolución de expedientes. Pero todos los días esta licenciada llega, pasa por las auxiliares y se van al comedor a desayunar durando hasta casi una hora, lo mismo ocurre en la tarde e incluso hasta en ocasiones les da las 4:30 p.m., esto repercute en el buen desempeño del Juzgado, he ahí el gran atraso. Me resultan altamente irrespetuosas las manifestaciones de la señora Brenes, y someto a su criterio realizar cualquier estudio de rendimiento de este Despacho pues con absoluto orgullo podré mostrarlo. Así por ejemplo debo señalar que durante el último semestre del año 2018 el rendimiento de las personas Juzgadoras fue de un 187% en promedio, es decir casi duplicamos las metas propuestas por la Dirección de Planificación en sus indicadores, considerando además que nuestros parámetros de rendimiento son superiores a los del resto de Jueces laborales de Despachos homólogos, quienes tienen un parámetro de 16 sentencias por mes, y nuestro parámetro es de 19 sentencias por mes; recibimos de 4 a 5 juicios por semana, además de firmar el trámite, y en mi caso particular realizar las gestiones administrativas que como ésta se llevan su tiempo atender. Es importante además hacerles saber que no sólo mantenemos un excelente rendimiento, sino que desde noviembre de 2016 a la fecha, únicamente hemos recibido 4 sentencias anuladas de las Juezas destacadas en este Despacho.- 

Además se recibieron cerca de ocho mil gestiones de las cuales el personal subalterno atendió más de seis mil doscientas gestiones, esto pese a que teníamos una capacidad productiva de cinco mil seiscientas gestiones pues contábamos con sólo dos técnicos. Bajo estos criterios, es que nuestras Autoridades han verificado que el retraso que se refleja es producto de una deficiencia en las cargas laborales pues somos un Despacho que tiene un circulante superior a 1200 asuntos, por lo que se nos asignó una plaza extraordinaria y dos plazas de apoyo para recuperar el retraso que esta deficiencia en personal nos provocó. Igual situación atravesamos actualmente las personas Juzgadoras, quienes tenemos una carga de 600 asuntos, cuando en promedio en los Despachos homólogos la carga de cada juez es de 350 asuntos, es decir casi duplicamos la carga y pese a esto mantenemos nuestra agenda en promedio a cinco meses lo que nos ha impuesto una sobrecarga significativa de trabajo para lograrlo. Aún así, tenemos un esquema de trabajo altamente eficiente y organizado, siendo que efectivamente parte de la clave del éxito que hemos tenido es el tiempo que como equipo de trabajo nos tomamos para compartir situaciones que ameriten la toma de decisiones de forma oportuna, por lo que acostumbro diariamente antes de iniciar mis labores jurisdiccionales, sentarme en el comedor con los compañeros que deseen o requieran conversar conmigo alguna situación laboral y  en muchas ocasiones personales, que me han permitido tomar acciones oportunas para colaborarles y no afectar las labores designadas.-

No veo correcto que ella como jefa inste a esa pérdida de tiempo. Creo que ustedes cómo Consejo Superior están enterados de este atraso. Nuevamente reitero, me resultan irrespetuosas las manifestaciones de la señora Brenes, aquí no se pierde el tiempo, se administra de forma correcta de manera que el equipo puede contar con un ambiente laboral muy sano y humano. Pero es importante para mi persona que se genere esta oportunidad e invitarlos a revisar tanto nuestro rendimiento laboral del cual estoy muy orgullosa, sino además las necesidades reales de este Despacho.

Yo he solicitado mi reubicación, he conversado con el señor Gustavo Herrera Rodríguez, de reclutamiento y selección de personal, él me indica que no puedo solicitar una plaza en descenso porque se verían obligados a bajar mi salario. Nuevamente la señora Brenes es dueña de gestionar lo que conforme a sus intereses considere conveniente, y serán ustedes los que definen si la reubican o no. En este Despacho tiene las puertas abiertas, se le seguirá tratando con el mismo respeto y consideración de siempre en un ambiente laboral loable, donde sólo se le impone cumplir con los lineamientos necesarios para mantener el orden y la eficiencia deseados. Sin embargo como Autoridad los insto a llamar a la reflexión a la señora Brenes respecto a su compromiso laboral, pues si bien sufre de problemas psiquiátricos como ella mismo lo argumenta, no le resultan incapacitantes (ya que está habilitada para trabajar), y por ende se debe presumir que tiene la capacidad, la necesidad y la obligación de asumir sus compromisos laborales de forma responsable.

(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación que hace la servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José. 2.) Tener por rendido el informe presentado por la licenciada Cinthia Pérez Pereira, Jueza del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José y con base en el denegar lo solicitado por la servidora Astrid Brenes Castillo, por cuanto, es potestad de la jefatura conceder este tipo de permisos al amparo de las directrices aprobadas por este órgano. Se declara acuerdo firme.”
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La servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado de Violencia Doméstica de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita, en correo electrónico de 7 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:
“Estimados señores vengo a contestar lo que la señora Jueza expone, no he negado en ningún momento he negado mi solicitud de permisos, unos de vacaciones y otros sin goce de  salario, mismos que he pedido en reiteradas ocasiones, doña Cintila indica que no he presentado los respectivos comprobantes, mismos que ella no me ha pedido nunca porque con mucho gusto hubiera llevado invitación a la cena, invitación al acto de graduación reitero ella nunca me los pidió, cuando asistí a la clínica siempre he pedido comprobante, porque no sé si ella me iba a dar el permiso, que se rompió un tubo efectivamente, pero si me hubiese pedido algún comprobante le hubiese pedido al administrador del lugar algo, que le indique que tenía ir a retirar medicamentos de mi padecimiento psiquiátrico esto lo hago cada mes, y también presente respectivo comprobante y al que ella no hace mención, mismo que ese día se lo lleve a al señor Álvaro Brenes Calderón coordinador Judicial del despacho, mismo que me indicó pegara en el libro de asistencia, lo cual hice, y como ella dice yo no me amparo en los jefes del Centro de apoyo, primero le comunico a ellos porque cada vez que iba donde ella me decía que no tenía inconveniente en darme los permisos sin el avalo de los  señores del Centro de Apoyo, estoy enferma psicológicamente, pero no soy tonta para entender lo que se me indica, creó y estoy completamente que ella está molesta porque dije la verdad que pierden hasta una hora tomando café, tanto en la mañana como en la tarde, como no hay cámaras en el lugar no puedo corroborar lo que digo, y si también con sus palabras textuales fue que ella me dijo que ya había llegado al límite de permisos, pero como estábamos en su oficina no tengo tampoco testigo de esto, pero si puedo presentar testigos de que van durante ese tiempo a tomar café, ella dice que yo no quiero cumplir con el trabajo que se me asigna, en ese Juzgado hay un registro de atención al público como de las llamadas telefónicas, con el número de expediente y nombre de la persona que hace la consulta, hora de entrada y salida, desde noviembre he venido haciendo unos informes de los expedientes que andan en tribunales superiores en apelación, que ya estaba haciendo el respectivo informe de donde se encontraban agradezco al señor Alvaro que me puso a hacer esto porque prácticamente me aburría haciendo nada, ahí no es mucha la cantidad de usuarios que llegan y tampoco son muchas las llamadas, así mismo aclaro no me amparo en los jefes del Centro de Apoyo ellos gracias a Dios me han ayudado mucho en especial la Licenciada Geannina Umaña y el Licenciado Mariano me han llamado la atención en varias ocasiones pero porque no he hecho algo como me lo han indicado, esto a mi no me molesta que lo hagan porque ellos saben más que yo, lo que pasa es que hay formas de decir las cosas sin necesidad de faltar el respeto, la Licenciada dice que yo llegue con la función de ayudar en el despacho efectivamente es así, pero no para que me pusieran a recoger los adornos de navidad y guardarlos, yo llegaba a mis horas y no tomaba hora de café no porque me obligaran a hacerlo es porque así lo hice siempre en todas las oficinas que he estado porque para mí el tiempo es muy valioso, efectivamente ella me concedió el día 16-02-2019 para  lo de la cita de la beca de mi hijo , pero esto no me servía de nada , porque la cita era a las once de la mañana no podía correr con todo en tan poco tiempo, por ello no le presente el respectivo saldo de mis vacaciones fue por el centro de Apoyo que me enteré que todavía no se había hecho el respectivo rebajo de vacaciones de fin de año, porque yo me había metido a Gestión Humana y según ahí yo contaba con 9 días de vacaciones, yo pedí se me reubicara en otro despacho, porque como dije no entiendo nada de ese sistema virtual quizás sea bruta o tal vez ya me siento demasiado vieja para estos nuevos avances tecnológicos, yo lo único que quería era poder ayudar a mi hijo a obtener una beca, tanto para su beneficio como el mío, no sé si se la iban a dar o no pero era su derecho de optar por ella y yo como madre deseaba ayudarlo, efectivamente muchas instituciones cierran más tarde , pero otras no y tampoco muchas otras abren sábados, si me he visto muy afectada por este hecho de he incluso me paso llorando en mi casa y hasta delante de algunas personas  en estoy triste, no deseo ni levantarme para ir a trabajar, porque como dije no pude ayudar a mi hijo y creó que cualquier madre se sentiría igual, no le he faltado al respeto a ella ni a ustedes por decir la verdad,  ella dice eso para no afrontar la verdad que ella sabe es así, tengo testigos de que esto ocurre yo no tengo por costumbre mentir y menos con algo tan serio, si ella tiene temor de Dios sabe que esto es cierto que no hablo por hablar y lo sostengo ante ella, ante ustedes y ante Dios.

Con todo respeto agradezco su atención a la presente.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado de Violencia Doméstica de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita, en correo electrónico de 7 de febrero de 2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Oficina de Ambiente Laboral, con la finalidad que intervenga y rinda un informe a este Consejo Superior, en cuanto a la situación indicada por la servidora Brenes Castillo. 3.) Recordarle a la Jefatura del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, su deber de mantener un ambiente laboral sano e implementar las medidas necesarias con la finalidad de que no se afecte el servicio público del citado despacho y evitar que se presente cualquier situación regulada en la circular N° 168-2014 denominada “Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial.
[bookmark: _Toc1049109]ARTÍCULO LVIII
Documento N° 562-15

[bookmark: _Toc518927681]En sesión Nº 62-18 celebrada el 12 de julio de 2018, artículo XXVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 3101-DE-2018 del 2 de julio de 2018, gestionó lo siguiente: 

“El Consejo Superior en sesión N° 20-2017 de 7 de marzo de 2017 artículo XXXV, conoció y aprobó el informe N° 368-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, sobre el “Proyecto de rediseño de procesos y organizacional de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José”. En dicho informe se recomendó que 2 plazas de Profesional 1 y 4 de Profesional 2, adscritas a esa Administración, pasarán a ser responsabilidad de la Dirección Ejecutiva de manera funcional y administrativa, de tal forma que se definiera previo estudio, en dónde se reubicarían, de acuerdo con la naturaleza del puesto, respetando las condiciones laborales adquiridas.

Como resultado de lo anterior, en sesión 46-17 N° 46-17 (Presupuesto) celebrada el 11 de mayo de 2017, artículo II, se autorizó que a partir del 1 de diciembre de 2017, la plaza de Profesional Administrativo 1, N° 33990, se asignara a la Dirección de Gestión Humana en calidad de préstamo, por lo que restaba del año 2017 y 6 meses del año 2018, hasta tanto la Dirección de Planificación elabore el estudio correspondiente al impacto que tendrá las cargas de trabajo de la Dirección de Gestión Humana, el proceso de cobro de los montos cancelados por subsidio a las personas servidoras judiciales para resarcir al Poder Judicial, tal como fue establecido en el informe del oficio 5376-DE-2017 de esta Dirección Ejecutiva.

Mediante oficio 2328-UD-AS-2018 del 22 de junio de 2018 la MBA Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, solicita otorgar prórroga del préstamo de la plaza N° 33990 por lo que resta del presente año, a fin de que colabore con lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión 33-18 celebrada el 19 de abril de 2018 artículo LI, específicamente en los puntos 5 y 6 “con el fin de proceder con la recuperación de los montos de subsidios por incapacidades ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS)”.

En vista de la anterior solicitud, y con el fin de que sea avalado por el Consejo Superior; esta Dirección manifiesta su anuencia para la aprobación de la prórroga de la plaza N° 33990, ubicada en la Unidad de Deducciones Salariales del Subproceso de Administración Salarial hasta el 31 de diciembre del 2018. Asimismo, se solicita de manera respetuosa reiterar a la Dirección de Planificación la necesidad de elaborar el estudio correspondiente al impacto que tendrá en las cargas de trabajo de la Dirección de Gestión Humana el proceso de cobro de los montos cancelados por subsidio a las personas servidoras judiciales para resarcir al Poder Judicial.”
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En sesión N° 20-17 celebra el 07 de marzo de 2017, artículo XXXV, en lo que interesa, se tuvo por rendido el informe N° 368-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, sobre el proyecto de rediseño de procesos y organizacional de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José. 

Posteriormente, en sesión N° 46-17 (Presupuesto) celebrada el 11 de mayo de 2017 artículo II, en lo que interesa, se autorizó que se mantengan para el 2018 las plazas de Coordinador de Unidad 1 y Profesional 1 del Programa 926 en la Dirección Ejecutiva como clase ancha Profesional 2, extraordinarias por 12 meses, sujeto al estudio técnico para su posterior asignación y habilitación.

Finalmente, en sesión N° 29 del 12 de abril de 2018, artículo XXXIII, en lo interesa, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, respecto a las propuestas presentadas, para los trámites de incapacidades con la Caja Costarricense del Seguro Social. Asimismo deberían de aplicarse las mejoras necesarias en los procedimientos y en la Proposición Electrónica de Nombramientos, para que las incapacidades se trasladen directamente al sistema SIGA-GH, sin demérito de que, en el momento oportuno, la Dirección Ejecutiva realizaría las acciones necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley Orgánica, por lo que la Dirección de Tecnología de la Información realizaría mejoras para que la consulta de GH en Línea pueda atender los requerimientos de información de los empleados judiciales. Además, se aprobó la propuesta de la Dirección de Gestión Humana para que aquellos casos que no superaran los seis meses de vigencia, se trasladen a cobro a los empleados judiciales, ya que el Poder Judicial dispone del comprobante de la incapacidad, para que mediante un procedimiento expedito, se les comunique cuales boletas están en cobro, para que soliciten a la CCSS el pago de subsidio y por ende, la Institución procedería con el rebajo un mes después de la comunicación, ya que el reglamento de la CCSS  establece que la relación es Trabajador – Caja y no Patrono Caja.  Para tal efecto, se estaría remitiendo la comunicación a cada persona servidora judicial a la cual la CCSS no le haya realizado el depósito del subsidio, instándolo a que recurra a la sucursal a la que está adscrita y a su vez se le adjuntarán las constancias con el detalle de los salarios que deben ser considerados para el cálculo correspondiente, para que el trámite sea más expedito.

Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en consecuencia: 1.) Prorrogar el traslado de la plaza N° 33990 en la Unidad de Deducciones Salariales del Subproceso de Administración Salarial del 1 de julio hasta el 31 de diciembre de 2018, a fin de continué colaborando con la recuperación de los montos de subsidios por incapacidades ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). 2.) Reiterar a la Dirección de Planificación la necesidad de elaborar el estudio correspondiente al impacto que tendrá en las cargas de trabajo de la Dirección de Gestión Humana el proceso de cobro de los montos cancelados por subsidio a las personas servidoras judiciales para resarcir al Poder Judicial e informe a este Consejo en el plazo de dos meses lo correspondiente. Se declara acuerdo firme. ”
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Informa la Secretaría General de la Corte que mediante recordatorio N° 10608-18 de 12 de octubre de 2018, solicitó a la Dirección de Planificación remitiera el informe supra, no obstante, a la fecha no se ha recibido el informe respectivo.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Deberá la Dirección de Planificación en el plazo de un mes atender lo solicitado por este órgano superior en sesión Nº 62-18 celebrada el 12 de julio de 2018, artículo XXVI, con la advertencia que, de no hacerlo, se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de cargo.
Las Direcciones de Planificación y de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049111]ARTÍCULO LIX
Documento N° 1385-19 / 1665-19.
En nota del 5 de febrero de 2019, la servidora Olivia Ulate Castillo, Auxiliar Administrativa de la Oficina de Recepción de Documentos del Anexo A, remitió la siguiente gestión:
“Les saludo de la forma más respetuosa que se les puede tener, sigo sin entender el funcionamiento en estos últimos años de nuestra institución, donde en lugar de crecer laboralmente, profesionalmente, estamos decayendo, en un tráfico de influencias, sin importa que la persona que se esté atropellado, realice bien su trabajo con los usuarios internos y externos, tenga vocación en sus labores, haya formado un buen equipo de trabajo, hasta el punto que los compañeros le tengan un gran respeto por su forma de ser y sus conocimientos, que no son de una mes, un año, son años de entrega y del querer crecer día con día para el bienestar de nuestra institución, que actualmente son muy pocos los empleados que encontramos con tanta dedicación. 

Doña Flora Chacón Alpízar, coordinadora de la Recepción de Documentos del Anexo A, del II Circuito Judicial de San José, es esa persona, la cual tiene diez años de su entrega constante por mejorar y aprender, al lado de cada uno de los usuarios externos, para compartir con su compañeros de trabajo, sus conocimientos, como toda una buena profesional.

Lo que no puedo entender: es como el PODER JUDICIAL, decide a través de sus Jefaturas, NO valorar ese recurso humano, simplemente porque ella solicita una valoración de puesto y plaza. Hace aproximadamente 10 años, cuando se decidió separar al Contencioso del edificio central, ella por su propia voluntad sin que nadie le propusiera, ni tampoco se le exigiera, se vino SOLITA,  a aprender, a tomar las riendas de Recepción de Documentos del Anexo A, Contencioso, a poner orden, a arañar los recursos con sus propias manos; como este  fue creciendo en volumen de trabajo, se decidió empezar a enviar personal del Edificio II Circuito San José, para que ella la instruyera, trabajara bajo su coordinación y mando, ya que las administraciones pasadas y actuales no saben nada al respecto de esta materia. Ha llegado a tener hasta diez discípulos, de los cuales en este momento yo soy una de ellas, que le agradezco a todo lo que me ha enseñado laboralmente, humanamente, anímicamente, intelectualmente, y otros.

El ser coordinador en este campo, no es solo sentarse en un escritorio a realizar informes, a ver a través de un monitor que funciones o que delego a los subordinados, sino es ser un servidor más, saber manejar los sistemas para ayudar al empleado, evacuar todas la preguntas que tenga un usuario externo e interno, poder defender a capa y espada a un buen empleado, poder realizar una buena coordinación lingüística y logística, con los demás despachos, saber hacer altos a los jueces, y personas con cierto estatus que quieren, pisotear a ella y a los que tiene a cargo; soportar el cómo un subordinado va donde las Jefaturas y la mal informa, sin darle oportunidad de la defensa.

El PODER JUDICIAL, debería valor a estas personas, y no hacer lo que la Administradora y otros, aparte de las malas recomendaciones del rediseño de planificación (pésimo para mi persona), han hecho el movimiento de una persona eficiente, con principios y valores, por no querer RECALIFICAR LA PLAZA.

Si vemos a nivel nacional todas las plazas de coordinadores del área de Recepción de Documentos, son personas con plazas de Asistentes Administrativos 1 y 2, y no se puede a legar que no existen plazas para esta recalificación porque en la Administración del II Circuito hay plaza para esta calificación. O será acaso que estas tienen nombre y apellidos, sin cumplir con los requisitos, no es importante un cartón, un título sino más bien personas que quieran laborar por el bien y mejoramiento de la institución. En la actualidad y según el rediseño la Recepción de Documentos debe estar al mando de la Administración que se encuentra en Anexo A, Licdo. Miguel Muñoz Flores, y cuando él no se encuentra (vacaciones, permiso, etc.), a cargo de Licda. Kattia Garbanzo Matamoros, ambos son las personas menos indicadas, ya que no tienen ni la experiencia, ni las facultades, ni los conocimientos, y mucho menos el lenguaje que utilizan tan sofisticado algunos abogados. Será acaso bueno empezar de cero, con personas sin conocimientos, sin interés de querer mezclarse en este campo, a perder una eficiente empleada como SRA.  CHACON ALPIZAR, con toda su experiencia. Que pasa donde estamos fallado??

No entiendo? Este no es un trabajo fácil hay muchos detalles pequeños que se deben detectar a tiempo, así como el poder entender amablemente, educadamente a cada uno de los jueces de este gremio.

Agradezco la atención a la misma, y espero que hagan conciencia de los atropellos que se realizan en la administración pública del Poder Judicial.

(…).”
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La Secretaría de la Corte remitió la gestión anteriormente transcrita a la máster Ericka Alfaro Chinchilla, Administradora del Segundo Circuito Judicial de San José, para su respectivo análisis y remisión de un informe, previo conocimiento de este Consejo Superior.
En respuesta a lo anterior, en oficio N° 66-ADM-2019, del 11 de febrero de 2019, la máster Ericka Alfaro Chinchilla, Administradora Regional del Segundo Circuito Judicial de San José, remitió el siguiente informe:
“En relación al oficio Nº 1352-19, del 6 de febrero del año en curso, me permito informarle lo siguiente: 

Mediante acuerdo del Consejo Superior sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero del 2019, artículo LXII, se aprobó el informe de seguimiento elaborado por la Dirección de Planificación N° 1511-PLA-2018, en donde dentro de sus recomendaciones en el punto 5.1.9 indica que el profesional en administración del anexo A, deberá realizar las funciones de coordinar, ejecutar, dirigir, controlar y supervisar las actividades profesionales, técnicas, administrativas y operativas que se realizan en la Oficina de Recepción de Documentos del Anexo A, entre otros.

Esta administración desde el mes de febrero procedió a ejecutar lo acordado por el Consejo Superior y se realizó una reunión con la señora Flora Chacón Alpízar, quien es auxiliar administrativo 1 en la Oficina de Recepción de documentos del anexo A, la cual por muchos años se le asignó la labor de supervisión de dicha oficina, por lo que en dicha reunión se le expuso lo recomendado por la Dirección de Planificación y proceder a eliminar ese recargo de función que tenía asignada.

Asimismo, se informa que esta administración no tiene conocimiento que la compañera Flora Chacón haya realizado en algún momento una gestión ante la Dirección de Gestión Humana de recalificación, ya que desde el año 2017 que se inició el rediseño a esta administración, ella fue muy respetuosa de esperar los resultados del mismo, en relación a su recargo de funciones, ya que al ser auxiliar administrativo se debía valorar esta situación.

Finalmente, es importante indicar que todas las recomendaciones emitidas en el informe de la Dirección de Planificación han sido ejecutadas de forma armoniosa, y sin ningún conflicto interno entre las partes involucradas, por lo que esta jefatura no entiende la gestión presentada por la señora Ulate Castillo, ya que no ha existido ninguna inconformidad expuesta por Doña Flora ni mucho menos se ha generado ninguna afectación laboral, sino al contrario, se ha organizado la oficina de forma tal que cada persona tenga las funciones y responsabilidades acordes a lo que establece el Manual de Puestos de la institución y avalado por el rediseño.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo gestionado por la servidora Olivia Ulate Castillo, Auxiliar Administrativa de la Oficina de Recepción de Documentos del Anexo A. 2.) Tener por rendido el informe N° 66-ADM-2019, del 11 de febrero de 2019, suscrito por la máster Ericka Alfaro Chinchilla, Administradora Regional del Segundo Circuito Judicial de San José. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora Ulate Castillo.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049114]ARTÍCULO LX
Documento N° 1511-19.
En sesión N° 8-19, celebrada el 31 de enero de 2019, artículo XLI, este Consejo Superior dispuso acoger la solicitud que hizo el señor Alexander Quesada Vargas, Jefe interino del Departamento de Gestión Institucional de Recurso Humano del Sistema Nacional de Áreas de Conservación SINAC, asimismo, se autorizó el acceso al Registro de Hojas de Delincuencia del Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos del sistema de antecedentes penales, únicamente para el fin indicado, y cumpliendo la normativa y directrices institucionales que correspondiera.
En correo electrónico del 7 de febrero de 2019, el señor Yoiman Leitón Castro, Coordinador de Reclutamiento y selección de la Dirección de Recursos Humanos, envió la siguiente solicitud:
“El pasado viernes, solicitamos 2 accesos adicionales al Sistema SACEJ, ya que actualmente únicamente contábamos con el de la compañera Pamela Ramírez Vargas (…), y previendo, ante alguna ausencia de la compañera Ramírez, que tanto el suscrito y la compañera Daniela Rodríguez Leitón, cédula 04-0202-0134, correo electrónico (…), podamos tener acceso al Sistema supra, ya que la consulta al mismo, es parte de los insumos relevantes para proceder con nombramientos de personal en nuestra representada.

Cabe indicar, que hasta el pasado viernes contamos con el acceso al Sistema supra, ya que según correo que encontrarán de seguido, suscrito por Vladimir Ortega, el acceso nos fue suspendido hasta tanto contemos con el Aval del Consejo Superior.

Es por lo anterior, y con la finalidad de contar con este importante insumo al momento de contratar personal, el cual ha sido de mucha ayuda, que requerimos de sus buenos oficios para que se nos brinde nuevamente el acceso.

(…).”
-0-  

Se acordó:, Acoger la solicitud que presentada en correo electrónico del 7 de febrero de 2019 por el señor Yoiman Leitón Castro, Coordinador de Reclutamiento y selección de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Ambiente y Energía, en consecuencia, autorizar el acceso al Registro de Hojas de Delincuencia del Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos del sistema de antecedentes penales, únicamente para el fin indicado, y cumpliendo la normativa y directrices institucionales que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva y del Registro Judicial. 3.) Informar al señor Leitón Castro, en su citado carácter, que a futuro, cualquier cambio, relacionado con este tema, lo debe gestionar directamente con el Registro Judicial de este Poder de la República. A esos efectos la Secretaría General de la Corte tomará nota con la finalidad de que cuando se presenten este tipo de gestiones, la remita al Registro Judicial sin ser elevada a este Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049116]ARTÍCULO LXI 
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En nota del 11 de febrero de 2019, el máster Francisco Mena Ayales, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Desamparados, remitió la siguiente gestión:
“Reciban un cordial saludo y conforme lo dispuesto en sesión de ese honorable Consejo del 24 de febrero del año 2012, en su artículo XXXIV, me permito rendir informe sobre las personas detenidas por más de seis meses de la siguiente forma.

Expediente No. 18-0005293-0042-PE, contra Jose Marenco Orozco por el delito de Robo Agravado en daño de Ignorado, detenido desde el 22 de febrero del 2018, para un total de su prisión de 11 meses 06 días. Su prisión vence el 22 de febrero del 2019. Se encuentra en el Ministerio Público en Investigación.

Expediente No. 18-000095-0275-PE, contra Dixon Garcia Ricardo, por el delito de Robo agravado, en daño de Vargas Araya José Andrés, detenido desde el 28 de marzo del 2018, para un total de su prisión de 10 meses 01 días. Su prisión vence el 28 de febrero del 2019. Se encuentra señalado para audiencia preliminar, el doce de febrero del 2019, a las catorce horas. -

Expediente No. 18-000262-0275-PE, contra Iglesias Vallejo Joaquín, Vargas fallas Roy, por el delito de Robo Agravado, en daño de la Ureña Abarca Digna, otro, detenido desde el 24 de abril del 2018, para un total de su prisión de 09 meses 07 días. Su prisión vence el 24 de febrero del 2019. Se encuentra en el Ministerio Público en Investigación.

Expediente No. 16-000119-1219-PE, contra Nuñez Sequeira Sonia y otros, por el delito de Venta Drogas, en daño de la Salud Pública, detenido desde el 16 de mayo del 2018, para un total de su prisión de 08 meses 16 días. Su prisión vence el 15 de mayo del 2019. Se encuentra en el Ministerio Público en Investigación.

Expediente No. 18-016980-0042-PE, contra Corrales Madrigal Carlos Alberto, por el delito de Violación, en daño de Persona Menor de Edad, detenido desde el 18 de junio del 2018, para un total de su prisión de 07 meses 13 días. Su prisión vence el 19 de febrero del 2019. Se encuentra en el Ministerio Público en Investigación.

(…).”
-0-
Se acordó: Tener por rendido el informe suscrito mediante nota del 11 de febrero de 2019, por el máster Francisco Mena Ayales, Juez Coordinador del Juzgado Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, en relación con las personas detenidas por más de seis meses. Se declara acuerdo firme.
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Mediante oficio N° 083-CACMJF-JEF-2019 del 14 de febrero de 2019, la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, solicitó lo siguiente:
“En las sesiones del Consejo Superior N°110-18 del 19 de diciembre de 2018, artículo I y N°06-19 del pasado 24 de enero, artículo XXXVI, de conformidad con lo que establecen los artículos 44 y 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por ser de interés institucional se aprobó la prórroga de permisos con goce de salario del 07 de enero al 31 de marzo de 2019 de las plazas que son parte del Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, así como las plazas y personas sobre las cuales recaen dichos permisos.
Dentro de las plazas a las cuales se les prorrogaron los permisos se encuentra la número 111299 de Técnico/Técnica Judicial 3 del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, sede Siquirres, la cual estaba ocupada por la señorita Daniela Murillo Gaitán en sustitución del señor Jorge Enrique Cordero Zamora quien se encontraba en ascenso y el señor Cordero Zamora regresó a su puesto en la plaza 111299 a partir del 06 de febrero del 2019.
Ante esa situación y considerando la normativa institucional, el permiso con goce de salario que se otorgó a la plaza 111299 queda sin validez al regresar la persona titular, es por ello por lo que, se solicita al Consejo Superior aprobar el permiso para el señor Jorge Enrique Cordero Zamora, a partir de la firmeza del acuerdo y hasta el 31 de marzo de 2019.
Es importante indicar, que mediante correo electrónico remitido por don Jorge Enrique el día 11 de febrero de los corrientes, manifestó su anuencia para que se gestione dicho permiso con goce de salario.

-0-

En sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con las políticas aprobadas por Corte Plena por ser un asunto de interés institucional y por ser actividades extraordinarias correspondiente a los proyectos estratégicos mencionados, se concedieron los siguientes permisos con goce de salario y sustitución, a partir del 7 de enero y hasta el 31 de marzo de 2019, según el siguiente detalle: “Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información” correspondientes al Tribunal de Puntarenas, Tribunal de Quepos, Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Tribunal del Primer Circuito Judicial de San José, Tribunal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Tribunal de Cañas, Tribunal de Turrialba, Tribunal de Siquirres, Tribunal de Apelaciones del Segundo Circuito Judicial de San José y el Tribunal de Apelaciones de Santa Cruz.
Asimismo, en sesión N° 06-19 celebrada el 24 de enero, artículo XXXVI, se tomó nota de la comunicación remitida por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 015-CACMFJ-JEF-2019 referente a los formularios para la prórroga de permisos con goce de salario del Proceso de Rediseño del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, para el período del 07 de enero al 31 de marzo de 2019.
Se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada mediante oficio N° 083-CACMJF-JEF-2019 del 14 de febrero de 2019, por la  licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en consecuencia, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, conceder permiso con goce de salario y sustitución a la plaza de Técnico Judicial 3 del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, sede Siquirres, ocupada por el señor Jorge Enrique Cordero Zamora, a partir de  19 de febrero y hasta el 31 de marzo de 2019, con el fin de llevar a cabo las labores indicadas. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y de la Dirección de Planificación para que tomen nota del cambio realizado en el presenta acuerdo. Se declara acuerdo firme.
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En sesión N° 5-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo L, entre otros se acogió la solicitud presentada por la Escuela judicial, en consecuencia y con base en el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial se concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Jorge Mario Soto Álvarez, Juez 5 del Tribunal de Apelaciones Civil y de Trabajo de Alajuela, a partir del 1 de febrero y hasta el 7 de abril de 2019 y al licenciado Guillermo Guilá Alvarado, Juez 5 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 24 de enero y hasta el 7 de abril del 2019, para que llevaran a cabo las labores señaladas, en el entendido que esos permisos serían cargados al presupuesto de la Escuela Judicial para esos efectos. 

En oficio N° EJ-DIR-016-2019 remitido el 8 de febrero de 2019, el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Director interino de la Escuela Judicial, comunicó lo siguiente:
“Reciban un saludo cordial. En relación con el acuerdo tomado por ese órgano superior en sesión N 5-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo L, que en lo que interesa literalmente dice:
“(…)
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por el ingeniero Dixon Li Morales, Director interino de Planificación, mediante N° 48-PLA-MI-2019, así como de las comunicaciones realizadas por las licenciadas Rebeca Guardia Morales, Profesional en Derecho de la Escuela Judicial y Flor Arroyo Morera, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial; en consecuencia: a.-) Acoger la solicitud presentada por la Escuela judicial, para no considerar los permisos extraordinarios a las plazas N° 111242, 107761, 352539. b.-) De conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, conceder permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Jorge Mario Soto Álvarez, Juez 5 del Tribunal de Apelaciones Civil y de Trabajo de Alajuela, a partir del 1 de febrero y hasta el 7 de abril de 2019 y al licenciado Guillermo Guilá Alvarado, Juez 5 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 24 de enero y hasta el 7 de abril del 2019, para que lleven a cabo las labores señaladas. Lo anterior en el entendido que estos permisos serán a cargo del presupuesto de la Escuela Judicial para esos efectos. 
(…)”
Muy respetuosamente, solicito se aclare la parte b.-) del punto 1.), en cuanto a que los gastos correspondientes a los permisos concedidos deben ser cargados al presupuesto aprobado específicamente para las necesidades de capacitación de la Reforma Procesal Civil, y no al presupuesto asignado a la Escuela Judicial para la ejecución de su plan ordinario de capacitación, como se indica en el acuerdo tomado. 
Lo anterior, conforme se indica en la certificación de contenido presupuestario N 28-P-2019, aportada para esos efectos en esa ocasión.
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Se acordó: Acoger la gestión presentada mediante oficio N° EJ-DIR-016-2019 remitido el 8 de febrero de 2019, por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Director interino de la Escuela Judicial, en consecuencia, modificar el acuerdo tomado en sesión Nº 5-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo L, en el sentido que los gastos correspondientes a los permisos concedidos, deben ser cargados al presupuesto aprobado específicamente para las necesidades de capacitación de la Reforma Procesal Civil y no al presupuesto asignado a la Escuela Judicial. En lo demás se mantiene incólume dicho acuerdo. 
El Departamento Financiero Contable tomará nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.
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La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 
En oficio N° 563-UCS-AS-2019, remitido el 7 de febrero de 2019 por la licenciada Olga Guerrero Coordinadora, máster Adriana Steller Hernández y la licenciada Lizleydi Cedeño Yanes, por su orden Sub Directora interina, Jefa de Subproceso de Administración Salarial y Coordinadora de Unidad de Componentes Salariales, todas de Gestión Humana, informaron lo siguiente:
 “En atención al oficio nº 13296-18 donde se transcribe el acuerdo tomado mediante sesión nº 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018, artículo XLV e indican:
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe presentado por la Dirección de Gestión Humana. 2) Por cuanto, no puede este Consejo de oficio, aprobar una limitación de los derechos de los servidores judiciales, por ir en contra del principio de legalidad establecidos en el artículo 11 de la Constitución Política y el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, se acoge parcialmente el criterio de la citada Dirección, en consecuencia, se autoriza continuar con el rebajo por reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, a la licenciada Kattia Valerio Jiménez y al licenciado Giovanni Marchena Jara, según lo dispuesto por este Órgano, en sesiones N° 101-18 celebrada el 20 de noviembre de 2018, artículo CIX y N° 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo LXXIX, respectivamente, por así haberlo solicitado los interesados. 3) Suspender el cobro de lo adeudado por reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación, a la servidora Kattia Melissa Bucknor Johnson y a los servidores Geovanni Gerardo Castro Rojas, Elberth González Ramírez, Gerardo Ortega Navarrete y Roberto Moya Rucavado, partir de la fecha en que los interesados presentaron la solicitud, lo anterior en el entendido que no les será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
Se tiene que esta Dirección procedió a modificar la estructura salarial de la servidora Kattia Melissa Bucknor Johnson y a los servidores Geovanni Gerardo Castro Rojas, Elberth González Ramírez, Gerardo Ortega Navarrete y Roberto Moya Rucavado según lo aprobado por el Consejo Superior en la sesión indicada anteriormente, quedando cada caso de la siguiente manera:

	Servidor (a)
	Situación Actual 
	Rebajo efectuado mediante planilla mensual
	Diferencia por recuperar por FICO

	Kattia Bucknor Johnson, cédula 01-1076-0915
	1 años, 4 meses y 13 días laborados para la CCSS a partir del 24 de julio de 2014. Monto a reintegrar: ¢7 019 720.48
	¢7,019,867.07 
	(¢146.59) solo este caso corresponde devolver

	Geovanni Castro Rojas, cédula 01-0650-0810
	1 año y 6 días laborados para el MEIC (se descarta el reconocimiento de tiempo servido para la CCSS y CORTEL a partir del 09 de diciembre de 2015. Monto a reintegrar:  ¢1 539 446.84
	¢1,507,646.23 
	¢31,800.61 

	Elberth González Ramírez, cédula 05-0211-0820
	6 meses y 21 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública a partir del 18 de julio de 2016. Monto a reintegrar: ¢2 057 262.25
	¢2,051,576.69 
	¢5,685.56 

	Gerardo Ortega Navarrete, cédula 06-0366-0665
	5 meses y 29 días laborados para la Municipalidad de Palmares a partir del 4 de septiembre de 2017. Monto a reintegrar: ¢938 396.18
	¢934,026.16 
	¢4,370.02 

	Roberto Moya Rucavado, cédula 01-0893-0374
	2 años, 8 meses y 9 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública a partir del 25 de septiembre de 2014. Monto a reintegrar:               ¢13 000 637.81
	¢12,995,341.79 
	¢5,296.02 



Razón por la cual se solicita realizar las siguientes modificaciones:
Modificar lo resuelto en sesión de Consejo Superior n° 57-15 del 18 de junio de 2015, artículo XLIII, donde acordó aprobar el estudio RTFJP nº 2015086 y reconocen para efectos de anualidades y jubilación a Kattia Melissa Bucknor Johnson 4 años, 2 meses y 26 días laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, a partir del 24 de julio de 2014, con un monto a reintegrar de ¢22 913 818.89, siendo lo correcto un total de 1 año, 4 meses y 13 días laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, a partir del 24 de julio de 2014, monto a reintegrar ¢7 019 720.48. Es importante indicar que producto de este cambio podrían generarse sumas de más que deben ser analizadas y comunicadas a la servidora por parte de la Unidad de Deducciones. 
Modificar lo resuelto en sesión de Consejo Superior n° 76-16 del 11 de agosto de 2016, artículo XIX, donde acordó aprobar los estudios RTFJP nº 2016038, RTFJP nº 2016052 y RTFJP nº 2016081 y reconocen para efectos de anualidades y jubilación al Geovanni Castro Rojas un total de  1 año, 9 meses y 28 días, laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, 1 años, 10 meses y 15 días en el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC) y 9 meses y 28 días en la Dirección Nacional de Comunicaciones (CORTEL), a partir de la fecha en que completó cada una de las gestiones, es decir, 30 de noviembre de 2015 para el tiempo servido en la Caja Costarricense de Seguro Social y la Dirección Nacional de Comunicaciones (CORTEL) y 9 de diciembre de 2015 para el tiempo servido en el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), con un monto a reintegrar de ¢3 626 260.27, ¢3 801 724.18 y ¢1 607 961.37 respectivamente, siendo lo correcto un total 1 año y 6 días laborados únicamente para el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), a partir del 09 de diciembre de 2015, monto a reintegrar ¢1 539 446.84 (se descarta el reconocimiento de la CCSS y CORTEL). Es importante indicar que producto de este cambio podrían generarse sumas de más que deben ser analizadas y comunicadas al servidor por parte de la Unidad de Deducciones.
Modificar lo resuelto en sesión de Consejo Superior n° 99-16 del 27 de octubre de 2016, artículo LI, donde acordó aprobar el estudio RTFJP nº 2016164 y reconocen para efectos de anualidades y jubilación a Elbert Alberto González Ramírez 4 años, 5 meses y 4 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 18 de julio de 2016, con un monto a reintegrar de ¢29 094 596.03, siendo lo correcto un total de 6 meses y 21 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 18 de julio de 2016, monto a reintegrar ¢2,057,262.25. Es importante indicar que producto de este cambio podrían generarse sumas de más que deben ser analizadas y comunicadas al servidor por parte de la Unidad de Deducciones. 
Modificar lo resuelto en sesión de Consejo Superior n° 10-18 del 6 de febrero de 2018, artículo XXXIX, donde acordó aprobar el estudio RTFJP nº 2017054 y reconocen para efectos de anualidades y jubilación a Gerardo Ortega Navarrete 4 años, 10 meses y 13 días, laborados para la Municipalidad de Palmares, a partir del 4 de setiembre de 2017, con un monto  a  reintegrar  de ¢10 197 269.92, siendo lo correcto un total de 5 meses y 29 días laborados para la Municipalidad de Palmares, a partir del 4 de septiembre de 2017, monto a reintegrar de ¢938 396.18. Es importante indicar que producto de este cambio podrían generarse sumas de más que deben ser analizadas y comunicadas al servidor por parte de la Unidad de Deducciones. 
Modificar lo resuelto en sesión de Consejo Superior n° 63-15 del 09 de julio de 2015, artículo X, donde acordó aprobar el estudio RTFJP nº 2015082 y reconocen para efectos de anualidades y jubilación a Roberto José Moya Rucavado 12 años y 5 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir 25 de setiembre de 2014, con un monto a reintegrar de ¢53 981 096.23, siendo lo correcto un total de 2 años, 8 meses y 9 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública a partir del 25 de septiembre de 2014, monto a reintegrar ¢13 000 637.81. Es importante indicar que producto de este cambio podrían generarse sumas de más que deben ser analizadas y comunicadas al servidor por parte de la Unidad de Deducciones.” 
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Antecedentes destacados por servidor:
Servidora Kattia Melissa Bucknor Johnson.
En sesión N° 57-15 del 18 de junio de 2015, artículo XLIII, se acordó aprobar el estudio 2015086 se reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la doctora Kattia Melissa Bucknor Johnson, Médico Residente de la Unidad de Medicina Legal de Limón, 4 años, 2 meses y 26 días, laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, a partir del 24 de julio de 2014; no obstante en sesión N° 54-18 del 14 de junio de 2018, artículo LXIII, se dejó sin efecto reconocimiento para efectos de anualidades y jubilación a la doctora Bucknor Johnson.
Cabe destacar, que mediante la sesión N° 101-18 de 20 de noviembre de 2018, artículo CIX, se aclaró a la licenciada Katia Valerio Jíménez que de acuerdo con el reglamento actual y vigente para el “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en el Estado y Sus Instituciones  para efectos de pago de anualidades ", de acuerdo con lo resuelto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 de 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, no resulta aplicable que el reconocimiento de tiempo servido en instituciones públicas, sea únicamente para efectos de anualidades y no para la jubilación. Lo anterior, por cuanto, para todo efecto legal, la anualidad incluye la antigüedad como presupuesto de hecho del derecho de jubilación con el régimen del Poder Judicial, e implica la obligación del correspondiente reintegro al Fondo. En razón de lo indicado en el inciso anterior y en atención a su solicitud, se dejó sin efecto el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 55-18 del 5 de junio del 2018, artículo XXVII y se mantuvo lo dispuesto por este Consejo en sesión Nº 8-16 celebrada el 28 de enero de 2016, artículo XLVII, por lo que podrá continuar pagando lo adeudado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado en la sesión del 28 de enero de 2016, articulo XLVII. 
Servidor Giovanni Castro Rojas.
En sesión N° 76-16 del 11 de agosto de 2016, artículo XIX, se aprobó los estudios RTFJP Nºs 2016038, 2016052 y 2016081, en consecuencia  se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Giovanni Castro Rojas, Auxiliar de Servicios Generales de la Sección de Transportes Administrativos; un total de 4 años, 6 meses y 11 días, laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC) y la Dirección Nacional de Comunicaciones (CORTEL), a partir del 30 de noviembre de 2015 para el tiempo servido en la Caja Costarricense de Seguro Social y la Dirección Nacional de Comunicaciones (CORTEL) y 9 de diciembre de 2015 para el tiempo servido en el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC). No obstante, en sesión N° 52-18 del 06 de junio de 2018, artículo XXXVIII; se dejó sin efecto el reconocimiento citado a solicitud del interesado. 
[bookmark: _Toc515900852]Asimismo, en la sesión N°52-18 celebrada el 06 de junio de 2018, artículo XXXVIII, se acogió parcialmente la gestión del señor Geovanni Castro Rojas, Auxiliar de Servicios Generales de la Sección de Transportes Administrativos, por lo que se dejó sin efecto el acuerdo tomado en sesión Nº76-16 celebrada el 11 de agosto del año 2016, artículo XIX, en ese sentido se suspendió en forma inmediata el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tenía con el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de anualidades y jubilación, por el tiempo servido en las instituciones indicadas anteriormente. Dado lo anterior, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana indicara a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Geovanni Castro Rojas para cancelar su deuda con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado.  En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
Servidor Elbert González Ramírez.
En sesión N° 99-16 del 27 de octubre de 2016, artículo LI, se acordó aprobar el estudio RTFJP Nº 2016164, en el que se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Elbert González Ramírez, Técnico Administrativo de la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, un total de 4 años, 5 meses y 4 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 18 de julio del 2016. No obstante, dicho acuerdo fue dejado sin efecto a solicitud del interesado en sesión N° 53-18 celebrada el 12 de junio de 2018, artículo XCVI.
Seguidamente, en sesión N° 53-18 celebrada el 12 de junio de 2018, artículo XCVI, se acogió la gestión del servidor Elbert González Ramírez, Técnico Administrativo de la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en consecuencia, se dejó sin efecto el acuerdo tomado en sesión N° 99-16 celebrada el 27 de octubre de 2016, artículo LI, en el que se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor González Ramírez, un total de 4 años, 5 meses y 4 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 18 de julio del 2016. En ese momento, se suspendió en forma inmediata el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tenía con el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de anualidades y jubilación, por el tiempo servido en las institución indicada anteriormente. Además, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que indicara a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el servidor González Ramírez para cancelar su deuda con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
Servidor Gerardo Ortega Navarrete.
En sesión N° 10-18 del 6 de febrero de 2018, artículo XXXIX, se acordó aprobar el estudio RTFJP Nº 2017054 y se reconoció para efectos de anualidades y jubilación un total de 4 años, 10 meses y 13 días, laborados para la Municipalidad de Palmares, a partir del 14 de setiembre del 2017. 
No obstante, este Consejo, en la sesión N° 78-18 de 4 de setiembre de 2018, artículo LXXXVII, acogió parcialmente la gestión del licenciado Gerardo Ortega Navarrete, Profesional 2 de la Dirección de Planificación, en nota del 22 de agosto de 2018, por lo que dejó sin efecto el acuerdo tomado en sesión N° 10-18 celebrada el 6 de febrero de 2018, artículo XXXIX, en el que se reconoció para efectos de anualidades y jubilación un total de 4 años, 10 meses y 13 días, laborados para la Municipalidad de Palmares, a partir del 14 de setiembre del 2017. Por lo anterior, suspendió en forma inmediata el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tenía el licenciado Ortega Navarrete con el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de anualidades y jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada y solicitó a la Dirección de Gestión Humana indicara a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Gerardo Ortega Navarrete para cancelar su deuda con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
Servidor Roberto José Moya Rucavado.
En sesión de N° 63-15 del 09 de julio de 2015, artículo X, se aprobó el estudio RTFJP Nº 2015082 y se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Roberto José Moya Rucavado, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, un total de 12 años y 5 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir 25 de setiembre de 2014.  
No obstante, en sesión 79-18 del 05 de septiembre de 2018, artículo XLV a solicitud del servidor Moya Rucavado se dejó sin efecto el acuerdo y se ordenó suspender en forma inmediata el rebajo del 10% mensual correspondiente; de igual forma se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que indicara a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por el servidor. En razón de que no le seria reintegrada, sino que sería aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. Aunado a lo anterior se solicitó que indicara el monto que se le ha cancelado al licenciado Moya, producto del reconocimiento de tiempo servido.
Luego, en sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero de 2019, artículo LV, de conformidad con lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; por mayoría, se acogió la gestión del licenciado Roberto Moya Rucavado, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía Adjunta de Probidad Transparencia y Anticorrupción, por lo que se dejó sin efecto los acuerdos tomados en las sesiones N°79-18 y 104-18 celebradas el 5 de setiembre y 29 de noviembre de 2018, artículos XLV, respectivamente, en cuanto a suspender el cobro de lo adeudado por reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación del licenciado Moya Rucavado. Además, se autorizó la Dirección de Gestión Humana para que continuara rebajando lo adeudado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por don Roberto, producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado en la sesión N° 63-15 celebrada el 9 de julio del año en curso, artículo X.
Otros Antecedentes:
En la sesión Nº 68-18 celebrada el 31 de julio del 2018, artículo LXV, debido a que la Dirección de Gestión Humana es el órgano técnico competente en materia de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones de Estado, para efectos de anualidades y jubilación, se dispuso que previamente a resolver lo que corresponda, devolver el informe 2427-UCS-AS-2018 recibido el 23 de julio de 2018, a la Dirección de Gestión Humana con el fin que realice una propuesta de solución a cada una de las consultas realizadas.
Por lo anterior, en sesión Nº 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018, artículo XLV, se tuvo por rendido el informe presentado por la Dirección de Gestión Humana. Por cuanto, no puede este Consejo de oficio, aprobar una limitación de los derechos de los servidores judiciales, por ir en contra del principio de legalidad establecidos en el artículo 11 de la Constitución Política y el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, se acogió parcialmente el criterio de la citada Dirección, en consecuencia, se autorizó continuar con el rebajo por reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, a la licenciada Kattia Valerio Jiménez y al licenciado Giovanni Marchena Jara, según lo dispuesto por este Órgano, en sesiones N° 101-18 celebrada el 20 de noviembre de 2018, artículo CIX y N° 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo LXXIX, respectivamente, por así haberlo solicitado los interesados. En ese momento se suspendió el cobro de lo adeudado por reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación, a la servidora Kattia Melissa Bucknor Johnson y a los servidores Geovanni Gerardo Castro Rojas, Elberth González Ramírez, Gerardo Ortega Navarrete y Roberto Moya Rucavado, partir de la fecha en que los interesados presentaron la solicitud, lo anterior en el entendido que no les será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 
Una vez analizado el oficio N° 563-UCS-AS-2019, remitido el 7 de febrero de 2019  por la licenciada Olga Guerrero Coordinadora, máster Adriana Steller Hernández y la licenciada Lizleydi Cedeño Yanes, por su orden Sub Directora interina, Jefa de Subproceso de Administración Salarial y Coordinadora de Unidad de Componentes Salariales, todas de Gestión Humana y de conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría se acuerda lo siguiente: 1.) Tomar nota del oficio N° 563-UCS-AS-2019, remitido el 7 de febrero de 2019, suscrito por la Dirección de Gestión Humana. 2.) Tener por modificado el tiempo reconocido para los servidores Kattia Melissa Bucknor Johnson, Geovanni Gerardo Castro Rojas, Elberth González Ramírez, Gerardo Ortega Navarrete, conforme a la tabla del oficio supra y se toma nota del tiempo reconocido que le corresponde a cada uno de ellos. 3.) Deberá el Departamento Financiero Contable realizar las diligencias pertinentes con el fin de recuperar las sumas indicadas y devolver la suma correspondiente, en el caso de la señora Bucknor Johnson. 4.) Exceptuar de la modificación de estructura salarial al servidor Roberto Moya Rucavado, en razón del acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero de 2019, artículo LV, en el que se dispuso a dejar sin efecto los acuerdos respectivos y mantener lo resuelto en sesión de N° 63-15 del 09 de julio de 2015, artículo X.
El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc1049127]ARTÍCULO LXV
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En sesión N° 109-18 celebrada el 18 de diciembre de 2018, artículo XL, se acogió la gestión presentada por el Departamento de Medicina Legal, en consecuencia se amplió el acuerdo tomado en sesión N° 97-18, artículo LXXXVIII, en lo relativo a trasladar a la Dirección de Gestión Humana, para estudio e informe la situación de la plaza N° 99647 (de auxiliar administrativa de la Sección de Medicina del Trabajo). Asimismo, se autorizó el traslado de la doctora Laura Quirós Abarca, a la Unidad Médico Legal de San Ramón, a fin de satisfacer las necesidades relacionadas con el Programa de Equipos de Respuesta Rápida para la Atención Integral a Víctimas de Violación.
Las licenciadas Waiman Hin Herrera y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° SAP-41-2019, remitido el 8 de febrero de 2019, indicaron:
“La Secretaría General de la Corte, mediante el oficio N° 579-19 de fecha 18 de enero de 2019, pone en conocimiento de la Dirección de Gestión Humana lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 109--18 celebrada el 18 de diciembre de 2018, artículo XL, según se cita a continuación:
“Acoger la gestión presentada por el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal en oficio N° JDML 2018-1331; en consecuencia: Ampliar el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 97-18 del 6 de noviembre de 2018, artículo LXXXVIII, en el siguiente sentido: a.) Trasladar a la Dirección de Gestión Humana el presente acuerdo a fin de que realice el estudio respectivo para la plaza N° 99647 (de auxiliar administrativa de la Sección de Medicina del Trabajo) e informe lo correspondiente a este Consejo. b.) Autorizar a la doctora Laura Quirós Abarca, quien ocupa la plaza de Médico 1 N° 107801, se traslade a San Ramón, y continúe brindando el servicio médico forense ininterrumpido, en las mismas condiciones que el resto de las y los médicos de zonas rurales (semana de por medio), a fin de poder satisfacer las necesidades de servicio público relacionadas con el Programa de Equipos de Respuesta Rápida para la Atención Integral a Víctimas de Violación, primeras 72 horas de ocurrido el evento.( El resaltado es suplido).
Las Direcciones de Gestión Humana, del Organismo de Investigación Judicial, de Planificación y el Departamento de Medina Legal, tomarán nota para lo que corresponda.”
En virtud de lo acordado por el Órgano Superior, se presenta la siguiente información:
En relación con el estudio que se solicita de la plaza N° 99671, es dable indicar que la clasificación que ostenta de “Auxiliar Administrativo,” es la que corresponde de conformidad con la estructura destacada para esos cargos en una Unidad Médico Legal del OIJ.
Por otra parte, en relación con el traslado de la doctora Laura Quirós Abarca, quien ocupa la plaza de Médico 1 N° 107801 a la Unidad Médico Legal de San Ramón y su respectiva clasificación, según informa el doctor Franz Vega Zúñiga, jefe del Departamento de Medicina Legal, mediante oficio N° JDML 2019-0058 solicitó  al Consejo Superior se postergara la apertura de la Unidad de Medicina Legal de San Ramón, dadas las jubilaciones y renuncias de algunos médicos especialistas en medicina legal, por lo cual para evitar la afectación del servicio público la doctora Quirós permanecería en la Ciudad Judicial hasta tanto se puedan formar nuevos profesionales.
Así las cosas, esta Sección da por atendido lo solicitado por el Órgano Superior y estaría a la espera de atender las diligencias que correspondan una vez que se retome la apertura de la Unidad de Medicina Legal de San Ramón.”
-0-

Se acordó:  1) Tener por rendido el informe remitido mediante oficio N° SAP-41-2019, el 8 de febrero de 2019, suscrito por las licenciadas Waiman Hin Herrera y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana. 2) Hacer de conocimiento del doctor Franz Vega Zúñiga, jefe del Departamento de Medicina Legal, que de conformidad con el estudio técnico realizado por la Dirección de Gestión Humana, la clasificación que ostenta la plaza N° 99671 de “Auxiliar Administrativo,” es la que corresponde de conformidad con la estructura de esos cargos. 3.) Por las razones expuestas en el informe anterior, suspender la autorización de traslado de la doctora Laura Quirós Abarca, a la Unidad Médico Legal de San Ramón, acordada en sesión N° 109-18 celebrada el 18 de diciembre de 2018, artículo XL, por lo que se mantiene en la Ciudad Judicial, en San Joaquín de Flores. Se declara acuerdo firme.
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	Informa la Secretaría General de la Corte que previo a someter a conocimiento de este Consejo, en oficio N° 713-19 de 24 de enero de 2019, remitió la gestión presentada por el servidor Wesly León Beteta Rojas, Coordinador Judicial 3 del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste a la Dirección de Gestión Humana, en el que por las razones que expone, solicita se le cancelen las diferencias salariales, en razón de la recalificación de la categoría del puesto que ocupa actualmente.
	La licenciada Waiman Hin Herrera, Subdirectora interina de Gestión Humana y la licenciada María Gabriela Mora Zamora, Jefa de la Sección de Análisis de Puestos, en oficio N° SAP-36-2019 de 4 de febrero de 2019, remitieron lo siguiente:
“Mediante oficio N° 713-19, de fecha 24 de enero de 2019, la Secretaría General de la Corte, comunica a la Dirección de Gestión Humana, correo electrónico de 17 de enero en curso, en que el servidor Wesly León Beteta Rojas, “Coordinador Judicial 3” del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia solicita lo siguiente:

“El presente correo lo remito con el fin de solicitarles muy respetuosamente ordenen o bien autoricen al Departamento de Salarios del Poder Judicial procedan a cancelarme las diferencias salariales que no se me han pagado desde el día 09 de agosto del 2018 al 07 de octubre del 2018, lo anterior por cuanto desde dicha fecha inicie labores en el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia, en el puesto de Coordinador Judicial Dos, puesto que por un error no estaba calificado en la categoría correspondiente, esto lo digo así porque como todos sabemos los Coordinadores Judiciales de los Tribunales Superiores tienen la categoría de Coordinador Judicial Tres y no Dos, seguidamente le haré un recuento de las gestiones que he realizado a efectos de que se me cancele lo que por derecho me corresponde.

Primero realice unas consultas al Departamento de Personal del Poder Judicial a fin de que se me recalificara la plaza y se me cancelaran las diferencias salariales que me correspondían, en dichas consultas me indicaron que estaban a la espera de que el Consejo Superior resolviera dicha gestión y que posterior a ello se me cancelaría lo correspondiente. 

Luego en sesión del Consejo Superior del Poder Judicial número 94-18 del 30 de octubre del 2018, se acuerda recalificar las plazas de los jueces y Juezas 3 a Jueces y Juezas 4, así como también las de los Coordinadores Judiciales de los nuevos Tribunales Colegiados Civiles que se recalificaron a Coordinadores Judiciales Tres como correspondía desde un principio, además de otros puestos, sin embargo hago saber que si bien es cierto se recalificó mi plaza a la correcta, esta recalificación se hizo a partir desde la fecha de entrada en vigencia de la nueva Reforma Procesal Civil es decir desde el 08 de octubre del 2018 y no desde el 09 de agosto del 2018 fecha en la cual inicie mis labores como Coordinador Judicial de este despacho, por ende es que considero en mi caso particular por ser un puesto más administrativo que jurisdiccional se debía recalificar mi plaza desde el inicio de mi nombramiento como Coordinador Judicial Tres, no está de más indicar como ejemplo que a todos los Técnicos y Técnicas Judiciales que fueron nombrados en los nuevos Tribunales Colegiados Civiles de todo el país desde el inicio de sus nombramientos se les nombro y remunero como Técnicos y Técnicas Judiciales Tres, lo cual es lo correcto, sin embargo aún y cuanto a todos los Técnicos y Técnicas Judiciales se le ha remunerado correctamente a mi persona no, lo cual es una lesión a mis intereses económicos y personales. 

Así las cosas, habiéndoles expuesto todo lo anterior es que les solicito de la manera más respetuosa procedan a ordenar o bien autorizar al Departamento de Salarios del Poder Judicial que procedan a cancelarme las diferencias salariales dejadas de pagar a mi persona desde el 09 de agosto del 2018 (Fecha de inicio de nombramiento) al 07 de octubre del 2018 (Día antes de la entrada en vigencia de la Nueva Reforma Procesal Civil). -”  

De acuerdo con la información presentada a continuación se emiten las siguientes consideraciones:  

La Dirección de Gestión Humana rindió el informe SAP-266-2017, relacionado con el “Estudio de Clasificación y Valoración de Puestos a partir de la entrada en vigor del nuevo Código Procesal Civil”, a partir del 08 de octubre del 2018. Las recomendaciones técnicas de este informe se trascriben a continuación:

“Recomendaciones Técnicas Administrativas

	[bookmark: _Toc1049132]6.1 Ajuste Técnico
	[bookmark: _Toc1049133]Criterio Técnico

	[bookmark: _Toc1049134]Ajustar la clasificación y valoración de los puestos profesionales y de apoyo técnico adscritos a los Juzgados Especializados Civiles de Menor Cuantía, los cuales según la estructura propuesta por la Dirección de Planificación pasarán a ser Juzgados Civiles.  A continuación se detalla la clasificación propuesta para los cargos que se ubiquen en estos Juzgados:
	Se determina que existen cambios en los niveles de dificultad, complejidad, responsabilidad y condiciones de trabajo que impactan de manera directa en la clasificación y valoración de los puestos objetos de estudio.




[bookmark: _Toc1049135]

	[bookmark: _Toc1049136]6.2 Ajuste Técnico
	[bookmark: _Toc1049137]Criterio Técnico

	[bookmark: _Toc1049138]Ajustar la clasificación y valoración de los puestos profesionales y de apoyo técnico de aquellos Juzgados Civiles de Mayor Cuantía que por ajustes de estructura pasarán a conformar Tribunales Colegiados. A continuación se detalla la clasificación propuesta para los cargos que se ubiquen en estos Juzgados:
	Se determina que existen cambios en los niveles de dificultad, complejidad, responsabilidad y condiciones de trabajo que impactan de manera directa en la clasificación y valoración de los puestos objetos de estudio.



[bookmark: _Toc1049139]
	[bookmark: _Toc1049140]6.3 Ajuste Técnico
	[bookmark: _Toc1049141]Criterio Técnico

	[bookmark: _Toc1049142]Ajustar la clasificación y valoración de los puestos profesionales y de apoyo técnico de los Tribunales Civiles del I Circuito Judicial de San José que por ajustes de estructura pasarán a conformar Tribunales de Apelación. A continuación se detalla la clasificación propuesta para los cargos que se ubiquen en estos Juzgados:
	Se determina que existen cambios en los niveles de dificultad, complejidad, responsabilidad y condiciones de trabajo que impactan de manera directa la clasificación y valoración de los puestos objetos de estudio.





	[bookmark: _Toc1049143]6.4 Ajuste Técnico
	[bookmark: _Toc1049144]Criterio Técnico

	Ajustar la clasificación y valoración de los puestos destacados en los Juzgados de Cobro del país tal y como se había recomendado en el informe SAP-084-2011 ya que los mismos fueron debidamente analizados conforme a la técnica de clasificar y valorar cargos así como  los cambios planteados en la Ley de Cobro, es así que  producto de ese análisis y de los factores organizacionales y ambientales que caracterizan los cargos tales como responsabilidad, dificultad, supervisión ejercida y recibida, consecuencia del error y relaciones de trabajo, entre otros, se establece que  la clasificación y valoración que mejor se ajusta a sus deberes y responsabilidades es la de “Juez 1”, condición que se ratifica al día de hoy al volver a analizar estos cargos en función de sus responsabilidades y de la nueva estructura organizacional que presenta la Jurisdicción Civil, ya que esta compensa de forma adecuada los factores ocupacionales presentes en ellos.

El detalle de las reasignaciones propuestas se visualiza en el anexo N° 06 de este informe. En los casos donde las reasignaciones corresponden a una categoría inferior a la que actualmente ostentan los puestos; conservar los derechos adquiridos a los propietarios de manera tal que no exista ninguna afectación salarial. No obstante, una vez que los puestos adquieran la condición de vacante el subproceso de Administración Salarial del Departamento de Gestión Humana deberá hacer el ajuste correspondiente a la categoría salarial propuesta en este informe. Para quienes ocupen puestos en plazas vacantes se corresponde mantener el salario mientras se desempeñe en ese cargo, esta situación se mantendrá mientras no se nombre en propiedad el titular del puesto.

	Del análisis técnico se determina que la clasificación y valoración de los puestos adscritos a los Juzgados de Cobro del país no se encuentra acorde con los factores de clasificación y valoración, situación que genera desequilibrio e inconsistencia tanto en la estructura organizacional de la la Institución así como en la de la Jurisdicción Civil. 



	[bookmark: _Toc1049145]6.5 Ajuste Técnico
	[bookmark: _Toc1049146]Criterio Técnico

	Se recomienda mantener la clasificación y valoración de los puestos adscritos al Juzgado Concursal, en virtud de que lo más conveniente es quedar a la espera de la reforma que se realice al procedimiento de la materia concursal para analizar este tipo de cargos a la luz de esa normativa así como de la nueva estructura dada para la Jurisdicción Civil. 
	Mantener la clasificación y valoración de los puestos adscritos al Juzgado Concursal hasta tanto se apruebe la reforma concursal para analizarlos a la luz de lo que establezca esa normativa. 

	6.6 Ajuste Técnico
	Perfil Competencial actualizado

	Aprobar los Perfiles Competenciales relacionados con los puestos de la materia civil.  Ver detalle en los anexos N° 07, 08, 09, 10 y 11.


	Juez 1 de Cobro. (Anexo 07)
Juez 3 Concursal. (Anexo 08)
Juez 3 Civil. (Anexo 09)
Juez 4 de Tribunal Colegiado Civil. (Anexo 10)
[bookmark: _1533378512][bookmark: _1543046860][bookmark: _1533378539]Juez 5 de Apelación Civil. (Anexo 11)

	6.7 Ajuste Técnico
	Perfil Competencial actualizado

	Actualizar el Perfil Competencial de Juez 1 Genérico.  Ver detalle en el anexo N°12.      

	Juez 1 Genérico. (Anexo 12)




...”

En relación con las recomendaciones contenidas en el informe SAP-266-2017 Consejo de Personal en sesión N° 27-17, celebrada el 26 de setiembre del 2017, artículo I, al conocer los alcances de este informe acordó: 

“aprobar en todos sus extremos el informe SAP-266-2017 y trasladar para conocimiento del Consejo de Judicatura.”.

En forma definitiva, mediante oficio N° CP-162-2017 de fecha 09 de noviembre de 2017, el máster José Luis Bermúdez Obando, en ese momento Director a.i. de Gestión Humana, remite al Consejo Superior los alcances de la sesión del Consejo de Personal N°30-17, celebrada el 31 de octubre de 2017. En ese sentido el Consejo Superior en la sesión Nº107-17 celebrada el 28 de noviembre del 2017, artículo XXII, al conocer el acuerdo del Consejo de Personal, dispone:

“1) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión  N° 30-17 celebrada el 31 de octubre de 2017, artículo I. 2) Acoger lo dispuesto en el punto b. 3)  Mantener el criterio dispuesto por este Consejo en sesión N° 74-11, celebrada el 30 de agosto del 2011, artículo LXI, en que fijó la categoría para el cargo de juez o jueza de cobro judicial en la clase ancha de juez 2, por estimar que se mantienen las razones dadas y no existe fundamento para variar lo resuelto.  4) Respecto al punto d) se dispone a analizarlo cuando resulte oportuno, de acuerdo a las necesidades institucionales y avances en los planes de implementación de las reformas procesales en materia civil y laboral. “

Al momento de la presentación del informe SAP-266-2017 a los Órganos superiores se encontraba en proceso de definición de la estructura organizacional para los despachos que integran la jurisdicción civil, así como la ejecución de los traslados de las personas que integrarían dichas estructuras, por lo cual en esa oportunidad se indicó: 

“… una vez que se cuente con el dato oficial se presentará el detalle de las reasignaciones propuestas para cada uno de los cargos así como el costo total de las mismas ya que el monto que se presenta sobre el costo de las reasignaciones es una proyección.”
 
Por medio del informe RS-0233-18 denominado “Traslados Reforma Procesal Civil” se presentó a los Órganos Superiores la información que contienen la ejecución de los traslados de las personas, así como la definición final de las estructuras de cada uno de los despachos que integrarían la jurisdicción civil. Estudio que fue aprobado en todos sus extremos mediante sesión del Consejo de Personal N° 09-18, celebrada el 24 de abril del presente año, artículo II y por el Consejo Superior en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018, artículo LXI, del referido informe respecto a la estructura del Tribunal Colegiado de Primera Instancia del I Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia se extrae los siguiente:


[bookmark: _Toc1049147]         “…Tribunal Colegiado de Primera Instancia del I Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia.

Este tribunal se creará a partir de plazas nuevas, es decir con recursos extraordinarios necesarios para la conformación que indicó Planificación.

A continuación, se muestra la propuesta para este despacho:


Cuadro N°73
Estructura del Tribunal Colegiado de Primera Instancia del
 I Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia.

	Clase de Puesto
	Recurso Humano Propuesto

	Juez(a)
	3

	Coordinador(a) Judicial
	1

	Técnico(a) Judicial
	3


                                  	             Fuente: Elaboración de la Dirección de Gestión Humana 

Según corresponde, se crearán 2 plazas de Juez (a), 1 plaza de Coordinador (a) Judicial y 3 plazas de Técnicos (as) Judiciales por el periodo correspondiente, según el informe 24-PLA-MI-2017 elaborado por la Dirección de Planificación. 

Adicionalmente, se deberá incorporar un puesto extraordinario de la clase de Juez(a), perteneciente al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, adscrita al plan de trabajo en materia Civil, recomendación contenida en el oficio 281-PLA-2018, pendiente de conocimiento por parte del Consejo Superior.

Cuadro N°74
Relación de Puestos
Tribunal Colegiado de Primera Instancia del I Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Liberia.

	Clase de Puesto
	N° Puesto
	Condición Puesto

	COORDINADOR(A) JUDICIAL 
	377843
	Extraordinario

	JUEZ(A) 
	377841
	Extraordinario

	JUEZ(A) 
	377842
	Extraordinario

	JUEZ(A)
	377692 
	Extraordinario

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 
	377844
	Extraordinario

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 
	377845
	Extraordinario

	TÉCNICO(A) JUDICIAL 
	377846
	Extraordinario


         Fuente: Elaboración de la Dirección de Gestión Humana

…”

Con la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Civil el 8 de octubre del 2018 se da una reorganización de procesos en la materia civil y nace una nueva instancia a nivel de la estructura organizacional de la jurisdicción civil a saber los “Tribunales Colegiados de Primera Instancia”,  este nuevo tribunal se crea con la finalidad de que atienda el conocimiento exclusivo de los asuntos ordinarios de mayor cuantía, los cuestionamientos de competencia subjetiva de sus integrantes y de los demás procesos que determine la ley. Es así como a partir de este nuevo esquema de trabajo los asuntos ordinarios de mayor cuantía estarán bajo la responsabilidad de los Tribunales Colegiados Civiles de Primer Instancia. La actividad sustantiva de estos nuevos tribunales se centra en la tramitación colegiada de los procesos ordinarios de mayor cuantía, cuyos montos van a partir de los ¢3.000.00,00 hasta por cuantía inestimable.

De esta forma tenemos que a partir de que se asumen estas responsabilidades por parte del personal que integra estos nuevos despachos Judiciales que se establece en los informes respectivos que se debe reasignar los puestos que integran la organización esto por cuanto, antes de dicha fecha los despachos no existían y se encontraban en proceso de reorganización necesario para asumir las nuevas tareas, al respecto se debe mencionar que es por solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil que las plazas nuevas se crean por dos meses antes con el fin de asumir los preparativos necesarios y la capacitación para afrontar las tareas y responsabilidades.     

Al respecto se tiene que los puestos de apoyo a nivel jurisdiccional al igual que el caso de los cargos de Jueces, además de considerar los factores ocupacionales y ambientales propios de la técnica de clasificación y valoración de puestos, también se toma en cuenta los parámetros que se han definido para las estructuras en el ámbito jurisdiccional, de esta forma en cuanto al personal de apoyo y su estructura de puestos tenemos lo siguiente para la materia civil a partir de la entrada en vigencia del Código Procesal Civil:

	Despachos
	Clase de Puesto
	Clase de Puesto

	Tribunal Colegiado de Apelación Civil
	Coordinador Judicial 3
	Técnico Judicial 3

	Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil
	Coordinador Judicial 3
	Técnico Judicial 3

	Juzgado Civil
	Coordinador Judicial 2
	Técnico Judicial 2



Es de resaltar que los cambios se generan a raíz de la restructuración de los despachos por la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil a partir del 8 de octubre del 2018, por lo cual es hasta ese momento que se deben aprobar las reasignaciones ya que tal y como se mencionó anteriormente es cuando se asumen las nuevas responsabilidades y entran en funcionamiento los nuevos despachos judiciales, ya que antes de esa fecha las plazas se suministraron para efectos de preparar todo lo referente a la organización de los despachos para asumir las nuevas funciones.

Por otra parte, es importante de aclarar que muchos de los despachos civiles cambiaron en estructura y nombre a partir de la fecha antes indicada, por lo cual mientras tanto estuvieron realizando las tareas antes asignadas por la normativa derogada en conjunto con la organización y logística que implicaba la implementación de la nueva normativa, en vista de lo anterior se puede concluir que el hecho generador de las reasignaciones es la entrada en vigencia del Código Procesal Civil momento en que de forma oficial funcionan los nuevos despachos judiciales asumiendo las responsabilidades señaladas por la nueva normativa. 

Aunado lo anterior, se debe considerar que según el artículo 5º de la Ley de Salarios del Poder Judicial, las reasignaciones propuestas en los informes quedan sujetas a la disponibilidad presupuestaria de la institución; de igual manera y en apego al numeral 6º de la misma norma jurídica, debe condicionarse al período fiscal en que el cambio sea posible aplicarlo y el inciso f) del artículo 110 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuesto Públicos, claramente establece que son hechos generados de responsabilidad administrativa“…la autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado…”. También lo establecido por la Corte Plena, en la sesión N° 09-12 celebrada el 5 de marzo del 2012, artículo XVII que indica: “… 1.11. Reconocer las reasignaciones en el salario a partir del momento en que se cuente con contenido presupuestario, conforme lo establece la legislación vigente…”.

De conformidad con los criterios anteriormente indicados no es posible retrotraer la fecha de reconocimiento para el pago de las diferencias salariales en la forma en que lo solicita el gestionante, por tanto, se recomienda mantener la fecha en que empieza a regir la recalificación recomendada (8 de octubre del 2018), momento en que entró en vigencia el nuevo Código Procesal Civil. ”

- 0 -

En sesión N° 29-17 celebrada el 28 de marzo de 2017, artículo XCVI, se aprobaron los criterios de traslado para los puestos de Jueces y Juezas y para el personal de apoyo de los Juzgados señalados, en razón de las Reformas Procesal Civil y Procesal Laboral, en el entendido que en el caso de la judicatura, se debe respetar la Ley de Carrera Judicial y por tanto solo se pueden efectuar traslados a puestos en los que la persona juzgadora se encuentre elegible según el escalafón que corresponda.
Seguidamente, en sesión N° 43-17 de Presupuesto, del 5 de mayo de 2017, artículo IV, se tomó nota del informe N° 28-PLA-MI-2017, presentado por la Dirección de Planificación sobre la Evaluación de la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil y se tomó nota de lo manifestado por la máster Adriana Orocú Chavarría, en consecuencia se aprobó que las plazas nuevas iniciaran su funcionamiento dos meses antes de la entrada en vigencia para cubrir las necesidades de capacitación.
Posteriormente, en sesión N° 80-17 celebrada el 30 de agosto de 2017, artículo LVIII, se tuvo por rendido el informe presentado por el magistrado William Molinari Vílchez, en condición de Presidente de la Comisión de la Jurisdicción Civil y el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana. Así mismo, se aprobaron los criterios de traslados planteados para la ejecución de los movimientos de personal, derivados de la reestructuración de los despachos civiles a raíz de la entrada en vigencia del Código Procesal Civil.
Finalmente, en sesión N° 79-18 celebrada el 5 de setiembre de 2018, artículo XLIV, se conoció el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión N° 12-18 celebrada el 19 de junio de 2018, artículo XVIII, referente al oficio N° SAP-209-18 de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, sobre las reasignaciones propuestas a raíz de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Civil, a esos efectos este Consejo, aprobó los acuerdos tomados por el Consejo de Personal en sesión N° 12-18 celebrada el 19 de junio de 2018, artículo XVIII y por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-29-2018 de 8 de agosto de 2018, artículo IX y acogió parcialmente sus recomendaciones, en consecuencia, aprobó la reasignación de los puestos como se mostró en  los anexos N° 01 y 02, que en lo que interesa se indica que los Tribunales Colegiados de Apelación Civil, se les reasigna a categoría de coordinador judicial 3.
[bookmark: _Toc366755223][bookmark: _Toc1049152]	Se acordó:  1.)  Acoger el informe de la Dirección de Gestión Humana  suscrito por las licenciadas Waiman Hin Herrera y María Gabriela Mora Zamora, Subdirectora interina y jefa de la Sección de Análisis de Puestos, en oficio N° SAP-36-2019 del 4 de febrero de 2019 y con base en él, denegar la gestión presentada por el servidor Wesly León Beteta Rojas, Coordinador Judicial 3 del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, en razón, de que el hecho generador de las reasignaciones fue la entrada en vigencia del Código Procesal Civil, sea el 8 de octubre de 2018, momento en que de forma oficial funcionan los nuevos despachos judiciales asumiendo las responsabilidades señaladas por la nueva normativa; además, las plazas fueron creadas con dos meses de antelación con el único propósito de asumir los preparativos ineludibles y desarrollar la capacitación para afrontar de forma efectiva el cambio de legislación. Aunado a lo anterior, se debe reiterar que conforme a la normativa que rige las reasignaciones, estas quedan sujetas a la disponibilidad presupuestaria de la institución, según lo dispone la Ley de Salarios del Poder Judicial en sus artículos 5 y 6. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante. Se declara acuerdo firme. 


[bookmark: _Toc1049153]ARTÍCULO LXVII
Documento N° 1500-19

[bookmark: _Hlk536198469]Licenciado Steven Picado Gamboa, Secretario del Consejo Administración Heredia, mediante oficio N°06-CAH-19, del 4 de febrero de 2019, hace de conocimiento el acuerdo de ese Órgano, en sesión N° 01-2019, artículo V, celebrada el 30 de enero 2019, que literalmente indica:
“Propuesta de edificio a construir en San Joaquín por un proveedor
Steven Picado Gamboa informa que el pasado 5 de diciembre del 2018 se reunió con un grupo de inversionistas representados por el señor Juan Ignacio González Arias, interesados en construir en San Joaquín un edificio a necesidad del Poder Judicial. El lote se ubica en frente de Ciudad Judicial y señalan tener capacidad de realizar un proyecto de grandes dimensiones.
Ante su visita, les explicó cómo funcionamos institucionalmente, por lo que vistos los panoramas convenimos que me remitieran la información para poder exponerla ante este Consejo. 
Presento entonces esta posibilidad para que se valore si presentamos una instancia con esta propuesta ante la Dirección Ejecutiva u otra instancia, de manera que se insista en la necesidad de dar continuidad a Heredia como proyecto constructivo.
La empresa inmobiliaria señala que están a nuestra orden para continuar con el trámite, de manera que pueda convertirse en una realidad antes de la priorización institucional o bien, de manera paralela al considerar la oferta de una opción de compra.
Posterior a la reunión, a solicitud del suscrito, la empresa remite el siguiente correo. 

De: Juan Ignacio Gonzalez Arias <juanignacio@gaasinmobiliaria.com> 
Enviado el: miércoles, 12 de diciembre de 2018 09:20 AM
Para: Steven Picado Gamboa <spicado@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Costa 506 Real Estate <augusto@costa506realestate.com>; Mauricio Ramirez <ramirez.mauricio@rocketmail.com>
Asunto: Edificio a la medida en San Joaquín de Flores

Estimado don Steven,
Primero que todo, deseo agradecerle su tiempo el pasado miércoles 5 de diciembre en nuestra reunión en sus oficinas.
Nuestra empresa GAAS Inmobiliaria es parte del grupo ARIAGON S.A., quien es propietaria de la finca en frente de la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores (adjunto plano y mapa).
Nuestro grupo cuenta con vasta experiencia como desarrolladores inmobiliarios. Le adjunto nuestra presentación corporativa para que conozca un poco sobre nosotros.
Queremos hacer manifiesto nuestro interés en construir en nuestro terreno cualquier edificación según las especificaciones y necesidades que tenga el Poder Judicial en Heredia, para lo cual contamos con el mejor equipo de arquitectos, ingenieros y constructores. 
Si bien hemos planeado acometer un proyecto residencial y comercial en esta propiedad, estaríamos encantados en segregar el frente de nuestra propiedad que ve hacia la Medicatura Forense, para construirles este edificio a la medida para uso de los Tribunales de Heredia y sus oficinas relacionadas, en régimen de alquiler con opción de compra.
En nuestra reunión le presentamos un ejemplo de edificación que podríamos construir, respetando las regulaciones vigentes en esa zona. Sería de gran ayuda, si usted lo tiene a bien, que nos compartiera los requerimientos específicos en caso de ver viable el planteamiento indicado en este correo.

Se acuerda: Remitir la presente propuesta a la Comisión de Construcciones, Consejo Superior y Corte Plena, de manera que pueda significar una opción que permita minimizar el impacto de la lamentable modificación de la prioridad constructiva del edificio de Heredia, al cual se trasladó del segundo al sexto lugar en prioridad.”

-0-
En sesión Nº 17-14 celebrada el 28 de abril de 2015, artículo XLI, se aprobó la recomendación del Departamento de Planificación respecto a la actualización del Plan de Construcciones del Poder Judicial, estableciendo como lugares prioritarios a construir Heredia, Puntarenas, Cartago, Aguirre y Parrita, Cañas, Sarapiquí, Siquirres, Puriscal, Upala, Nicoya y Osa.
En sesión Nº 79-15 celebrada el 3 de setiembre del 2015, artículo XCIII, se tomó nota de lo resuelto por el Consejo de Administración de Heredia, respecto a la problemática que aqueja el edificio de los Tribunales de Heredia, razón por la cual expusieron que la construcción de un nuevo edificio es la alternativa que se visualiza como la más apropiada. En razón de lo anterior, se les informó que dentro del Plan de Construcciones del Poder Judicial se estaba considerado a los Tribunales de Heredia.
Se acordó:  1.) Tomar nota del oficio N° 06-CAH-19, del 4 de febrero de 2019, suscrito por el licenciado Steven Picado Gamboa, Secretario del Consejo Administración Heredia. 2.) Trasladar el acuerdo adoptado por el citado Consejo en sesión N° 01-2019, artículo V, celebrada el 30 de enero 2019, a la Comisión de Construcciones del Poder Judicial, con el fin de que valore lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049155]ARTÍCULO LXVIII
Documento N° 253-10 / 1499-19.
El licenciado Steven Picado Gamboa, Secretario del Consejo de Administración de Heredia, mediante oficio N° 04-CAH-19, del 4 de febrero de 2019, hace de conocimiento el acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N° 01-2019, artículo IV, celebrada el 30 de enero 2019, que literalmente indica:
“Steven Picado Gamboa presenta documento 282-ARH-18, en el cual explica el origen de la solicitud.

(…)

Estimadas personas integrantes:

Mediante orden sanitaria 165 - 2018 – V, el Ministerio de Salud solicita, entre otras cosas, lo siguiente:

“Disponer del espacio o espacios de comedor donde el personal administrativo pueda contar con los requerimientos mínimos para el consumo de los alimentos. Queda sujeta esta medida a la reglamentación interna de la institución judicial.

En caso de no disponer un espacio y se deba construir o habilitar poder a la administración aportar por escrito y enviarse a esta autoridad sanitaria para su valoración un cronograma de actividades que indique las acciones pertinentes a la disponibilidad de dicho espacio.”

Tal como ha conocido este Consejo en anteriores gestiones, la situación de espacio del circuito es sumamente limitada, siendo incluso que no ha habido posibilidad de ubicar más salas de audiencias o juicios que conviene construir, así como ha sido necesario buscar opciones de alquiler fuera del edificio principal.

Aún así, considerando la orden sanitaria recibida, me permito remitir la presente de manera respetuosa para que el Consejo de Administración valore la solicitud planteada por el Ministerio de Salud y pueda considerar como prioridad la asignación de un espacio de comedor para el Circuito Judicial de Heredia.

Lo anterior, tal como lo señala el mismo Ministerio, en atención a las políticas institucionales.

Atentamente,
M.Sc. Steven Picado Gamboa
Administrador Regional Heredia

Se acuerda: 1. A la luz de las nulas posibilidades de asignar espacios en este momento por la ocupación actual, el Consejo de Administración asume el compromiso de valorar esta necesidad como prioritaria en el momento que se liberen espacios a lo interno del edificio. 2. Se remite la presente gestión a Corte Plena y al Consejo Superior para exponer nuevamente la urgente necesidad de espacio que requieren los Tribunales de Heredia, además, ante el riesgo de incumplimiento de la orden sanitaria. Acuerdo en firme.
-0-
En sesión Nº 17-14 celebrada el 28 de abril de 2015, artículo XLI, se aprobó la recomendación de la Dirección de Planificación respecto a la actualización del Plan de Construcciones del Poder Judicial, estableciendo como lugares prioritarios a construir Heredia, Puntarenas, Cartago, Aguirre y Parrita, Cañas, Sarapiquí, Siquirres, Puriscal, Upala, Nicoya y Osa.
Posteriormente, en sesión Nº 79-15 celebrada el 3 de setiembre del 2015, artículo XCIII, se tomó nota de lo resuelto por el Consejo de Administración de Heredia, respecto a la problemática que aqueja el edificio de los Tribunales de Heredia, razón por la cual expusieron que la construcción de un nuevo edificio es la alternativa que se visualiza como la más apropiada. En razón de lo anterior, se les informó que dentro del Plan de Construcciones del Poder Judicial se estaba considerando a los Tribunales de Heredia.
Se acordó: Tomar nota del oficio N° 04-CAH-19, del 4 de febrero de 2019, suscrito por el licenciado Steven Picado Gamboa, Secretario del Consejo Administración de Heredia, mediante el cual hace de conocimiento de este Consejo Superior, el acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N° 01-2019, artículo IV. 2.) Informar al Consejo Administración de Heredia, que una vez adjudicadas las contrataciones de alquileres que se encuentran en trámite, para ubicar a los despachos que conocen las materias civil y laboral del Circuito Judicial de Heredia, deberá coordinar los trámites correspondientes para dar prioridad a la construcción de espacios físicos del comedor indicado en la gestión. Lo anterior, en el entendido que una vez que esté construidos los nuevos espacios donde se ubicarán los comedores, los que actualmente se ocupan para esos efectos, se deberán reasignar de conformidad con las necesidades institucionales.
La Administración Regional de Heredia tomará nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc1049157]ARTÍCULO LXIX

Documento N° 1624-19 

	La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota de 10 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:
“Reciban un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 01-19 celebrada el 4 de febrero de 2019, Artículo V.

El acuerdo literalmente indica:

“ARTICULO V

Comunica la jueza Damaris Vargas del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber:

1.     Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio;

2.     Impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa;

3.     Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”

Al respecto indica, se remitió Oficio del 3 de febrero de 2019 a la Defensoría de los Habitantes de la República en respuesta del Oficio DH-0076-2019, en el que se señala:

San José, 3 de febrero de 2019 
(Oficio N° DH-0076-2019) 
Señora 
Catalina Crespo Sancho, PhD 
Defensora de los Habitantes de la República 

Estimada Señora: 

Reciba un atento saludo y mi deseo de que tenga muchos éxitos con ocasión de su reciente designación como Defensora de los Habitantes de la República. 

En atención al Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, se toma nota de su autorización para que la funcionaria Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas de la Dirección de Protección Especial de la Defensoría de los Habitantes, continúe participando como asesora en las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y se reconoce el aporte dado desde su incorporación. 

Se toma nota de los tres temas propuestos para el desarrollo del Plan de Acción de la Subcomisión, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 

Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión ya hemos estado realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, para la construcción del Programa Anual Permanente 2019; la construcción de indicadores e incorporación en las estadísticas institucionales que reflejen los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, no solo en los Agrarios, para su debido seguimiento y monitoreo. De igual forma, se está dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el asesoramiento. 

De la Señora Defensora de los Habitantes de la República con consideración y estima, 

Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Poder Judicial 

Copias: 
Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia 
Sr. Álvaro Paniagua, Dirección de Protección Especial 
Sra. Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas Dirección de Protección Especial

-0-

Sugiere la integrante Ligia Jiménez se haga una atenta instancia a las Universidades para que se incorpore en el Plan de Estudios de la carrera de Derecho el curso de Derecho Indígena o al menos, la posibilidad de que haya una especialización en la temática.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber: “Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa; y capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”.  2° Se toma nota de la respuesta remitida por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Defensoría de los Habitantes de la República el 3 de febrero de 2019. 3° Dar seguimiento durante la gestión de 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a los tres temas identificados como prioritarios por la Defensoría de los Habitantes de la República. 4° Solicitar a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial valorar la posibilidad de solicitar a las Universidades estatales que imparten la carrera de Derecho que incorporen dentro de sus cursos uno de Derecho Indígena; e insten a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas para que desarrollen cursos libres u otras actividades de capacitación que fortalezcan las competencias de las personas profesionales en Derecho en la temática indígena. Lo anterior, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, los requerimientos de la Defensoría de los Habitantes de la República, las metas establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y las metas del PAO 2019 de la Comisión de la Acceso a la Justicia asociadas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 5° Instar a la Dirección de la Defensa Pública para que valore la posibilidad de crear con recursos ordinarios una Oficina de la Defensa Indígena con el objetivo de garantizar el derecho de defensa de las personas indígenas en todas las Jurisdicciones, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República. 6° Solicitar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, diseñar al menos cuatro actividades de capacitación durante 2019 dirigidas a las personas servidoras judiciales a efecto de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena para garantizar el respeto a los derechos de las personas indígenas contenido en la normativa nacional e internacional, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República y la meta 1.6 contenida en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 7° Instar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria proceda durante 2019 al seguimiento activo de los procesos agrarios asociados a los territorios indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida de las personas usuarias indígenas, en cumplimiento de lo requerido por la Defensoría de los Habitantes de la República. 8° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Consejo Superior, Defensoría de los Habitantes de la República, Dirección de la Escuela Judicial, Dirección de la Defensa Pública, Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y Comisión de la Jurisdicción Agraria, para lo de su cargo. -”

- 0 -

Después de analizada la gestión anterior y tomando en consideración que las universidades tienen autonomía en cuanto a sus planes de estudio, se acordó: 1.) Comunicar a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que este Consejo Superior avala la iniciativa plasmada, no obstante, esta deberá ser gestionada ante las instancias que consideren convenientes de forma directa por la citada comisión, como órgano técnico en la temática indígena, exponiendo lo que se desea que se transmita o incorpore como una propuesta o recomendación, para un posible plan de estudios o actividades de capacitación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.
[bookmark: _Toc1049160]ARTÍCULO LXX
Documento N° 1611-19.
En oficio N° JEFDP-099-2018 del 8 de noviembre de 2018, la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, remitió la siguiente solicitud:
“Respetuosamente, se traslada para su valoración la solicitud planteada por el Coordinador del Tribunal Penal de Juicio de Limón, Luis Rodríguez Cruz, hacia esta Jefatura, mediante correo electrónico en el cual indicó:

“Buenas tardes doña Diana Montero, le saluda Luis Rodríguez Cruz, Coordinador del Tribunal Penal de Juicio de Limón, quien quiere informarle lo siguiente: Desde el 7 de noviembre del 2016, se nombró de manera interina, por parte del Consejo Superior del Poder Judicial, una sección de tres jueces unipersonales, los cuales realizaban juicio unipersonales en el primer circuito judicial de la provincia de Limón, en el horario ordinario de las 07:30 horas a las 16:30 horas. Sin embargo, a partir del 21 de diciembre del año recién concluido, dicha sección extraordinaria no continuó su labor en este Tribunal, razón por la cual, esa labor ha sido asumida por el Tribunal de Flagrancia de esta provincia, actualmente se cuenta con la anuencia del Fiscal Adjunto Licenciado Manuel Jiménez Steller, para que la Fiscalía de Flagrancia de Limón, asuman ese compromiso. No obstante, como los expedientes, fueron tramitados por la Defensa Pública, (ordinaria con horario de 07:00 hrs a 16:30 hrs); razón por la cual, solicitamos interponga sus buenos oficios a fin de que se sirva colaborarnos con el personal profesional de la Defensa de Flagrancia de Limón, para realizar juicios unipersonales, en el horario de las 17:00 hrs a las 22:00 hrs, informándole además que todas las partes involucradas (imputados, ofendidos y testigos) residen en el cantón central de Limón. Lo anterior, se solicita en virtud de que existe un total de -872- expedientes unipersonales que deben de ser señalados lo antes posible. Asimismo, es importante señalar que la anterior situación, fue puesta en conocimiento de la Jefa de la Defensa Pública de Limón, quien me ha solicitado de manera respetuosa que le comunique a usted la situación, para los efectos correspondientes. Agradeciendo la colaboración brindada, se despide su servidor Luis Rodríguez Cruz. -

Nota: Se adjuntan los expedientes que se trasladaran al Tribunal de Flagrancia de Limón.-.” (Adjunto a este correo)

                                                        

Al respecto, resulta preciso acotar que la Coordinadora de oficina de la Defensa Pública de Limón, Joselyn Bright Campos, indicó no observar inconveniente alguno con la solicitud, siempre y cuando la colaboración se preste durante la jornada laboral habitual, específicamente de 5pm a 11 pm; posición que es respaldada por esta Jefatura. 

En razón de que la autorización requerida por el Coordinador Rodríguez Cruz implica que plazas destacadas en materia de Flagrancia presten colaboración en materia ordinaria, respetuosamente se traslada la solicitud para que la misma sea valorada por su Autoridad.”
-0-
Se acordó: Tener por rendido el oficio N° JEFDP-099-2018, del 8 de noviembre de 2018, suscrito por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y por ser un asunto de interés institucional, en el entendido que se cuenta con el visto bueno por parte de la máster Montero Montero, se acoge lo solicitado por el licenciado Luis Rodríguez Cruz, Coordinador del Tribunal Penal de Juicio de Limón, en consecuencia, autorizar al personal profesional de la Defensa Pública de Limón, flagrancias, a que presten colaboración en materia ordinaria en esa zona, para realizar juicios unipersonales en el horario de las 17:00 a las 22:00 horas.
El Tribunal Penal de Juicio de Limón y la Defensa Pública tomarán nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO LXXI
Documento N° 7787-17 / 1616-19
En sesión 71-17, celebrada el 11 de agosto de 2017, artículo XL, se acordó entre otros solicitar al Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, girar las disposiciones necesarias a fin de verificar los saldos de vacaciones de las personas juzgadoras, con el fin de que de forma planificada y sin que ello implique un impacto presupuestario por concepto de sustituciones, se cumpla con lo dispuesto en el artículo 155 del Código de Trabajo, en cuanto a que posterior a las quince semanas de adquirido el derecho, tales servidores y servidoras deban gozar de las vacaciones adquiridas. 
La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante oficio Nº 074-CACMFJ-JEF-2019, del 11 de febrero de 2019, remite informe suscrito por el licenciado Mariano Flores Rodríguez, jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, N° 098-CACMFJ-AGA-2018, donde comunicó:
“Con oficio Nº9011-2017, la Secretaría de la Corte remite el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión 71-17, celebrada el 11 de agosto de 2017, artículo XL, donde dispuso:
(…) Acoger el criterio vertido por las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana N° DJ-AJ-3411-2017 y con base en él denegar la solicitud del licenciado Alexander Somarribas Tijerino, Juez del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en consecuencia; 1.-) Solicitar al Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, girar las disposiciones necesarias a fin de verificar los saldos de vacaciones de las personas juzgadoras, con el fin de que de forma planificada y sin que ello implique un impacto presupuestario por concepto de sustituciones, se cumpla con lo dispuesto en el artículo 155 del Código de Trabajo, en cuanto a que posterior a las quince semanas de adquirido el derecho, tales servidores y servidoras deban gozar de las vacaciones adquiridas. (…)”
En atención a lo solicitado y una vez realizado el análisis correspondiente se presenta el informe para que sea de conocimiento del Consejo Superior.
MARCO LEGAL

	Código de Trabajo                                                                                 Sección II. De las vacaciones anuales
	ARTICULO 153 Todo trabajador tiene derecho a vacaciones anuales remuneradas, cuyo mínimo se fija en dos semanas por cada cincuenta semanas de labores continuas, al servicio de un mismo patrono.
En caso de terminación del contrato de trabajo antes de cumplir el período de las cincuenta semanas, el trabajador tendrá derecho, como mínimo, a un día de vacaciones por cada mes trabajado, que le será pagado al momento de retiro de su trabajo.
No interrumpirán la continuidad del trabajo las licencias sin goce de salario, los descansos otorgados por el presente Código, sus Reglamentos y sus leyes conexas, las enfermedades justificadas, la prórroga o renovación inmediata del contrato de trabajo, ni ninguna otra causa análoga que no termine con éste.

	
	ARTICULO 155 El patrono señalará la época en que el trabajador gozará de sus vacaciones, pero deberá hacerlo dentro de las quince semanas posteriores al día en que se cumplan las cincuenta de servicio continuo, tratando de que no se altere la buena marcha de su empresa, industria o negocio, ni la efectividad del descanso.

	
	ARTICULO 156 Las vacaciones serán absolutamente incompensables, salvo las siguientes excepciones: 

	
	a) Cuando el trabajador cese en su trabajo por cualquier causa, tendrá derecho a recibir en dinero el importe correspondiente por las vacaciones no disfrutadas. 

	
	b) Cuando el trabajo sea ocasional o a destajo. 

	
	c) Cuando por alguna circunstancia justificada el trabajador no haya disfrutado de sus vacaciones, podrá convenir con el patrono el pago del exceso del mínimo de dos semanas de vacaciones por cada cincuenta semanas, siempre que no supere el equivalente a tres períodos acumulados. Esta compensación no podrá otorgarse, si el trabajador ha recibido este beneficio en los dos años anteriores. 

	
	Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, el patrono velará porque sus empleados gocen de las vacaciones a las cuales tengan derecho anualmente. En todo caso, se respetarán los derechos adquiridos en materia de vacaciones. (Nota: En relación al inciso anterior ver decreto ejecutivo N° 28827 del 21 de julio de 2000, en cuanto a que los Ministros de Gobierno y jerarcas de las instituciones cuyas planillas se paguen con el cargo al presupuesto nacional para el año 2001, no autorizarán la compensación de vacaciones en los términos del inciso c), artículo 156 del Código de Trabajo)

	
	ARTICULO 158 Los trabajadores deben gozar sin interrupción de su período de vacaciones. Estas se podrán dividir en dos fracciones, como máximo, cuando así lo convengan las partes, y siempre que se trate de labores de índole especial, que no permitan ausencia muy prolongada.

	
	Artículo 159.  Queda prohibido acumular las vacaciones, pero podrán serlo por una sola vez cuando el trabajador desempeñe labores técnicas, de dirección, de confianza u otras análogas, que dificulten especialmente su reemplazo, o cuando la residencia de su familia quedare situada en provincia distinta del lugar donde presta sus servicios. En este último caso, si el patrono fuere el interesado en la acumulación, deberá sufragar al trabajador que desee pasar al lado de su familia las vacaciones, los gastos de traslado, en la ida y regreso respectivos.



	PLAN DE VACACIONES 2018-2019
	1.2. La jefatura de oficina está en la obligación de velar por que las personas servidoras judiciales a su cargo disfruten las vacaciones que por Ley les corresponde, evitando la acumulación de períodos y elaborando un plan de disfrute interno que garantice la continuidad del servicio público.

	
	1.5. La jefatura de oficina será responsable de mantener el control adecuado, para que las personas servidoras judiciales que están a su cargo no disfruten de días de vacaciones a los que no tienen derecho. Para ello, antes de autorizar el disfrute correspondiente, deberá corroborarse el saldo disponible en la consulta de vacaciones de la Proposición Electrónica de Nombramiento (PIN).               También es importante que, la Jefatura tenga en consideración el régimen de vacaciones aplicable para cada persona servidora judicial, ya que esto determina la cantidad de vacaciones por período que le corresponde.

	
	1.6. Las personas servidoras judiciales, podrán cotejar la información relativa a vacaciones en la página de Gestión Humana, en la aplicación denominada “GH en Línea”, específicamente en el vínculo de vacaciones o mediante la aplicación móvil del Poder Judicial, en el apartado de “Servicios Gestión Humana”. 

	
	[bookmark: RANGE!E5]5.3.3 No se autorizará a las servidoras y servidores que administran justicia, en tanto se encuentren nombrados interinamente en otro cargo, especialmente por plazos menores a tres meses


Pago de vacaciones por ruptura laboral
Según lo establece el Código de Trabajo en el artículo 156 “las vacaciones serán absolutamente incompensables…” por ello el Consejo Superior en la sesión Nº 11-1997, del 06 de febrero de 1997, artículo XX, dispuso:
 “… Disponer que todos los servidores judiciales interinos disfruten vacaciones, en cumplimiento de lo establecido en la sesión del 9 de enero del año en curso, artículo XXXII, pues la compensación fue prohibida por la reciente reforma al artículo 156 del Código de Trabajo, introducida por Ley N° 7641 de 14 de noviembre de 1996, en el entendido de que en los casos en que el servidor no cuente con nombramiento, sí se le deberá tramitar el pago correspondiente por parte del Departamento de Personal...”
Además, en la sesión Nº057-97, del 24 de julio de 1997, artículo XXXV, acordó ampliar el plazo de la ruptura laboral, que origine pago de vacaciones proporcionales, a 15 días.
El plan de vacaciones 2018- 2019 en el inciso 11.8. establece: 
“…En aquellos casos en los cuales el nombramiento interino finalice antes del último día laboral del 2018 e inicie después del primer día laboral del 2019, podrá solicitarse el pago de las vacaciones proporcionales, siempre y cuando la ruptura de la relación laboral sea mayor a quince días…”
El Poder Judicial cuenta con su propio sistema de acreditación en cuanto al beneficio de las vacaciones, este se encuentra respaldado en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la República; no obstante, por una modificación mediante la Ley número 8527 del 6 de agosto de 2006, el artículo 39 fue reformado.

 “Artículo 39. Los servidores judiciales tendrán derecho a treinta y un días naturales de vacaciones anuales.”
Las personas servidoras judiciales, que hayan ingresado a laborar para el Poder Judicial, antes del 6 de agosto de 2006, se les acreditará un derecho de 31 días naturales por cada período laborado; sin embargo, para efectos de la presentación del informe, se debe considerar que la Dirección de Gestión Humana hace el reconocimiento en días hábiles, por lo que cada período está compuesto por 23 días hábiles de vacaciones y posterior a esa fecha se acreditan los días de manera gradual, según el tiempo servido para la institución. A saber:
a. Durante los primeros cinco años, dos semanas.
b. Del sexto al décimo año, quince días hábiles.
c. Del undécimo al décimo quinto año, veinte días hábiles.
d. Del décimo sexto al vigésimo, veintitrés días hábiles.
e. Después del vigésimo año, veinticinco días hábiles.
Marco Metodológico
Es menester indicar, que el concepto de periodos de vacaciones corresponde al lapso del tiempo, establecido en un año, en el cual las personas servidoras, adquieren una cantidad de vacaciones, según su fecha de ingreso y que serán proporcionales a los días que hayan laborado en dicho intervalo. Asimismo, se describirá como “Ley Vieja” y “Ley Nueva” a las personas que se le acreditan los días de vacaciones según su ingreso a la institución.
Para dar trámite a lo dispuesto por el Consejo Superior, se realizará un análisis de la base de datos suministrada por la Dirección de Gestión Humana, de los días de vacaciones que, al 24 de enero de 2019, se encuentran pendientes de disfrutar, con el fin de entender el comportamiento de la población judicial, específicamente del área de las personas juzgadoras.
Análisis Específico
Inicialmente, se proceder a presentar los datos generales de la población judicial, en una segmentación bajo la “Ley Vieja” y la “Ley Nueva”:

Cuadro No 1
Segmentación de las personas juzgadoras
Según la fecha de ingreso a la Institución
Datos al 24 de enero de 2019

	Detalle
	Cantidad de personas juzgadoras
	Porcentaje representación

	Ley Vieja
	1226
	80%

	Ley Nueva
	303
	20%

	Total General
	1529
	100%


Fuente: Base de datos proporcionada por la Dirección de Gestión Humana/Sistema PIN
Elaborado por el personal profesional del CACMFJ

Gráfico No 1
Segmentación de las personas juzgadoras
Según la fecha de ingreso a la Institución
Datos al 24 de enero de 2019


Fuente: Base de datos proporcionada por la Dirección de Gestión Humana/Sistema PIN
Elaborado por el personal profesional del CACMFJ

De la información anterior, se observa que, de las 1529 personas juzgadoras, 1226 (80%) pertenecen a la Ley vieja y 303 (20%) a la Ley nueva.
Así las cosas, se detalla el listado de las personas que cuentan con más de 80 días de vacaciones acumuladas:
Cuadro No 2
Listado de las personas que cuentan 
con más de 80 días de vacaciones acumuladas 
Datos al 24 de enero de 2019

	Identificación
	Nombre
	Apellidos
	Días Pendientes por Disfrutar

	0107940602
	RICARDO ANTONIO
	MADRIGAL JIMENEZ
	256

	0108140063
	GABRIELA MARIA
	CAMPOS RUIZ
	184

	0205210879
	CARLOS FRANCISCO
	SALGUERO SERRANO
	176

	0105630163
	ALVARO ANTONIO
	BURGOS MATA
	165

	0107110869
	ARNOLDO MARTIN
	ALVAREZ DESANTI
	137

	0106830430
	MARIBEL DE LOS ANGEL
	BUSTILLO PIEDRA
	135

	0205480835
	ESTEBAN JESUS
	HERRERA VARGAS
	133

	0107220489
	LUIS FERNANDO
	RODRIGUEZ SANDI
	125

	0106460596
	XINIA EUNICE
	TORRES ALVARADO
	124

	0303660365
	GARNIER ASDRUBAL
	VARGAS BARBOZA
	123

	0107370513
	LILLIANA MARIA DEL C
	CORDERO CALDERON
	120

	0109100386
	LUIS ADOLFO
	MORA BENAVIDEZ
	119

	0602160704
	RICARDO PATRICIO
	VALVERDE LOPEZ
	117

	0602710398
	ALEXANDER MANUEL
	SOMARRIBAS TIJERINO
	111

	0106880178
	JOSE MARIA
	ARGUEDAS SALAZAR
	109

	0602550768
	INGRID SKARLETH
	CHAVARRIA RODRIGUEZ
	107

	0109150038
	RAUL ERNESTO
	MADRIGAL LIZANO
	106

	0502950828
	LIDIA MARIA
	MORALES DIAZ
	105

	0106500497
	PEDRO JOSE DE LA MIS
	MENDEZ AGUILAR
	104

	0502650028
	JUAN CARLOS
	CARRILLO MORA
	104

	0601640852
	RONALD GERARDO
	NICOLAS ALVARADO
	103

	0108120120
	JOSE PABLO
	ALVARADO CASCANTE
	102

	0105810669
	RICARDO ALBERTO DE J
	JIMENEZ GONZALEZ
	101

	0204330701
	ERIK ALONSO
	CALVO ROJAS
	101

	0109130613
	ROXANA
	HERRERA BARQUERO
	99

	0106950343
	ROLANDO
	SOTO CASTRO
	97

	0109780748
	ANDREA MERCEDES
	RUIZ RAMIREZ
	97

	0900300193
	ANA LUISA TERESITA
	MESEGUER MONGE
	96

	0401490481
	FRANCISCO CORNELIO
	HERNANDEZ QUESADA
	96

	0204880680
	MINOR JESUS
	CHAVARRIA VARGAS
	96

	0206290209
	PEDRO GERARDO
	MEJIA ROMERO
	95

	0900800036
	VICTOR FRANCISCO
	CRUZ LOPEZ
	94

	0601540476
	LUZ MARINA DE LOS AN
	FERNANDEZ ALFARO
	92

	0106340520
	FRANZ ADOLFO
	PANIAGUA MEJIA
	92

	0110290047
	YESSENIA MARIA
	BRENES GONZALEZ
	92

	0105680322
	BETHMANN RAFAEL
	HERRERA MONTERO
	89

	0502880394
	MARIO ALBERTO
	GUIDO JIMENEZ
	88

	0105280767
	MARJORIE PATRICIA DE
	VALENCIANO ARIAS
	88

	0105650230
	JOSE RODOLFO DE LA T
	LEON DIAZ
	87

	0111140346
	JUAN PABLO
	ZELEDON HERNANDEZ
	86

	0204900941
	LUIS FERNANDO
	GONZALEZ HERNANDEZ
	84

	0110350410
	GIOVANNI RICARDO
	HERNANDEZ MARTINEZ
	84

	0107100029
	MANUEL GIOVANNI
	MENA ARTAVIA
	84

	0205160625
	LIZ MAUREEN
	TENCIO ALFARO
	84

	0205120696
	SUSANA BEATRIZ
	CAMPOS CABEZAS
	83

	0109100348
	MARIO ALBERTO
	BARTH JIMENEZ
	83

	0107080458
	CRISTIA MARIA
	CARBALLO SOLANO
	83

	0109690509
	ESTEBAN
	GUZMAN GONZALEZ
	82

	0111660844
	FRANCISCO JAVIER
	CASTILLO ACUÑA
	82

	0303720515
	MANUEL DE LOS ANGELE
	ANGULO RIVERA
	82

	0109260995
	OSVALDO ALBERTO
	LOPEZ MORA
	81


Fuente: Base de datos proporcionada por la Dirección de Gestión Humana/Sistema PIN
Elaborado por el personal profesional del CACMFJ

De la información anterior, extraemos la cantidad de personas que se encuentra en 3 rangos validados por esta Área:
Cuadro No 3
Cantidad de personas juzgadoras que tienen más
De 80, 100 y 200 días de vacaciones
Datos al 24 de enero de 2019
	Detalle 
	Cantidad de personas
	
Cantidad de días
	Porcentaje representación

	mayor a 80
	27
	1840
	53%

	mayor a 100
	23
	2070
	45%

	mayor a 200
	1
	120
	2%

	TOTAL GENERAL
	51
	4030
	100%


Fuente: Base de datos proporcionada por la Dirección de Gestión Humana/Sistema PIN
Elaborado por el personal profesional del CACMFJ
Conforme con los datos indicados, en el cuadro Nº4, procedemos a realizar una propuesta de acuerdo con los rangos analizados. Para los efectos, la columna “Propuesta” se incluye el planteamiento para compensar la acumulación de días de vacaciones. 

Cuadro No 4
Propuesta para disminuir los saldos de vacaciones
Mayores a 80, 100 y 200 días de vacaciones
Datos al 24 de enero de 2019

	Nombre
	Apellidos
	Días Pendientes a Disfrutar
	Propuesta
	Cantidad de días a disfrutar durante el año

	RICARDO ANTONIO
	MADRIGAL JIMENEZ
	256
	DISFRUTAR 1,5 MESES POR TRIMESTRE
	120

	GABRIELA MARIA
	CAMPOS RUIZ
	184
	DISFRUTAR 1,5 MES POR CUATRIMESTRE
	90

	CARLOS FRANCISCO
	SALGUERO SERRANO
	176
	
	

	ALVARO ANTONIO
	BURGOS MATA
	165
	
	

	ARNOLDO MARTIN
	ALVAREZ DESANTI
	137
	
	

	MARIBEL DE LOS ANGEL
	BUSTILLO PIEDRA
	135
	
	

	ESTEBAN JESUS
	HERRERA VARGAS
	133
	
	

	LUIS FERNANDO
	RODRIGUEZ SANDI
	125
	
	

	XINIA EUNICE
	TORRES ALVARADO
	124
	
	

	GARNIER ASDRUBAL
	VARGAS BARBOZA
	123
	
	

	LILLIANA MARIA DEL C
	CORDERO CALDERON
	120
	
	

	LUIS ADOLFO
	MORA BENAVIDEZ
	119
	
	

	RICARDO PATRICIO
	VALVERDE LOPEZ
	117
	
	

	ALEXANDER MANUEL
	SOMARRIBAS TIJERINO
	111
	
	

	JOSE MARIA
	ARGUEDAS SALAZAR
	109
	
	

	INGRID SKARLETH
	CHAVARRIA RODRIGUEZ
	107
	
	

	RAUL ERNESTO
	MADRIGAL LIZANO
	106
	
	

	LIDIA MARIA
	MORALES DIAZ
	105
	
	

	PEDRO JOSE DE LA MIS
	MENDEZ AGUILAR
	104
	
	

	JUAN CARLOS
	CARRILLO MORA
	104
	
	

	RONALD GERARDO
	NICOLAS ALVARADO
	103
	
	

	JOSE PABLO
	ALVARADO CASCANTE
	102
	
	

	RICARDO ALBERTO DE J
	JIMENEZ GONZALEZ
	101
	
	

	ERIK ALONSO
	CALVO ROJAS
	101
	
	

	ROXANA
	HERRERA BARQUERO
	99
	DISFRUTAR 1 MES POR TRIMESTRE
	80

	ROLANDO
	SOTO CASTRO
	97
	
	

	ANDREA MERCEDES
	RUIZ RAMIREZ
	97
	
	

	ANA LUISA TERESITA
	MESEGUER MONGE
	96
	
	

	FRANCISCO CORNELIO
	HERNANDEZ QUESADA
	96
	
	

	MINOR JESUS
	CHAVARRIA VARGAS
	96
	
	

	PEDRO GERARDO
	MEJIA ROMERO
	95
	
	

	VICTOR FRANCISCO
	CRUZ LOPEZ
	94
	
	

	LUZ MARINA DE LOS AN
	FERNANDEZ ALFARO
	92
	
	

	FRANZ ADOLFO
	PANIAGUA MEJIA
	92
	
	

	YESSENIA MARIA
	BRENES GONZALEZ
	92
	
	

	BETHMANN RAFAEL
	HERRERA MONTERO
	89
	DISFRUTAR 1 MES POR CUATRIMESTRE
	60

	MARIO ALBERTO
	GUIDO JIMENEZ
	88
	
	

	MARJORIE PATRICIA DE
	VALENCIANO ARIAS
	88
	
	

	JOSE RODOLFO DE LA T
	LEON DIAZ
	87
	
	

	JUAN PABLO
	ZELEDON HERNANDEZ
	86
	
	

	LUIS FERNANDO
	GONZALEZ HERNANDEZ
	84
	
	

	GIOVANNI RICARDO
	HERNANDEZ MARTINEZ
	84
	
	

	MANUEL GIOVANNI
	MENA ARTAVIA
	84
	
	

	LIZ MAUREEN
	TENCIO ALFARO
	84
	
	

	SUSANA BEATRIZ
	CAMPOS CABEZAS
	83
	
	

	MARIO ALBERTO
	BARTH JIMENEZ
	83
	
	

	CRISTIA MARIA
	CARBALLO SOLANO
	83
	
	

	ESTEBAN
	GUZMAN GONZALEZ
	82
	
	

	FRANCISCO JAVIER
	CASTILLO ACUÑA
	82
	
	

	MANUEL DE LOS ANGELE
	ANGULO RIVERA
	82
	
	

	OSVALDO ALBERTO
	LOPEZ MORA
	81
	
	


Fuente: Base de datos proporcionada por la Dirección de Gestión Humana/Sistema PIN
Elaborado por el personal profesional del CACMFJ

Análisis Presupuestario
A continuación, se detalla el costo total de la sustitución de los 4030 días de vacaciones:


Cuadro No 5
Costo total de suplencias 
Cálculos al 30 de enero de 2019 según índice salarial vigente

	Nombre
	Apellidos
	Descripción de Clase
	Cantidad de días a tramitar
	Costo por concepto de sustitución

	RICARDO ANTONIO
	MADRIGAL JIMENEZ
	JUEZ 5
	120
	₡15 861 484,16

	GABRIELA MARIA
	CAMPOS RUIZ
	JUEZ 2
	90
	₡9 369 032,27

	CARLOS FRANCISCO
	SALGUERO SERRANO
	JUEZ 1
	90
	₡9 184 702,31

	ALVARO ANTONIO
	BURGOS MATA
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	ARNOLDO MARTIN
	ALVAREZ DESANTI
	JUEZ 1
	90
	₡9 184 702,31

	MARIBEL DE LOS ANGEL
	BUSTILLO PIEDRA
	JUEZ 5
	90
	₡11 896 113,12

	ESTEBAN JESUS
	HERRERA VARGAS
	JUEZ 2
	90
	₡9 369 032,27

	LUIS FERNANDO
	RODRIGUEZ SANDI
	JUEZ 5
	90
	₡11 896 113,12

	XINIA EUNICE
	TORRES ALVARADO
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	GARNIER ASDRUBAL
	VARGAS BARBOZA
	JUEZ 1
	90
	₡9 184 702,31

	LILLIANA MARIA DEL C
	CORDERO CALDERON
	JUEZ 3
	90
	₡9 906 024,71

	LUIS ADOLFO
	MORA BENAVIDEZ
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	RICARDO PATRICIO
	VALVERDE LOPEZ
	JUEZ 3
	90
	₡9 906 024,71

	ALEXANDER MANUEL
	SOMARRIBAS TIJERINO
	JUEZ 5
	90
	₡11 896 113,12

	JOSE MARIA
	ARGUEDAS SALAZAR
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	INGRID SKARLETH
	CHAVARRIA RODRIGUEZ
	JUEZ 2
	90
	₡9 369 032,27

	RAUL ERNESTO
	MADRIGAL LIZANO
	JUEZ 5
	90
	₡11 896 113,12

	LIDIA MARIA
	MORALES DIAZ
	JUEZ 1
	90
	₡9 184 702,31

	PEDRO JOSE DE LA MIS
	MENDEZ AGUILAR
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	JUAN CARLOS
	CARRILLO MORA
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	RONALD GERARDO
	NICOLAS ALVARADO
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	JOSE PABLO
	ALVARADO CASCANTE
	JUEZ 4
	90
	₡10 671 731,48

	RICARDO ALBERTO DE J
	JIMENEZ GONZALEZ
	JUEZ 2
	90
	₡9 369 032,27

	ERIK ALONSO
	CALVO ROJAS
	JUEZ 5
	90
	₡11 896 113,12

	ROXANA
	HERRERA BARQUERO
	JUEZ 1
	80
	₡8 164 179,83

	ROLANDO
	SOTO CASTRO
	JUEZ 4
	80
	₡9 485 983,54

	ANDREA MERCEDES
	RUIZ RAMIREZ
	JUEZ 3
	80
	₡8 805 355,30

	ANA LUISA TERESITA
	MESEGUER MONGE
	JUEZ 5
	80
	₡10 574 322,77

	FRANCISCO CORNELIO
	HERNANDEZ QUESADA
	JUEZ 1
	80
	₡8 164 179,83

	MINOR JESUS
	CHAVARRIA VARGAS
	JUEZ 4
	80
	₡9 485 983,54

	PEDRO GERARDO
	MEJIA ROMERO
	JUEZ 3
	80
	₡8 805 355,30

	VICTOR FRANCISCO
	CRUZ LOPEZ
	JUEZ 4
	80
	₡9 485 983,54

	LUZ MARINA DE LOS AN
	FERNANDEZ ALFARO
	JUEZ 1
	80
	₡8 164 179,83

	FRANZ ADOLFO
	PANIAGUA MEJIA
	JUEZ 4
	80
	₡9 485 983,54

	YESSENIA MARIA
	BRENES GONZALEZ
	JUEZ 2
	80
	₡8 328 028,68

	BETHMANN RAFAEL
	HERRERA MONTERO
	JUEZ 3
	60
	₡6 604 016,48

	MARIO ALBERTO
	GUIDO JIMENEZ
	JUEZ 4
	60
	₡7 114 487,65

	MARJORIE PATRICIA DE
	VALENCIANO ARIAS
	JUEZ 3
	60
	₡6 604 016,48

	JOSE RODOLFO DE LA T
	LEON DIAZ
	JUEZ 5
	60
	₡7 930 742,08

	JUAN PABLO
	ZELEDON HERNANDEZ
	JUEZ 3
	60
	₡6 604 016,48

	LUIS FERNANDO
	GONZALEZ HERNANDEZ
	JUEZ 4
	60
	₡7 114 487,65

	GIOVANNI RICARDO
	HERNANDEZ MARTINEZ
	JUEZ 4
	60
	₡7 114 487,65

	MANUEL GIOVANNI
	MENA ARTAVIA
	JUEZ 5
	60
	₡7 930 742,08

	LIZ MAUREEN
	TENCIO ALFARO
	JUEZ 1
	60
	₡6 123 134,87

	SUSANA BEATRIZ
	CAMPOS CABEZAS
	JUEZ 1
	60
	₡6 123 134,87

	MARIO ALBERTO
	BARTH JIMENEZ
	JUEZ 3
	60
	₡6 604 016,48

	CRISTIA MARIA
	CARBALLO SOLANO
	JUEZ 1
	60
	₡6 123 134,87

	ESTEBAN
	GUZMAN GONZALEZ
	JUEZ 3
	60
	₡6 604 016,48

	FRANCISCO JAVIER
	CASTILLO ACUÑA
	JUEZ SUPERNUMERARIO
	60
	₡6 246 021,51

	MANUEL DE LOS ANGELE
	ANGULO RIVERA
	JUEZ 3
	60
	₡6 604 016,48

	OSVALDO ALBERTO
	LOPEZ MORA
	JUEZ 5
	60
	₡7 930 742,08

	TOTAL
	₡463 067 639,23


Fuente: Dirección de Gestión Humana
Elaborado por el personal profesional del CACMFJ
El costo estimado de sustitución ascendería a los ₡463 067 639,23 millones de colones para el año 2019.
Es importante tomar en consideración lo siguiente: 
El Área de Gestión de Apoyo, deberá gestionar 4030 días de vacaciones en el 2019.
La propuesta tendría un alcance para el 2019 del 3% de la población total de personal juzgador.

Recomendaciones
Primordialmente, se recomienda continuar constantemente realizando este tipo de ejercicios, con el fin de que le permita a esta Área obtener todos los insumos necesarios para el cumplimiento de los objetivos y la toma de decisiones.
Realizar un proceso de gestión permanente, que esté acorde a los ideales del Ambiente de Control Interno, Valoración de Riesgos, Actividades de Control, Sistemas de Información y Seguimiento al Sistema de Control Interno, así como las disposiciones del Código de Trabajo y demás legislación, con el que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional pueda identificar de manera eficiente los indicadores de riesgo o alertas en cuanto a la acumulaciones de saldos de vacaciones que afecten los intereses institucionales.
Al existir una materialización en el riesgo de acumulación de vacaciones, solicitar colaboración de los técnicos especialista en Control Interno, con el fin de implementar las gestiones que se consideren pertinentes. 
Que la Dirección de Gestión Humana realice capacitaciones y fomente una cultura en torno a las directrices generales para el establecimiento y funcionamiento del sistema específico de valoración del riesgo institucional, así como la elaboración de procedimientos en cuanto al trámite de vacaciones, preferiblemente bajo la plataforma creada por la Dirección de Planificación, el cual fue acordado por el Consejo Superior en sesión No 82-15 celebrada el 16 de setiembre de 2015, artículo LXXII. Así como el acercamiento de la práctica administrativa, en cuanto a las gestiones de Control Interno, que la Dirección de Gestión Humana lleva a cabo.
Facilitar herramientas de control de saldos de vacaciones, con la colaboración de la Dirección de Tecnología de la Información y la Dirección de Gestión Humana, con la cual todas las Jefaturas inmediatas tendrán la posibilidad de contar con un sistema de información que facilite el proceso de control y permite obtener indicadores efectivos.
Analizar la posibilidad de girar la directriz que incentive el disfrute de los cierres colectivos, sin que esto perjudique la garantía del servicio oportuno.
Crear una campaña de sensibilización por los distintos medios habilitados por la institución, ya sea con taller, charlas, capacitaciones en valoración de riesgos, campañas vía por medio del correo electrónico, curso virtual, entre otros, para fomentar la importancia del disfrute de las vacaciones. Además, se propone solicitar la colaboración de la Subproceso de Ambiente Laboral, el Subproceso de Capacitación y el Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana, la Secretaría Técnica de Valores, Dirección de Planificación y demás agentes facilitadores, con el fin de aprovechar el conocimiento, herramientas y colaboraciones para llevar a cabo dicha gestión. Cabe destacar que este programa debe abarcar todas las oficinas judiciales del Ámbito Jurisdiccional. 
Controlar los saldos de vacaciones de las personas que actualmente no presentan acumulaciones, ya que podría ser contraproducente enfocar los esfuerzos a un solo sector de la población. Además, es importantes destacar que dicho sector representa un 80% de los casos estudiados, por lo que se reitera la necesidad de dar seguimiento al comportamiento que tenga esta población, esto mediante el análisis trimestral por cuanto se debe recordar que cada persona servidora de la “Ley Vieja” acredita 1.91 días por mes laborado, lo que en promedio significaría 6300 días acreditados a todas las personas del dicho régimen y en dicho plazo. 
Tomar acciones inmediatas en cuanto escenario de las personas que acreditan sus vacaciones bajo el criterio de la “Ley Nueva”, ya que representa un sector accesible, para que en el transcurso de dos años y medio no existan periodos acumulados. 
Implementar dentro del Plan Anual Operativo y en el Sistema Específico de Valoración de Riesgos Institucional las acciones relacionadas con el proceso de gestión de vacaciones.
(…)”
-0-

Se acordó:  1.) Tener por rendido el informe N° 07,4-CACMFJ-JEF-2019, del 11 de febrero de 2019, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el cual remitió el oficio N° 098-CACMFJ-AGA-2018, referente a los saldos de vacaciones de las personas juzgadoras de este Poder de la república. 2.) Trasladar el informe anterior a las Direcciones de Planificación y Gestión Humana, así como al Departamento de Financiero Contable, para que valoren los escenarios indicados y comunique a este Consejo Superior, con base en el contenido presupuestario existente, cuál sería el costo de implementar alguna de las propuestas; Asimismo, deberán informar a este órgano si es viable aplicar uno de los escenarios para el presente periodo presupuestario.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc1049168]ARTÍCULO LXXII
Documento N° 129-19 / 1498-19.
En sesión N° 4-19, celebrada el 17 de enero de 2019, artículo LXIII, se indicó al licenciado Álvarez Jiménez que el periodo de cierre colectivo no finalizaba la relación laboral de los funcionarios con la institución, esto por ser un periodo de tiempo que está determinado al goce y disfrute de vacaciones colectivas, es por tal motivo que se aplican de forma general a todo el personal judicial, dando continuidad al nombramiento de las persona interina que viene desempeñándose en una plaza. Asimismo, después del estudio integral de los argumentos expuestos, en esa oportunidad por el licenciado Álvarez Jiménez, este Órgano no encontró motivo alguno que justificara la falta de idoneidad de la servidora Laura Guadamuz Centeno y el cese de nombramiento en la plaza interina; de ahí que se le debía respetar el nombramiento en la plaza interina de Coordinadora Judicial 2, hasta tanto regresara la persona que ostentaba como titular en el puesto.
En nota de fecha 4 de febrero de 2019, la servidora Laura Guadamuz Centeno, Coordinadora Judicial 2, del Juzgado Especializado de Cobros de Puntarenas, remitió la siguiente solicitud:
“Mediante acuerdo tomado por su Autoridad en Sesión Nº 4-19 del 17 de enero del 2019, artículo LXIII, se acordó que se me “debe respetar el nombramiento en la plaza interina de Coordinadora Judicial 2, hasta tanto regrese la persona que ostenta como titular en el puesto”, lo cual se logró hacer efectivo a partir del día 22 de enero del 2019, ya que del día 07 de enero al 21 de enero, ambos del 2019, lo estuvo ocupando el compañero Christopher Vargas Berrocal, de ahí que no se me pagaran dichos días, causándome un evidente perjuicio económico.

Es por lo anterior, que con respeto solicito se ordene a la sección de Administración Salarial del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, el pago del nombramiento del 07 de enero al 21 de enero, ambos del 2019, en virtud de que fui cesada sin justificación alguna del puesto como Coordinadora Judicial 2.

(…).”
-0-
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: remitir la gestión presentada por la servidora Laura Guadamuz Centeno, Coordinadora Judicial 2, del Juzgado Especializado de Cobros de Puntarenas, en nota de 4 de febrero de 2019, a la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que realice el estudio respectivo e informe a este Consejo lo pertinente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXIII
Documento N° 4285-17 / 1620-19

[bookmark: _Toc480875486] En sesión Nº 40-17 celebrada el 27 de abril del 2017, artículo LXIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“La máster María Elena Gómez Cortés, Coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, en oficio Nº 22-CVI-2017 del 7 de abril de 2017, realizó la siguiente gestión:

“La Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, en sesión N°1-2017 celebrada el 6 de febrero del presente año, punto 4), conoció el siguiente asunto: 

“La Licda. Shirley González Quirós, integrante de la Comisión y Jueza Coordinadora del Juzgado de Violencia Doméstica de Alajuela, remite correo electrónico de 10 de enero de 2017, que dice: 

“Nuevamente yo quiero insistir que si es factible poder tener el apoyo de la comisión para que se nos dé una solución por parte de Presidencia para los imprevistos en cierre colectivo y disponibilidad en horas no hábiles.  

En las directrices de disponibilidad se hace referencia que en caso de que exista un imprevisto con el juez o la jueza disponible, el juez o la jueza coordinador-a debe establecer quien asume la coordinación y en caso de negativa de la persona a la que encomiende se comunique al Consejo Superior.  

Lo indicado en dicha directriz no contempla que la obligación de disponibilidad es solo para el período que se comunica, de manera que usualmente los jueces y juezas en los demás restantes apagan celular no responden llamadas o simplemente disponen de su tiempo para salir fuera incluso del área metropolitana.   Aunque como coordinadores-as no tenemos un régimen distinto, por responsabilidad personal, se procura atender los números conocidos por disponibilidad para solucionar cualquier percance, teniendo distintos escenarios a saber:

1.- No se localiza ninguno-a de los jueces nombrados en el despacho.

2.- No se cuenta con un número de teléfono de presidencia que permita resolver el asunto

3.- No existe autorización expresa para poder designar jueces suplentes incluso fuera de la lista de elegibles. 

A raíz de ello, quienes terminamos asumiendo la disponibilidad somos los jueces coordinadores-as, sin importar que se venga terminando el período que nos corresponde, lo que evidentemente resulta injusto e inhumano.  

Conversando con otros jueces de violencia doméstica que tienen las mismas circunstancias, solicitamos proponer que se contemple esos imprevistos y se nos autorice poder nombrar incluso fuera de la lista de suplentes, incluso por la imposibilidad de obtener usuarios, de explicar sistema y que se conozca el funcionamiento del despacho, se permita nombrar a abogados u abogadas que laboren como asistentes judiciales o bien jueces que ya conozcan el despacho y que sea factible localizar o bien que se facilite un número de alguna persona de presidencia a la que se pueda acudir en horas no hábiles para que designen la persona suplente.  

Para muestra de los inconvenientes que genera la ausencia de personal que resuelva esta situación este cierre colectivo conozco de dos imprevistos, uno en Poás de Alajuela que el juez nombrado renunció y dejó el despacho sin profesional y en Alajuela la jueza Isabel Ortiz fue incapacitada y se requería alguien que continuara el turno y la disponibilidad yo había asumido la semana anterior completa y cuando me localizaron estaba en Cóbano, incluso escuché los mensajes tarde pues no tenía el teléfono a mano.  En ese caso tuvieron que recurrir a Ana María y a la licenciada Damaris, por sentido común pero no porque exista un documento que así lo establezca.  

Creo que todas las personas tenemos derecho de gozar con tranquilidad nuestros días de descanso y nuestras vacaciones, aparte de que no existe previsto pago por estar 24/7 días de disponibilidad, el que se tenga que coordinar sin contar con el aval de presidencia y tener la preocupación si se toma una decisión se cuente o no con la autorización de presidencia es un tema de mucho estrés.  Por lo que las propuestas dadas al menos nos generan la tranquilidad que la decisión tomada no traerá consecuencias nefastas para las personas coordinadoras.  

Sobre el particular, el Lic. Robert Camacho Villalobos, manifiesta en correo electrónico de 17 de enero del presente año, que en San Rafael de Heredia sucedió lo mismo.  El Juez al que le correspondía la disponibilidad se incapacitó y lo que hicieron es que la Coordinadora llamó a una Jueza Suplente quien asumió el despacho y el día de disponibilidad.  ¿Eso está autorizado expresamente? no, ¿está prohibido? Tampoco, le parece que por ahí podría ser la solución. Habría que solicitar criterio a doña Damaris Vargas. 

	SE ACUERDA: 1) Tomar nota.  2)  Hacer de conocimiento del Consejo Superior la consulta planteada por la Licda. Shirley González Quirós, Jueza Coordinadora del Juzgado de Violencia Doméstica de Alajuela.”

-0-

	Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por la máster María Elena Gómez Cortés, Coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para que se refiera a la situación planteada e informe a este Consejo la solución oportuna.
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	La Secretaría General de la Corte mediante oficio N° 413-19 de 16 de enero de 2019, reiteró al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional sobre los informes o criterios técnicos solicitados, que según los registros existentes en esa Secretaría General que están pendientes.
	La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 51-CACMFJ-JEF-2018 de 6 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:
“En atención al Oficio N° 413-19, en que solicita respuesta al oficio presentado por la máster María Elena Gómez Cortés, coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, sobre la atención de casos en período de disponibilidad y turno extraordinario, procedo en lo conducente a rendir criterio.

El Consejo Superior, en sesión N° 101-18, celebrada el 20 de noviembre del 2018, artículo LXX, aprobó el oficio N° 1344-PLA-2018 del 2 de noviembre de 2018, relacionado con los roles de la disponibilidad para el ámbito jurisdiccional de las materias Penal, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Contencioso Administrativo a nivel nacional.

El informe de la Dirección de Planificación promueve una distribución equitativa, debiendo los despachos establecer los cronogramas y roles de atención según el personal juzgador con el que cuenta, a través de una coordinación a lo interno del despacho.

El objetivo del informe busca actualizar los roles de disponibilidad existentes para el ámbito jurisdiccional de las materias Penal, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Contencioso Administrativo a nivel nacional considerando las Reformas al Código Laboral y la entrada en vigencia del Código Procesal Civil. 

Es importante mencionar, que en este documento se incluyen las modificaciones recientes efectuadas a los distintos roles de disponibilidad en las diferentes zonas del país en el ámbito jurisdiccional.

En lo que se refiere a la consulta en concreto, existen 2 circunstancias diferentes en el caso de la disponibilidad:

1.- Despachos judiciales que atienden disponibilidad en horario no hábil

Debe tomarse en consideración que los roles a nivel institucional están definidos por la Dirección de Planificación; en ese sentido, cada despacho coordina y establece los roles para la atención, donde en el caso de eventualidades, las necesidades deberán ser suplidas por el personal del mismo despacho, siendo competencia de la persona juzgadora coordinadora la manera en que se suplirá el requerimiento en ausencia de quien debe asumir el rol. Esto para despachos con más de un juez o jueza. 

Lo anterior, guarda relación con la consulta específica del licenciado Robert Camacho Villalobos, sobre sustituciones cuando surgen incapacidades de la persona juzgadora que asume la disponibilidad, la institución cuenta con una serie de directrices al respecto entre las que podemos señalar: 

Plan de vacaciones 2018- 2019 aprobado por el Consejo Superior en la sesión N°106-18 celebrada el 6 de diciembre del 2018 artículo XXXIII.
Procedimiento de llamamiento de los jueces suplentes de las listas con las que cuentan los despachos en los casos que así corresponda.
Ley de Carrera Judicial.

Se exceptúa de lo anterior los casos de juzgados unipersonales, donde debe seguirse el procedimiento de consulta establecida en la Ley de Carrera Judicial y que en ausencia de suplentes corresponde a este Centro realizar la designación.

En el caso de Juzgados Unipersonales indica el informe aprobado por el Consejo Superior, 

“la disponibilidad se realiza mediante rol entre el Juzgado de la localidad y el despacho especializado o mixto más cercano.

Sin embargo; cuando el despacho unipersonal cuente con apoyo de otro juez o jueza por un período mayor a un mes, deberán ajustarse el rol de disponibilidad entre las juezas o jueces del juzgado por el periodo que cuenten con el apoyo de recurso humano adicional. Una vez que finalice ese apoyo, el rol de disponibilidad se atenderá de manera regular, entre el despacho Unipersonal y el Juzgado colaborador señalado en este informe.”

En este supuesto para sustituir al juez unipersonal ante una eventualidad, el Centro le corresponde la designación de un oferente por lista de elegibilidad, con la limitación que la consulta se atiende en horario hábil.

2.- Despachos judiciales de turno extraordinario

En caso de las personas juzgadoras que laboran en Juzgados de Turno Extraordinario, al presentarse una eventualidad como una incapacidad, debe cumplirse con lo establecido por la Ley de Carrera Judicial para el llamamiento de la lista de suplentes del despacho.


Esta oficina, en busca de una solución a los temas expuestos por la Comisión hace las siguientes propuestas de mejora.

1.	Los despachos que atienen turno extraordinario habiendo agotado la consulta de suplentes ante una eventualidad que presente el juzgado.  Deberá en primer orden  buscar la colaboración de algún compañero del rol,  en caso de no poder realizar la consulta por tratarse de horario inhábil, y por el tipo de turno que trata, sobre todo por la imposibilidad que existe de realizar consultas a los oferentes y que se desplacen a altas horas de la noche, se habilite para que el turno sea asumido por continuidad por la persona juzgadora que venía laborando, con la posibilidad de que sea reconocido ese tiempo como horas extra.

2.	Que el informe de estructura que tiene pendiente la Dirección de Planificación analice y valore la posibilidad de autorizar al personal de este Centro a cubrir la disponibilidad en horas no hábiles para realizar sustituciones en los despachos unipersonales en caso de incapacidades y licencias, entre otras eventualidades, que puedan considerarse de extrema urgencia. 

Para la atención oportuna de esta disponibilidad es indispensable contar con: 

Un teléfono celular institucional donde el despacho pueda comunicar las necesidades de sustitución.

Permisos y accesos remotos a la Red Institucional o Red Virtual Privada de Trabajo (VPN por sus siglas en ingles Virtual Private Network), que es un acceso controlado a la red institucional.

Autorizar el pago del componente de disponibilidad sobre el salario para las personas que atenderían las consultas.

d)	Contar con la autorización para el cobro de las horas extra.”
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Se acordó:  1.) Tener por rendido el informe N° 51-CACMFJ-JEF-2018 de 6 de febrero de 2019, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 2.) Acoger parcialmente las recomendaciones indicadas en el citado informe, en consecuencia, únicamente se aprueba la siguiente: Los despachos que atienen turno extraordinario, habiendo agotado la consulta de suplentes ante una eventualidad que presente el juzgado.  Deberá en primer orden  buscar la colaboración de algún compañero del rol,  en caso de no poder realizar la consulta por tratarse de horario inhábil, y por el tipo de turno que trata, sobre todo por la imposibilidad que existe de realizar consultas a los oferentes y que se desplacen a altas horas de la noche, se habilite para que el turno sea asumido por continuidad por la persona juzgadora que venía laborando, con la posibilidad de que sea reconocido ese tiempo como horas extra. 3.) Informarle a la licenciada Chacón Cubillo que este Consejo Superior no aprueba la propuesta para autorizar al personal de ese Centro a cubrir la disponibilidad en horas no hábiles para realizar sustituciones en los despachos unipersonales en caso de incapacidades y licencias, entre otras eventualidades, lo anterior por el costo presupuestario que implicaría su respectiva implementación y en este momento la institución tiene los recursos limitados. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la máster María Elena Gómez Cortés, Coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. 
[bookmark: _Toc1049172]ARTÍCULO LXXIV
Documento N° 1346-19 / 1461-19 / 1629-19 / 1672-19 / 1830-19 / 1906-19

	La servidora Jennifer Mora Corrales, a la sazón, Técnica Judicial de la Fiscalía General de la República, en nota de 4 de febrero de 20198, remitió lo siguiente:
“Tengo el honor de dirigirme a Ustedes, con la finalidad de exponer mi situación laboral en la me he visto afectada por una abrupta interrupción de nombramiento por una supuesta falsa interpretación de comunicación entre la señora Emilia Navas Aparicio, actual jerarca de la Fiscalía General, Laura Monge Cantero, actual Fiscala Adjunta de la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales y David Brown Sharpe, jefe de la Unidad Administrativa del Ministerio Público de Costa Rica. 
Mi situación es la siguiente: 
Mi nombre es Jenniffer de los Ángeles Mora Corrales, cédula de identidad 1-1580-0266, me he desempañado en nombramientos discontinuos (vacaciones, incapacidades, permisos sin goce de salario) en el Ministerio Público desde al año 2014 hasta el año 2019 en diversos puestos. 
A partir del día 15 de marzo del año 2017 mediante el oficio 99-UAMP-2017, obtuve la oportunidad de iniciar un nombramiento como técnica judicial en la plaza número 101053 por motivo de ascensos discontinuos de la propietaria Laura Mora Solís hasta el día 21 de diciembre de 2018. 
A partir del día 07 de enero al 24 de enero de 2019 mediante el oficio número 337-UAMP-2018, asumí por motivo de vacaciones el nombramiento de técnica judicial en la plaza número 101035, plaza en lugar de la señora Fabiola Jiménez Flores.    
Para el día 25 de enero de 2019 mediante el oficio número 337-UAMP-2018, asumí por motivo de permiso sin goce de salario el nombramiento de técnica judicial en la plaza número 101035, plaza en lugar de la señora Fabiola Jiménez Flores.    
Para el día 28 de enero de 2019 al 01 de febrero de 2019 mediante el oficio número mediante el oficio número 337-UAMP-2018, asumí por motivo de permiso sin goce de salario el nombramiento de técnica judicial en la plaza número 101035, plaza en lugar de la señora Fabiola Jiménez Flores.    
Ahora bien, ante la Unidad Administrativa del Ministerio Público mediante el oficio número 001-UAMP-2019 se me realizó el nombramiento a mí persona como técnica judicial en la plaza número 101035 en calidad de vacante a partir del día 04 de febrero al 28 de febrero de 2019 con su prórroga mediante el oficio número 323-UAMP-2019 del día 01 de marzo al 31 de julio de 2019. 
El motivo que originó que la Unidad Administrativa del Ministerio Público realizara mi nombramiento en calidad de vacante a partir del 04 de febrero de 2019, fue en razón de la comunicación mediante correo electrónico del día 19 de diciembre de 2018 que realizó la señora Yudyk Salazar Rojas, secretaria de la Fiscalía General bajo las instrucciones de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General del Ministerio Público que cita: 
“Indica Doña Emilia que a partir de febrero Fabiola va a sustituir a Rocío Calvo cuando ella se encuentre de Fiscal y Jennifer queda en la plaza que deja Fabiola en la OATRI”.
Tal comunicación fue en respuesta de la solicitud que planteó la señora Laura Monge Cantero, Fiscala Adjunta de la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales mediante su cuenta oficial de correo electrónico el día miércoles 19 de diciembre de 2018 a la cuenta oficial “Secretaria – Fiscalía General”: 
“Aquí sigo molestándote para preguntarte si ya tenemos definido en qué plazas van a quedar nombradas Fabiola Jiménez y Jennifer Mora y a partir de cuándo”.
La señora Monge Cantero realizó tal consulta en razón que estaba en búsqueda de una plaza para la señora Fabiola Jiménez Flores y una ubicación fija a mi persona en la oficina, esto en razón que la señora Fabiola Jiménez Flores contrajo matrimonio con su sobrino (sobrino de Laura Monge Cantero) llamado Heinz Karl Stecher Monge, cedula 1-1417-0631 el día 15 de diciembre de 2018. 
Para el día 01 de febrero de 2019, la señora María Natalia Villalta Hidalgo, fiscala coordinadora de la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales, bajo instrucciones de la señora Laura Monge Cantero, fiscala adjunta de la misma oficina, remitió la siguiente consulta mediante correo electrónico a la cuenta oficial “Secretaria – Fiscalía General”:
“Estimada Isabel: 
Un gusto saludarla. Siguiendo instrucciones de la licenciada Monge Cantero, quería confirmar como van a quedar nombradas Fabiola Jiménez y Jennifer Mora.
Como Fabiola regresa a trabajar el lunes 04 de febrero y habían indicado que el quedaba en la plaza de Rocío Calvo cuando ella se encuentre de Fiscal y Jennifer queda en la plaza que deja Fabiola en la OATRI, queríamos confirmar si lo anterior se mantiene o no ya que debemos de realizar las gestiones respectivas ante la Unidad Administrativa del Ministerio Público”. 
Ante la consulta planteada el día 01 de febrero de 2019, la señora Isabel Rojas Quirós, secretaria de la señora Emilia Navas Aparicio, jerarca del Ministerio Público, citó mediante correo electrónico de la cuenta oficial “Secretaria – Fiscalía General”:
“Buenos días licenciada
Me permito saludarla e informarle que el día de ayer nos informaron que no se le prorrogó el nombramiento a Rocío Calvo, por lo que hoy regresó a su plaza. Debe coordinarse con la Unidad Administrativa para buscar donde ubicar a Fabiola a partir del día lunes, recomienda Doña Emilia que Doña Laura hable con otras Adjuntas o Adjuntos para buscar posibilidades de sustitución.
Gracias,”
En razón de lo anterior, la señora Laura Monge Cantero tomó las siguientes decisiones el día 01 de febrero de 2019: 
Le manifestó a la compañera Raquel Sandoval Martínez quien se encontraba en sustitución de la señora Laura Mora Solís en la plaza 101053, que no iba a realizarse la prórroga de su nombramiento, indicando que su último día laboral era el día 01 de febrero de 2019. 
Me informó que por una mala interpretación de la Unidad Administrativa del Ministerio Público y por el cambio repentino de reglas de la Fiscalía General, mi persona Jennifer Mora Corrales, no podría asumir la plaza vacante 101035 y que, en cambio de ello, me nombraría en la plaza 101053 del día 04 al 15 de febrero de 2019. 
Ante la decisión anterior (número 2), yo le expuse verbalmente a la señora Monge Cantero que, en mi sistema de Gestión, salía registrado y aprobado mi nombre en la plaza número 101035 en calidad de vacante y además de ello, le comuniqué que en la Unidad Administrativa me confirmó mediante llamada telefónica (la administradora llamada Gaudy) que yo era la persona registrada en la plaza vacante por la instrucción girada por la señora Emilia Navas Aparicio mediante correo electrónico del día 19 de diciembre de 2018 que realizó la señora Yudyk Salazar Rojas, secretaria de la Fiscalía General, por lo que la señora Monge Cantero me indicó que:
“Usted jamás puede estar en esa vacante, Dios guarde, se imagina, sería el colmo que esto lo hagan, Fabiola se quedaría sin trabajo jamás, me parece tan extraño que esto haya pasado, y que curiosamente usted hoy quisiera revisar su nombramiento en el sistema”.
 La señora Laura Monge Cantero ante mi comunicación expuesta en el número 3 (anterior), remitió mediante su correo electrónico el día 01 de febrero de 2019 a la cuenta oficial de la Unidad Administrativa del Ministerio Público lo siguiente: 
“Estimado don David
Me permito informarle que, a partir del lunes 04 de febrero de 2019, la técnica judicial Fabiola Jiménez Flores regresa a laborar en el puesto número 101035 y según instrucciones de doña Emilia, he procedido a realizar contacto con varios funcionarios para hacer la permuta de la plaza de Fabiola, de manera que, el lunes a primera hora le estaremos informando los resultados de mis gestiones para mandarle el dato concreto de los detalles de la permuta que se hará. 
Dada esta situación, la técnica judicial Jennifer Mora Corrales quien culmina su nombramiento el próximo domingo 03 de febrero de 2019, en sustitución de Fabiola Jiménez Flores quien se encontraba gozando de su licenciada de matrimonio, vacaciones y permiso sin goce de salario hasta el día domingo 03 de febrero 2019, por lo que solicito se nombre a Jennifer Mora Corrales a partir del lunes 04 de febrero en sustitución de Laura Mora Solís (puesto número 101053), por un plazo del 04 al 15 de febrero de 2019
El lunes a primera hora, remitiremos la boleta respectiva
Atentamente”
PETICIÓN 
1.- Citado la situación anterior, solicito con el debido respeto, que los honorables miembros del Consejo Superior, valoren objetivamente cada correo electrónico palabra por palabra y que se me coloque en la plaza número 101035 que se me fue prometida desde el día 14 de diciembre de 2018 por parte de la señora Laura Monge Cantero ante la totalidad de los miembros de la oficina (quienes me felicitaron por la plaza vacante) y asimismo aceptada por la Fiscalía General de la República de Costa Rica. 
2.- Que por favor realicen las gestiones pertinentes para que se me incorpore al puesto número 101035 de forma inmediata y no se acepte la permuta que está solicitando la señora Laura Monge Cantero, esto siempre y cuando que Ustedes como Consejo Superior, confirmen que realmente me pertenezca. 
3.- Que, por favor, soliciten a la señora Emilia Navas Aparicio y al encargado de la Unidad Administrativa del Ministerio Publico que  en caso que sí me pertenezca la plaza 101035, me remitan a otra oficina o fiscalía en la cual no esté bajo la jefatura de Laura Monge Cantero, esto en razón que temo por mi trabajo y mi salud ya que se ha querido dejar ver que su familiar no tendría un puesto al parecer por mi culpa, y además, temo sufrir acoso laboral y psicológico. 
Además, con el debido respeto, quiero informar que en cuanto a mis funciones ante la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales han sido excelentes, no he tenido problemas personales ni labores con ninguno de los miembros de la oficina, siempre he cumplido con las funciones encomendadas, siempre he mantenido una actitud positiva ante el trabajo e incluso he salido a deshoras de la noche por cumplir con las funciones enmendadas por recarga de trabajo por haber compañeras nuevas, nunca he tenido una llamada de atención por algún miembro de la oficina, otros despachos judiciales ni mucho menos de usuarios. 
No quiero ser una persona con tono subjetivista, pero señores miembros del honorable Consejo Superior, ustedes también son personas servidoras de la justicia que conocen que en el lugar que se imparte justicia muchas veces se cometen injusticias que no se reclaman por miedo a personas con poder, por lo que hoy decido tomar de mi valentía para presentar esta petición. 
Nota: 
Mi persona ha sido una persona que he tramitado en diversas fiscalías, por lo que, aseguro que puedo tramitar en cualquier Fiscalía, entre ellas, conozco tramitar en materia de delitos sexuales, narcotráfico, materia penal internacional y materias diversas de índole penal, y mi servicio siempre ha sido con amor, excelencia, vocación, y de ello, pueden dar fe, mis informes de labores que realice en cada fiscalía e incluso en la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales cada vez que terminaba mis nombramientos, así como quienes fueron mis jefes inmediatos.
 Ruego que la señora Fiscala General tome conciencia de mi situación, así como Ustedes, quienes son personas justas y conocedoras de personas como yo, personas que luchamos, que tenemos nuestro trabajo a punto de esfuerzo, trabajo honesto, transparente y con la fe de obtener un puesto que brinde estabilidad laboral para cumplir con una gran parte de nuestra vida, que es el ámbito de la vida que genera una remuneración honesta para subsistir. 
Por último, me pongo a su disposición para contestar cualquier duda, consulta, aclaración, solicitud, informes mensuales, y así también, coloco a disposición de Ustedes, mi vida personal, laboral, universitaria, y cualquier ámbito de mi vida que necesiten para resolver la presente petición. 
Notificaciones:
(…)”
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Asimismo, la servidora Mora Corrales, adjuntó dos fotografías del sistema de la PIN 2.0, donde se demuestra que en el sistema de nombramientos se realizó la variación el día domingo 03 de febrero de 2019, es decir, que la variación realizada fue un día no hábil antes del inicio de su nombramiento en plaza vacante.



En relación con lo anterior, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 1284-19 de 5 de febrero de 2019, solicitó informe a la Fiscalía General de la República, sobre lo expuesto por la servidora Mora Corrales.
A esos efectos, mediante oficio N° FGR-0058-2019 de 11 de febrero de 2019, la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, remitió el siguiente informe:
“La Fiscalía General de la República, recibió el día 05 de febrero del dos mil diecinueve, oficio N° 1284-19 mediante el cual el Consejo Superior del Poder Judicial, solicita se rinda informe sobre los extremos del correo electrónico remitido por la servidora judicial Jenniffer Mora Corrales, Técnica Judicial del Ministerio Público, en cuanto al cese de su nombramiento en la plaza 101035, destacada en la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales -en adelante OATRI-

En respuesta a lo expuesto, se informa que la Técnica Judicial Jenniffer Mora Corrales se desempeñó de manera interina en el puesto 101053, cuya titular es la Licda. Laura Mora Solís, posteriormente, se le nombró de manera interina a partir del 07 de enero hasta el 01 de febrero de 2019 en el puesto 101035, lo anterior, debido al disfrute de vacaciones y permisos sin goce de Fabiola Jiménez Flores quien se venía desempeñando de manera interina en la plaza 101035.

 Posteriormente, en vista que la Licda. Rocío Calvo venía realizando un ascenso como Fiscal Auxiliar, y que en caso de que se prorrogara su nombramiento como Fiscal Auxiliar se podría generar una cadena de nombramientos donde la Técnica Judicial Fabiola Jiménez Flores una vez que regresara del periodo de vacaciones y permiso sin goce de salario pasaría a la plaza de Rocío Calvo y en el puesto que dejaba Jiménez Flores se nombraría a la señora Jenniffer Mora Corrales, se dispuso que la señora Jennifer Mora Corrales ocuparía el puesto 101035, no obstante, como lo anterior no ocurrió en tanto la Licda. Roció Calvo no se le prorrogó su nombramiento como Fiscal Auxiliar, no se materializó la cadena de nombramientos citada, lo cual obligó que la señora Fabiola Jiménez Flores regresara a su plaza 101035.  En virtud de lo anterior, es importante indicar que la Sala Constitucional en reiteradas ocasiones ha determinado que un servidor interino sólo puede ser sustituido por otro servidor nombrado en propiedad, pero no por otro interino. Si bien el funcionario interino no goza de inamovilidad en el puesto, sí posee estabilidad, la cual puede hacer valer frente a cualquier otro funcionario que pretenda nombrarse en forma interina en el mismo puesto por ella ocupada. En ese sentido, tratándose de plazas vacantes, el servidor interino goza de una estabilidad relativa o impropia, en el sentido de que no puede ser cesado de su puesto a menos que se nombre en él a otro funcionario en propiedad, lo contrario constituye una violación al derecho al trabajo del servidor interino, establecido en el artículo 56 constitucional. En el caso concreto, tenemos que la Técnica Judicial Fabiola Jiménez Flores era la persona que se venía desempeñando de manera interina en la plaza 101035, sin embargo, al disfrutar de un periodo de vacaciones y permiso sin goce de salario, fue sustituida por Jenniffer Mora Corrales, lo cual no es óbice para que se le cesara del nombramiento a esta última, en tanto Jiménez Flores no pierde relación laboral con la plaza que venía ocupando. 

 Al respecto es necesario tener presente que al momento que la lesión a un derecho fundamental se canaliza a través de un cese de nombramiento, resulta necesario que se aporte un indicio razonable de que el acto administrativo derivado de una conducta ilegítima, lesiona derechos al administrado, el indicio no consiste en la mera alegación de la vulneración del derecho, sino que debe permitir deducir la posibilidad de que aquella conducta contraria a derecho produjo una lesión o bien alguna situación irregular. En el caso en concreto, queda más que claro que la condición laboral que ocupaba Jenniffer Mora Corrales, era de manera interina en el puesto 101035 y su nombramiento en dicha plaza llegaba era hasta el 01 de febrero de 2018, lo anterior, tomando en consideración que el regreso de vacaciones y permisos sin goce de salario de la servidora Fabiola Jiménez, conllevó al cese del nombramiento de Jenniffer Mora en la citada plaza. También, es importante indicar que en los casos en que el titular se ausenta de su plaza o renuncia a ella, no existe obligación por parte de la Administración, de volver a nombrar a la misma persona interina que sustituyó con anterioridad al titular, en ese mismo sentido, es importante traer a colación lo que ha dicho la Sala Segunda en relación a los servidores interinos, en el voto número 624-2009 de las 09:30 horas del día 10 de julio de 2009. “(…) El trabajador interino tiene conocimiento de que la estabilidad laboral que goza es momentánea (impropia), pues esta se reduce al período que cubra su nombramiento. De manera que -en sentido estricto- no existe afinidad jurídica conceptual entre el trabajador interino y el principio de estabilidad laboral, como se entiende para el caso de un funcionado público nombrado en propiedad. Este tipo de trabajador puede ser removido mediante un acto discrecional que no rebase los límites elementales de justicia, de lógica y de oportunidad implícitos en toda potestad administrativa cuya violación ocasionada la nulidad de le remoción y la reinstalación del servidor afectado (ibidem. página 123). La Sala Constitucional dispuso que en materia de interinidad los funcionarios gozan de estabilidad laboral impropia, que no es la misma que ostenta un trabajador en propiedad sobre el tema puede consultarse la resolución número 2379 de esta Sala, de las 09:57 horas del 25 de abril de 1997 (…)”

Así las cosas, se considera que el cese del nombramiento interino de Jennifer Mora Corrales en la plaza 101035, fue respetando los derechos laborales que le asisten, así como, los que también corresponden a quien se venía desempeñando en la plaza, aunado que la estabilidad impropia con la que cuenta la señora Mora Corrales lo es mientras se encuentre formalmente nombrada y no como ocurrió en la especie.  

Por último, es importante indicar que la señora Fabiola Jiménez Flores, Técnica Judicial de la OATRI, en el mes de diciembre de 2018 contrajo nupcias con Heinz Karl Stecher Monge, sobrino de la Fiscal Adjunta, Licda. Laura Monge Cantero, en virtud de ello y tomando en consideración el numeral 18 bis del Estatuto de Servicio Judicial, así como, la circular número 137-2015 del Consejo Superior en cuanto a familiares que laboran en una misma oficina, se dispuso permutar la plaza que ocupa actualmente la señora Jiménez Flores con una plaza de otra oficina, lo anterior, con el fin de no afectar el servicio público que presta la citada oficina y el Control Interno que debe prevalecer en la administración de justicia.”
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Aunado a lo anterior, la servidora Jennifer Mora Corrales, adjunta la siguiente copia de una nota remitida al licenciado David Brown Sharpe, Administrador del Ministerio Público, que literalmente dice:
“Tengo el agrado de saludarle y dirigirme a Usted, el motivo de mi nota es con la finalidad de realizar un resumen de la reunión sostenida el día de hoy 14 de febrero de 2019 ante su autoridad en la Unidad Administrativa del Ministerio Público de Costa Rica, la reunión mantenida fue en dos extremos: 
1.- Ante su consulta de: ¿Cuál era mi pretensión de una reunión con Doña Emilia, Fiscala General? Mi intención ante la reunión que solicité el 04 de febrero de 2019 y no fue atendida hasta el día de hoy 14 de febrero de 2019, por su persona, era la pretensión que expliqué en el correo electrónico a la señora Emilia Navas Aparicio en correo electrónico del 04 de febrero de 2019, ni más ni menos que conocer la verdad real de la situación en la que me vi afectada por los movimientos realizados en la plaza 101035.
2.- Ante su consulta de: ¿Por qué teme por su vida? Me permito informar por escrito nuevamente como se lo expuse verbalmente que no he recibido amenazas, tal y como se lo indiqué por correo electrónico a la Fiscalía General, únicamente es un temor por cuestión de personas con poder de por medio. 
3.- Ante su respuesta de si el movimiento de la plaza 101035 fue error o no, me permito dejar constancia que su persona me confirmó el día de hoy verbalmente que siempre fue un error de nombramientos, que no tenía derecho sobre la plaza 101035.
4.- Dejo constar que verbalmente usted señor Brown, me confirmó que no conocía referente a la referencia 1346-19 que he presentado ante el Consejo Superior y que además me confirmó que desconocía si hubo un movimiento en el sistema de la PIN 2.0 el día domingo 03 de febrero de 2019, por su subordinado Mauricio Solano Castro, funcionario de la Unidad Administrativa. 
5.- Dejo constar que su persona me confirmó verbalmente que entiende mi situación, entiende que ha pasado pero que me confirma que no está en su poder ni en sus funciones ayudarme en una oportunidad laboral. 
6.- Dejo constar que su persona me confirmó verbalmente que se encargaría de comunicar esta situación a doña Emilia (misma que ya es conocida porque yo misma se la hice de conocimiento mediante correo electrónico de fecha 04 de febrero de 2019). 
7.- Dejo constar que su persona me confirmó que averiguaría que habría pasado con la plaza 101035 y me informaría a mi correo electrónico, pero le solicito tal y como se lo expuse verbalmente, por favor esa información o respuesta la realice ante el Consejo Superior y no directamente a mi persona. 
8- Dejo constar que su persona me indicó que yo podría ir a todas las vías legales que correspondan pero que no tendría mucho éxito por ser únicamente un error administrativo, error que se produjo porque pareció –según su indicación- que doña Emilia Navas Aparicio y la señora Laura Monge Cantero, no se asesoraron administrativamente. 
9.- Dejo constar que su persona me confirmó verbalmente que todo lo expuesto por mi dolor ante la situación, mi afectación emocional, es un tema subjetivo que eventualmente yo como abogada sabría que podría o no hacer. 
10.- Dejo constar que yo le indiqué verbalmente que me sentía mal de saber que el fin de la reunión a la que fui llamada, pareciera que era únicamente para decirme en mi cara que todo fue un error, error al parecer administrativo. 
11.- Dejo constar que puesto en su conocimiento lo sucedido en la plaza 101053 en el mes de enero de 2019, su persona me confirmó que, si era irregular lo sucedido, que no es algo que tenía que haber pasado. 
Ante lo anterior, me permito solicitarle que, por favor, de respuesta al Consejo Superior en los siguientes extremos: 
1.- ¿Cuál es su posición ante el movimiento realizado por el señor Mauricio Solano Castro en el sistema de la PIN 2.0? ¿Movimiento de la plaza 101035 el día domingo 03 de febrero de 2019, un día antes de yo iniciar como persona en plaza vacante del puesto 101035?
2.- ¿Por qué me ha citado a su oficina para indicarme que no conocía las razones por las que solicité reunión, si usted mismo me confirmó que leyó el correo electrónico que le envié a doña Emilia Navas Aparicio?
3.- ¿Por qué me solicitó un correo nuevamente explicando la misma situación con destinatario a la señora Emilia Navas Aparicio?
4.- ¿Cuál es su posición en que la plaza numero 101035 volviera a ser de Fabiola Jiménez Flores (“por el supuesto error”)? ¿Y no solo su posición ante ello, sino también ¿Cuál es su posición en que volviera con su tía por afinidad como jefatura inmediata?  
Ante la consulta número uno, me permito informarle que la prueba que corresponde a una fotografía del cambio de la PIN 2.0 el día domingo 03 de febrero de 2019, se encuentra adjunta en la referencia 1346-19 del Consejo Superior.”
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Asimismo, la servidora Mora Corrales, en correo electrónico de 15 de febrero de 2019, adjuntó respuesta realizada por el licenciado David Brown Sharpe, Jefe de la Unidad Administrativa ante la nota trascrita anteriormente, que indica lo siguiente:
“Acuso recibo de la carta con fecha 14 de febrero de 2019 dirigida a mi persona, y referida a un resumen de la reunión sostenida en la misma fecha.
 
Me permito aclarar que no comparto su percepción de lo expuesto en el punto 3 del documento, ya que le informé que investigaría el tema del movimiento de la plaza 101035, pero en ningún momento le “confirmé” que fuera un error puesto que sin averiguar a fondo sobre el tema es una respuesta que no puedo dar.
 
En cuanto al punto 7, le indiqué que realizaría las gestiones ante la Fiscalía General para dar respuesta al Consejo Superior, por tanto es esa instancia la que realizará el trámite, no la UAMP. Mi respuesta en caso de ser necesaria es dirigida a su persona.
 
En el apartado 8, el tema de asesoría administrativa o error administrativo es una apreciación de su persona la cual no puedo compartir sin la evidencia respectiva y documentada. El asunto de recurrir a las vías legales que usted guste, si fue mencionado, y se mantiene la apertura al tema. 
 
Totalmente en desacuerdo con el punto 10, ya que se le brindó cita debido a la solicitud que su persona dirigió a la Fiscalía General de audiencia para escuchar sus observaciones.
 
Por último, en cuanto a la solicitud de respuesta al Consejo Superior, le reitero lo dicho en la reunión en el sentido de que la Fiscalía General remitirá respuesta, de conformidad con lo solicitado ante esa instancia en su momento, siendo que no me corresponde contestar ante esa autoridad los nuevos cuestionamientos que usted presenta el 14 de febrero. 
 
Oportunamente, se informará a la señora Fiscala General los resultados de la reunión según la perspectiva de mi persona en calidad de jefe de la UAMP, ya que en el documento recibido quedaron claras sus observaciones. 
 
Cabe destacar, que llama la atención de este servidor la forma prepotente y de mala educación en la que se retiró de la reunión, y me permito reiterarle que estamos para servirle y que somos parte de la solución y no del problema, por tanto le brindo las disculpas del caso si considera que en algún momento se mencionó algún tema que pudiera provocar en su persona un comportamiento como el expuesto al retirarse.” 
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	Destacado lo anterior, la servidora Mora Corrales, en correo electrónico de 15 de febrero de 2019 y dirigido al licenciado David Brown Sharpe, Administrador del Ministerio Público, manifestó:
“Me permito contestar a su correo electrónico en un único sentido, puesto que los demás puntos serán conocidos en las instancias correspondientes de ser necesario. 

Mi aclaración es únicamente en su subjetividad y mentira en indicar que me fui de forma prepotente y de la mala educación, esto en razón que Usted perfectamente conoce que le consulté "me puedo retirar" y usted me contestó que "sí", por lo que, en ningún momento me retiré como falsamente usted lo quiere hacer constar. 

Incluso, ustedes como Unidad Administrativa cuenta con cámaras de vigilancia en los que puede hacer constar que me fui afectada emocionalmente de la reunión y no de las formas que usted quiere afirmar.”
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Finalmente, en escrito anónimo recibido en la Secretaría General de la Corte, se presentó denuncia por corrupción en contra de la licenciada Laura Monge, Fiscal Adjunta de la OATRI por tráfico de influencias, en la que se indica:
1.- Tenía nombrada desde hace varios años en una plaza vacante de técnica judicial a la novia de su sobrino (se ignora el nombre) actualmente la esposa, la señora Fabiola Jiménez Flores.

2.- Al casarse la joven Fabiola con el sobrino es trasladada a la Fiscalía General y cambiada de plaza por el parentesco con la fiscal adjunta, se cambia el número de plaza y en la vacante se nombra hasta el mes de julio de 2019 a Jennifer Mora Corrales.

3.- En fecha 01 de febrero de 2019 se le comunica a Jennifer Mora que ya no seguirá nombrada en esa plaza porque al quedarse sin nombramiento Fabiola en la Fiscalía General había que colocarla en algún otro lugar para que estuviera nombrada el 04 de febrero de 2019 que regresaba de una licencia y permiso sin goce por su matrimonio.

4.- El mismo viernes 01 de febrero de 2019 se rumoraba en los pasillos que la OATRI requería hacer una permuta de manera urgente, al preguntar en cual plaza indican que es la de Jennifer que asumirá Fabiola el lunes 4 de febrero de 2019. Conociendo todos lo difícil que es el trámite de la permuta.

A la fecha la compañera Jennifer no tiene nombramiento porque al quitarla de la plaza vacante donde se encontraba fue evidente su molestia y no aceptó más en ese despacho.

Por todo lo anterior se solicita investigar de manera urgente lo sucedido.
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Previamente a resolver lo que corresponda en cuanto a la gestión presentada por la servidora Jennifer Mora Corrales, se acordó: 1.) Solicitar a la Fiscalía General de la República que remita a este Consejo Superior lo siguiente: a.) Deberá remitir un informe de los nombramientos realizados a las servidoras Jennifer Mora Corrales y Fabiola Jiménez Flores, del mes de diciembre de 2018 y hasta febrero del presente año, indicando de forma detallada las plazas correspondientes en las que se encontraron nombradas, de que fecha a que fecha se realizaron los nombramiento e indicar cualquier movimiento efectuado en ese periodo de tiempo, es decir, fechas exactas en que la servidora Jiménez Flores disfrutó de vacaciones y estuvo con permiso sin goce de salario; informe que deberá ser presentado en el plazo de 3 días hábiles después de comunicado el presente acuerdo. b.) Aunado a lo anterior, deberá ampliar el informe en cuanto a la motivación del error material que justifica la variación en el sistema referente al nombramiento realizado a la servidora Jennifer Mora Corrales, además, indicar el motivo por el cual se efectuó la modificación el día domingo 03 de febrero de 2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora Jennifer Mora Corrales.
	La Fiscalía General de la República y la Unidad Administrativa del Ministerio Público, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc1049178]ARTÍCULO LXXV
Documento N° 1670-19

	Mediante aviso N° 10-18 de 14 de diciembre de 2018, la Secretaría General de la Corte, hizo del conocimiento de las instituciones, abogadas, abogados, servidoras, servidores judiciales y público en general, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 93-18, celebrada el 25 de octubre de 2018, artículo XXXIII, en relación al Plan de Vacaciones Colectivas del Poder Judicial 2018-2019.
	La máster Dayana Novoa Muñoz, Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, en oficio N° 32-ARICJA-2019 de 6 de febrero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Honorables miembros del Consejo Superior, reciban un cordial y atento saludo, por este medio hago de su conocimiento la situación expuesta por el Lic. Christian Brenes Carvajal, Coordinador de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, referente a los periodos de incapacidad del señor Oscar Herrera Castro Técnico en Comunicaciones Judiciales:

“La presente es para manifestar la siguiente situación, el año pasado y a principios del 2019, el compañero Oscar Herrera Castro, quien figura como Técnico de Comunicación en la Oficina de Comunicaciones, se ha estado incapacitando constantemente por diferentes situaciones. No cuestiono sus incapacidades, pero lo que me preocupa es con el trabajo asignado, ya que algunas veces por la cantidad de trabajo que tienen los otros compañero se hace difícil el poder salir con el escritorio del compañero Oscar. Lo que se procede es tratar de sacar las diligencias con carácter de urgencia para no causarle daño al usuario, quedando el resto del trabajo atrasado. Le agradecería que debido a esta situación y que además pienso que se puede ir agravando por la edad del señor Oscar Herrera, se solicite al Consejo Superior las sustitución por un día, a fin de no atrasar el trabajo y dar un mejor servicio a nuestros usuarios”

En virtud de lo expuesto, se solicita muy respetuosamente valorar la posibilidad de que se autorice a esta oficina para sustituir al señor Oscar Herrera Castro durante sus periodos de incapacidad, independientemente de la cantidad de días, dada la recurrencia de las mismas por periodos inferiores a siete días, lo que genera la imposibilidad para sustituir a este servidor y consecuentemente atrasos en la gestión de la oficina, asociada a ese escritorio.

Nótese en el siguiente cuadro el detalle de las incapacidades del año 2018 y enero de 2019 en el cual se tiene un promedio de 4 días de incapacidad al mes .

	Periodo
	Total de días

	2018
	

	Del 25-01-2018 al 26-01-2018
	2

	Del 20-02-2018 al 05-03-2018
	14

	Del 06-03-2018 al 21-03-2018
	16

	22-03-2018
	1

	Del 30-04-2018 al 01-05-2018
	2

	Del 16-05-2018 al 18-05-2018
	3

	Del 20-06-2018 al 22-06-2018
	3

	27-07-2018
	1

	Del 31-07-2018 al 03-07-2018
	4

	07-08-2018
	1

	20-08-2018
	1

	Del 17-09-2018 al 18-09-2018
	2

	Del 14-11-2018 al 16-11-2018
	3

	TOTAL
	53

	2019
	

	Del 21-01-2019 al 23-01-2019
	3

	Del 24-01-2019 al 25-01-2019
	2

	TOTAL
	5




No omito indicar que esta Oficina atiende 25 despachos adscritos al I Circuito de Alajuela lo que genera aproximadamente 8.000 notificaciones y citaciones al mes, asimismo se tramitan un total de 1.600 comisiones mensuales, y contamos únicamente con 8 plazas de Técnicos en Comunicaciones Judiciales para atender esa carga de trabajo, actualmente la oficina se encuentra totalmente al día, según se visualiza en los indicadores de gestión adjuntos.  Razón por la cual, se expone la presente petición, con la finalidad de mantener el trabajo de la forma acostumbrada en beneficio de las personas usuarias. ”
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Se acordó: 1.) Comunicar a la máster Dayana Novoa Muñoz, Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, que no es posible acceder a la gestión presentada mediante oficio N° 32-ARICJA-2019 de 6 de febrero de 2019, relativa a que se autorice la sustitución por períodos menores a 7 días, al señor Oscar Herrera Castro durante sus periodos de incapacidad, en razón de que lo solicitado iría en contra de las políticas vigentes definidas en el plan de vacaciones 2018-2019., Asimismo, este Consejo Superior está en la obligación de velar por el buen uso de los recursos públicos, según la normativa de Control Interno. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la máster Novoa Muñoz. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc1049180]ARTÍCULO LXXVI
Documento N° 14749-15. 
Informa la Secretaría General de la Corte que revisados los registros que para tal efecto se llevan en el citado despacho, a la fecha no se registra respuesta al informe solicitado a la Jueza Coordinadora del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste (Pavas), en sesión N° 02-2019, celebrada el 10 de enero del 2019, artículo XLIV, que literalmente dice:
“La máster Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante oficio N° 505-CACMFJ-JEF-2018 del 19 de diciembre de 2018 remitió el oficio N° 079-CACMFJ-ACM-2018, suscrito por la máster Lilliana Saborío Saborío, Jefa del Área de Coordinación y Mejoramiento, relacionado con el seguimiento al estudio de reestructuración del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste (Pavas), correspondiente a los meses de febrero, marzo y abril del año en curso, el cual literalmente dice:

“En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 109-17 celebrada el 05 de diciembre del 2017, artículo LXV, se presenta el informe de seguimiento al estudio de reestructuración del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste (Pavas), correspondiente a los meses de febrero, marzo y abril del año en curso, realizado por el licenciado Juan Carlos Leal Vega, Profesional 2 de esta Área. 

Con Oficio N°461-CACMFJ-JEF-2018 de fecha 21 de noviembre, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, este informe se hizo del conocimiento de la licenciada Cinthya Elena Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, quien no emitió criterio al respecto. 

Antecedentes  

Sesión del Consejo Superior N°9-17 celebrada el 7 de febrero del año 2017, artículo XXXVII, en la que se acordó tener por rendido el informe N° 139-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio de reestructuración del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José. 

Sesión del Consejo Superior N°49-18 celebrada el 31 de mayo del 2018, artículo XCIII,  donde se presentó el oficio Nº 182-CACMFJ-JEF-2018 de 15 de mayo de 2018 mediante el cual se  remitió el informe N°037-CACMFJ-ACM-2018 de esta Area, correspondiente al primer seguimiento del   plan de trabajo del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste (Pavas), de los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2017 y enero de 2018.  

Sesión del Consejo Superior Nº70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XXXIX; en la cual se tuvo por rendido y aprobado el oficio de la Dirección de Planificación N° 843-PLA-2018 del 24 de julio de 2018, mediante el cual se definieron las nuevas cuotas de producción de los tribunales de juicio que cuentan con planes de trabajo, para el caso del Tribunal de Pavas esta nueva plantilla empieza a regir a partir del mes de mayo.

Objetivo del Centro de Apoyo 

Brindar el respectivo seguimiento al plan de trabajo del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste (Pavas), con el fin de atender oportunamente situaciones que puedan incidir de manera negativa su cumplimiento y por consiguiente el impacto positivo que se requiere en la gestión del despacho.

 Plan de trabajo

La reestructuración aprobada por el Consejo Superior en sesión N°9-17 celebrada el 7 de febrero del año 2017, artículo XXXVII para el Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste (Pavas) establece:

“Cada Sección Colegiada deberá de fallar idealmente 15 sentencias de manera mensual y cuando sean menos de once deberá justificar ante la Coordinadora o Coordinador del Tribunal. Cada Jueza o Juez de Unipersonales también deberá fallar idealmente 15 sentencias mensuales y cuando produzca menos de once deberá justificar ante la Coordinadora o Coordinador del Tribunal. Cumpliendo los parámetros anteriores el Tribunal de Juicio idealmente podría producir 109 sentencias y si se producen menos de 81 sentencias debería existir una justificación según cada caso.  De esta forma el Tribunal se estaría reestructurando con su recurso humano actual para poder dar abasto a los 74 asuntos que ingresan de manera mensual (32 colegiados y 42 unipersonales).

Autorizar un plan de descongestionamiento del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, sede suroeste mediante dos Secciones Vespertinas, donde se establezca una cuota mínima de 15 sentencias mensuales para cada Sección. Las Secciones se encargarían de marzo a diciembre de 2017 de resolver como mínimo 285 sentencias (9,5 meses), esto serviría para absorber la entrada aproximada de cuatro meses de agenda y se podría señalar el 36% de lo que está pendiente de señalarse (285/801), por lo tanto el plazo de espera para un juicio colegiado podría disminuir de 2.9 años a 2.5 años.”

Como se indicó en los antecedentes, a partir del pasado mes de mayo este despacho cuenta con una nueva plantilla de indicadores, la cual será aplicada en el próximo seguimiento, por lo que este seguimiento se realizará con los indicadores aprobados en la sesión citada líneas atrás.

Resultados del seguimiento del plan de descongestionamiento.

Partiendo de las plantillas de indicadores que producto del modelo Penal en su oportunidad elaboró la Dirección de Planificación, se presenta el siguiente análisis.

4.1	Cantidad de sentencias proyectadas y cantidad de sentencias dictadas

Previo al análisis de la producción, es importante señalar que el plan de trabajo establece para la Sección Unipersonal D, una cuota de cinco sentencias por mes en razón que, debe atender juicios unipersonales de Puriscal y Pavas, así como apelaciones de esa misma zona, entre otras labores.  Por otra parte, tomando en cuenta el cierre colectivo del mes de marzo, la cuota para ese mes se ajustó a 11 sentencias para todas las Secciones, exceptuando para la Sección Unipersonal D ya que se ajustó a 4 sentencias. 

4.2	Sentencias colegiadas dictadas en febrero, marzo y abril 2018

Cuadro N°1
Tribunal de Juicio del III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste. Cantidad de sentencias colegiadas estimadas, ajustadas,  realizadas y porcentaje de efectividad. Febrero, marzo y abril 2018.

	Secciones/mes/ cuota
	Febrero 2018
	Marzo 2018
	Abril 2018

	
	Cuota mensual estimada
	Cuota realizada
	
%

	Cuota mensual ajustada
	Cuota realizada
	
%

	Cuota mensual estimada
	Cuota realizada
	
%


	Secc. Coleg. 1
	15
	1
	7%
	11
	13
	118%
	15
	9
	60%

	Secc. Coleg. 2
	15
	7
	47%
	11
	8
	73%
	15
	11
	73%

	Secc. Coleg. 3
	15
	5
	33%
	11
	11
	100%
	15
	19
	127%

	Secc. Coleg. 4
	15
	6
	40%
	11
	7
	64%
	15
	14
	93%

	Secc. Vesp. A
	15
	15
	100%
	11
	11
	100%
	15
	13
	87%

	Secc. Vesp. B
	15
	10
	67%
	11
	8
	73%
	15
	14
	93%

	Total
	90
	44
	49%
	66
	58
	88%
	90
	80
	89%


Fuente: Plantilla de indicadores implementada por la Dirección de Planificación. Incluye medidas alternas y conciliaciones.

En relación con los datos contenidos en el cuadro N°1, de manera conjunta las secciones colegiadas en el mes de febrero dictaron 44 sentencias de 90 proyectadas, para un rendimiento general de 49%.  Para el mes de marzo, la cifra se ajustó producto del cierre colectivo a 11 sentencias por Sección; en este período el rendimiento general fue muy superior al mes que antecedió, porque de 66 sentencias que debían dictar reportaron 58 sentencias, para una efectividad del 88%.  En abril se reportaron 80 sentencias de 90 posibles, el rendimiento general de estas Secciones fue de 89%. Como se denota, de febrero a abril los porcentajes de efectividad de las secciones colegiadas mejoraron considerablemente

De manera individual, los porcentajes de rendimiento de las secciones colegiadas y secciones vespertinas durante el trimestre analizado se presentan en el siguiente gráfico.

Gráfico N°1
Tribunal de Juicio del III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste. Porcentaje de efectividad de las Secciones Colegiadas en producción de sentencias. Febrero, marzo y abril 2018.

		
                        Fuente: informes de labores mensuales remitidos por el despacho.
	
Como se muestra en el anterior gráfico, durante el trimestre en seguimiento, las secciones colegiadas ordinarias y colegiadas vespertinas alcanzaron porcentajes de efectividad por debajo del 85%, con excepción de la sección vespertina A que alcanzó un 95% de efectividad.

4.3.	Sentencias unipersonales dictadas en febrero, marzo y abril 2018

Cuadro N° 2
Tribunal de Juicio del III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste. Cantidad de sentencias unipersonales estimadas, ajustadas, realizadas y porcentaje de efectividad durante los meses de febrero, marzo y abril 2018.

	Secciones/mes/cuota
	Febrero 2018
	Marzo 2018
	Abril 2018
	

	
	Cuota mensual proyectada
	Cuota realizada
	
%

	Cuota mensual ajustada
	Cuota realizada
	
%

	Cuota mensual proyectada
	Cuota realizada
	
%

	

	Secc. Unip. A
	15
	2
	13%
	11
	9
	82%
	15
	12
	80%
	

	Secc. Unip. B
	15
	5
	33%
	11
	11
	100%
	15
	18
	120%
	

	Secc. Unip. C
	15
	9
	60%
	11
	10
	91%
	15
	15
	100%
	

	Secc. Unip. D(a)
	5
	6
	120%
	4
	9
	225%
	5
	6
	120%
	

	Total
	50
	22
	40%
	37
	39
	105%
	50
	51
	102%
	


       Nota: (a) Cuenta con una cuota menor en razón que debe atender juicios unipersonales de Puriscal y Pavas.
Fuente: Plantilla de indicadores implementada por la Dirección de Planificación. 

De los datos anteriores se desprende que, de manera conjunta durante el mes de febrero este despacho dictó un total de 22 sentencias unipersonales, cantidad que se encuentra muy por debajo de la cifra de 50 sentencias proyectadas en el plan de trabajo, alcanzando con ello un rendimiento del 40%.  En marzo, las secciones unipersonales del Tribunal dictaron un total de 39 sentencias, suma que superó el total de 37 sentencias que de manera ajustada (por cierre colectivo de semana santa) se debían dictar en ese período, para un porcentaje de efectividad del 105%, lo que significó un repunte importante con respecto al mes anterior.  En abril, nuevamente este grupo de personas juzgadoras obtuvo un rendimiento general superior a la cifra proyectada, ya que de 50 sentencias proyectadas lograron dictar 51 sentencias, para un porcentaje de efectividad del 102%.

Con el fin de tener una visualización del rendimiento de cada sección de manera integral durante el trimestre en análisis, se presenta el siguiente gráfico.

Gráfico N° 2
Tribunal de Juicio del III Circuito Judicial de San José, sede Suroeste. Porcentaje de efectividad de sentencias dictadas por las Secciones Unipersonales. Febrero, marzo, abril 2018.
				
                                    Fuente: informe de indicadores de la Dirección de Planificación.

Como se nota, durante el trimestre en seguimiento a excepción de la sección unipersonal D, la cual alcanzó un 150% de porcentaje de efectividad, las restantes secciones unipersonales alcanzaron porcentajes iguales o menores al 83% 

4.4	Comportamiento del despacho en lo que ha porcentajes de efectividad se refiere desde que inició el plan de trabajo.

Con el fin de analizar el comportamiento que han presentado los porcentajes de efectividad en este despacho, producto del Modelo Penal, seguidamente se presentan los resultados del primer seguimiento de acuerdo con la información contenida en el informe N°037-CACMFJ-ACM-2018 y los datos del presente informe.

Cuadro N° 3
Tribunal Penal III Circuito Judicial de San José-Sede Suroeste.  Porcentaje de efectividad en la producción de sentencias, según seguimientos realizados. octubre 2017 a abril 2018
	Sección/
Seguimiento/Datos
	I Seguimiento
(octubre 2017 a enero 2018)
	II Seguimiento
(febrero a abril 2018)

	
	Proyección
	Cuota efectuada
	Porcentaje
efectividad
	Proyección
	Cuota efectuada
	Porcentaje
efectividad

	Colegiadas
	208
	144
	69%
	164
	111
	68%

	Vespertinas A y B 
	104
	84
	81%
	82
	71
	87%

	Unipersonales
	174
	168
	97%
	137
	112
	82%

	Total
	486
	396
	81%
	383
	294
	77%



Fuente: Informe 037-CACMFJ-ACM-2018 y plantilla de indicadores de febrero, marzo y abril.

Al efectuar un análisis comparativo entre los dos seguimientos realizados a este despacho, se tiene que, las secciones colegiadas y las secciones unipersonales experimentaron una baja en su rendimiento, situación que afectó de manera directa el porcentaje de efectividad total del despacho el cual bajó en un 4% en relación con el seguimiento anterior; no obstante, las Secciones Vespertinas aumentaron la producción, estas últimas son parte del grupo que está apoyando con personal bajo la modalidad de permisos con goce de salario la labor del Tribunal,.

 En virtud de los bajos porcentajes de efectividad presentados por este despacho, en correos electrónicos remitidos el pasado 24 de julio y 21 de agosto, se consultó a la Cynthia Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora de este Tribunal, sobre los motivos que impidieron que algunas secciones alcanzaran las cuotas de producción establecidas en el plan de trabajo; no obstante, a la fecha de elaboración este informe no se obtuvo respuesta por parte de la licenciada Ramírez Angulo.

4.5	Cantidad de juicios suspendidos y motivos de suspensión

En el cuadro N°4 se presenta la cantidad de juicios que fueron suspendidos en este despacho durante los meses de febrero, marzo y abril pasado, así como los motivos de suspensión, información que se presenta por Sección.

Cuadro N° 4
Tribunal de Juicio de Cartago. Cantidad de juicios suspendidos y motivos de suspensión
 En febrero, marzo y abril 2018.

	Motivo/Secciones
	Secciones
	Total

	
	Colegiadas
	Unipersonales
	Colegiadas Emergentes
	

	Rebeldía
	18
	44
	30
	92

	Anulado lo actuado
	3
	0
	0
	3

	Incapacidad de juez(a)
	2
	0
	0
	2

	Choque de juicios
	1
	7
	0
	8

	Continuación juicio
	1
	0
	0
	1

	Falta dictamen pericial
	1
	0
	0
	1

	Cita imputada incorrecta
	0
	1
	0
	1

	Sin notificar señalamiento
	0
	1
	0
	1

	Notificación incorrecta
	0
	3
	0
	3

	Otros
	19
	21
	9
	49

	Total
	45
	77
	39
	161


       Fuente: Plantilla de indicadores de gestión.

De cuadro anterior se desprende que, durante los tres meses analizados, se suspendieron un total de 161 debates; las rebeldías constituyeron el principal motivo de suspensión de juicios con un total de 92 asuntos, representando un 57% del total de juicios suspendidos; en este punto es importante hacer un paréntesis, para recordar que, de acuerdo con el seguimiento anterior, en los meses de octubre, noviembre, diciembre 2017 y enero 2018 ese porcentaje fue del 48%. Lo anterior equivale a decir que, en estos tres meses, de cada diez juicios no realizados seis fueron por rebeldía circunstancia que evidentemente afectó la producción de sentencias en estos tres meses.

En las secciones colegiadas de la jornada ordinaria se suspendieron un total de 45 juicios durante el período en análisis; los motivos de suspensión más frecuentes fueron “otras razones” con 19 expedientes, los cuales escaparon de toda capacidad de respuesta por parte del Tribunal, seguidamente se ubicaron las rebeldías con 18 expedientes.  Por último, se situaron una serie de motivos de suspensión que sí pudieron preverse por parte del personal de tribunal, como: anulado lo actuado, choque de juicios, continuación de juicio, falta de dictamen pericial, que en total sumaron 8 expedientes.

Las Secciones Unipersonales, son las que reportaron más juicios suspendidos con un total de 77 asuntos, de esa suma 44 fueron por rebeldías, 7 juicios no se llevaron a cabo por choque de agendas y en 3 expedientes se notificaron incorrectamente a las partes, estos últimos errores que pudieron atribuirse al Tribunal y, por último, 21 asuntos lo fueron por otros motivos.

En relación con las Secciones Colegiadas Vespertinas Emergentes, A y B; en total se suspendieron 39 juicios, de esa cantidad 30 suspensiones fueron rebeldías y 9 se presentaron por otras razones, en ese grupo se incluyeron: imputado preso, incapacidad de ofendida, muerte de familiar de juez(a), imputados llegaron tarde al juicio, cambio de señalamiento por solicitud del querellante, entre otros.

[bookmark: _Hlk529533568]Como se mencionó, las Secciones Unipersonales fueron las que reportaron más juicios suspendidos en este trimestre con un total de 77 asuntos, lo que representó el 48% de todos los juicios suspendidos en ese período; posteriormente se ubicaron las Secciones Colegiadas ordinarias con 45 juicios suspendidos, el 28% del total de juicios suspendidos y por último las dos Secciones Vespertinas Emergentes con 39 juicios dejados sin efecto, el 24%. 

Otras consideraciones:

5.1. Cantidad de juicios agendados por el Tribunal. 

En sesión de Consejo Superior N°109-17, celebrada el 5 de diciembre anterior, artículo LXV, se acordó que cada Sección del Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste debían agendar al menos 25 juicios por mes, razón por la cual, en el cuadro N°5 se detalla la cantidad de señalamientos efectuados por ese Tribunal en los meses comprendidos de febrero a abril del presente año, a efecto de verificar el cumplimiento de dicho acuerdo.

Cuadro N° 5
Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José-Sede Suroeste
Juicios cantidad de juicios señalados, suspendidos y realizados. Febrero, marzo y abril 2018

	Sección/ Señalamientos/Suspensiones
	Cuota establecida de señalamientos
	Señalados (*)
	Suspendidos
	Realizados
	% Efectividad

	Secciones Colegiadas
	414
	202
	84
	118
	58%

	Secciones Unipersonales
	276
	288
	77
	211
	73%

	Total
	690
	490
	161
	329
	67%


Nota: (*) No incluye apelaciones ni vistas.
Fuente: información suministrada por el Tribunal Penal de Pavas, mediante correo electrónico de fecha 19/07/2018. 

Previo al análisis del cuadro N°5, es indispensable reiterar que en marzo no se laboró una semana por motivo del cierre colectivo de Semana Santa; es por ello por lo que la cuota establecida para ese mes se ajustó a 19 señalamientos.

En el período comprendido de febrero a abril 2018 se señalaron a juicio 490 expedientes, para un promedio por sección de 18 expedientes señalados por mes, cifra que se encuentra por debajo de la cantidad de señalamientos estipulada en el acuerdo de Consejo Superior de sesión N°109-17, celebrada el 5 de diciembre anterior, artículo LXV, siendo que, lo mínimo que debió señalar cada sección en febrero y abril eran 25 expedientes y en marzo 19 expedientes.

Adicionado a lo anterior, de los 202 juicios colegiados señalados se suspendieron 84 (42%), y se realizaron 118, alcanzando 58% de efectividad en los juicios realizados.

Todo lo contario sucedió en las secciones unipersonales, sea que, en estas secciones debieron señalarse 276 expedientes y más bien señalaron 288 expedientes, superando con 12 procesos la cantidad de señalamientos dispuesta por el Consejo Superior.  Aunado a ello, de esa cantidad de señalamientos fueron suspendidos 77 juicios, el 27%; contrario a los juicios suspendidos por las secciones colegiadas que fueron el 42% de lo señalado. 

En resumen, con base a la disposición del Consejo Superior, para este período, se debieron señalar 690 expedientes a juicio, entre colegiados y unipersonales; no obstante, el Tribunal solamente señaló 490 expedientes, el 71% de lo estipulado por ese órgano rector.  Por su parte de los 490 expedientes que sí se señalaron a juicio, lograron llegar a esta etapa procesal 329 asuntos, para un porcentaje de efectividad del 67%.  En este renglón se realizaron más juicios unipersonales que colegiados, ya que de 288 juicios unipersonales señalados se efectuaron 211, para un porcentaje de efectividad del 73%; a diferencia, de 202 juicios colegiados señalados, se realizaron 118 para un porcentaje de efectividad del 58%.

5.3. Comportamiento del circulante desde que inició el plan de trabajo del tribunal.

Considerando que el Modelo Penal busca disminuir los circulantes de los despachos, en el cuadro N°6 se presentan datos estadísticos de este tribunal que incluyen los casos entrados, reentrados, salidos, así como el circulante final de diciembre 2017 a abril 2018, período que comprende el acuerdo de Consejo Superior N° 109-17 del 5 de diciembre 2017 en el que se previene al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional sobre el estudio de reestructuración del Tribunal de Juicio del III Circuito Judicial de San José.

Cuadro N° 6
Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José, sede Pavas 
Casos entrados, terminados y circulante final. 
diciembre de 2017 a abril de 2018.

	Mes/entrados/terminados/circulante final
	Entrados/ reentrados
	Terminados
	Circulante final

	Diciembre 2017
	11
	29
	2102

	Enero 2018
	26
	22
	2106

	Febrero 2018
	153
	22
	2235

	Marzo 2018
	101
	32
	2287

	Abril 2018
	41
	31
	2296

	Total
	322
	136
	


                      Fuente: plataforma SIGMA, Poder Judicial, consulta realizada el día 04 de octubre en curso.

En relación con el punto anterior, en la sesión de Consejo Superior  N°70-18 celebrada el 7 de agosto anterior, artículo XXXIX, en el oficio N° 843-PLA-2014 del 24 de julio 2018 la Dirección de Planificación se refirió a la poca veracidad de los datos reportados por algunos tribunales de juicio, en el que se incluyó al Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José, sede Suroeste; al comparar los asuntos terminados antes de iniciado el plan de trabajo y una vez implementado, así como en los meses sucesivos, esa Dirección señaló“…en el entendido que no puede haber, bajo ninguna circunstancia, una reducción de casos terminados en los reportes que se generen del Sigma en virtud del apoyo adicional de recurso humano y tecnológico que se está  brindando por parte de la Institución...” “Al existir esa incertidumbre, el análisis del comportamiento en la producción no sería confiable, así como la medición del aporte que ha brindado el recurso adicional”

Puede observarse en el período referido, que la cantidad de asuntos nuevos y reentrados excedieron con creces a los expedientes finalizados, en valores porcentuales esa cifra representó un 42%; exceptuando en diciembre de 2017 en que los expedientes fenecidos superaron a los expedientes ingresados y reentrados.  Además, conforme avanzan los meses el circulante en trámite se incrementó.  Por otra parte, la suma de expedientes entrados y reentrados superó los 100 asuntos, situación que no se presentó en los meses anteriores, al respecto el día 30 de octubre, mediante correo electrónico, se consultó al Juez Tramitador, licenciado Adrián Bustamante Porras, obteniendo respuesta por parte del Coordinador Judicial señor Mauricio Rodríguez Montes de Oca con fecha 9 de noviembre anterior en los siguientes términos:

“… en repuesta a su consulta  no puedo decirlo con exactitud a que se debió la diferencia en cuanto a expedientes ingresados en los meses que se menciona, por lo general  esa cantidad varía cada mes, en algunos casos puede depender de la cantidad de expedientes acumulados que nos envíen los juzgados, este Tribunal recibe expedientes tanto del Juzgado Penal de Pavas, así como del Juzgado Penal de Hatillo y también de Puriscal, por tal motivo la cantidad de expedientes ingresados pueden variar de acuerdo a la cantidad y forma en que los juzgados nos remiten los expedientes. También puede darse el caso que dependiendo de la cantidad de expedientes que nos remitan, los mismos puedan acumularse a la hora de itinerarlo y eso se refleja en el sistema Sigma, sin embargo, por lo general los expedientes que recibimos son incluidos en el sistema en el mismo mes de recibido. Quedo a la orden para cualquier otra duda o consulta. Aunado a lo anterior, debemos tomar en cuenta que para el mes de marzo del año en curso, del período del 26 al 30 de marzo tuvimos el cierre colectivo por motivo de semana santa, factor que de alguna manera también pudo haber variado la cantidad de expedientes ingresados…”

El 9 de noviembre del año en curso, se consultó a la licenciada Karen Segura Herrera del Subproceso de Estadística, Coordinadora de la Unidad de Calidad del Dato, sobre la subida abrupta de casos entrados y reentrados del Tribunal en febrero y marzo pasado, el 12 de noviembre su respuesta fue la siguiente:

“…la información en este momento está en proceso de análisis por parte de un profesional del Subproceso de Estadística. De igual forma se remitirá un correo al Tribunal Penal de Pavas consultando a que se debe el incremento de los entrados y reentrados…”

Ante esta situación se hizo imposible determinar los motivos por los cuales se presentó tanto aumento de casos entrados en los pasados meses de febrero y marzo, por lo tanto de la anterior información solo puede desprenderse el considerable aumento que se dio en el circulante de este despacho de diciembre del 2017 a abril del 2018, el cual fue de 194 asuntos.

Conclusiones: 

Durante los meses de febrero, marzo y abril del 2018, las secciones colegiadas ordinarias del Tribunal Juicio del III Circuito Judicial de San José obtuvieron rendimientos del 49%, 88% y 89% respectivamente, porcentajes que se encuentran por debajo de la cuota proyectada. Producción que se replica de manera individual, ya que, con excepción de la sección vespertina A que alcanzó un porcentaje de efectividad del 95%, las restantes secciones colegiadas obtuvieron porcentajes de efectividad menores al 85%.

Las Secciones Unipersonales de este Tribunal, alcanzaron porcentajes de efectividad de 40%, 105% y 102% durante los meses de febrero, marzo y abril, en su orden, porcentajes que se vieron favorecidos por la producción de la sección unipersonal D, la cual obtuvo un 150% de efectividad, por su parte, las restante secciones unipersonales alcanzaron porcentajes iguales o menores al 83%.

Lejos de mejorar los porcentajes de efectividad, se tiene que, este despacho alcanzó mejor producción durante los meses de octubre 2017 a enero 2018 dado que, el porcentaje de producción fue del 81%, mientras que, en los meses de febrero, marzo y abril 2018 esa cifra se ubicó en 77%.

En el período objeto de estudio, se suspendieron 161 debates, cifra que representa un 33% de los juicios señalados y la causa más frecuente de interrupción fue la rebeldía con un total de 92 asuntos, 22 más que el reportado en el primer informe de seguimiento de los meses de octubre 2017 a enero 2018, en ese entonces se habían suspendido por rebeldía 70 juicios.

De los 202 juicios programados en las secciones colegiadas se lograron llevar a cabo 118, lo cual representa el 58% de lo señalado.  Por su parte, 288 juicios unipersonales señalados se llegaron a concretar 211, sea el 73% de todo lo programado.

Con base a lo estipulado en la sesión de Consejo Superior N°9-17 celebrada el 7 de febrero del año 2017, artículo XXXVII, durante los meses de febrero, marzo y abril de 2018 el tribunal debió señalar a juicio 690 expedientes; sin embargo, la cantidad de asuntos señalados fue de 490 asuntos, 200 expedientes menos según la directriz emitida por ese órgano.

Con el fin de conocer los motivos por los cuales este despacho alcanzó porcentajes de producción por debajo de los establecidos en la cuotas proyectadas y ajustadas, el 24 de julio y 31 de agosto pasado, se envió correo electrónico a la licenciada Cynthia Ramírez Ángulo, Jueza Coordinadora para que se refiriera al respecto, pero a la fecha de concluido el presente informe no se obtuvo respuesta por parte de esta profesional.

Durante los meses de febrero y marzo pasados este despacho experimentó un aumento considerable en los asuntos entrados y reentrados, pero no fue posible determinar ni por medio del despacho ni de la Dirección de Planificación, lo motivos de dicho aumento

 Recomendaciones:

Se reconocen los porcentajes de efectividad alcanzados durante el trimestre en análisis por la sección vespertina A (95%) y la unipersonal D (150%); sin embargo, a nivel de todo el despacho los porcentajes de efectividad alcanzados durante ese período fueron bajos (77%), y dado que se desconocen los motivos por los cuales obtuvieron dichos porcentajes, por cuanto la licenciada Cinthya Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora de este Tribunal no respondió las consultas realizadas al respecto, se insta a este Tribunal a mejorar sus cuotas de producción considerando el apoyo adicional que ha recibido producto del Modelo Penal, con el fin de dar cumplimiento a los objetivos de ese modelo.”
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En sesión N° 26-18 celebrada el 5 de abril del 2018, artículo XLIX, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, según cada detalle indicado en el acuerdo, así también debería el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional remitir a la brevedad a este Consejo, las actas de proyecto corregidas y firmadas, según corresponda cada proyecto.

Luego, en sesión N° 60-18 celebrada el 05 de julio de 2018, artículo LV y de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información un asunto de interés institucional, se acogieron las gestiones del Ingeniero Dixon Li Morales, Director interino de Planificación, mediante oficios N° 712 y 726-PLA-2018 de 28 de junio y 2 de julio de 2018, respectivamente, en consecuencia, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución, según como se detalló en el citado acuerdo.

Finalmente, en sesión N° 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XXXIX, se tuvo por rendido el informe N° 843-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, sobre el seguimiento de los Planes de Trabajo en los Tribunales de Juicio del País con corte al 30 de junio 2018. Se tomó nota de los resultados obtenidos en el estudio, tales como que a pesar de que los planes de trabajo fueron implementados en el último trimestre de 2017, se observó que provocaron un incremento de un 4% en la cantidad de sentencias entre el 2016 y 2017, así como que se dio un incremento de un 10% en la cantidad de asuntos terminados. También se le solicitó al Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José, Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José sede suroeste, Tribunal de Juicio de Cartago y Tribunal de Juicio de Turrialba que revisaran sus estadísticas internas contra las que se estaban generando en Sigma, debido a que existían significativas inconsistenci